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SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 19 de marzo de 1968. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Comercial Hasbun, C. por A. 

Abogado: Dr. Jovino Herrera Arnó. 

Recurrido: Miguel Santos. 
Abogado: Dr. Ulises Cabrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
ges Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy 4 del mes de Septiembre de 
1968, años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Comer-
cial Hasbun C. por A., sociedad comercial, constituida de 
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con su 
domicilio y asiento social en la casa No. 118 de la calle 
"30 de Marzo" de esta ciudad, regularmente representada 
por su Presidente-Administrador, señor Isa Hasbun Lama, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, cédula No. 17170, 
serie lra., de este domicilio y residencia, contra la senten- 
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cia de fecha 19 de marzo de 1968, dictada por la Cámara 
de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8376, serie 

12, abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído al Dr. A. Ulises Cabrera, cédula 12215, serie 48, 
abogado del recurrido Miguel Santos, dominicano, mayor 
de edad, casado, sereno, cédula 19797, serie 47, domiciliado 
y residente en la casa No. 46 de la Avenida Los Mártires 
(parte atrás), de esta ciudad, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 28 de fe-
brero de 1968, en el cual se invocan los medios que se in-
dican más adelante; 

Visto el Memorial de Defensa de fecha 3 de abril de 
1968, suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 51, 83 y 84 del Código de 
Trabajo; 1315 del Código Civil; 133 y 141 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimien- 
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos, a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
intentada por Miguel Santos contra la hoy recurrente en 
casación y contra Rádhamés Mesa, el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 31 de marzo 
de 1967, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de 
la parte demandada, por improcedentes y mal fundadas y 
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acoge en todas sus partes las del demandante, por ser jus-
tas y reposar en prueba legal; Segundo: Declara injusti-
ficado el despido y resuelto el contrato de trabajo que liga-
ba a las partes, por culpa del patrono y con responsabili-
dad para el mismo; Tercero: Condena al patrono Radhamés 
Mesa o Comercial Hasbun, C. por A., a pagarle al señor Mi-
guel Santos, los valores que le corresponden por concepto 
24 días de salario por preaviso; 15 días por auxilio de ce-
santía; 14 y 11 días respectivos, por vacaciones no disfru-
tadas ni pagadas en los años 1965 y 1966; la Regalía Pas-
cual Obligatoria del año 1965 y la proporcional del año 
1966, así como al pago de los tres meses de salario que 
acuerda el inciso tercero del Artículo 84 del Código de Tra-
bajo, todo a base de RD$90.00, mensuales; Cuarto: Condena 
al patrono Radhamés Mesa o Comercial Hasbun, C. por 
A., a pagarle al señor Miguel Santos, la suma de RD$150.- 
00, por concepto de salarios retenidos o sea dejados de pa-
gar; Quinto: Condena al patrono Radhamés Mesa o Comer-
cial Hasbun, C. por A., al pago de las costas del procedimien-
to, con distracción de éstas en favor del Dr. A. Ulises Ca-
brera L., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 
b) Que sobre apelación de Comercial Hasbun C. por A., 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 
19 de marzo de 1968, la sentencia ahora impugnada en ca-
sación con el siguiente dispositivo: "Falla Primero: Declara 
regular y válido tanto en la forma como en el fondo el re-
curso de apelación incoado por el señor Radhamés Mesa 
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distri-
to Nacional, de fecha 31 de Marzo del 1967, en favor de 
Miguel Santos, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior de esta misma sentencia, y en consecuencia, Re-
voca dicha sentencia impugnada en cuanto a él se refiere; 
Segundo: Declara inadmisible la demanda original incoada 
por Miguel Santos contra Radhamés Mesa, según los mo-
tivos expuestos; Tercero: Condena a Miguel Santos, parte 
sucumbiente, al pago de las costas del procedimiento, con 
distracción en favor del Dr. Jovino Herrera Arnó, por ha- 
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berlas avanzado en su mayor parte, de conformidad con 
los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley 
No. 302 del 18 de Junio del 1964; cuarto: Declara regular 
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación in-
coado por la Comercial Hasbun, C. por A., contra sentencia 
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de 
fecha 31 de Marzo de 1967, en favor de Miguel Santos, cu-
yo dispositivo reza en parte anterior de esta misma senten-
cia; Quinto: Relativamente al fondo, Rechaza dicho recur-
so de Alzada incoado por la Comercial Hasbun, C. por A., 
y en consecuencia Confirma en todas sus partes, respecto 
de dicha Empresa, la sentencia impugnada; Sexto: Condena 
a la Comercial Hasbun, C. por A., parte sucumbiente, al 
pago de las costas, del procedimiento de conformidad con 
los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley 
No. 302, del 18 de Junio del 1964, ordenando su distrac-
ción en favor del Dr. Héctor Ulises Cabrera L."; 

Considerando que la recurrente alega en su Memorial 
de Casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del artículo 1, 83 y 84 del Código de Trabajo; y 1315 del 
Código Civil y de la regla de la prueba.— Segundo Medio: 
Desnaturalización de los hechos y Falta de Base Legal. Vio-
lación del artículo 51 del Código de Trabajo.— Tercer Me-
dio: Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil. Falta de Motivos y de Base Legal.— Cuarto Medio: 
Violación del artículo 133 del Código de Procedimiento Ci-
vil.— Falta de base legal y Fallo extra-petita. 

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, los cuales se reunen para su examen, sostiene en 
síntesis, la recurrente: A) Que la Cámara a-qua dió por 
cierta la existencia de un contrato de trabajo entre ella y 
el demandante Santos, sin tener "ninguna clase de pruebas 
y asideros jurídicós"; que lo único que informaron los tes-
tigos fue que el demandante trabajaba "presumiblemente" 
en un taller de Radhamés Mesa; que la recurrente es una 
compañía por acciones, "lo cual es muy distinto a Radha- 

més Mesa; que si se hace un examen de los testimonios se 
advertirá que los "declarantes han informado "los datos que 
le suministró el demandante Miguel Santos; y que con esos 
testimonios no se determinaba que el demandante trabajara 
para la Comercial Hasbun, C. por A"., por lo cual la Cá-
mara a-qua llegó a es-a conclusión "deformando las declara-
ciones de los testigos"; que la recurrente ha negado siempre 
el contrato de trabajo invocado; que el trabajador en sus 
conclusiones "se limitó a pedir únicamente condenaciones 
contra Mesa"; que había que "probar jurídicamente "que 
el taller de Mesa pasó a ser propiedad de la Comercial 
Hasbún, C. por A.; B) Que si la Cámara a-qua llegó a la 
conclusión de que el taller donde trabajaba Santos fue 
cerrado sin cumplir con el artículo 51 del Código de Tra-
bajo, ese hecho en modo alguno tiene que ver con la 
Comercial Hasbun, C. por A., por lo cual dicha Cámara 
desnaturalizó al respecto los hechos de la causa; que co-
mo se trata de una Compañía legalmente constituida, el 
Juez deformó los hechos "como única vía a su alcance 
para fabricar responsabilidades"; que Santos declaró en 
la sección de querella que a cambio de un salario de $90. 
trabajaba en el taller de Radhamés Mesa, taller que ha pa-
sado a la Comercial Hasbun; agregando sobre ese traspaso 
esta frase "según tengo entendido", de donde infiere la re-
currente que no estando seguro de ello el trabajador, no 
pudo establecerse esa propiedad sin desnaturalizar los he-
chos; y que el demandante no probó "ese lazo contractual"; 
C) Que en sentido contrario al criterio de la Cámara a-qua 
no existen, en la especie, ni siquiera indicios de que Santos 
fuera un trabajador de la compañía; que es evidente que 
a Santos "no se le despidió sino que él corrió la misma suer-
te que los demás coaToc:iados en el taller"; pero que la Cá-
ma a-qua pasó por alto todas esas razones, las cuales no 
fueron ponderadas, dejando con ello sin motivos y sin base 
legal el fallo impugnado; que el Juez no hizo la debida pon-
deración de las declaraciones del testigo José Báez, las 
cuales eran "serias e idóneas"; que al tribunal no se le so- 
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metió ningún medio de prueba (repite) del traspaso del 
taller; que, por todo ello, las pruebas son ineficaces para 
determinar la responsabilidad de la Compañía; D) Que el 
abogado de Miguel Santos sólo pidió condenaciones en costas 
en apelación contra Radhamés Mesa, y que no obstante eso, 
la Cámara a-qua condenó a la Comercial Hasbun en costas, 
y ordenó su distracción (sin ser pedida) en favor de dicho 
abogado, agregando que este último medio lo plantea solo 
para dejar demostrada "la actuación parcial del Juez que 
falló el caso en apelación"; que, por tanto, concluye la re-
currente, la sentencia impugnada adolece de todos los vicios 
y violaciones por ella denunciados en los cuatro medios en 
que funda su recurso; Pero, 

Considerando que en materia laboral son admisibles 
todos los medios de prueba; que, en consecuencia, la Cáma-
ra a-qua estaba en capacidad de edificarse en base al in-
formativo ordenado, cuyos resultados podía apreciar so-
beranamente, sin que esa apreciación pueda ser censurada 
en casación, salvo desnaturalización que aunque ha sido 
alegada, no resulta establecida en el presente caso, según 
se expondrá más adelante; que en la especie, los hechos 
fundamentales del litigio fueron éstos: 1 9, la existencia de 
un contrato de trabajo; 2 9, despido del demandante del ta-
ller en donde trabajaba, al pasar a ser dicho taller pro-
piedad de la firma comercial Hasbun y Co. C. por A., hoy 
recurrente en casación; 3 9, vinculación legal entre esta 
compañía y el trabajador despedido, y como consecuencia 
de ese despido, obligación de dicha compañía de responder 
del pago de las prestaciones demandadas; 

Considerando que los hechos así puntualizados queda-
ron probados a juicio de la Cámara a-qua, cuando, después 
de ponderar y hasta de reproducir parte de las declaracio-
nes prestadas por los testigos, llega a la siguiente conclu-
sión; 

Considerando que por las declaraciones de los testi-
gos deponentes y muy especialmente de las vertidas por 
los señores Virginia Secundina Cruz y Víctor Sánchez, 

oídos en el informativo de referencia, se han podido es-
tablecer los hechos siguientes: a) que entre el señor Mi-
guel Santos y el señor Radhaniés Mesa, existió un con-
trato de trabajo mediante el cual el primero le prestó sus 
servicios como Sereno al segundo, durante más de un año 
en un taller de Mecánica, con salario de RD$90.00 mensua-
les; B) que el taller donde prestaba los servicios el intima-
do, pasó a ser propiedad de la Comercial Hasbun C. por A.; 
C) que el taller del señor Radhamés Mesa y otro negocio 
propiedad de la madre de Radhamés Mesa, la señora Zaida 
se unieron, formando una sola entidad que se llamó La Co-
mercial Hasbun C. por A.; D) que el señor Miguel Santos 
fue despedido después de prestar servicios por más de un 
año, por haberse cerrado el taller donde laboraba"; agre-
gando también la Cámara a-qua en una motivación subsi-
guiente a la que acaba de transcribirse lo siguiente: "que 
aunque el testigo José Báez expresa que en el taller nadie 
ganaba sueldo fijo y que éste era de todos, no es menos 
cierto que del conjunto de sus declaraciones se infiere, que 
el dueño era Radhamés Mesa, ya que según declara, era la 
persona a quién había que rendirle cuentas, quién daba las 
órdenes y disponía los trabajos, cobraba el dinero que en-
traba, compraba los materiales y pagaba los salarios; que 
así mismo, de tales declaraciones se infiere que el intimado 
permaneció en ese taller hasta que fue cerrado, lo que hace 
responsable al patrono de la ruptura del contrato, por cuan-
to no se ha probado que se llenaron los requisitos del Ar-
tículo 51 del Código de Trabajo en el indicado cierre; que 
todo ello, unido a las declaraciones del testigo Víctor Sán-
chez en el sentido de que el taller donde trabajaba Miguel 
Santos era propiedad de Radhamés Mesa, pasó a formar la 
Comercial Hasbun C. por A., al unirse con otro taller pro-
piedad de la madre de Radhamés, señora Zaida, que es lo 
alegado desde la Conciliación por Miguel Santos, siendo evi-
dente que la nombrada Zaida o Zoraida a que se hace re-
ferencia como madre de Radhamés Mesa, es la señora Zai-
da Hasbun que menciona en la querella el señor Miguel 
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metió ningún medio de prueba (repite) del traspaso del 
taller; que, por todo ello, las pruebas son ineficaces para 
determinar la responsabilidad de la Compañía; D) Que el 
abogado de Miguel Santos sólo pidió condenaciones en costas 
en apelación contra Radhamés Mesa, y que no obstante eso, 
la Cámara a-qua condenó a la Comercial Hasbun en costas, 
y ordenó su distracción (sin ser pedida) en favor de dicho 
abogado, agregando que este último medio lo plantea solo 
para dejar demostrada "la actuación parcial del Juez que 
falló el caso en apelación"; que, por tanto, concluye la re-
currente, la sentencia impugnada adolece de todos los vicios 
y violaciones por ella denunciados en los cuatro medios en 
que funda su recurso; Pero, 

Considerando que en materia laboral son admisibles 
todos los medios de prueba; que, en consecuencia, la Cáma-
ra a-qua estaba en capacidad de edificarse en base al in-
formativo ordenado, cuyos resultados podía apreciar so-
beranamente, sin que esa apreciación pueda ser censurada 
en casación, salvo desnaturalización que aunque ha sido 
alegada, no resulta establecida en el presente caso, según 
se expondrá más adelante; que en la especie, los hechos 
fundamentales del litigio fueron éstos: 1 9, la existencia de 
un contrato de trabajo; 2 9, despido del demandante del ta-
ller en donde trabajaba, al pasar a ser dicho taller pro-
piedad de la firma comercial Hasbun y Co. C. por A., hoy 
recurrente en casación; 3 9, vinculación legal entre esta 
compañía y el trabajador despedido, y como consecuencia 
de ese despido, obligación de dicha compañía de responder 
del pago de las prestaciones demandadas; 

Considerando que los hechos así puntualizados queda-
ron probados a juicio de la Cámara a-qua, cuando, después 
de ponderar y hasta de reproducir parte de las declaracio-
nes prestadas por los testigos, llega a la siguiente conclu-
sión; 

Considerando que por las declaraciones de los testi-
gos deponentes y muy especialmente de las vertidas por 
los señores Virginia Secundina Cruz y Víctor Sánchez, 

oídos en el informativo de referencia, se han podido es-
tablecer los hechos siguientes: a) que entre el señor Mi-
guel Santos y el señor Radhaniés Mesa, existió un con-
trato de trabajo mediante el cual el primero le prestó sus 
servicios como Sereno al segundo, durante más de un año 
en un taller de Mecánica, con salario de RD$90.00 mensua-
les; B) que el taller donde prestaba los servicios el intima-
do, pasó a ser propiedad de la Comercial Hasbun C. por A.; 
C) que el taller del señor Radhamés Mesa y otro negocio 
propiedad de la madre de Radhamés Mesa, la señora Zaida 
se unieron, formando una sola entidad que se llamó La Co-
mercial Hasbun C. por A.; D) que el señor Miguel Santos 
fue despedido después de prestar servicios por más de un 
año, por haberse cerrado el taller donde laboraba"; agre-
gando también la Cámara a-qua en una motivación subsi-
guiente a la que acaba de transcribirse lo siguiente: "que 
aunque el testigo José Báez expresa que en el taller nadie 
ganaba sueldo fijo y que éste era de todos, no es menos 
cierto que del conjunto de sus declaraciones se infiere, que 
el dueño era Radhamés Mesa, ya que según declara, era la 
persona a quién había que rendirle cuentas, quién daba las 
órdenes y disponía los trabajos, cobraba el dinero que en-
traba, compraba los materiales y pagaba los salarios; que 
así mismo, de tales declaraciones se infiere que el intimado 
permaneció en ese taller hasta que fue cerrado, lo que hace 
responsable al patrono de la ruptura del contrato, por cuan-
to no se ha probado que se llenaron los requisitos del Ar-
tículo 51 del Código de Trabajo en el indicado cierre; que 
todo ello, unido a las declaraciones del testigo Víctor Sán-
chez en el sentido de que el taller donde trabajaba Miguel 
Santos era propiedad de Radhamés Mesa, pasó a formar la 
Comercial Hasbun C. por A., al unirse con otro taller pro-
piedad de la madre de Radhamés, señora Zaida, que es lo 
alegado desde la Conciliación por Miguel Santos, siendo evi-
dente que la nombrada Zaida o Zoraida a que se hace re-
ferencia como madre de Radhamés Mesa, es la señora Zai-
da Hasbun que menciona en la querella el señor Miguel 
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Santos, como presidenta de la Comerccial Hasbun C. por 
"según tengo entendido", nada le resta en eficacia a su de-
manda, pues ese hecho que "él tenía entendido" quedó pro-
bado a juicio de la Cámara a-qua por medio del informati-
vo; que por ese medio quedó establecido también el despido 
del trabajador sin justa causa; que, por otra parte, la 
Cámara a-qua no tenía que hacer ponderaciones especiales 
con respecto al testimonio de José Báez, que la recurrente 
sostiene que le era favorable, pues dicha Cámara se edifi-
có por el conjunto de las declaraciones prestadas, según los 
motivos del fallo impugnado que fueron precedentemente 
transcritos, y al estimar sinceras unas declaraciones y en 
base a ello, preferirlas a otras, no hay desnaturalización, 
sino, como se ha dicho, uso del poder soberano del juez 
para apreciar la prueba de los hechos; que, además, el 
examen de dicho fallo pone de manifiesto que él ccontiene 
motivos suficientes y pertinentes, y una relación completa 
de los hechos de la causa que ha permitido a esta Suprema 
Corte de Justicia apreciar que la ley ha sido bien aplicada; 

Considerando que, en cuanto al alegato de la recurren-
te de que el abogado del recurrido no pidió en apelación la 
condenación en costas, y que apelar de ello la Cámara a-qua 
las pronunció, el examen del fallo impugnado revela que 
efectivamente las conclusiones del Dr. Ulises Cabrera, quien 
representaba en apelación al trabajador demandante fue-
ron estas: "Que se confirme la sentencia apelada en todas 
sus partes, que el señor Radhamés Mesa sea condenado al 
pago de las costas; que se nos conceda un plazo de 20 días 
para replicar"; que, por lo que acaba de transcribirse es 
evidente que dicho abogado aunque pidió la confirmación 
del fallo apelado, se limitó a pedir la Comercial Hasbun, 
C. por A.; que, en esas condiciones no debió pronunciarse 
contra dicha compañía una condenación en costas que no 
fue solicitada, ni mucho menos la distracción de esas cos-
tas no pedidas; que, por tanto, y no quedando en ese punto 
relativo a las costas en apelación nada por juzgar, procede 
casar el fallo impugnado en el Ordinal Sexto de su dispo-
sitivo, por vía de supresión y sin envío; que, por consiguien- 
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Considerando que como se advierte, y contrariamente 
a lo afirmado por la recurrente, la prueba de los hechos sí 
fue establecida, por medio de testigos, lo que es posible 
siempre en esta materia, según se expuso antes; que no obs-
ta para ello que la recurrente sea una compañía por accio-
nes, ni tampoco para establecer la prueba de que el taller 
en donde trabajaba el demandante pasó a ser de su propie-
dad, pues el sistema de prueba establecido por la ley, es 
siempre el mismo, independientemente de que una de las 
partes sea una persona física o moral; que si los testigos 
informaron a la Cámara a-qua lo que les había comunicado 
el trabajador demandante, la fuente de esa información 
no era un obstáculo para que el juez del fondo se edificara 
con respecto a la sinceridad de los hechos revelados en esas 
declaraciones, y en ello no puede haber desnaturalización 
alguna como alega la recurrente, sino el uso normal de la 
facultad soberana que tiene el juez del fondo de apreciar 
la fuerza probante de los elementos de juicio sometidos a 
su examen; que para el caso era indiferente que la hoy re-
currente en casación negara los hechos desde el principio 
de la litis, según sostiene, pues precisamente esa negativa 
suya fue la que determinó la necesidad del informativo or-
denado; que tampoco hay desnaturalización de los hechos 
en la circunstancia de que el demandante concluyera en 
audiencia sólo frente a su antiguo patrono, pues habiendo 
pasado el taller en donde trabajaba a manos del nuevo pa-
trono, y habiendo sido ambos emplazados, era posible con-
denar al segunao al ser declarada inadmisible la demanda 
contra el primero porque con respecto a él, no se había ago-
tado el preliminar de conciliación que establece la ley; y, 
en esas condiciones, nada se oponía a que la demanda fuera 
analizada y resuelta frente al otro deudor, puesto en causa; 
que el hecho de que dicho trabajador, al declarar en la sec-
ción de querella, que la Comercial Hasbun, C. por A., ha-
bía adquirido el taller por traspaso, agregando la frase 
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Santos, como presidenta de la Comerccial Hasbun C. por 
A."; 

Considerando que como se advierte, y contrariamente 
a lo afirmado por la recurrente, la prueba de los hechos sí 
fue establecida, por medio de testigos, lo que es posible 
siempre en esta materia, según se expuso antes; que no obs-
ta para ello que la recurrente sea una compañía por accio-
nes, ni tampoco para establecer la prueba de que el taller 
en donde trabajaba el demandante pasó a ser de su propie-
dad, pues el sistema de prueba establecido por la ley, es 
siempre el mismo, independientemente de que una de las 
partes sea una persona física o moral; que si los testigos 
informaron a la Cámara a-qua lo que les había comunicado 
el trabajador demandante, la fuente de esa información 
no era un obstáculo para que el juez del fondo se edificara 
con respecto a la sinceridad de los hechos revelados en esas 
declaraciones, y en ello no puede haber desnaturalización 
alguna como alega la recurrente, sino el uso normal de la 
facultad soberana que tiene el juez del fondo de apreciar 
la fuerza probante de los elementos de juicio sometidos a 
su examen; que para el caso era indiferente que la hoy re-
currente en casación negara los hechos desde el principio 
de la litis, según sostiene, pues precisamente esa negativa 
suya fue la que determinó la necesidad del informativo or-
denado; que tampoco hay desnaturalización de los hechos 
en la circunstancia de que el demandante concluyera en 
audiencia sólo frente a su antiguo patrono, pues habiendo 
pasado el taller en donde trabajaba a manos del nuevo pa-
trono, y habiendo sido ambos emplazados, era posible con-
denar al segundo al ser declarada inadmisible la demanda 
contra el primero porque con respecto a él, no se había ago-
tado el preliminar de conciliación que establece la ley; y, 
en esas condiciones, nada se oponía a que la demanda fuera 
analizada y resuelta frente al otro deudor, puesto en causa; 
que el hecho de que dicho trabajador, al declarar en la sec-
ción de querella, que la Comercial Hasbun, C. por A., ha-
bía adquirido el taller por traspaso, agregando la frase  

"según tengo entendido", nada le resta en eficacia a su de-
manda, pues ese hecho que "él tenía entendido" quedó pro-
bado a juicio de la Cámara a-qua por medio del informati-
vo; que por ese medio quedó establecido también el despido 
del trabajador sin justa causa; que, por otra parte, la 
Cámara a-qua no tenía que hacer ponderaciones especiales 
con respecto al testimonio de José Báez, que la recurrente 
sostiene que le era favorable, pues dicha Cámara se edifi-
có por el conjunto de las declaraciones prestadas, según los 
motivos del fallo impugnado que fueron precedentemente 
transcritos, y al estimar sinceras unas declaraciones y en 
base a ello, preferirlas a otras, no hay desnaturalización, 
sino, como se ha dicho, uso del poder soberano del juez 
para apreciar la prueba de los hechos; que, además, el 
examen de dicho fallo pone de manifiesto que él ccontiene 
motivos suficientes y pertinentes, y una relación completa 
de los hechos de la causa que ha permitido a esta Suprema 
Corte de Justicia apreciar que la ley ha sido bien aplicada; 

Considerando que, en cuanto al alegato de la recurren-
te de que el abogado del recurrido no pidió en apelación la 
condenación en costas, y que apesar de ello la Cámara a-qua 
las pronunció, el examen del fallo impugnado revela que 
efectivamente las conclusiones del Dr. Ulises Cabrera, quien 
representaba en apelación al trabajador demandante fue-
ron estas: "Que se confirme la sentencia apelada en todas 
sus partes, que el señor Radhamés Mesa sea condenado al 
pago de las costas; que se nos conceda un plazo de 20 días 
para replicar"; que, por lo que acaba de transcribirse es 
evidente que dicho abogado aunque pidió la confirmación 
del fallo apelado, se limitó a pedir la Comercial Hasbun, 
C. por A.; que, en esas condiciones no debió pronunciarse 
contra dicha compañía una condenación en costas que no 
fue solicitada, ni mucho menos la distracción de esas cos-
tas no pedidas; que, por tanto, y no quedando en ese punto 
relativo a lás costas en apelación nada por juzgar, procede 
casar el fallo impugnado en el Ordinal Sexto de su dispo-
sitivo, por vía de supresión y sin envío; que, por consiguien- 
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ee, salvo el punto que acaba de señalarse, los medios pro-
puestos carecen de fundamento y deben ser desestimados, 
rechazándose el recurso de casación que se examina, con la 
salvedad indicada; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Comercial Hasbun, C. por A., con-
tra la sentencia de fecha 19 de marzo de 1968, dictada por 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, 
salvo en lo que concierne a la condenación y distracción 
de las costas de apelación, dispuesta en el Ordinal Sexto 
del dispositivo de dicha sentencia, ordinal que se casa por 
vía de supresión y sin envío; Segundo: Condena a la recu-
rrente al pago de las tres cuartas partes de las costas de 
casación, distrayéndolas en favor del Dr. A. Ulises Cabrera, 
quien afirma haberlas avanzado; y condena a la parte re-
currida al pago de la otra cuarta parte de dichas costas, con 
distracción en favor del Dr. Jovino Herrera Arnó, quien 
afirma haberlas avanzado también en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de 1a Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
reirá.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DEL 1968. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 22 de febrero de 1968. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Casa Cerame, C. por A. 
Abogado: Dr. Práxedes Castillo y Lic. Manuel Joaquín Castillo. 

Recurrido: Thelma Virina. Rojas de Frenández. 
Abogado: Dr. A. Ulises Cabrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 del mes 
de Septiembre de 1968. años 125 9  de la Independencia y 
1069  de la Restauración. dicta en audienccia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Casa Ce-
rame C. por A., sociedad comercial organizada de acuerdo 
con las leyes dominicanas, con domicilio social en la pri-
mera planta del edificio Cerame, ubicado en la esquina que 
forman las calles El Conde y 19 de Marzo, de esta ciudad, 
contra la sentencia de fecha 22 de febrero de 1968, dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 
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ee, salvo el punto que acaba de señalarse, los medios pro-
puestos carecen de fundamento y deben ser desestimados, 
rechazándose el recurso de casación que se examina, con la 
salvedad indicada; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Comercial Hasbun, C. por A., con-
tra la sentencia de fecha 19 de marzo de 1968, dictada por 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, 
salvo en lo que concierne a la condenación y distracción 
de las costas de apelación, dispuesta en el Ordinal Sexto 
del dispositivo de dicha sentencia, ordinal que se casa por 
vía de supresión y sin envío; Segundo: Condena a la recu-
rrente al pago de las tres cuartas partes de las costas de 
casación, distrayéndolas en favor del Dr. A. Ulises Cabrera, 
quien afirma haberlas avanzado; y condena a la parte re-
currida al pago de la otra cuarta parte de dichas costas, con 
distracción en favor del Dr. Jovino Herrera Arrió, quien 
afirma haberlas avanzado también en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DEL 1968. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 22 de febrero de 1968. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Casa Cerame, C. por A. 
Abogado: Dr. Práxedes Castillo y Lic. Manuel Joaquín Castillo. 

Recurrido: Thelma Virina Rojas de Frenández. 
Abogado: Dr. A. Ulises Cabrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 del mes 
de Septiembre de 1968, años 125 9  de la Independencia y 
1069  de la Restauración, dicta en audienccia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Casa Ce-
rame C. por A., sociedad comercial organizada de acuerdo 
con las leyes dominicanas, con domicilio social en la pri-
mera planta del edificio Cerame, ubicado en la esquina que 
forman las calles El Conde y 19 de Marzo, de esta ciudad, 
contra la sentencia de fecha 22 de febrero de 1968, dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Práxedes Castillo, cédula 23563, serie 2da., 

por sí y por el Lic. Manuel Joaquín Castillo, cédula 6919, 
serie 3ra., abogados de la recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Dr. A. Ulises Cabrera, cédula 12215, serie 48, 
abogado de la recurrida Thelma Virina Rojas de Fernán-
dez, dominicana, mayor de edad, casada, cédula No. 5087, 
serie 59, domiciliada y residente en la calle Marcos Adón 
No. 105, de esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 25 de mar-
zo de 1968, y suscrito por los abogados de la recurrente, en 
el cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el Memorial de Defensa de fecha 5 de abril de 
1968, suscrito por el abogado de la recurrida; 

Visto el escrito de ampliación de fecha 19 de julio de 
1968, sometidos por los abogados de la recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 658, 659, 660 y 691 del Código 
de Trabajo; 57 de la Ley 637 sobre Contratos de Trabajo; 
2248 y 2274 del Código Civil; y 65 de la Ley Sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y 'en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
hecha por Thelma Virina Rojas Sosa de Fernández, el Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fe-
cha 25 de Septiembre de 1967, una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla Primero: Rechaza en todas sus par-
tes las conclusiones de la parte demandada por improce-
dentes y mal fundadas, y acoge las de la demandante por 
ser justas y reposar en prueba legal; Segundo: Condena al 
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patrono Casa Cerame, C. por A., a pagar a Thelma Virina 
Rojas Sosa, los salarios correspondientes a 4 meses, por 
concepto de indemnización establecida en el artículo 211 
del Código de Trabajo, todo a base de RD$65.00 mensuales; 
Tercero: Condena al patrono Casa Cerame, C. por A., al 
pago de las costas del procedimiento, con distracción de las 
mismas en provecho del Dr. A. Ulises Cabrera L., quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) Que sobre 
apelación de Casa Cerame, C. por A., la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 22 de febrero de 
1968, la sentencia ahora impugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Ordena un informa-
tivo testimonial a cargo de la parte intimada señora Thelma 
Virina Rojas Sosa Fernández, para los fines indicados en 
sus conclusiones y reserva el contrainformativo a la recu-
rrente Casa Cerame, C. por A., por ser de derecho; Segundo: 
Fija la audiencia del día 26 de Marzo de 1968, a las 9:00 de 
la mañana para conocer de las medidas ordenadas; Tercero: 
Reserva las costas"; 

Considerando que la recurrente alega el siguiente me-
dio como fundamento de su recurso de casación: Unico: Vio-
lación de los artículos 660 del Código de Trabajo y 2274 
del Código Civil. Desconocimiento de la sentencia de la Su-
prema Corte de Justicia de fecha 26 de febrero de 1965. 

Considerando que en el desenvolvimiento del medio pro-
puesto, la recurrente sostiene en síntesis, que las prescrip-
ciones que establecen los artículos 658, 659 y 660 del Có-
digo de Tyabajo deben asimilarse a las cortas prescripcio-
nes del Código Civil, y que, por tanto, el reconocimiento 
de su deuda por el deudor debe hacerse por escrito, a fin 
de que las condiciones que establece el artículo 2274 del 
Código Civil "produzca efectos novatorios, sustituyendo la 
prescripción abreviada del Código de Trabajo uor la larga 
prescripción de derecho común"; que la Cámara a-qua al 
autorizar la prueba del alegado reconocimiento por medio 
de testigos, incurrió en las violaciones denunciadas en su 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Práxedes Castillo, cédula 23563, serie 2da., 

por sí y por el Lic. Manuel Joaquín Castillo, cédula 6919, 
serie 3ra., abogados de la recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Dr. A. Ulises Cabrera, cédula 12215, serie 48, 
abogado de la recurrida Thelma Virina Rojas de Fernán-
dez, dominicana, mayor de edad, casada, cédula No. 5087, 
serie 59, domiciliada y residente en la calle Marcos Adón 
No. 105, de esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 25 de mar-
zo de 1968, y suscrito por los abogados de la recurrente, en 
el cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el Memorial de Defensa de fecha 5 de abril de 
1968, suscrito por el abogado de la recurrida; 

Visto el escrito de ampliación de fecha 19 de julio de 
1968, sometidos por los abogados de la recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 658, 659, 660 y 691 del Código 
de Trabajo; 57 de la Ley 637 sobre Contratos de Trabajo; 
2248 y 2274 del Código Civil; y 65 de la Ley Sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y 'en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
hecha por Thelma Virina Rojas Sosa de Fernández, el Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fe-
cha 25 de Septiembre de 1967, una sentencia cuyo dispo-
sltivo dice así: "Falla Primero: Rechaza en todas sus par-
tes las conclusiones de la parte demandada por improce-
dentes y mal fundadas, y acoge las de la demandante por 
ser justas y reposar en prueba legal; Segundo: Condena al 
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patrono Casa Cerame, C. por A., a pagar a Thelma Virina 
Rojas Sosa, los salarios correspondientes a 4 meses, por 
concepto de indemnización establecida en el artículo 211 
del Código de Trabajo, todo a base de RD$65.00 mensuales; 
Tercero: Condena al patrono Casa Cerame, C. por A., al 
pago de las costas del procedimiento, con distracción de las 
mismas en provecho del Dr. A. Ulises Cabrera L., quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) Que sobre 
apelación de Casa Cerame, C. por A., la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 22 de febrero de 
1968, la sentencia ahora impugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "Falla,: Primero: Ordena un informa-
tivo testimonial a cargo de la parte intimada señora Thelma 
Virina Rojas Sosa Fernández, para los fines indicados en 
sus conclusiones y reserva el contrainformativo a la recu-
rrente Casa Cerame, C. por A., por ser de derecho; Segundo: 
Fija la audiencia del día 26 de Marzo de 1968, a las 9:00 de 
la mañana para conocer de las medidas ordenadas; Tercero: 
Reserva las costas"; 

Considerando que la recurrente alega el siguiente me-
dio como fundamento de su recurso de casación: Unico: Vio-
lación de los artículos 660 del Código de Trabajo y 2274 
del Código Civil. Desconocimiento de la sentencia de la Su-
prema Corte de Justicia de fecha 26 de febrero de 1965. 

Considerando que en el desenvolvimiento del medio pro-
puesto, la recurrente sostiene en síntesis, que las prescrip-
ciones que establecen los artículos 658, 659 y 660 del Có-
digo de Trabajo deben asimilarse a las cortas prescripcio-
nes del Código Civil, y que, por tanto, el reconocimiento 
de su deuda por el deudor debe hacerse por escrito, a fin 
de que las condiciones que establece el artículo 2274 del 
Código Civil "produzca efectos novatorios, sustituyendo la 
prescripción abreviada del Código de Trabajo uor la larga 
prescripción de derecho común"; que la Cámara a-qua al 
autorizar la prueba del alegado reconocimiento por medio 
de testigos, incurrió en las violaciones denunciadas en su 
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Memorial de Casación; que además, agrega la recurrente: 
"el reconocimiento que no responda a las condiciones del 
artículo 2274 del Código Civil, interrumpe la prescripción, 
pero sin efecto novatorio. Solo constituye un nuevo punto 
de partida de una prescripción idéntica a la ppeedente"; 
Pero, 

Considerando que en el fallo impugnado y en los docu-
mentos a que él se refiere, consta que la trabajadora de-
mandante alegó ante los Jueces del Fondo que fue desahu-
ciada debido a que el patrono adujo que no la podía seguir 
utilizando porque sus labores eran incompatibles con el es-
tado de embarazo en que se hallaba; que al desahuciarla 
ofreció pagarle al mes siguiente (Diciembre de 1966), los 
cuatro meses que le correspondían por el embarazo y que 
vsriss veces la visitó con tal propósito y el pago fue pos-
tlestó; que en cambio las demás prestaciones sí le fueron 

pagadas; que de tales hechos infiere la demandante que la 
deuda reclamada le fue reconocida, y que el reconocimiento 
interrumpió la prescripción; 

Considerando que el artículo 57 de la Ley Sobre Con-
trato de Trabajo dice así: "Todos los medios de prueba se-
rán admisibles en los litigios que se originen con motivo de 
un contrato de trabajo, y los jueces gozarán de un poder 
soberano de apreciación en el conocimiento de los mismos"; 
que a su vez el artículo 29 del Código de Trabajo dispone: 
"El contrato de trabajo y sus diversas estipulaciones, así 
como los hechos relativos a su ejecución o modificación 
pueden probarse por todos los medios"; 

Considerando que independientemente del efecto nova-
torio del reconocimiento de la deuda cuyo pago reclamaba 
la trabajadora demandante, para determinar si intervertía 
o no en el plazo de tres meses que para la prescripción han 
instituido para estos casos las leyes de trabajo, en el plazo 
de veinte años, o sea en la más larga prescripción de de-
recho común, es Obvio aue la prueba por testigos era pro-
cedente en la especie, pues se hacía necesario precisar en  

qué fecha y en cuáles términos se operó dicho reconocimien-
to, ya que se ha alegado que la reclamación fue hecha en 
varias ocasiones con posterioridad al mes de diciembre de 
1966 y siempre pospuesto el pago, aunque no negada la 
deuda; que en tales condiciones, es posible que dicho re-
conocimiento aunque sólo diese lugar al reinicio de un nuevo 
plazo de tres meses, dentro de las leyes laborales, según lo 
sostiene la hoy recurrente en casación, ocurriera en una 
fecha próxima al día en que se lanzó la demanda el 20 de 
abril de 1967, y que para ese día el nuevo plazo así reini-
ciado no estuviera aún vencido; que, por tanto, el informa-
tivo ordenado con fines de hacer la prueba de tales hechos 
y consecuentemente de su fecha, no contraviene las disposi-
ciones legales invocadas por la hoy recurrente en casación, 
pues aún establecido el reconocimiento, los Jueces del fon-
do tendrían siempre el deber de apreciar y ponderar por la 
forma en que se produjo si ha podido producir o nó efectos 
novatorios, o si era irrelevante el ponderar tales efectos 
novatorios por estar el caso situado simplemente dentro 
de la prescripción de tres meses del Código de Trabajo; que, 
por todo ello no se ha podido incurrir en el fallo impugna-
do en las violaciones que denuncia la compañía recurrente 
en el medio propuesto, el cual carece de fundamento y de-
be ser desestimado; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Casa Cerame, C. por 'A., contra 
la sentencia de fecha 22 de febrero de 1968, dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Condena a la recurrente al pago de las costas, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. A. Ulises Ca-
brera, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
riquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe- 
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Memorial de Casación; que además, agrega la recurrente: 
"el reconocimiento que no responda a las condiciones del 
artículo 2274 del Código Civil, interrumpe la prescripción, 
pero sin efecto novatorio. Solo constituye un nuevo punto 
de partida de una prescripción idéntica a la pykedente"; 
Pero, 

Considerando que en el fallo impugnado y en los docu-
mentos a que él se refiere, consta que la trabajadora de-
mandante alegó ante los Jueces del Fondo que fue desahu-
ciada debido a que el patrono adujo que no la podía seguir 
utilizando porque sus labores eran incompatibles con el es-
tado de embarazo en que se hallaba; que al desahuciarla 
ofreció pagarle al mes siguiente (Diciembre de 1966), los 
cuatro meses que le correspondían por el embarazo y que 
yarils veces la visitó con tal propósito y el pago fue pos-
puesto; que en cambio las demás prestaciones sí le fueron 
pagadas; que de tales hechos infiere la demandante que la 
deuda reclamada le fue reconocida, y que el reconocimiento 
interrumpió la prescripción; 

Considerando Considerando que el artículo 57 de la Ley Sobre Con-
trato de Trabajo dice así: "Todos los medios de prueba se-
rán admisibles en los litigios que se originen con motivo de 
un contrato de trabajo, y los jueces gozarán de un poder 
soberano de apreciación en el conocimiento de los mismos"; 
que a su vez el artículo 29 del Código de Trabajo dispone: 
"El contrato de trabajo y sus diversas estipulaciones, así 
como los hechos relativos a su ejecución o modificación 
pueden probarse por todos los medios"; 

Considerando que independientemente del efecto nova-
torio del reconocimiento de la deuda cuyo pago reclamaba 
la trabajadora demandante, para determinar si intervertía 
o no en el plazo de tres meses que para la prescripción han 
instituido para estos casos las leyes de trabajo, en el plazo 
de veinte años, o sea en la más larga prescripción de de-
recho común, es Obvio aue la prueba por testigos era pro-
cedente en la especie, pues se hacía necesario precisar en  

qué fecha y en cuáles términos se operó dicho reconocimien-
to, ya que se ha alegado que la reclamación fue hecha en 
varias ocasiones con posterioridad al mes de diciembre de 
1966 y siempre pospuesto el pago, aunque no negada la 
deuda; que en tales condiciones, es posible que dicho re-
conocimiento aunque sólo diese lugar al reinicio de un nuevo 
plazo de tres meses, dentro de las leyes laborales, según lo 
sostiene la hoy recurrente en casación, ocurriera en una 
fecha próxima al día en que se lanzó la demanda el 20 de 
abril de 1967, y que para ese día el nuevo plazo así reini-
ciado no estuviera aún vencido; que, por tanto, el informa-
tivo ordenado con fines de hacer la prueba de tales hechos 
y consecuentemente de su fecha, no contraviene las disposi-
ciones legales invocadas por la hoy recurrente en casación, 
pues aún establecido el reconocimiento, los Jueces del fon-
do tendrían siempre el deber de apreciar y ponderar por la 
forma en que se produjo si ha podido producir o nó efectos 
novatorios, o si era irrelevante el ponderar tales efectos 
novatorios por estar el caso situado simplemente dentro 
de la prescripción de tres meses del Código de Trabajo; que, 
por todo ello nó se ha podido incurrir en el fallo impugna-
do en las violaciones que denuncia la compañía recurrente 
en el medio propuesto, el cual carece de fundamento y de-
be ser desestimado; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Casa Cerame, C. por 'A., contra 
la sentencia de fechá 22 de febrero de 1968, dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Condena a la recurrente al pago de las costas, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. A. Ulises Ca-
brera, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
riquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe- 
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relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 16 de febrero de 1968. 

Materia Correccional (Viol. a la ley 5771). 

Recurrente: Angel Guerrero y Miles Méndez y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A. 

Abogado. Dr. Pedro Flores Ortiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 4 de septiembre del año 1968, años 125 9  de la 
Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Angel 
Guerrero y Atiles Méndez, dominicanos, mayores de edad, 
domiciliados en calle Wenceslao Ramírez N. 110, de la ciu-
dad de San Juan de la Maguana, cédulas Nos. 6296 y 10463, 
series la y 12, soltero y casado, respectivamente, y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., organizada de 
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con su 
domicilio en la casa N9  30 de la calle Arzobispo Meriño, 
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribucio- 
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hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 16 de febrero de 1968. 

Materia Correccional (Viol. a la ley 5771). 

Recurrente: Angel Guerrero y Miles Méndez y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A. 

Abogado. Dr. Pedro Flores Ortiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicam 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Sarao Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 4 de septiembre del año 1968, años 1259 de la 
Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interptiestos por Angel 
Guerrero y Atiles Méndez, dominicanos, mayores de edad, 
domiciliados en calle Wenceslao Ramírez N. 110, de la ciu-
dad de San Juan de la Maguana, cédulas Nos. 6296 y 10463, 
series 11  y 12, soltero y casado, respectivamente, y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., organizada de 
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con su 
domicilio en la casa N9  30 de la calle Arzobispo Meriño, 
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribucio- 
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nes correccionales, por la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana, en fecha 16 de febrero de 1968, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula NI' 47715, serie 

11, abogado de los recurrentes en la lectura de sus conclu- 

siones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de casación de fecha 29 de febrero de 
1968, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua a reque-
rimiento del Dr. José A. Puello Rodríguez, a nombre y re-
presentación de los recurrentes, en la cual no se invoca con-
1 ra la sentencia impugnada, ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 19 de julio de 
1968, suscrito por el abogado de los recurrentes en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley 5771, de 1961, 
letra c; y artículo 463 escala 6/ del Código Penal; 10 de 
la Ley 4117, de 1955; 1315, 1382 y 1384 del Código Civil; 
141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
apoderado regularmente por el Ministerio Público, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan 
de la Maguana, dictó en fecha 6 de marzo de 1967, en sus 
atribuciones correccionales, una sentencia condenatoria, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Pronunciar, 
como al efecto Pronuncia, el defecto contra el nombrado 
Angel Guerrero, por no -haber comparecido a la audiencia, 
no obstante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: De-
clarar, como al efecto Declara, al nombrado Angel Guerre- 

ro, culpable de Violación a la Ley N/ 5771, (golpes invo-
luntarios), en perjuicio de Agripina Ramírez Jiménez, y, 
en consecuencia, se condena a sufrir Seis Meses de Prisión 
Correccional y a pagar una multa de Cien Pesos Oro (RD 
$100.00) y al pago de las costas penales; TERCERO: De-
clarar, como al efeCto declara, buena y válida la constitu-
ción en parte civil hecha por Agripina Ramírez Jiménez; 
CUARTO: Condenar como al efecto Condena al nombrado 
Atiles Méndez, a pagar a Agripina Ramírez Jiménez, una 
indemnización de RD$5,000.00) (Cinco Mil Pesos Oro), por 
los daños y perjuicios morales y materiales que ocasionó 
el nombrado Angel Guerrero con el presente hecho ilícito; 
QUINTO: Se condena a Atiles Méndez, al pago de las cos-
tas civiles del procedimiento, con distracción de las mismas 
a favor del Lic. Angel S. Canó Pelletier, abogado que afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Se declara 
esta sentencia oponible a la Compañía Dominicana de Se-
guros C. por A."; b) que sobre apelación del prevenido, la 
parte civilmente responsable y la Compañía Aseguradora, 
intervino la sentencia que ahora se impugna, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular en 
la forma los recursos de apelación intentados por el preve-
nido Angel Guerrero, por el señor Atiles Méndez, en su ca-
lidad de persona civilmente responsable y por el doctor 
José A. Puello Rodríguez, a nombre y representación de la 
Compañía Dominicana de Seguros C. por A., contra sen-
tencia correccional del Juzgado de Primera Instancia de 
San Juan, de fecha 6 de marzo del año 1967, cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte de esta sentencia; SEGUNDO: 
Modifica la sentencia apelada en cuanto a la pena impues-
ta, y en consecuencia condena al inculpado Angel Guerrero, 
al pago de una multa de cien pesos oro dominicanos, apre-
ciando en su favor circunstancias atenuantes; y al pago de 
las costas penales; TERCERO: Modifica asimismo, la sen-
tencia en cuanto a la indemnización civil, la cual fija esta 
Corte en la suma de tres mil pesos (RD$3,000.00) en favor 
de la señora Agripina Ramírez, por los daños y perjuicios, . 
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nes correccionales, por la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana, en fecha 16 de febrero de 1968, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula I\19  47715, serie 

11, abogado de los recurrentes en la lectura de sus conclu- 

siones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de casación de fecha 29 de febrero de 
1968, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua a reque-

rimiento del Dr. José A. Puello Rodríguez, a nombre y re-
presentación de los recurrentes, en la cual no se invoca con-
1ra la sentencia impugnada, ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 19 de julio de 
1968, suscrito por el abogado de los recurrentes en el cual 

se invocan los medios que se indican más adelante; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1 de la Ley 5771, de 1961, 
letra c; y artículo 463 escala 6 1  del Código Penal; 10 de 
la Ley 4117, de 1955; 1315, 1382 y 1384 del Código Civil; 
141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
apoderado regularmente por el Ministerio Público, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan 
de la Maguana, dictó en fecha 6 de marzo de 1967, en sus 
atribuciones correccionales, una sentencia condenatoria, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Pronunciar, 
como al efecto Pronuncia, el defecto contra el nombrado 
Angel Guerrero, por no -haber comparecido a la audiencia, 
no obstante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: De-
clarar, como al efecto Declara, al nombrado Angel Guerre- 

ro, culpable de Violación a la Ley N'? 5771, (golpes invo-
luntarios), en perjuicio de Agripina Ramírez Jiménez, y, 
en consecuencia, se condena a sufrir Seis Meses de Prisión 
Correccional y a pagar una multa de Cien Pesos Oro (RD 
5100.00) y al pago de las costas penales; TERCERO: De-
clarar, como al efecto declara, buena y válida la constitu-
ción en parte civil hecha por Agripina Ramírez Jiménez; 
CUARTO: Condenar como al efecto Condena al nombrado 
Atiles Méndez, a pagar a Agripina Ramírez Jiménez, una 
indemnización de RD$5,000.00) (Cinco Mil Pesos Oro), por 
los daños y perjuicios morales y materiales que ocasionó 
el nombrado Angel Guerrero con el presente hecho ilícito; 
QUINTO: Se condena a Atiles Méndez, al pago de las cos-
tas civiles del procedimiento, con distracción de las mismas 
a favor del Lic. Angel S. Canó Pelletier, abogado que afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Se declara 
esta sentencia oponible a la Compañía Dominicana de Se-
guros C. por A."; b) que sobre apelación del prevenido, la 
parte civilmente responsable y la Compañía Aseguradora, 
intervino la sentencia que ahora se impugna, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular en 
la forma los recursos de apelación intentados por el preve-
nido Angel Guerrero, por el señor Atiles Méndez, en su ca-
lidad de persona civilmente responsable y por el doctor 
José A. Puello Rodríguez, a nombre y representación de la 
Compañía Dominicana de Seguros C. por A., contra sen-
tencia correccional del Juzgado de Primera Instancia de 
San Juan, de fecha 6 de marzo del año 1967, cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte de esta sentencia; SEGUNDO: 
Modifica la sentencia apelada en cuanto a la pena impues-
ta, y en consecuencia condena al inculpado Angel Guerrero, 
al pago de una multa de cien pesos oro dominicanos, apre-
ciando en su favor circunstancias atenuantes; y al pago de 
las costas penales; TERCERO: Modifica asimismo, la sen-
tencia en cuanto a la indemnización civil,. la cual fija esta 
Corte en la suma de tres mil pesos (RD$3,000.00) en .  favor 
de la señora Agripina Ramírez, por los daños y perjuicios, , 
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morales y materiales sufridos por ella; CUARTO: Condena 
a la persona civilmente responsable y a la Compañía Do-
minicana de Seguros C. por A., al pago de las costas civi-
les, las cuales declara distraídas en favor del licenciado 
Angel Salvador Canó Pelletier, abogado que afirma haber-
las avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la presente 
sentencia oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A."; 

Considerando que contra la sentencia impugnada los 
recurrentes invocan los siguientes medios de casación: Des-
naturalización de los Hechos; Falta de Base Legal; Insufi-
ciencia de Motivos y violación a los artículos 1315, 1384 
del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil y 
Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando que en desarrollo de estos medios, que 
por su relación se reunen para su examen, los recurrentes 
en síntesis alegan lo siguiente: a) -  que en la sentencia im-
pugnada se evidencian verdaderas alteraciones del signi-
ficado y sentido de los hechos establecidos, y sobre el fun-
damento de esas alteraciones, el tribunal ha arrojado res-
ponsabilidad sobre los recurrentes; así dá por establecido 
que el conductor Angel María Guerrero, cuando la ocu-
rrencia de los hechos, era un asalariado de la persona pues-
ta en causa como civilmente responsable, y dicha asevera-
ción resulta totalmente falsa y errada; critican al respecto 
la declaración prestada por Domingo Montilla quien ma-
nifestó que dicho conductor Angel Guerrero trabajaba con 
Atiles Méndez de los Santos, persona puesta en causa como 
civil-mente responsable, sin precisar dicho testigo, las cir-
cunstancias y condiciones bajo las cuales trabajaba dicho 
conductor con el propietario del vehículo, y sin precisar 
además que en el momento del accidente, actuaba bajo las 
órdenes, autoridad y dirección de éste, requisitos indispen-
sables para establecer el lazo de subordinación y atribuir 
responsabilidad a una persona como comitente; que así 
pues, la Corte a-qua, al decir que por la.xleclaración del  

prevenido y de ese testigo, quedó establecida la relación de 
comitente a preposé, ha incurrido en una flagrante desna-
turalización de los hechos de la causa; b) que la sentencia 
impugnada pone de manifiesto que contiene una notoria in-
suficiencia de motivos, que la deja sin base legal, no pu-
diéndose establecer si en el caso, se ha hecho una correcta 
aplicación de la ley; c) que la parte civil, que es la deman-
dante, en cuanto a los intereses civiles no hizo la prueba de 
los hechos que le incumbía probar, incurriendo en la vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil; d) que en la sen-
tencia impugnada también se incurrió en la violación del 
párrafo tercero del artículo 1384 del Código Civil, por no 
haberse establecido los elementos de la responsabilidad 
civil, prevista por dicho texto legal; e) por último aducen 
los recurrentes, que en la sentencia impugnada se incurre 
en la violación de la Ley 4117, en vista de que se declara 
oponible a la Compañía. Dominicana de Seguros, C. por A., 
la referida sentencia, sin haberse demostrado la responsa-
bilidad de su asegurado; pero, 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que en cuanto al prevenido, la senten-
cia impugnada dá por establecido, que el 14 de diciembre 
de 1963, ocurrió un accidente automovilístico en el kiló-
metro 2 de la carretera San Juan a la Sección de Juan de 
Herrera, originado por el camión de volteo placa N 9  44237, 
propiedad de Atiles Méndez y conducido en ese momento 
por el nombrado Angel Guerrero, resultando lesionada Agri-
pina Ramírez Jiménez; que ésta transitaba por el yá citado 
tramo de carretera de Sur a Norte, jineteando un mulo 
por el paseo derecho de la carretera destinado a los pea-
tones; que detrás transitaban a pie en el mismo sentido, Sur-
Norte, el testigo Amable García y que delante lo hacía el 
padre de ésta, Jesús Antonio Jiménez; que el camión de vol-
teo era conducido a una velocidad excesiva y muy recar-
gado sobre su derecha, no habiendo tocado bocina; que es- 
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morales y materiales sufridos por ella; CUARTO: Condena 
a la persona civilmente responsable y a la Compañía Do-
minicana de Seguros C. por A., al pago de las costas civi-
les, las cuales declara distraídas en favor del licenciado 
Angel Salvador Canó Pelletier, abogado que afirma haber-
las avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la presente 
sentencia oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A."; 

Considerando que contra la sentencia impugnada los 
recurrentes invocan los siguientes medios de casación: Des-
naturalización de los Hechos; Falta de Base Legal; Insufi-
ciencia de Motivos y violación a los artículos 1315, 1384 
del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil y 
Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando que en desarrollo de estos medios, que 
por su relación se reunen para su examen, los recurrentes 
en síntesis alegan lo siguiente: a) que en la sentencia im-
pugnada se evidencian verdaderas alteraciones del signi-
ficado y sentido de los hechos establecidos, y sobre el fun-
damento de esas alteraciones, el tribunal ha arrojado res-
ponsabilidad sobre los recurrentes; así dá por establecido 
que el conductor Angel María Guerrero, cuando la ocu-
rrencia de los hechos, era un asalariado de la persona pues-
ta en causa como civilmente responsable, y dicha asevera-
ción resulta totalmente falsa y errada; critican al respecto 
la declaración prestada por Domingo Montilla quien ma-
nifestó que dicho conductor Angel Guerrero trabajaba con 
Atiles Méndez de los Santos, persona puesta en causa como 
civil-mente responsable, sin precisar dicho testigo, las cir-
cunstancias y condiciones bajo las cuales trabajaba dicho 
conductor con el propietario del vehículo, y sin precisar 
además que en el momento del accidente, actuaba bajo las 
órdenes, autoridad y dirección de éste, requisitos indispen-
sables para establecer el lazo de subordinación y atribuir 
responsabilidad a una persona como comitente; que así 
pues, la Corte a-qua, al decir que por la...declaración del  

prevenido y de ese testigo, quedó establecida la relación de 
comitente a preposé, ha incurrido en una flagrante desna-
turalización de los hechos de la causa; b) que la sentencia 
impugnada pone de manifiesto que contiene una notoria in-
suficiencia de motivos, que la deja sin base legal, no pu-
diéndose establecer si en el caso, se ha hecho una correcta 
aplicación de la ley; c) que la parte civil, que es la deman-
dante, en cuanto a los intereses civiles no hizo la prueba de 
los hechos que le incumbía probar, incurriendo en la vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil; d) que en la sen-
tencia impugnada también se incurrió en la violación del 
párrafo tercero del artículo 1384 del Código Civil, por no 
haberse establecido los elementos de la responsabilidad 
civil, prevista por dicho texto legal; e) por último aducen 
los recurrentes, que en la sentencia impugnada se incurre 
en la violación de la Ley 4117, en vista de que se declara 
oponible a la Compañía , Dominicana de Seguros, C. por A., 
la referida sentencia, sin haberse demostrado la responsa-
bilidad de su asegurado; pero, 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que en cuanto al 'prevenido, la senten-
cia impugnada dá por establecido, que el 14 de diciembre 
de 1963, ocurrió un accidente automovilístico en el kiló-
metro 2 de la carretera San Juan a la Sección de Juan de 
Herrera, originado por el camión de volteo placa N 9  44237, 
propiedad de Atiles Méndez y conducido en ese momento 
por el nombrado Angel Guerrero, resultando lesionada Agri-
pina Ramírez Jiménez; que ésta transitaba por el yá citado 
tramo de carretera de Sur a Norte, jineteando un mulo 
por el paseo derecho de la carretera destinado a los pea-
tones; que detrás transitaban a pie en el mismo sentido, Sur-
Norte, el testigo Amable García y que delante lo hacía el 
padre de ésta, Jesús Antonio Jiménez; que el camión de vol-
teo era conducido a una velocidad excesiva y muy recar-
gado sobre su derecha, no habiendo tocado bocina; que es- 
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ta triple falta del conductor fue la causa exclusiva del ac-
cidente que ocasionó a Agripina Ramírez Jiménez, golpes 
y lesiones curables según certificado médico, después de 
veinte días; 

Considerando que los hechos así establecidos, costitu-
yen a cargo del prevenido el delito previsto por el artículo 
19  letra C de la ley 5771, de 1961, sobre accidentes ocasio-
nados con el manejo de vehículos de motor y sancionado 
por dicho texto legal con seis meses a dos años de prisión 
correccional y con multa de cien a quinientos pesos, si la 
enfermedad o imposibilidad para el trabajo dura veinte 
días o más; que en consecuencia al condenar a Angel Gue, 
rrero, después de declararlo culpable al pago de una multa 
de Cien Pesos, apreciando en su favor circunstancias ate-
nuantes, la Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a la 
ley; 

Considerando que la Corte a-qua comprobó que ese de-
lito ocasionó a Agripina Ramírez, persona constituida en 
parte civil, daños morales y materiales que estimó sobera-
namente en la suma de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro); 
que, por consiguiente, al condenar al referido inculpado y 
recurrente a pagar esa suma de dinero en provecho de la 
parte civil constituida, a título de indemnización, dicha Cor-
te hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Có-
digo Civil; pwr  

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no constiene, en lo que concierne 
al interés del prevenido recurrente, vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

En cuanto al recurso de la parte civilmente 
responsable y de la Compañía Dominicana 

de Seguros, C. por A. 

Considerando que contrariamente a lo que afirma la 
parte civilmente responsable y la Compañía Aseguradora, 
la Corte a-qua para formar su convicción en el sentido de  

aue Atiles Méndez era el dueño del vehículo con el cual se 
produjo el accidente de que se trata, que el prevenido An-
gel María Guerrero, conductor del mismo, era asalariado 
de éste, y que el vehículo en cuestión estaba asegurado con 
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., dió entre 
otros motivos en la sentencia impugnada, los siguientes: 
"que en la audiencia, por la declaración del prevenido An-
gel Guerrero, y por el testimonio de Domingo Montilla, que-
dó establecido que en el momento del accidente el predicho 
chofer Angel Guerrero era empleado del Sr. Atiles Mén-
dz, afirmación no contradicha por éste último, legalmente 
representada en audiencia; que en el presente caso, la parte 
civil constituida Agripina Ramírez Jiménez, por medio de 
su abogado, hizo la prueba de que el camión de volteo mar-
ca Ford, motor F 60 CE-433245, era propiedad de Atiles 
Méndez de los Santos y estaba asegurado bajo la póliza 

N9  7923, con vigencia del 30 de octubre de 1963 al 30 de 
octubre de 1964, la cual cubría daño a terceros y a la pro-
piedad, expedida por la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., según Certificación del Director General de Ren-
tas Internas de fecha 25 de mayo de 1964 y del Superinten-
dente de Seguros del 18 de agosto de 1964, respectivamen-
te"; que por toda esa motivación que antecede, es obvio 
que la Corte a-qua, al fallar como lo hizo, no incurrió en 
desnaturalización alguna y por el contrario ponderó correc-
tamente los medios de prueba sometidos al debate, hacien-
do una relación completa de los hechos de la causa que han 
permitido apreciar que la Ley ha sido bien aplicada; que 
tampoco se alteraron las reglas de la prueba, puesto que las 
certificaciones que fueron sometidas en la instrucción de la 
causa, expedidas por el Superintendente del Banco, y por 

la Dirección de Rentas Internas, dejaron establecidas la 
propiedad del vehículo que produjo el accidente y que esta-
ba asegurado por la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A.; por lo cual la corte a-qua no ha incurrido en los 
vicios y violaciones denunciados por los recurrentes; que 
por tanto, los alegatos contenidos en los medios de casa- 
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cidente que ocasionó a Agripina Ramírez Jiménez, golpes 
y lesiones curables según certificado médico, después de 
veinte días; 

Considerando que los hechos así establecidos, costitu-
yen a cargo del prevenido el delito previsto por el artículo 
19  letra C de la ley 5771, de 1961, sobre accidentes ocasio-
nados con el manejo de vehículos de motor y sancionado 
por dicho texto legal con seis meses a dos años de prisión 
correccional y con multa de cien a quinientos pesos, si la 
enfermedad o imposibilidad para el trabajo dura veinte 
días o más; que en consecuencia al condenar a Angel Gue, 
rrero, después de declararlo culpable al pago de una multa 
de Cien Pesos, apreciando en su favor circunstancias ate• 
nuantes, la Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a la 
ley; 

Considerando que la Corte a-qua comprobó que ese de-
lito ocasionó a Agripina Ramírez, persona constituida en 
parte civil, daños morales y materiales que estimó sobera-
namente en la suma de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro); 
que, por consiguiente, al condenar al referido inculpado y 
recurrente a pagar esa suma de dinero en provecho de la 
parte civil constituida, a título de indemnización, dicha Cor-
te hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Có-
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Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no constiene, en lo que concierne 
al interés del prevenido recurrente, vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

En cuanto al recurso de la parte civilmente 
responsable y de la Compañía Dominicana 

de Seguros, C. por A. 

Considerando que contrariamente a lo que afirma la 
parte civilmente responsable y la Compañía Aseguradora, 
la Corte a-qua para formar su convicción en el sentido de 
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de éste, y que el vehículo en cuestión estaba asegurado con 
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., dió entre 
otros motivos en la sentencia impugnada, los siguientes: 
"que en la audiencia, por la declaración del prevenido An-
gel Guerrero, y por el testimonio de Domingo Montilla, que-
dó establecido que en el momento del accidente el predicho 
chofer Angel Guerrero era empleado del Sr. Atiles Mén-
dz, afirmación no contradicha por éste último, legalmente 
representada en audiencia; que en el presente caso, la parte 
civil constituída Agripina Ramírez Jiménez, por medio de 
su abogado, hizo la prueba de que el camión de volteo mar-
ca Ford, motor F 60 CE-433245, era propiedad de Atiles 
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que la Corte a-qua, al fallar como lo hizo, no incurrió en 
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tamente los medios de prueba sometidos al debate, hacien-
do una relación completa de los hechos de la causa que han 
permitido apreciar que la Ley ha sido bien aplicada; que 
tampoco se alteraron las reglas de la prueba, puesto que las 
certificaciones que fueron sometidas en la instrucción de la 
causa, expedidas por el Superintendente del Banco, y por 

la Dirección de Rentas Internas, dejaron establecidas la 
propiedad del vehículo que produjo el accidente y que esta-
ba asegurado por la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A.; por lo cual la corte a-qua no ha incurrido en los 
vicios y violaciones denunciados por los recurrentes; que 
por tanto, los alegatos contenidos en los medios de casa- 

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

                



ción, que se examinan, carecen de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Considerando que no procede pronunciar la condena-
ción de los recurrentes al pago de las costas civiles del pre-
sente recurso, pues la parte civil constituida no lo ha so-
licitado, ya que no ha intervenido en esta instancia; ' 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación 'interpuestos por Angel Guerrero, Atiles Méndez 
y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, y 
en fecha 16 de febrero de 1968, por la Corte de Apelación 
de San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a los recurrentes al pago de las costas penales. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisca Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del D.J. de La Vega, de fecha 5 de diciem-
bre de 1967. 

Materia: Correccional. 
Recurrente: Armando Fernández Leonardo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los ,kueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Suente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Seccretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 4 de septiembre del año 1968, años 
1259  de la Independencia y 1069  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Armando 
Fernández Leonardo, dominicano, mayor de edad, soltero, 
comerciante, cédula No. 42033, serie 47, residente en la 
calle Concepción Taveras No. 39, de La Vega, contra la 
sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga, de fecha 5 de diciembre de 1967, en atribuciones co-
rreecionales y en grado de apelación cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 
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ción, que se examinan, carecen de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Considerando que no procede pronunciar la condena-
ción de los recurrentes al pago de las costas civiles del pre-
sente recurso, pues la parte civil constituida no lo ha so-
licitado, ya que no ha intervenido en esta instancia; • 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación 'interpuestos por Angel Guerrero, Atiles Méndez 
y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, y 
en fecha 16 de febrero de 1968, por la Corte de Apelación 
de San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a los recurrentes al pago de las costas penales. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Franciscó Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 

 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri- 
mera Instancia del D.J. de La Vega, de fecha 5 de diciem-
bre de 1967. 

 

Materia: Correccional. 
Recurrente: Armando Fernández Leonardo. 

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los .lueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Suente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 

1 Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Seccretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 4 de septiembre del año 1968, años 
1259  de la Independencia y 1069  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

  

Sobre el recurso de casación interpuesto por Armando 
Fernández Leonardo, dominicano, mayor de edad, soltero, 
comerciante, cédula No. 42033, serie 47, residente en la 
calle Concepción Taveras No. 39, de La Vega, contra la 
sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga, de fecha 5 de diciembre de 1967, en atribuciones co-
rreccionales y en grado de apelación cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr. Ro-
berto Abréu R., abogado, cédula No. 38285, serie 47, a nom-
bre y en representación de Armando Fernández Leonardo, 
en fecha 5 de diciembre de 1967, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 410, párrafo 1ro. del Código 
Penal, modificado por la Ley. No. 3664 del 31 de octubre 
de 1953, y el 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa- 
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que el Juzgado 
de Paz de la 2da. Circunscripción del Municipio de La Ve-
ga, regularmente apoderado, dictó en fecha 21 de agosto de 
1967 una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-

ro: Se declara no culpable a Armando Fernández Leonar-
do, de violar el art. 410 del Código Penal, modificado por la 
Ley 3664, y se descarga por insuficiencias de pruebas. Se-
gundo: que sea devuelto el cuerpo del delito a su legítimo 
dueño, después de los diez días que indica la Ley. Tercero: 
se declaran los costas de oficio". b) que sobre el recurso de 
apelación interpuesto por el Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de La Vega, la Cámara a-qua, dictó en fecha 5 de 
diciembre de 1967 la sentencia ahora impugnada en casa-
ción cuyo dispositivo dice así: "Falla: Se declara bueno y 
válido el presente recurso de apelación interpuesto por el 
Magistrado Procurador Fiscal de éste Distrito Judicial de 
La Vega, contra la sentencia del Juzgado de Paz de la 2da. 
Circ. que descargó al prevenido Armando Fernández Leo-
nardo, del delito de Viol. al Art. 410 del Cód. Penal por 
insuficiencias de pruebas. 2do. En cuanto al fondo se revoca 
la sentencia recurrida. 3ro. Se declara culpable al preveni- 
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do Armando Fernández Leonardo del delito de Viol. al Art. 
410 del Cód. Penal y en consecuencia se condena a pagar 
una multa de RD$25.00, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes. Oto. Se ordena la confiscación del cuerpo 

• del delito (RD$79.28). 5to. Se condena además al prevenido 
al pago de las costas"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la Cámara a-qua dió en el caso la siguiente moti-
vación: "que del acta de traslado del Magistrado Procura-
dor Fiscal se desprende que el prevenido se dedicaba a lle-
var rifa de aguante ya que le fueron ocupadas cuadernos 
(3) conteniendo listas numeradas del 1 al 100; que es prác-
tica de las personas que se dedican a estas clases de juegos 
elaborar sus nóminas en cuadernos comerciales a fin de 
despistar las autoridades en caso de de ser sorprendidos; que 
la forma en que aparecieron los valores que figuran como 
cuerpo de delito dan a entender una actitud sospechosa, to-
da vez que de tratarse de emolumentos comerciales habrían 
sido depositado en el cajón destinado para las ventas"; 

Considerando que tal como ha sido juzgada desde hace 
mucho tiempo, para que exista el delito a que se refiere el 
artículo 410, reformado, del Código Penal, es preciso que 
se compruebe que el prevenido haya sido sorprendido ven-
diendo o distribúyendo números, o cuando menos en con-
diciones tales que haga presumir que ya los números han 
sido ofrecidos o vendidos; 

Considerando que en la especie, la forma vaga e im-
precisa de los motivos que acaban de transcribirse, frente 
a un caso en que no se señala un hecho específico que re-
vele la infracción puesta a cargo del prevenido, acentuado 
por la circunstancia de que el mismo juez de fondo pone de 
manifiesto sus dudas cuando dice que lo relatado en su 
sentencia "da a entender una actitud sospechosa", conduce 
a admitir que no han quedado suficientemente configurados 
los elementos del delito, en los motivos copiados, por lo 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr. Ro-
berto Abréu R., abogado, cédula No. 38285, serie 47, a nom-
bre y en representación de Armando Fernández Leonardo, 
en fecha 5 de diciembre de 1967, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 410, párrafo 1ro. del Código 
Penal, modificado por la Ley. No. 3664 del 31 de octubre 
de 1953, y el 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa- 
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que el Juzgado 
de Paz de la 2da. Circunscripción del Municipio de La Ve-
ga, regularmente apoderado, dictó en fecha 21 de agosto de 
1967 una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-

ro: Se declara no culpable a Armando Fernández Leonar-
do, de violar el art. 410 del Código Penal, modificado por la 
Ley 3664, y se descarga por insuficiencias de pruebas. Se-

gundo: que sea devuelto el cuerpo del delito a su legítimo 
dueño, después de los diez días que indica la Ley. Tercero: 
se declaran los costas de oficio". b) que sobre el recurso de 
a peláción interpuesto por el Procurador Fiscal del Distrito' 
Judicial de La Vega, la Cámara a-qua, dictó en fecha 5 de, 
diciembre de 1967 la sentencia ahora impugnada en casa-1 
ción cuyo dispositivo dice así: "Falla: Se declara bueno y 
válido el presente recurso de apelación interpuesto por el 
Magistrado Procurador Fiscal de éste Distrito Judicial de 
La Vega, contra la sentencia del Juzgado de Paz de la 2da. 
Circ. que descargó al prevenido Armando Fernández Leo- 1 
nardo, del delito de Viol. al Art. 410 del Cód. Penal por 
insuficiencias de pruebas. 2do. En cuanto al fondo se revoca 
la sentencia recurrida. 3ro. Se declara culpable al preveni- 

do Armando Fernández Leonardo del delito de Viol, al Art. 
410 del Cód. Penal y en consecuencia se condena a pagar 
una multa de RD$25.00, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes. Oto. Se ordena la confiscación del cuerpo 

• del delito (RD$79.28). 5to. Se condena además al prevenido 
al pago de las costas"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la Cámara a-qua dió en el caso la siguiente moti-
vación: "que del acta de traslado del Magistrado Procura-
dor Fiscal se desprende que el prevenido se dedicaba a lle-
var rifa de aguante ya que le fueron ocupadas cuadernos 
(3) conteniendo listas numeradas del 1 al 100; que es prác-
tica de las personas que se dedican a estas clases de juegos 
elaborar sus nóminas en cuadernos comerciales a fin de 
despistar las autoridades en caso de de ser sorprendidos; que 
la forma en que aparecieron los valores que figuran como 
cuerpo de delito dan a entender una actitud sospechosa, to-
da vez que de tratarse de emolumentos comerciales habrían 
sido depositado en el cajón destinado para las ventas"; 

Considerando que tal como ha sido juzgada desde hace 
mucho tiempo, para que exista el delito a que se refiere el 
artículo 410, reformado, del Código Penal, es preciso que 
se compruebe que el prevenido haya sido sorprendido ven-
diendo o distribúyendo números, o cuando menos en con-
diciones tales que haga 'presumir que ya los números han 
sido ofrecidos o vendidos; 

Considerando que en la especie, la forma vaga e im-
precisa de los motivos que acaban de transcribirse, frente 
a un caso en que no se señala un hecho específico que re-
vele la infracción puesta a cargo del prevenido, acentuado 
por la circunstancia de que el mismo juez de fondo pone de 
manifiesto sus dudas cuando dice que lo relatado en su 
sentencia "da a entender una actitud sospechosa", conduce 
a admitir que no han quedado suficientemente configurados 
los elementos del delito, en los motivos copiados, por lo 
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cual dicha sentencia debe ser casada por falta de base le 
gal ya que la condenación impuesta, en las condiciones di-
chas, no ha quedado legalmente justificada; 

Por tales motivos. Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 5 de di-
cien-1re de 1967 en atribuciones correccionales y en grado 
de apelación, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto al Juzgado de 
Primera Instancia de Espaillat; Segundo: Declara las cos-
tas dé oficio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
ciSco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DEL 1968. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, D.N. 
17 de mayo de 1966. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Felipe Guzmán, Miguel Pelletier y la Cía. Dominica. 
na de Seguros, C. por A. 

Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz. 

Interviniente: Bernabé Vargas. 
Abogado: Dr. Rafael Antonio Mere Márquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henéíquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras y Juan•Bautista Rojas Almánzar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 4 de septiembre de 1968, años 125 9  de la 
Indepndencia y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Felipe 
Guzmán, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 65372, 
serie ira., domiciliado y residente en la calle Juana Salti-
topa No. 287 de esta ciudad; Miguel Pelletier, dominicano, 
mayor de edad, domiciliado y residente en la calle Pina N9 

 5 de esta ciudad, persona civilmentes reponsable; y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., entidad asegura- 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DEL 1968. 
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cual dicha sentencia debe ser casada por falta de base le 
gal ya que la condenación impuesta, en las condiciones di-
chas, no ha quedado legalmente justificada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 5 de di-
cienibre de 1967 en atribuciones correccionales y en grado 
de apelación, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto al Juzgado de 
Primera Instancia de Espaillat; Segundo: Declara las cos-

tas dé oficio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
ciSco Elpidlo Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, D.N. 
17 de mayo de 1966. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Felipe Guzmán, Miguel Pelletier y la Cia. Dominica-
na de Seguros, C. por A. 

Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz. 

Interviniente: Bernabé Vargas. 
Abogado: Dr. Rafael Antonio Mere Márquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henéíquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras y Juan.Bautista Rojas Almánzar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias. en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 4 de septiembre de 1968, años 125 9  de la 
Indepndencia y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Felipe 
Guzmán, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 65372, 
serie 1ra., domiciliado y residente en la calle Juana Salti-
topa No. 287 de esta ciudad; Miguel Pelletier, dominicano, 
mayor de edad, domiciliado y residente en la calle Pina N 9 

 5 de esta ciudad, persona civilmentes reponsable; y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., entidad asegura- 
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con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Pronuncia el 
defecto contra el procesado Felipe Guzmán, por no haber 
comparecido a esta audiencia, para la cual fue debidamente 
citado; Segundo: Declara al procesado Felipe Guzmán, cul-
pable de violar el artículo 1ro. de la Ley 5771, en perjuicio 
de Bernabé Vargas, y en consecuencia, se condena a su-
frir dos (2) años de prisión correccional y a pagar una 
multa de Quinientos Pesos Oro (RD$500.00), así como al 
pago de las costas penales del proceso; Tercero: Declara re-
gular y válido tanto en la forma como en el fondo, la cons-
titución en parte civil hecha por el señor Bernabé Vargas, 
en contra del procesado Felipe Guzmán, del señor Miguel 
A. Pelletier, en su calidad de persona civilmente responsa-
ble y de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
como entidad aseguradora del vehículo causante del acci-
dente, y en tal virtud, condena al señor Miguel A. Pelle-
tier en su precitada calidad, a pagar una indemnización 
de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00) en favor de la parte 
civvil constituída, Sr. Bernabé Vargas, como justa com-
pensación por los daños morales y materiales sufridos por 
la susodicha parte civil por el hecho delictuoso puesto a 
cargo del procesado Felipe Guzmán; Cuarto: Condena al 
nombrado Miguel A. Pelletier, al pago de las costas civiles, 
con distracción de las mismas, en provecho de los Dres. 
Luis Henríquez Castillo, Carlos TVE. Ruíz Mejía y Alejandro 
Odalis Guerrero M. abogados de la parte civil constituida, 
quienes manifiestan haberlas avanzado en su totalidad; Quin-
to: Declara la presente sentencia oponible a la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., hasta el límite de sus obli-
gaciones asumidas en la póliza del contrato, conforme a la 
Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio"; b) que sobre re-
cursos deT prevenido, de la persona puesta a causa como 
civilmente responsable y de la Compañía aseguradora, la 
Corte a-qua dictó en dispositivo, en fecha 17 de mayo de 
1966, la sentencia ahora impugnada, que dice así: "Falla: 
Primero: Declara, en cuanto a la forma, regulares y vá-
lidos los recursos de apelación interpuestos por Felipe Guz- 

       

dora, contra la sentencia de fecha 17 de mayo de 1966, dic-
tada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Pedro Flores Ortíz, cédula 47715, serie 1ra., 

abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

  

         

           

       

Oído al Dr. Rafael Antonio Mere Márquez, cédula 34542, 
serie ira., abogado del interviniente Bernabé Vargas, do-
minicano, mayor de edad, casado, obrero, cédula 7044, serie 
ira., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 22 de julio de 1966, 
a requerimiento del Dr. Pedro Flores Ortíz, abogado de 
los recurrentes, en la cual no se expone ningún medio de-
terminádo de casación; 

Visto el escrito de fecha 2 de agosto de 1968, firmado 
por el abogado de los recurrentes, en el cual se invoca el 
medio que se indicará más adelante; 

Visto el escrito de fecha 2 de agosto de 1966, firmado 
por el abogado del intei viniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimien-
to Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil; 1, 20, 
23, 29 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad en 
fecha 24 de diciembre de 1962, la Tercera Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 25 de agosto de 1964, una sentencia 

  

         

         

         

         

         

         

         

         

         

         

         

         

         

         

         

            



dora, contra la sentencia de fecha 17 de mayo de 1966, dic-
tada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Pedro Flores Ortíz, cédula 47715, serie 1ra., 

abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído al Dr. Rafael Antonio Mere Márquez, cédula 34542, 
serie lra., abogado del interviniente Bernabé Vargas, do-
minicano, mayor de edad, casado, obrero, cédula 7044, serie 
lra., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 22 de julio de 1966, 
a requerimiento del Dr. Pedro Flores Ortíz, abogado de 
los recurrentes, en la cual no se expone ningún medio de-
terminado de casación; 

Visto el escrito de fecha 2 de agosto de 1968, firmado 
por el abogado de los recurrentes, en el cual se invoca el 
medio que se indicará más adelante; 

Visto el escrito de fecha 2 de agosto de 1966, firmado 
por el abogado del interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimien-
to Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil; 1, 20, 
23, 29 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad en 
fecha 24 de diciembre de 1962, la Tercera Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 25 de agosto de 1964, una sentencia  

con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Pronuncia el 
defecto contra el procesado Felipe Guzmán, por no haber 
comparecido a esta audiencia, para la cual fue debidamente 
citado; Segundo: Declara al procesado Felipe Guzmán, cul-
pable de violar el artículo 1ro. de la Ley 5771, en perjuicio 
de Bernabé Vargas, y en consecuencia, se condena a su-
frir dos (2) años de prisión correccional y a pagar una 
multa de Quinientos Pesos Oro (RD$500.00), así como al 
pago de las costas penales del proceso; Tercero: Declara re-
gular y válido tanto en la forma como en el fondo, la cons-
titución en parte civil hecha por el señor Bernabé Vargas, 
en contra del procesado Felipe Guzmán, del señor Miguel 
A. Pelletier, en su calidad de persona civilmente responsa-
ble y de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
como entidad aseguradora del vehículo causante del acci-
dente, y en tal virtud, condena al señor Miguel A. Pelle-
tier en su precitada calidad, a pagar una indemnización 
de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00) en favor de la parte 
civvil constituida, Sr. Bernabé Vargas, como justa com-
pensación por los daños morales y materiales sufridos por 
la susodicha parte civil por el hecho delictuoso puesto a 
cargo del procesado Felipe Guzmán; Cuarto: Condena al 
nombrado Miguel A. Pelletier, al pago de las costas civiles, 
con distracción de las mismas, en provecho de los Dres. 
Luis Henríquez Castillo, Carlos Ml. Ruíz Mejía y Alejandro 
Odalis Guerrero M. abogados de la parte civil constituida, 
quienes manifiestan haberlas avanzado en su totalidad; Quin-
to: Declara la presente sentencia oponible a la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., hasta el límite de sus obli-
gaciones asumidas en la póliza del contrato, conforme a la 
Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio"; b) que sobre re-
cursos deT prevenido, de la persona puesta a causa como 
civilmente responsable y de la Compañía aseguradora, la 
Corte a-qua dictó en dispositivo, en fecha 17 de mayo de 
1966, la sentencia ahora impugnada, que dice así: "Falla: 
Primero: Declara, en cuanto a la forma, regulares y vá-
lidos los recursos de apelación interpuestos por Felipe Guz- 
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mán, Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., y por 
el Sr. Miguel A. Pelletier, contra sentencia de fecha 25 de 
agosto de 1964, dictada por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por 
haber sido intentádos en tiempo hábil y conforme a la ley; 
Segundo: Anula, por falta de motivos, la sentencia recu-
rrida, y esta Corte, al avocar el fondo del proceso, decide 
lo siguiente: a) Declara al nombrado Felipe Guzmán, de 
generales anotadas, culpable del delito de golpes involun-
tarios (Viol. Ley No 5771), en perjuicio del Sr. Bernabé 
Vargas, y, en consecuencia, lo condena al pago de una mul-
ta dé Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) compensable ésta 
con prisión en caso de insolvencia a razón de un día de 
prisión por cada peso dejado de pagar; b) Declara, en cuan-
to a la forma, regular y válida la constitución en parte ci-
vil declarada por el Sr. Bernabé Vargas contra el Sr. Mi-
guel A. Pelletier; c) Condena al Sr. Miguel A. Pelletier, per-
sona civilmente responsable puesta en causa, a pagar en 
favor del Sr. Bernabé Vargas, una indemnización de Dos 
Mil Pesos Oro (RD$2,000.00), como justa reparación por 
los daños morales y materiales sufridos por dicha parte ci-
vil constituída en ocasión del hecho delictuoso cometido por 
su preposé Felipe Guzmán; d) Condena al prevenido al pa-
go de las costas penales; e) Condena al Sr. Miguel A. Pelle-
tier, persona civilmente responsable puesta en causa, al pa-
go de las costas civiles, con distracción de las mismas en 
provecho del Dr. Carlos Ml. Ruíz Martínez, quién afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en el escrito sometido, los recurren-
tes invocan como medio de casación que la sentencia im-
pugnada carece de motivos, alegato que comparte el inter-
viniente en el escrito por él depositado; 

Considerando que el examen del expediente revela que 
el fallo impugnado fue dictado en fecha 17 de mayo de 
1966, sin estar presentes ninguna de las partes, y sin haber 
sido citadas, pues la audiencia anterior había sido reenvia- 

da para dictar sentencia en una fecha no determinada, se-
gún consta en el acta levantada; que en esas condiciones, 
y no habiendo en el expediente constancia alguna de que 
dicho fallo fuera notificado, es obvio que el recurso inter-
puesto en fecha 22 de julio de 1966, dando los recurrentes 
por conocido dicho fallo, es admisible; 

Considerando que en el escrito sometido los recurren-
tes se limitan a exponer como único fundamento del me-
dio propuesto lo siguiente: "El artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil le impone a los Jueces la obligación 
de motivar sus sentencias y la violación de dicha disposi-
ción legal conlleva la nulidad de la sentencia.— En el caso 
de la especie es evidente que dicha sentencia una carencia 
absoluta de motivos que la hacen anulable, en razón de 
qué impide a ese elevado tribunal vrificar si la ley ha sido 
bien o mal aplicada"; 

Considerando, que en efecto, el examen del fallo 'im-
pugnado muestra que la Corte a-qua dictó dicho fallo en 
dispositivo, sin dar motivo alguno que le sirva de funda-
mento; 

Considerando que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias; y en materia represiva 
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción, 
y además, calificar esos hechos en relación con el texto de 
la ley penál aplicada; que, en el presente caso, al no preci-
sar la sentencia impugnada esos hechos, y estar carente 
de motivos, la Suprema Corte de Justicia está en la im-
posibilidad, al ejercer su poder de control, de decidir si 
la ley ha sido bien o mal aplicada, por lo cual procede la 
casación del fallo impugnado, por falta de motivos y de base 
legal; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Bernabé Vargas; Segundo: Casa la sentencia dictada 
Por la Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha 17 
de mayo de 1966, y en sus atribuciones correccionales, cu- 
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mán, Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., y por 
el Sr. Miguel A. Pelletier, contra sentencia de fecha 25 de 
agosto de 1964, dictada por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por 
haber sido intentados en tiempo hábil y conforme a la ley; 
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tier, persona civilmente responsable puesta en causa, al pa-
go de las costas civiles, con distracción de las mismas en 
provecho del Dr. Carlos Ml. Ruíz Martínez, quién afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en el escrito sometido, los recurren-
tes invocan como medio de casación que la sentencia im-
pugnada carece de motivos, alegato que comparte el inter-
viniente en el escrito por él depositado; 

Considerando que el examen del expediente revela que 
el fallo impugnado fue dictado en fecha 17 de mayo de 
1966, sin estar presentes ninguna de las partes, y sin haber 
sido citadas, pues la audiencia anterior había sido reenvia- 

da para dictar sentencia en una fecha no determinada, se-
gún consta en el acta levantada; que en esas Condiciones, 
y no habiendo en el expediente constancia alguna de que 
dicho fallo fuera notificado, es obvio que el recurso inter-
puesto en fecha 22 de julio de 1966, dando los recurrentes 
por conocido dicho fallo, es admisible; 

Considerando que en el escrito sometido los recurren-
tes se limitan a exponer como único fundamento del me-
dio propuesto lo siguiente: "El artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil le impone a los Jueces la obligación 
de motivar sus sentencias y la violación de dicha disposi-
ción legal conlleva la nulidad de la sentencia.— En el caso 
de la especie es evidente que dicha sentencia una carencia 
absoluta de motivos que la hacen anulable, en razón de 
qué impide a ese elevado tribunal vrificar si la ley ha sido 
bien o mal aplicada"; 

Considerando, que en efecto, el examen del fallo im-
pugnado muestra que la Corte a-qua dictó dicho fallo en 
dispositivo, sin dar motivo alguno que le sirva de funda-
mento; 

Considerando que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias; y en materia represiva 
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción, 
y además, calificar esos hechos en relación con el texto de 
la ley penál aplicada; que, en el presente caso, al no preci-
sar la sentencia impugnada esos hechos, y estar carente 
de motivos, la Suprema Corte de Justicia está en la im-
posibilidad, al ejercer su poder de control, de decidir si 
la ley ha sido bien o mal aplicada, por lo cual procede la 
casación del fallo impugnado, por falta de motivos y de base 
legal; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Bernabé Vargas; Segundo: Casa la sentencia dictada 
Por la Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha 17 
de mayo de 1966, y en sus atribuciones correccionales, cu- 
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yo dispositivo ha sido copiado en otra parte del presente 
fallo; y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San 
Cristóbal; Tercero: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEI. 1968. 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
lra. Instancia del Distrito Nacional, en fecha 19 de febrero 
de 1968. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: José Válerio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 

• Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche 1-lenríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 6 de septiembre de 1968, años 125 9  de la Inde-
pendencia y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Va-
lerio, dominicano, mayor de edad, residente en la calle Al-
varo Garabito No. 55, de la ciudad de Santo Domingo, cé-
dula 40815, serie 31, contra la sentencia dictada por la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha 19 de febrero de 1968, en atri-
buciones correccionales y en grado de apelación, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "Falla: Primero: Se decla-
ra bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por la 
señora Dolores Soto, contra sentencia No. 2971, de fecha 
15 de diciembre de 1967, dictada por el Juzgado de Paz 
de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacioñal, que 
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món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 6 de septiembre de 1968, años 1259 de la Inde-
pendencia y 1069 de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Va-
lerio, dominicano, mayor de edad, residente en la calle Al-
varo Garabito No. 55, de la ciudad de Santo Domingo, cé-
dula 40815, serie 31, contra la sentencia dictada por la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional; en fecha 19 de febrero de 1968, en atri-
buciones correccionales y en grado de apelación, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "Falla. Primero: Se decla-
ra bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por la 
señora Dolores Soto, contra sentencia No. 2971, de fecha 
15 de diciembre de 1967, dictada por el Juzgado de Paz 
de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, que 
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condenó al señor José" Valerio a RD$7.00 de pensión ali-
menticia; dos años de prisión suspensiva, y al pago de las 
costas; Segundo: Se modifica la sentencia en lo que se re-
fiere a la pensión de RD$7.00, y se le impone RD$10.00, 
confirmándose en sus demás aspectos"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento de José Va-
lerio, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone, que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
podrán recurrir en casación, si no estuvieren 'presos, o en 
libertad provisional bajo fianza; que a su vez los artículos 
7 y 8 de la Ley No. 2402 de 1950, dicen así: Artículo 7.—
"Cuando un individuo haya sido condenado por virtud de 
esta Ley, puede hacer suspender los efectos de su condena 
en cualquier momento, sometiéndose a cumplir sus debe-
res de padre conforme lo determine el Art. 1 9".— Artículo 
8.— "Para hacer cesar los efectos de la sentencia conde-
natoria, el padre condenado hará petición formal al Pro-
curador Fiscal del Tribunal o al Procurador General de la 
Corte de Apelación aue haya dictado la sentencia, expre-
sando en dicha petición el compromiso de cumplir sus obli-
gaciones desde que sea excarcelado y el Procurador Fiscal 
o el Procurador General, cada uno en su caso, levantará ac-
ta de esta circunstancia, que firmará el interesado si sabe 
hacerlo, y la cual se anexará al expediente correspondien-
te"; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o 
que haya hecho el compromiso necesario para obtener la 
suspensión de la ejecución de la pena, en la forma estable-
cida en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por 
tanto, el presente recurso en casación no puede ser admi-
tido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por José Valerio, contra la 
sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus 
a tribnciones correccionales y en grado de apelación, de fe-
cha 19 de febrero del 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma:.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 
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' a tribnciones correccionales y en grado de apelación, de fe-
cha 19 de febrero del 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí-, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, do 
fecha 30 de octubre de 1967. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Altagracia Ramírez Vda. Peguero y compartes. 
Abogado: Dr. Julio de Windt Pichardo. 

Recurrido: Servio Tulio Peguero Morales y compartes. 
Abogado: Dr. Héctor Barón Goico. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de'la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, assitidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal,hoy día 6 del mes de septiembre de 1968, años 1259 de 
la Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como parte de casación, la siguiente senten-
cia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagra-
cia Ramírez Vda. Peguero, Roberto E. Peguero Fernández, 
Servio Peguero Fernández y Raquel Altagracia Peguero 
de Santana, dominicanos, mayores de edad, solteros, de 
quehaceres domésticos la primera y la última, y médico y 
propietarios, los demás, respectivamente portadores de las  

cédulas números 50148, S-31, 2007, S-18, 22120, S-12 y 
12316, S-12, domiciliados y residentes en la casa No. 51 
de la calle Sánchez de esta ciudad, contra sentencia dictada 
en atribuciones civiles por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, en fecha 30 de octubre de 1967, cuyo dispositivo 
se copiará más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Julio de Windt Pichardo, cédula No. 27190, 

serie 23, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Dr. Miguel Ventura Hilton, en nombre y re-
presentación del Dr. Héctor Barón Goico, cédula No. 4804, 
serie 25, abogado de los recurridos Servio Tulio Peguero 
Morales, mayor de edad, casado, cédula No. 40343, serie 
1ra., José Augusto Peguero Morales, mayor de edad, casa-
do, cédula No. 11321, serie 25, y Rhina Mercedes Peguero 
Morales, mayor de edad, casada, todos dominicanos, resi-
dentes en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su 
abogado en fecha 22 de enero de 1968, y en el cual se in-
vocan los medios de casación que más adelante se indicarán; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, suscrito 
por su abogado y notificado al abogado de los recurrentes 
en fecha 5 de marzo de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 80 del Código de Procedimien-
to Civil, modificado por la Ley No. 362 del 16 de septiem-
bre de 1932, 190 del mismo Código; 1, 20 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de la demanda en partición y liquidación de. bie-
nes relictos por el finado Servio Emiliano Peguero Matos, 
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intentada por los actuales recurridos contra los recurren-
tes, la Cámara de lo civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 17 de noviembre de 1964, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Falla; Primero: Ratifi-
ca el defecto pronunciado en audiencia contra Altagracia 
Ramírez Vda. Peguero, Dr. Roberto E. Peguero Fernán-
dez, Raquel Altagracia Peguero Santana y Servio Peguero 
Fernández, por falta de concluir; Segundo: Acogiendo las 
conclusiones formuladas en audiencia por los demandantes 
Servio Tulio, José Augusto Peguero Matos y Rhina Merce-
des Concepción Peguero Morales, por ser justa y reposar 
en prueba legal y en consecuencia, a) Ordena la partición 
y liquidación de los bienes pertenecientes a la comunidad 

. legal que existió entre Servio Emiliano Peguero Matos y 
Altagracia Ramírez' Viuda Peguero, así como los bienes 
pertenecientes a la Sucesión de Servio Emiliano Peguero 
Matos, cónyugue fallecido, entre las partes en causa, se-
gún sus derechos respectivos; b) Comisiona al Notario Pú-
blico Dr. Pedro Julio Gautreaux Díaz, de los de este Dis-
trito Nacional, para que proceda a las operaciones de cuen-
ta, liquidación y partición ordenadas entre las partes en 
causa, con todas sus consecuencias legales; c) Nombra al 
Magistrado Juez Presidente de este Tribunal, Juez-Comi-
sario para que presida esas operaciones; d) Ordena que los 
bienes inmuebles no susceptibles de cómoda división en na-
turaleza entre las partes en causa, sean vendido en públi-
ca licitación por ante el mismo Notario Comisionado, Dr. 
Pedro Julio Gautreaux Díaz, sirviendo como precio de pri-
mera puja el que fijará este mismo tribunal, en cada caso, 
en vista de la estimación que de los mismos sea hecha por 
los peritos que habrán de ser nombrados; e), Nombra, de 
oficio, a los Dres. Juan Ulises Lantigua Fernández, Luis 
Marino Alvarez Alonzo y Manfredo A. Moore R., abogados 
de este domicilio y residencia, peritos para que informen al 
Tribunal respecto de si los bienes inmuebles de cuya parti-
ción se trata son o no susceptibles de cómoda división en 

naturaleza y hagan la estimación de los mismos; peritos és-
tos o los que las partes designen de común acuerdo, que 
habrán de prestar el juramento legal correspondiente por 
ante el Juez-Comisario antes de realizar las diligencias pe-
riciales encomendádalés; f) Nombra a Héctor V. Marche-
na, Administrador Provisional de los bienes objetos de la 
demanda de que se trata, hasta que la partición y liquida-
ción de los mismos haya sido realmente operada, dispensán-
dolo de la prestación de fianza; g) Declara a 'cargo de la 
masa a partir las costas causadas y por causarse en la pre-
sente instancia"; b) que sobre recurso de oposición interpues-
to por los demandados, la misma jurisdicción ya expresada, 
dictó en fecha 2 de febrero de 1965, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra Altagracia Ramírez Viuda 
Peguero, Dr. Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Alta-
gracia Peguero Santana, y Servio Peguero Fernández, par-
te oponente por falta de concluir; Segundo: Acoge las con-
clusiones formuladas en audiencia por los demandantes 
Servio Tulio, José Augusto y Rhina Mercedes Concepción 
Peguero Morales, por ser justas y reposar sobre prueba 
legal, y, en consecuencia a) Rechaza el recurso de opo-
sición interpuesto por los señores Altagracia Ramírez Viu-
da Peguero, Dr. Roberto E. peguero Fernández, Raquel Al-
tagracia Peguero Santana y Servio Peguero Fernández, 
según acto del Alguacil Valentín Mella de fecha 2 de diciem-
bre de 1964, contra la sentencia dictada por este Tribunal 
en fecha 17 de noviembre del año 1964, cuyo dispositivo 
aparece copiado en otro , lugar de este fallo; b) Confirma 
en todas sus partes la sentencia impugnada señalada ante-
riormente; y c) Condena a la parte oponente que sucumbe 
al pago de las costas causadas con motivo de su recurso 
de oposición, ordenando la distracción de las mismas en 
favor del abogado Dr. Héctor Barón Goico, quien asegura 
haberlas avanzado en su totalidad"; c) que sobre recurso 
de los demandados, la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo dictó en fecha 31 de enero de 1966, una sentencia 
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intentada por los actuales recurridos contra los recurren-
tes, la Cámara de lo civil y Comercial de la Primera Cir-
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de este domicilio y residencia, peritos para que informen al 
Tribunal respecto de si los bienes inmuebles de cuya parti-
ción se trata son o no susceptibles de cómoda división en 

naturaleza y hagan la estimación de los mismos; peritos és-
tos o los que las partes designen de común acuerdo, que 
habrán de prestar el juramento legal correspondiente por 
ante el Juez-Comisario antes de realizar las diligencias pe-
riciales encomendádales; f) Nombra a Héctor V. Marche-
na, Administrador Provisional de los bienes objetos de la 
demanda de que se trata, hasta que la partición y liquida-
ción de los mismos haya sido realmente operada, dispensán-
dolo de la prestación de fianza; g) Declara a cargo de la 
masa a partir las costas causadas y por causarse en la pre-
sente instancia"; b) que sobre recurso de oposición interpues-
to por los demandados, la misma jurisdicción ya expresada, 
dictó en fecha 2 de febrero de 1965, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra Altagracia Ramírez Viuda 
Peguero, Dr. Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Alta-
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Servio Tulio, José Augusto y Rhina Mercedes Concepción 
Peguero Morales, por ser justas y reposar sobre prueba 
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sición interpuesto por los señores Altagracia Ramírez Viu-
da Peguero, Dr. Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Al-
tagracia Peguero Santana y Servio Peguero Fernández, 
según acto del Alguacil Valentín Mella de fecha 2 de diciem-
bre de 1964, contra la sentencia dictada por este Tribunal 
en fecha 17 de noviembre del año 1964, cuyo dispositivo 
aparece copiado en otro lugar de este fallo; b) Confirma 
en todas sus partes la sentencia impugnada señalada ante-
riormente; y c) Condena a la parte oponente que sucumbe 
al pago de las costas causadas con motivo de su recurso 
de oposición, ordenando la distracción de las mismas en 
favor del abogado Dr. Héctor Barón Goico, quien asegura 
hlberlas avanzado en su totalidad"; e) que sobre recurso 
de los demandados la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo dictó en fecha 31 de enero de 1966, una sentencia 
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con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Ratifica el de-. 

fecto pronunciado en audiencia contra Altagracia Ramírez. 
Viuda Peguero, Dr. Roberto E. Peguero Fernández, Raquel 
Altagracia Peguero Santana y Servio Péguero Fernández,' 
por falta de concluir; Segundo: Rechaza por improcedente 
y mal fundado, el recurso de apelación interpuesto por los 
señores Altagracia Ramírez Viuda Peguero, Dr. Roberto E. 
Peguero Fernández, -Raquel Altagracia Peguero Santana 
Servio Peguero Fernández, contra sentencia de fecha 2 
de febrero de 1965, dictada por la Cámara Civil y Comer-
cial de la Primera Circunscripcción del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura 
copiado en otra parte de la presente sentencia; Tercero: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas, con dis-
tracción de ellas en provecho del Dr. Héctor Barón Goico, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; que sobre 
recurso de oposición contra la anterior sentencia, la misma 
Corte apoderada dictó en -fecha 20 de septiembre de 1966, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero. 
Ordena que, previamente a todo juicio sobre el fondo de 
recurso de oposición de que se trata, los recurridos Servio 
Tulio Peguero Morales y compartes, comuniquen a los r 
currentes Dr. Roberto E. Peguero Fernández y compartes, 
por vía de la Secretaría de esta Corte, en el plazo legal, to-
dos y cada uno de los documentos de que harán uso en 1 
presente instancia; y Segundo:: Reserva las costas"; y po 
teriormente, o sea el 30 de octubre de 1967, dictó la senten 
cia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a seguidas 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular en la forma el r 
curso de oposición interpuesto por la señora Altagraci 
Ramírez Viuda Peguero, Doctor Roberto E. Peguero Fe 
rández, Servio Peguero Fernández y Raquel Peguero Fe 
nández Santana, contra sentencia dictada por esta Cort 
en fecha 31 de enero de 1966, la cual contiene el siguien 
dispositivo: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pronuncia 
do en audiencia contra Altagracia Ramírez Viuda Pegue 
Dr. Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Altagracia P 

guero Santana y Servio Peguero Fernández, por falta de 
conclusión";Segundo: Rechaza por improcedente y mal fun-
dado, el recurso de apelación interpuesto por los señores Al-
iagracia Ramírez Vda. Peguero, Dr. Roberto E. Peguero 
Fernández, Raquel Altagracia Peguero Santana y Servio 
Peguero Fernández, contra sentencia de fecha 2 de fe-
brero de 1965, dictada por la Cámara Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura 
copiado en otra parte de la presente sentencia;Tercero: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas, con dis-
tracción de ellas en provecho del Dr. Héctor Barón Goi-
co, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; por 
haber sido intentado de acuerdo con las prescripciones de 
la ley que regula esta materia; SEGUNDO: Confirma en 
todas sus partes, la antes expresada sentencia; y TERCE-
RO: Condena a las partes recurrentes, señora Altagra-
cia Ramírez Viuda Peguero, Doctor Roberto E. Pegue-
ro Fernández, Servio Peguero Fernández y Raquel Pe-
guero Fernández de Santana, al pago de las costas ocasio-
nadas con motivo de su recurso, y ordena su distracción 
a favor del Doctor Héctor Barón Goleo, abogado de las 
partes recurrida, quien ha afirmado haberlas avanzado en 
su totalidad"; 

Consierando que en el desenvolvimiento del único me-
dio de su memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, que 
en fecha 20 de septiembre de 1966, la Corte a-qua dictó una 
sentencia disponiendo que los intimados en la apelación, 
comunicaran a los actuales recurrentes, los documentos que 
servían de apoyo a su demanda; que dicha sentencia fue 
notificada el 10 de mayo de 1967 y por el acto de notificación 
se invitó al abogado de los apelantes, ahora de los recurren-
tes, a discutir el fondo del asunto, en la audiencia que ce-
lebraría la expresada corte el 15 del mismo mes y año; que 
en dicha audiencia el abogado de los apelantes pidió, por 
conclusiones principales, la nulidad del acto recordatorio 
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con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Ratifica el de-

fecto pronunciado en audiencia contra Altagracia Ramírez. 
Viuda Peguero, Dr. Roberto E. Peguero Fernández, Raquel 
Altagracia Peguero Santana y Servio Peguero Fernández, 

por falta de concluir; Segundo: Rechaza por improcedent 
y mal fundado, el recurso de apelación interpuesto por lo 
señores Altagracia Ramírez Viuda Peguero, Dr. Roberto E. 
Peguero Fernández, -Raquel Altagracia Peguero Santana y 
Servio Peguero Fernández, contra sentencia de fecha 2 
de febrero de 1965, dictada por la Cámara Civil y Comer 
cial de la Primera Circunscripcción del Juzgado de Prime 
ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figur 
copiado en otra parte de la presente sentencia; Tercero 

Condena a los recurrentes al pago de las costas, con di 
tracción de ellas en provecho del Dr. Héctor Barón Goico 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; que sobr 
recurso de oposición contra la anterior sentencia, la misma 
Corte apoderada dictó en -fecha 20 de septiembre de 1966, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero 
Ordena que, previamente a todo juicio sobre el fondo d 
recurso de oposición de que se trata, los recurridos Servio 
Tulio Peguero Morales y compartes, comuniquen a los r 
currentes Dr. Roberto E. Peguero Fernández y comparte 
por vía de la Secretaría de esta Corte, en el plazo legal, t 
dos y cada uno de los documentos de que harán uso en 1 
presente instancia; y Segundo:: Reserva las costas"; y po 
teriormente, o sea el 30 de octubre de 1967, dictó la sente 
cia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a seguidas 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular en la forma el r 
curso de oposición interpuesto por la señora Altagraci 
Ramírez Viuda Peguero, Doctor Roberto E. Peguero Fe 
rández, Servio Peguero Fernández y Raquel Peguero Fe 
nández Santana, contra sentencia dictada por esta Cor 
en fecha 31 de enero de 1966, la cual contiene el siguien 
dispositivo: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunci 
do en audiencia contra Altagracia Ramírez Viuda Pegue 
Dr. Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Altagracia 
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guero Santana y Servio Peguero Fernández, por falta de 
conclusfón";Segundo: Rechaza por improcedente y mal fun-
dado, el recurso de apelación interpuesto por los señores Al-
tagracia Ramírez Vda. Peguero, Dr. Roberto E. Peguero 
Fernández, Raquel Altagracia Peguero Santana y Servio 
Peguero Fernández, contra sentencia de fecha 2 de fe-
brero de 1965, dictada por la Cámara Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura 
copiado en otra parte de la presente sentencia;Tercero: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas, con dis-
tracción de ellas en provecho del Dr. Héctor Barón Goi-
co, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; por 
haber sido intentado de acuerdo con las prescripciones de 
la ley que regula esta materia; SEGUNDO: Confirma en 
todas sus partes, la antes expresada sentencia; y TERCE-
RO: Condena a las partes recurrentes, señora Altagra-
cia Ramírez Viuda Peguero, Doctor Roberto E. Pegue-
ro Fernández, Servio Peguero Fernández y Raquel Pe-
guero Fernández de Santana, al pago de las costas ocasio-
nadas con motivo de su recurso, y ordena su distracción 
a favor del Doctor Héctor Barón Goico, abogado de las 
partes recurrida, quien ha afirmado haberlas avanzado en 
su totalidad"; 

Consierando que en el desenvolvimiento del único me-
dio de su memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, que 
en fecha 20 de septiembre de 1966, la Corte a-qua dictó una 
sentencia disponiendo que los intimados en la apelación, 
comunicaran a los actuales recurrentes, los documentos que 
servían de apoyo a su demanda; que dicha sentencia fue 
notificada el 10 de mayo de 1967 y por el acto de notificación 
se invitó al abogado de los apelantes, ahora de los recurren-
tes, a discutir el fondo del asunto, en la audiencia que ce-
lebraría la expresada corte el 15 del mismo mes y año; que 
en dicha audiencia el abogado de los apelantes pidió, por 
Conclusiones principales, la nulidad del acto recordatorio 
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en razón de que todavía el día de la audiencia estaba abierto 
el plazo para que los demandados originarios tomaran cono-
cimiento de los documentos comunicados; que no obstante di-
cho alegato, dichas conclusiones fueron rechazadas sobre el 
fundamento esencial de que los ahora recurrentes "tuvie-
ron hasta el día de la audiencia un plazo más que suficien-
te para tomar comunicación de los documentos"; 

Considerando que cuando una comunicación de docu-
mentos debe efectuarse dentro de deteminado plazo, el be-
neficiario de éste no puede ser privado\  del derecho de ago-
tarlo completamente, salvo renuncia expresa a prevalerse 
de él; que si nada se opone a que el acto recordatorio sea 
notificado conjuntamente con aquel por medio del cual se 
invita a tomar comunicación de documentos que una parte 
ha de utilizar en la litis, el plazo de la comparecencia para 
discutir el fondo del asunto, debe empezar a computarse, por 
aplicación del artículo 80, modificado, del Código de Pro 
cedimiénto Civil y el artículo 190 del mismo Código, cuando 
el plazo de la comunicación de documentos, haya vencido, 
pues ambos plazos para que produzcan la plenitud de sus 
efectos deben ser sucesivos; 

Considerando que el examen de la decisión impugnada 
revela, tal como lo alegan los recurrentes, que la Corte a-
qua, por decisión de fecha 20 de septiembre de 1966, ordenó. 
que los entonces intimados en apelación comunicaran a su 
contraparte los documentos en que fundaban su demanda, 
por vía de Secretaría y en el plazo legal, o sea el de tres 
días francos: que la notificación de dicha sentencia se efec-
tuó el 10 de mayo de 1967, y por el mismo acto se invitó 
al abogado de los actuales recurrentes a discutir el fondo 
de la causa, en la audiencia del día 15 del mismo mes y 
año, o sea todavía dentro del plazo concedido a los inti-
mantes en apelación para tomar conocimiento de los docu-
mentos en que los demandantes en partición fundaban su 
acción; que, por tanto, al rechazar la Corte a-qua las con-
clusiones principales de los demandados, tendientes como ya 
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se ha expresado, a la declaratoria de la nulidad del acto 
recordatorio, y fallar el fondo de la causa, incurrió obvia-
mente en la violación del derecho de defensa; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atribucio-
nes civiles, en fecha 30 de octubre de 1967, cuyo dispositivo 
se ha copiado en otra parte del presente fallo, y envía el 
asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera], que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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en razón de que todavía el día de la audiencia estaba abierto 
el plazo para que los demandados originarios tomaran cono-
cimiento de los documentos comunicados; que no obstante di-
cho alegato, dichas conclusiones fueron rechazadas sobre el 
fundamento esencial de que los ahora recurrentes "tuvie-
ron hasta el día de la audiencia un plazo más que suficien-
te para tomar comunicación de los documentos"; 

Considerando que cuando una comunicación de docu-
mentos debe efectuarse dentro de deteminado plazo, el be-
neficiario de éste no puede ser privado el derecho de ago-
tarlo completamente, salvo renuncia expresa a prevalerse 
de él; que si nada se opone a que el acto recordatorio sea 
notificado conjuntamente con aquel por medio del cual se 
invita a tomar comunicación de documentos que una parte 
ha de utilizar en la litis, el plazo de la comparecencia para 
discutir el fondo del asunto, debe empezar a computarse, por 
aplicación del artículo 80, modificado, del Código de Pro-
cedimiénto Civil y el artículo 190 del mismo Código, cuando 
el plazo de la comunicación de documentos, haya vencido, 
pues ambos plazos para que produzcan la plenitud de sus 
efectos deben ser sucesivos; 

Considerando que el examen de la decisión impugnada 
revela, tal comolo alegan los recurrentes, que la Corte a; 
qua, por decisión de fecha 20 de septiembre de 1966, ordenó' 
que los entonces intimados en apelación comunicaran a su 
contraparte los documentos en que fundaban su demanda, 
por vía de Secretaría y en el plazo legal, o sea el de tres 
días francos: aue la notificación de dicha sentencia , se efec-
tuó el 10 de mayo de 1967, y por el mismo acto se invitó 
al abogado de los actuales recurrentes a discutir el fondo 
de la causa, en la audiencia del día 15 del mismo mes y 
año, o sea todavía dentro del plazo concedido a los inti-
mantes en apelación para tomar conocimiento de los docu-, 
mentos en que los demandantes en partición fundaban su 
acción; que, por tanto, al rechazar la Corte a-qua las con-
clusiones principales de los demandados, tendientes como ya. 
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se ha expresado, a la declaratoria de la nulidad del acto 
recordatorio, y fallar el fondo de la causa, incurrió obvia-
mente en la violación del derecho de defensa; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
per la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atribucio-
nes civiles, en fecha 30 de octubre de 1967, cuyo dispositivo 
se ha copiado en otra parte del presente fallo, y envía el 
asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; 
segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 22 

de noviembre de 1967. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Aurora Villavicencio. 
Abogado: -Dr. Pedro Ma. Solimán Bello. 

Recurrido: Sucesores de Otilio Carvajal. 
Abogado: Dr. José Rijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente. Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
titivo de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel 
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 6 del mes de Septiembre de 1968, arios 125 9 

 de la Indepndencia y 1069  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aurora 
Villavicencio, y Margarito, Juan Rumaldo, Santiago, Nico-
medes, Genara, Petronila, Carmen y Eugenio Guerrero Vi-
llavicencio, dominicanos, domiciliados en el Municipio de 
Higüey, contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior 
de Tierras, en fecha 22 de Noviembre de 1967, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Pedro Ma. Solimán Bello, cédula 2612, serie 

28, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído en sus conclusiones al Dr. Salvador Cornielle S., 
en representación del Dr. José Rijo, cédula 22865, serie 1, 
abogado de los recurridos que son los sucesores de Otilio 
Carvajal, representados por Cesareo Carvajal o Rijo, do-
minicano, agricultor, cédula 133 serie 85, domiciliado en el 
Municipio de La Romana; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia en fecha 23 de enero de 1968, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, suscrito 
por su abogado; 

Visto el escrito de ampliación de los recurrentes fir-
mado por s uabogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 555, 1315, 1341 y 1582 del Có-
digo Civil, 253, 283 y 480 del Código de Procedimiento Ci-
to Civil, 71 y 84 de la Ley de Registro de Tierras, y.1 y 65 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo del saneamiento de la Parcela No. 852 del Distrito 
Catastral No. 4 del Municipio de Higüey, el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original dictó en fecha 9 de noviembre 
de 1966, la Decisión No. 1, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Falla: Parcela Número 852: Sup: 18 Hectáreas, 87 Áreas 
Y 22 centiáreas; Primero: Rechazar, como al efecto Recha-
za, la reclamación formulada sobre esta parcela, por Otilio 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia Impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 22 
de noviembre de 1967. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Aurora Villavicencio. 
Abogado: 'Dr. Pedro Ma. Solimán Bello. 

Recurrido: Sucesores de Otilio Carvajal. 
Abogado: Dr. José Rijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-, 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
titivo de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel 
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 6 del mes de Septiembre de 1968, años 125 9 

 de la Indepndencia y 1069  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aurora 
Villavicencio, y Margarito, Juan Rumaldo, Santiago, Nico-
medes, Genara, Petronila, Carmen y Eugenio Guerrero Vi-
llavicencio, dominicanos, domiciliados en el Municipio de 
Higüey, contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior 
de Tierras, en fecha 22 de Noviembre de 1967, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Pedro Ma. Solimán Bello, cédula 2612, serie 

28, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído en sus conclusiones al Dr. Salvador Cornielle S., 
en representación del Dr. José Rijo, cédula 22865, serie 1, 
abogado de los recurridos que son los sucesores de Otilio 
Carvajal, representados por Cesareo Carvajal o Rijo, do-
minicano, agricultor, cédula 133 serie 85, domiciliado en el 
Municipio de La Romana; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia en fecha 23 de enero de 1968, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, suscrito 
por su abogado; 

Visto el escrito de ampliación de los recurrentes fir-
mado por s uabogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 555, 1315, 1341 y 1582 del Có-
digo Civil, 253, 283 y 480 del Código de Procedimiento Ci-
to Civil, 71 y 84 de la Ley de Registro de Tierras, y. 1 y 65 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo del saneamiento de la Parcela No. 852 del Distrito 
Catastral No. 4 del Municipio de Higüey, el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original dictó en fecha 9 de noviembre 
de 1966, la Decisión No. 1, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Falla: Parcela Número 852: Sup: 18 Hectáreas, 87 Áreas 
Y 22 centiáreas; Primero: Rechazar, como al efecto Recha-
za, la reclamación formulada sobre esta parcela, por Otilio 



Carvajal y Sucesores del mismo, representados por el Dr. 
José Rijo, dominicanos, mayores de edad, de este domici-
lio, por improcedente y mal fundada. Segundo: Ordenar, 

como al efecto Ordena, el registro del derecho de propiedad 
de esta parcela y sus mejoras, en favor de los Sucesores 
de Daniel Guerrero y Teresa Villavicencio y Aurora Villavi-
cencio, dominicanos, mayores de edad, de este domicilio y 
residencia"; b) que sobre el recurso de apelación interpues-
to contra esa sentencia, intervino el fallo ahora impugna-
do, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se 
Acoge, la apelación interpuesta en fecha 18 de Noviembre 
de 1966, por el Dr. José Rijo, a nombre y representación 
de los Sucesores de Otilio Carvajal. Segundo: Revoca, la 
Decisión No. 1 dictada por el Tribunal de Tierra de Juris-
dicción Original en fecha 9 de Noviembre de 1966, en rela-
ción con la Parcela No. 852 del Distrito Catastral No. 4 
del Municipio de Higüey. Tercero: Se ordena, el registro del 
derecho de propiedad de la Parcela No. 852 del Distrito Ca-
tastral No. 4 del Municipio de Higüey, con un área de 18 
Has., 87 As., 22 Cas., y sus mejoras en favor de los Suceso 
res de Otilio Carvajal, haciéndose constar que las mejoras 
fomentara en parte de esa parcela por los Sucesores de 
Daniel Guerrero y los señores Teresa y Aurora Villavicen, 
cio, se declaran de mala fe, regidas por la primera parte 
del Artículo 555 del Código Civil. Cuarto: Se Rechazan, 
por falta de fundamento, las reclamaciones formuladas en 
esta parcela por los señores Teresa y Aurora Villavicencio 
y Sucesores de Daniel Guerrero, representados por el Dr.  
Pedro María Solimán Bello. Quinto: Se Rechaza, por infun 
dada la reclamación formulada en su nombre por el Dr 
José Rijo, reservándole la facultad de solicitar la transf 
rencia de los derechos que le corresponden en su calidad 
de Abogado de los Sucesores de Otilio Carvajal, cuando 
aporte las pruebas legales correspondientes. Sexto: Se Re 
chaza, por improcedentes, la suspensión de trabajos soli 
citada en esta parcela por el Dr. José Rijo"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 1341 del Código Civil. Violación de los 
artículos 253 y 283 del Código de Procedimiento Civil. 
Violación del papel activo del Tribunal de Tierras. Segundo 
medio: Desnaturalización de los hechos de la causa. Viola-
ción de los artículos 1582 y 1315 del Código Civil. Contra-
dicción de los motivos. Violación del principio de contra-
dicción del proceso. Tercer Medio: Falta de motivos que a 
su vez han dado lugar a la violación del artículo 480 del 
Código de Procedimiento Civil en lo que respecta a la omi-
sión de estatuir. Cuarto Medio: Insuficiencia de motivos y 
falta de base legal. Violación del artículo 71 de la Ley de 
Registro de Tierras. Violación del artículo 1315 del Código 
Civil al desconocer la fuerza probante de actos literales. 
Vilación del artículo 555 del mismo Código. 

Considerando que en el desenvolvimiento de su primer 
medio de casación, los recurrentes alegan en síntesis, que 
ellos ante los jueces del fondo se opusieron a que se esta-
bleciera por testigos la prueba de que Otilio Carvajal com-
pró a Daniel Guerrero, por un precio superior a 30 pesos, 
la totalidad de las 300 tareas de que consta la Parcela No. 
852, objeto del litigio; que admitir esa prueba sería permi-
tir establecer por testigos hechos contrarios a lo contenido 
en actos escritos, especialmente en el presente caso en que 
los sucesores de Otilio Carvajal, no invocaron que los re-
feridos actos hayan sido el fruto de la violencia, el error o 
el dolo; que no obstante esa oposición, el tribunal a-quo rea-
lizó la información testimonial y derivó de ella, siendo nula, 
consecuencias contrarias al interés de los recurrentes; que, 
además, en dicho informativo se oyeron testigos que como 
los hermanos Amado y Encarnación Rijo, son enemigos de 
los recurrentes,' y que, por haber sido desalojados de esas 
tierras, tienen un interés personal en la litis; Pero, 

Considerando que como en la especie es constante que 
los sucesores de Otilio Carvajal invocaron siempre ante los _ 
jueces del fondo que ellos no tenían documento alguno que 
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Carvajal y Sucesores del mismo, representados por el Dr. 
José Rijo, dominicanos, mayores de edad, de este domici-
lio, por improcedente y mal fundada. Segundo: Ordenar, 
como al efecto Ordena, el registro del derecho de propiedad 
de esta parcela y sus mejoras, en favor de los Sucesores 
de Daniel Guerrero y Teresa Villavicencio y Aurora Villavi-
cencio, dominicanos, mayores de edad, de este domicilio y 
residencia"; b) que sobre el recurso de apelación interpues-
to contra esa sentencia, intervino el fallo ahora impugna-
do, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se 
Acoge, la apelación interpuesta en fecha 18 de Noviembre 
de 1966, por el Dr. José Rijo, a nombre y representación 
de los Sucesores de Otilio Carvajal. Segundo: Revoca, la 
Decisión No. 1 dictada por el Tribunal de Tierra de Juris-
dicción Original en fecha 9 de Noviembre de 1966, en rela-
ción con la Parcela No. 852 del Distrito Catastral No. 4 
del Municipio de Higüey. Tercero: Se ordena, el registro del 

derecho de propiedad de la Parcela No. 852 del Distrito Ca-
tastral No. 4 del Municipio de Higüey, con un área de 18 
Has., 87 As., 22 Cas., y sus mejoras en favor de los Suceso-
res de Otilio Carvajal, haciéndose constar que las mejoras 
fomenta-% en parte de esa parcela por los Sucesores de 
Daniel Guerrero y los señores Teresa y Aurora Villavicen 
cio, se declaran de mala fe, regidas por la primera parte 
del Artículo 555 del Código Civil. Cuarto: Se Rechazan, 
por falta de fundamento, las reclamaciones formuladas en 
esta parcela por los señores Teresa y Aurora Villavicencio 
y Sucesores de Daniel Guerrero, representados por el Dr. 
Pedro María Solimán Bello. Quinto: Se Rechaza, por infun 
dada la reclamación formulada en su nombre por el Dr 
José Rijo, reservándole la facultad de solicitar la transfe-
rencia de los derechos que le corresponden en su calidad 
de Abogado de los Sucesores de Otilio Carvajal, cuando 
aporte las pruebas legales correspondientes. Sexto: Se Re 
chaza, por improcedentes, la suspensión de trabajos soli 
citada en esta parcela por el Dr. José Rijo"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 1341 del Código Civil. Violación de los 
artículos 253 y 283 del Código de Procedimiento Civil. 
Violación del papel activo del Tribunal de Tierras. Segundo 
Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa. Viola-
ción de los artículos 1582 y 1315 del Código Civil. Contra-
dicción de los motivos. Violación del principio de contra-
dicción del proceso. Tercer Medio: Falta de motivos que a 
su vez han dado lugar a la violación del artículo 480 del 
Código de Procedimiento Civil en lo que respecta a la omi-
sión de estatuir. Cuarto Medio: Insuficiencia de motivos y 
falta de base legal. Violación del artículo 71 de la Ley de 
Registro de Tierras. Violación del artículo 1315 del Código 
Civil al desconocer la fuerza probante de actos literales. 
Vilación del artículo 555 del mismo Código. 

Considerando que en el desenvolvimiento de su primer 
medio de casación, los recurrentes alegan en síntesis, que 
ellos ante los jueces del fondo se opusieron a que se esta-
bleciera por testigos la prueba de que Otilio Carvajal com-
pró a Daniel Guerrero, por un precio superior a 30 pesos, 
la totalidad de las 300 tareas de que consta la Parcela No. 
852, objeto del litigio; que admitir esa prueba sería permi-
tir establecer por testigos hechos contrarios a lo contenido 
en actos escritos, especialmente en el presente caso en que 
los sucesores de Otilio Carvajal, no invocaron que los re-
feridos actos hayan sido el fruto de la violencia, el error o 
el dolo; que no obstante esa oposición, el tribunal a-quo rea-
lizó la información testimonial y derivó de ella, siendo nula, 
consecuencias contrarias al interés de los recurrentes; que, 
además, en dicho informativo se oyeron testigos que como 
los hermanos Amado y Encarnación Rijo, son enemigos de 
los recurrentes,' y que, por haber sido desalojados de esas 
tierras, tienen un interés personal en la litis; Pero, 

Considerando que como en la especie es constante que 
los sucesores de Otilio Carvajal invocaron siempre ante los . 
jueces del fondo que ellos no tenían documento alguno que 
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amparase su derecho a esa Parcela, sino que la reclamaban 
sobre el fundamento de la más larga prescripción, es claro 
que •el alegato de los recurrentes relativo. a la improceden-
cia de la prueba testimonial en relación con la venta, care-
ce de pertinencia; que, además, del examen del expediente 
resulta que tanto ante el juez de Jurisdicción Original co-
mo ante el tribunal a-quo, el abogado de los recurrentes 
asistió a la audición de los testigos e intervino de manera 
activa en todos los interrogatorios con lo cual admitió la 
prueba testimonial sin presentar formalmente ninguna ta-
cha contra los testigos; que en esas condiciones, en la sen-
tencia impugnada no se incurrió en ninguna de las viola-
ciones señaladas en el medio que se examina, el cual ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios segundo, tercero y cuarto, reunidos, los recurrentes 
alegan en síntesis, lo siguiente: a) que Otilio Carvajal nun-
ca pudo adquirir esas tierras por prescripción en vista de 
que, como arrendatario de una parte de las mismas, fue 
un poseedor precario; b) que él nunca adquirió dichas tie-
rras por compra a Daniel Guerrero como invocó; c) que el 
tribunal a-quo no comprobó la causa o el hecho jurídico 
conforme al cual se operó la transferencia de la posesión 
con anterioridad al año 1935 o después de ese año, ni tal 
acto fue transcrito como lo exige la ley 637 de 1941; d) 
que Daniel Guerrero nunca poseyó la totalidad de esa par-
cela y por lo tanto jamás pudo transferir la posesión de las 
mismas a Otilio Carvajal; e) que en la sentencia impugna-
da no se precisa el punto de partida de la 'posesión de Otilio 
Carvajal que le condujera a la prescripción admitida por 
el Tribunal a-quo; f) que el Tribunal a-quo al admitir que 
Otilio Carvajal mantuvo una posesión legal sobre toda la 
Parcela 852 hasta el 19 de Julio de 1960, fecha en que los 
recurrentes citaron ante el Juzgado de Paz de Higüey a 
Otilio Carvajal en desalojo, desnaturalizó los hechos de la 
causa, pues ese acto se refería a la porción de terrenos 

Que ocupaba Otilio, no a los terrenos que ocupaban Félix 
NI a. Sánchez, Félix Castillo, y Amado Encarnación Rijo, 
quienes ya habían sido citados en desalojo en fecha 4 de 
marzo de 1960; g) que esa parcela fue adquirida y ocupada 
desde el 10 de agosta del año 1907, por Nicolás Villavicen-
cio, y que desde esa época siempre estuvo bajo el poder de 
éste y de sus sucesores Teresa y Aurora Villavicencio y que 
nunca fue poseída legalmente por Otilio Carvajal y sus 
sucesores, todo lo cual quedó establecido por los documentos 
presentados y por los testigos oídos; h) que los Jueces del tri-
bunal a-quo no expusieron en la sentencia impugnada los 
motivos pertinentes para desestimar las conclusiones pre-
sentadas por los recurrentes tendientes a que se rechazara 
la apelación de los sucesores Carvajal; i) que el tribunal a-
guo no examinó ninguno de los documentos aportados por 
los recurrentes lo cual hubiera conducido a una solución dis-
tinta del litigio pues si Guerrero sólo adquirió 26 tareas de 
Nicolás Villavicencio, cómo podía "transferir la totalidad de 
la parcela 852 a Otilio Carvajal; j) que las mejoras fomenta-
das desde el 1907 por Nicolás Villavicencio y sus sucesores, 
no pueden ser declaradas de mala fe en vista de que ellos 
son los verdaderos propietarios de esa parcela; Pero, - 

Considerando que corresponde a los jueces del fondo 
comprobar la duración de una posesión, verificar los he-
chos que la caracterizan e investigar si esos hechos son o 
no susceptibles de hacer adquirir por prescripción; que, por 
otra parte, los jueces del fondo tienen un poder soberano 
para apreciar el valor de los testimonios y no incurren en 
desnaturalización alguna por el simple hecho de acoger co-
mo sinceras unas declaraciones y desestimar otras; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que los jueces del fondo para rechazar las 
conclusiones de los hoy recurrentes y adjudicar por pres-
cripción la referida Parcela a los sucesores de Otilio Car-
vajal, expusieron, lo siguiente: "que por las declaraciones 
vertidas en las audiencias celebradas por el Tribunal de 
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amparase su derecho a esa Parcela, sino que la reclamaban 
sobre el fundamento de la más larga prescripción, es claro 
que ,el alegato de los recurrentes relativo. a la improceden-
cia de la prueba testimonial en relación con la venta, care-
ce de pertinencia; que, además, del examen del expediente 
resulta que tanto ante el juez de Jurisdicción Original co-
mo ante el tribunal a-quo, el abogado de los recurrentes 
asistió a la audición de los testigos e intervino de manera 
activa en todos los interrogatorios con lo cual admitió la 
prueba testimonial sin presentar formalmente ninguna ta-
cha contra los testigos; que en esas condiciones, en la sen-
tencia impugnada no se incurrió en ninguna de las viola-
ciones señaladas en el medio que se examina, el cual ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios segundo, tercero y cuarto, reunidos, los recurrentes 
alegan en síntesis, lo siguiente: a) que Otilio Carvajal nun-
ca pudo adquirir esas tierras por prescripción en vista de 
que, como arrendatario de una parte de las mismas, fue 
un poseedor precario; b) que él nunca adquirió dichas tie-
rras por compra a Daniel Guerrero como invocó; c) que el 
tribunal a-quo no comprobó la causa o el hecho jurídico 
conforme al cual se operó la transferencia de la posesión 
con anterioridad al año 1935 o después de ese año, ni tal 
acto fue transcrito como lo exige la ley 637 de 1941; d) 
que Daniel Guerrero nunca poseyó la totalidad de esa par-
cela y por lo tanto jamás pudo transferir la posesión de las 
mismas a Otilio Carvajal; e) que en la sentencia impugna-
da no se precisa el punto de partida de la posesión de Otilio 
Carvajal que le condujera a la prescripción admitida por 
el Tribunal a-quo; f) que el Tribunal a-quo al admitir que 
Otilio Carvajal mantuvo una posesión legal sobre toda la 
Parcela 852 hasta el 19 de Julio de 1960, fecha en que los 
recurrentes citaron ante el Juzgado de Paz de Higüey a 
Otilio Carvajal en desalojo, desnaturalizó los hechos de la 
causa, pues ese acto se refería a la porción de terrenos  

ue ocupaba Otilio, no a los terrenos que ocupaban Félix 
a. Sánchez, Félix Castillo, y Amado Encarnación Rijo, 

Quienes ya habían sido citados en desalojo en fecha 4 de 
marzo de 1960; g) que esa parcela fue adquirida y ocupada 
desde el 10 de agosta del año 1907, por Nicolás Villavicen-
cio, y que desde esa época siempre estuvo bajo el poder de 
éste y de sus sucesores Teresa y Aurora Villavicencio y que 
nunca fue poseída legalmente por Otilio Carvajal y sus 
sucesores, todo lo cual quedó establecido por los documentos 
presentados y' or los testigos oídos; h) que los Jueces del tri-
bunal a-quo no expusieron en la sentencia impugnada los 
motivos pertinentes para desestimar las conclusiones pre-
sentadas por los recurrentes tendientes a que se rechazara 
la apelación de los sucesores Carvajal; i) que el tribunal a-
guo no examinó ninguno de los documentos aportados por 
los recurrentes lo cual hubiera conducido a una solución dis-
tinta del litigio pues si Guerrero sólo adquirió 26 tareas de 
Nicolás Villavicencio, cómo podía "transferir la totalidad de 
la parcela 852 a Otilio Carvajal; j) que las mejoras fomenta-
das desde el 1907 por Nicolás Villavicencio y sus sucesores, 
no pueden ser declaradas de mala fe en vista de que ellos 
son los verdaderos propietarios de esa parcela; Pero, 

Considerando que corresponde a los jueces del fondo 
comprobar la duración de una posesión, verificar los he-
chos que la caracterizan e investigar si esos hechos son o 
no susceptibles de hacer adquirir por prescripción; que, por 
otra parte, los jueces del fondo tienen un poder soberano 
para apreciar el valor de los testimonios y no incurren en 
desnaturalización alguna por el simple hecho de acoger co-
mo sinceras unas declaraciones y desestimar otras; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que los jueces del fondo para rechazar las 
conclusiones de los hoy recurrentes y adjudicar por pres-
cripción la referida Parcela a los sucesores de Otilio Car-
vajal, expusieron, lo siguiente: "que por las declaraciones 
vertidas en las audiencias celebradas por el Tribunal de 
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los testigos mencionados en el considerando anterior, es 
que el señor Otilio Carvajal mantuvo la posesión de esta 
parcela en condiciones útiles para invocar en su favor la 
más larga prescripción exigida por la ley, hasta el día 19 
de Julio de 1960 en que le fue interrumpida por la citación 
judicial referida, así como por las demás actuaciones rea-
lizadas a partir de esa fecha, por los señores Villavicen-
cio, Margarito Guerrero y demás Sucesores de Daniel Gue-
rrero; que es evidente que la posesión iniciada por los 
señores Villavicencio y Sucesores de Daniel Guerrero con 
posterioridad al 19 de Julio de 1960, ha sido en contra-
dicción con los Sucesores de Otilio Carvajal y la mis- 

no reúne las condiciones exigidas por la ley para po-
der prescribir; que las mejoras fomentadas por dichos se-
ñores en parte de esta parcela, las cuales levantaron con 
la oposición de su legítimo propietario, señor Otilio Carva-
jal primero, y luego de sus Sucesores, procede declararlas 
de mala fe, regida por la primera parte del artículo 555 del 
Código Civil"; 

Considerando que en la especie, tan pronto como los 
jueces del fondo comprobaron, como cuestión de hecho que 
escapa al control de la casación, que Otilio Carvajal, desde 
el año 1935 hasta el 1960, había ocupado la totalidad de 
esa parcela de manera pacífica, pública, inequívoca y a tí-
tulo de propietario, que son los requisitos exigidos por la 
ley para adquirir por la más larga prescripción, no tenían 
dichos jueces que establecer los medios de que se valió Car-
‘ajal para iniciar su ocupación, ya que, conforme al ar-
tículo 2262 del Código Civil el que alega esa prescripción 
no está obligado a presentar ningún título ni puede opo-
nérsele la excepción que se deduce de la mala fe; que, ade-
más, en el fallo impugnado consta, como se ha expresado 
ya, la fecha en que se inició dicha ocupación y el tiempo 
de duración de la misma, lo que implicaba que si Nicolás Vi-
llavicencio el causante de los actuales recurrentes había ad-

quirido esas mismas tierras por una prescripción, anterior, 
tales derechos quedaron aniquilados tan pronto como Otilio 

Tierras de Jurisdicción Original por los testigos Miguel Ron-
dón, Gregorio Sánchez, Félix Castillo, Julián Dinó, Cesáreo 
Castillo, Notario Manuel E. Maríñez, Andrés Pilier, bajo 
la fe del juramento, así como por las producidas en la au-
diencia celebrada en fecha 28 de Abril de 1967, por los tes-
tigos Amado Rijo y Félix Castillo, previo juramento, los 
hechos y circunstancias de la causa, este Tribunal Superior 
ha formado su convicción en el sentido de que la extensi6n 
de terreno que hoy constituye la Parcela No. 852 del Dis-
trito Catastral No. 4 del Municipio de Higüey, era poseída 
por el señor Daniel Guerrero; que con anterioridad al año 
1935, el señor Daniel Guerrero transfirió la posesión de es-
ta parcela al señor Otilio Carvajal, quién mantuvo en ella 
una posesión continua pacífica, pública inequívoca y a tí-
tulo de propietario, hasta el día 19 de Julio de 1960, fecha 
.en que le fue notificada por el señor Agustín Ferreras, 
Alguacil de Estrados del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Altagracia, a requerimiento de los 
señores Teresa Villavicencio, Margarito Guerrero y demás , 
herederos del finado Margarito Guerrero, y de Aurora Vi-
llavicencio, la citación al señor Otilio Carvajal para que 
compareciera a la audiencia que celebrará el día 25 de 
Julio de 1960 al Juzgado de Paz del Municipio de Higüey, 
apoderado de la demanda en desalojo intentada por ellos; 
que ya para esta fecha (19 de Julio de 1960) el señor Oti-
lio Carvajal tenía más de 24 años de ocupación, y para 
poder prescribir calculado a ese día, de acuerdo con la 
modificación del artículo 2262 del Código Civil en virtud 
de la Ley No. 585 de fecha 24 de Octubre de 1941, nece-
sitaba tener una posesión de 22 años. Que, además, es evi-
dente que ni el señor Otilio Carvajal aportó la prueba do-
cumental de haber comprado esta parcela al señor Daniel 
Guerrero, ni los señores Villavicencio y Sucesores de Da-
niel Guerrero han aportado la prueba documental del ale-
gado arrendamiento otorgado por el señor Daniel Guerre-
ro a favor del señor Otilio Carvajal; que a juicio de el Tri-
bunal Superior lo que sí se ha probado por la audición de 
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Tierras de Jurisdicción Original por los testigos Miguel Ron-
dón, Gregorio Sánchez, Félix Castillo, Julián Dinó, Cesáre o 
Castillo, Notario Manuel E. Maríñez, Andrés Pilier, bajo 
la fe del juramento, así como por las producidas en la au-
diencia celebrada en fecha 28 de Abril de 1967, por los tes- ,1 
tigos Amado Rijo y Félix Castillo, previo juramento, los 
hechos y circunstancias de la causa, este Tribunal Superic , r 

ha formado su convicción en el sentido de que la extensión 
de terreno que hoy constituye la Parcela No. 852 del Dis-
trito Catastral No. 4 del Municipio de Higüey, era poseída 
por el señor Daniel Guerrero; que con anterioridad al año 
1935, el señor Daniel Guerrero transfirió la posesión de es- i 

 ta parcela al señor Otilio Carvajal, quién mantuvo en ella 
una posesión continua pacífica, pública inequívoca y a tí-
tulo de propietario, hasta el día 19 de Julio de 1960, fecha 
.en que le fue notificada por el señor Agustín Ferreras, 
Alguacil de Estrados del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Altagracia, a requerimiento de los 
señores Teresa Villavicencio, Margarito Guerrero y demás 
herederos del finado Margarito Guerrero, y de Aurora Vi-
llavicencio, la citación al señor Otilio Carvajal para que 
compareciera a la audiencia que celebrará el día 25 de 
Julio de 1960 al Juzgado de Paz del Municipio de Higüey, 
apoderado de la demanda en desalojo intentada por ellos; 
que ya para esta fecha (19 de Julio de 1960) el señor Oti-
lio Carvajal tenía más de 24 años de ocupación, y para 
poder prescribir calculado a ese día, de acuerdo con la 
modificación del artículo 2262 del Código Civil en virtud 
de la Ley No. 585 de fecha 24 de Octubre de 1941, nece-
sitaba tener una posesión de 22 años. Que, además, es evi-
dente que ni el señor Otilio Carvajal aportó la prueba do-
cumental de haber comprado esta parcela al señor Daniel 
Guerrero, ni los señores Villavicencio y Sucesores de Da-
niel Guerrero han aportado la prueba documental del ale-
gado arrendamiento otorgado por el señor Daniel Guerre-
ro a favor del señor Otilio Carvajal; que a juicio de el Tri-
bunal Superior lo que sí se ha probado por la audición de 

los testigos mencionados en el considerando anterior, es 
que el señor Otilio Carvajal mantuvo la posesión de esta 
parcela en condiciones útiles para invocar en su favor la 
más larga prescripción exigida por la ley, hasta el día 19 
de Julio de 1960 en que le fue interrumpida por la citación 
judicial referida, así corno por las demás actuaciones rea-
lizadas a partir de esa fecha, por los señores Villavicen-
cio, Margarito Guerrero y demás Sucesores de Daniel Gue-
rrero; que es evidente que la posesión iniciada por los 
señores Villavicencio y Sucesores de Daniel Guerrero con 
posterioridad al 19 de Julio de 1960, ha sido en contra-
dicción con los Sucesores de Otilio Carvajal y la mis-
-la no reúne las condiciones exigidas por la ley para po-
der prescribir; que las mejoras fomentadas por dichos se-
ñores en parte de esta parcela, las cuales levantaron con 
la oposición de su legítimo propietario, señor Otilio Carva-
jal primero, y luego de sus Sucesores, procede declararlas 
de mala fe, regida por la primera parte del artículo 555 del 
Código Civil"; 

Considerando que en la especie, tan pronto como los 
jueces del fondo comprobaron, como cuestión de hecho que 
escapa al control de la casación, que Otilio Carvajal, desde 
el año 1935 hasta el 1960, había ocupado la totalidad de 
esa parcela de manera pacífica, pública, inequívoca y a tí-
tulo de propietario, que son los requisitos exigidos por la 
ley para adquirir por la más larga prescripción, no tenían 
dichos jueces que establecer los medios de que se valió Car-
vajal para iniciar su ocupación, ya que, conforme al ar-
tículo 2262 del Código Civil el que alega esa prescripción 
no está obligado a presentar ningún título ni puede opo-
nérsele la excepción que se deduce de la mala fe; que, ade-
más, en el fallo impugnado consta, como se ha expresado 
ya, la fecha en que se inició dicha ocupación y el tiempo 
de duración de la misma, lo que implicaba que si Nicolás Vi-
llavicencio el causante de los actuales recurrentes había ad-

quirido esas mismas tierras por una prescripción, anterior, 
tales derechos quedaron aniquilados tan pronto como Otilio 
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Carvajal consolidó una nueva prescripción, como lo esta-
blecieron los jueces del fondo mediante la ponderación so-
berana de los elementos de juicios aportados al debate; que 
el examen de las declaraciones de los testigos que sirvieron 
para formar la convicción de los jueces revela que a las 
mismas no se les ha dado un sentido o un alcance distintos; 
que la Suprema Corte de Justicia no puede censurar por 
ser cuestión de hecho, la circunstancia de que los -jueces 
del fondo le den más crédito a las declaraciones de unos 
testigos que a los de otros que es en esencia lo que ha ocu-
rrido en la especie, y de lo que en definitiva, se quejan los 
recurrentes; 

Considerando que los jueces del fondo comprobaron 
como cuestión de hecho de su soberana apreciación que las 
mejoras fueron levantadas por Villavicencio y por los Su-
cesores de Daniel Guerrero, con posterioridad al 1960 y 
con la oposición de Otilio Carvajal, primero y luego de sus 
sucesores"; que, por tanto, al decidir el Tribunal a-quo que 
eran de mala fe, no incurrió en violación alguna de la ley; 

Considerando finalmente que el examen de la senten-
cia impugnada revela que ella contiene motivos, pertinen-
tes y congruentes que justifican su dispositivo, y una expo-
sición completa de los hechos y circunstancias de la litis 
que ha permitido a esta Corte verificar que en la especie 
se ha hecho una correcta aplicación de la ley; que, en con-
secuencia, y por todo lo anteriormente expuesto, los alega-
tos contenidos en los medios que se examinan carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Aurora Villavicencio y Margarito, 
Juan, Rumaldo, Santiago, Nicomedes, Genara, Petronila, 
Carmen y Eugenio Guerrero Villavicencio, contra la sen-
tencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 
22 de Noviembre de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado 
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena 

BOLETIN JUDICIAL 	 1981 

a  los recurrentes al pago de las costas ordenándose la dis-
tracción de ellas en provecho del Dr. José Rijo, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los  Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-- 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Carvajal consolidó una nueva prescripción, como lo esta-
blecieron los jueces del fondo mediante la ponderación so-
berana de los elementos de juicios aportados al debate; que 
el examen de las declaraciones de los testigos que sirvieron 
para formar la convicción de los jueces revela que a las 
mismas no se les ha dado un sentido o un alcance distintos; 
que la Suprema Corte de Justicia no puede censurar por 
ser cuestión de hecho. la  circunstancia de que los - jueces 
del fondo le den más crédito a las declaraciones de unos 
testigos que a los de otros que es en esencia lo que ha ocu-
rrido en la especie, y de lo que en definitiva, se quejan los 
recurrentes; 

Considerando que los jueces del fondo comprobaron 
como cuestión de hecho de su soberana apreciación que las 
mejoras fueron levantadas por Villavicencio y por los Su-
cesores de Daniel Guerrero, con posterioridad al 1960 y 
con la oposición de Otilio Carvajal, primero y luego de sus 
sucesores"; que, por tanto, al decidir el Tribunal a-quo que 
eran de mala fe, no incurrió en violación alguna de la ley; 

Considerando finalmente que el examen de la senten-
cia impugnada revela que ella contiene motivos, pertinen-
tes y congruentes que justifican su dispositivo, y una expo-
sición completa de los hechos y circunstancias de la litis 
que ha permitido a esta Corte verificar que en la especie 
se ha hecho una correcta aplicación de la ley; que, en con-
secuencia, y por todo lo anteriormente expuesto, los alega-
tos contenidos en los medios que se examinan carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Aurora Villavicencio y Manaras:), 
Juan, Rumaldo, Santiago, Nicomedes, Genara, Petronila, 
Carmen y Eugenio Guerrero Villavicencio, contra la sen-
tencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 
22 de Noviembre de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado 
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena  

a los recurrentes al pago de las costas ordenándose la dis-
tracción de ellas en provecho del Dr. José Rijo, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.-- Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de lra. 
Inst. del D. N., de fecha 11 de diciembre de 1967. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: La Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A. 

Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda. 

Recurrido: Manuel F. Rosario y compartes. 
Abogado: Dres. Porfirio L. Balcácer R. y Abel Rodríguez del Orbe. 

Dios, Patria y Libertad. 
Reuública Dominicana, 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernartdo E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-. 
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 6 del mes de septiembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia plblica, como corte de casación, la si-
guiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por "La Fá-. 
brica Dominicana de Cemento, C. por A.", compañía co-
mercial constituida de acuerdo con las leyes de la Repú-
blica Dominicana, controlada por la Corporación de Em-
presas Estatales, con su domicilio en la prolongación de la 
Avenida Máximo Gómez de esta ciudad, contra la sentencia 
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de fecha 11 de diciembre de 1967, dictada en segundo gra-
do, por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Lupo Hernández Rueda, cédula No. 52000, 

rie lra., abogado de la recurrente, en la lectura de sus 
nclusiones; 

Oído al Dr. Porfirio L. Balcácer R., cédula No. 58473, 
serie era., por sí y en representación del Dr. Abel Rodrí-
guez del Orbe, cédula No. 27285, serie 56, ambos abogados 
de Manuel F. Rosario, cédula No. 11728, serie 3, Ricardo H., 
Pujols, cédula No. 23623, serie 18, Demofilo F. Cruz H., 
cédula 2900, serie 73, Rafael Ant. Gallardo, cédula 116892, 
serie 1, Manuel de Regla Lugo B., cédula 46866, serie 1, Da-
nilo E. Castillo, cédula 62596, serie 1, Juan M. Estévez, cé-
dula 37322, serie 31, Modesto Ant. Núñez, cédula 47308, 
serie 1, Pedro A. Machuca S., cédula 69133, serie 1, José 
MI. Mella, cédula 69822, serie 1, Sergio Octavio Gómez, 
cédula 1781, serie 18, Doiningo Franco Gerardo, cédula 
1344, serie 2, Vinicio Nicolás Tejeda, cédula 52929, serie 
1, Víctor M. Poy Ruíz cédula 53821, serie 1, Víctor Zenón He-
rrera H., cédula 25983, serie 52, Juan E. Salado, cédula 35814, 
serie 1, Juan Sterling W., cédula 12596, serie 25, Pedro 
Martínez, cédula 71205, serie 3, Ramón Cruz Encarnación, 
cédula 26480, serie 1, Cándido Solano, cédula 34547, serie 
1, Alfredo Simón Cheque, cédula No. 15931, serie 23; Mar-
cos Antonio del Rosario R., cédula 60326, serie 1; Daniel 
Suero, cédula 19982, serie 18; Luis Agustín Sifrés H., cé-
dula 59179, serie 1; Ramón Porfirio Rotestán, cédula 267, 
serie 38; Lidio Cuello, cédula 1836, serie 19; Luis E. Pi-
chirilo M., cédula 24781, serie 23; Andrés Jiménez Heredia, 
cédula 8963, serie 24; Salvador Valera G., cédula 70807, 
serie 1; Joaquín Martínez P., cédula 38113, serie 1; Manuel 
González, cédula 2360, serie 1; Andrés Núñez Arias, cédu-
la 36101, serie 47; Manuel de Js. Madrigal, cédula 21671, 
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serie 23; Juan de Js. Soriano Mateo, cédula 23712, serie 
23; Guillermo V. Morel, cédula 44365, serie 1; Ramón H. 
Montilla, cédula 752, serie 3; Pedro Flores, cédula 1059-
49, serie 1; Eduardo Ros, cédula 3558, serie 30; Ramón 
Rosario Andújar, cédula 12461, serie 3; Celestino Hernán-
dez, cédula 43816, serie 1; Rafael Tejada, cédula 34049, serie 
1; Bienvenido Villalona G., cédula 521, serie 45; Luis G. 
Lazala de los Santos, cédula 11597, serie 12; Aquiles Dore, 
cédula 67169, serie 1; Alejandro Arredondo R., cédula 
38529, serie 31; José Feo. Guzmán, cédula 64827, serie 1; 
Francisco José Núñez, cédula 10314, serie 10; Lorenzo Mer-
cedes, cédula 48285, serie 1; Neftalí Frías A., cédula 24478, 
serie 23; Raúl Logroño, cédula 8390, serie 1; Fernando A. 
Grano de Oro, cédula 79149, serie 1; Agustín Reyes Martí-
nez, cédula 16692, serie 37; Antonio M. Camilo Rivas, cé-
dula 14421, serie 55; Apolinar E. Nadal, cédula 22145, 
serie 23; Carlos Rafael Reyes M., cédula 75223, serie 1; 
Heriberto Beltré Vargas, cédula 7121, serie 31; Francisco An-
tonio Soto M., cédula 17, serie 37; Rafael Darío Gómez, cé-
dula 55908, serie 1; Fernando A. Davis, cédula 23008, se-
rie 23; Jorge Sansary, cédula 21224, serie 23; Mateo de la 
Rosa, cédula 40372, serie 1; Demetrio Corporán, cédula 
34050, serie 1; Ignacio Paula Nolasco, cédula 58128, serie 1; 
Julio Antonio Pérez, cédula 17359, serie 23; Juan Nelson Sa-
lazar Díaz, cédula 67218, serie 1; Eduardo Martínez, cédula 
62846, serie 1; Raúl Ruíz, cédula 32622, serie 1; Ramón 
Castilla, cédula 19086, serie 2; Ramón Antonio Almánzar, 
cédula 59049, serie 1; Juan Bta. Tejeda, cédula 30106, serie 
1; José de la Rosa Heredia, cédula 1788, serie 7; Raúl An-
gel Peña, cédula 4566, serie 41; Domingo Matos Cuello, 
cédula 18244, serie 18; Apolinar Castro, cédula 24783, serie 
1; Plinio Terrero Amador, cédula 6098, serie 18; Ramón Gar-
cía R., cédula 19451, serie 23; Hugo Antonio Payán, cédula 
49852, serie 1; Jaime Manuel Cáty, cédula 6164, serie 30; 
Ramón H. Rosario, cédula 1068, serie 48; Aniceto Ravelo 
N., cédula 1070, serie 68; Domingo Carmona Adames, cé-
dula 2432, serie 68; Maximiliano Ramos, cédula 1214, serie 

37.
' 
 Marcelino Paulino, cédula 13296, serie 56; Agustín de la 

Cruz, cédula 51840, serie 1; Miguel Díaz, cédula 5514, serie 
10; Carmelo Cuello, cédula 19571, serie 1; David Griffin, 
cédula 11491, serie 23; Nicolás Madé, cédula 5071, serie 11; 
Carmelo Berroa, cédula 1149, serie 68; Francisco Mario 
Veloz R., cédula 743, serie 82; Francisco Sánchez Ramírez, 
cédula 26708, serie 1; Ramón Antonio Santos C., cédula 
41844, serie 1; Gabriel Selmo, cédula 50831, serie 1; Luis 
María Guerrero, cédula 11717, serie 3; Salvador Navarro, 
cédula 5690, serie 1; Luisa Vidal, cédula 7539, serie 1; 
Esperanza Cartagena de Baba, cédula 47978, serie 1; Ra-
fael Orlando Hernández, cédula 2379, serie 67; Ramón W. 
Abréu, cédula 105720, serie 1; José Altagracia Maceo, cé-
dula 27310, serie 2; Ernesto Stamers, cédula 11024, serie 
37; Randolh Phippis, cédula 68961, serie 1; Radha I. de Ro-
ca, cédula 63040, serie 1; Pedro Ramón Mena B., cédula 
28673, serie 1; Martín Abréu, cédula 4929, serie 44; Celes-
te Delia Ignacio Peña, cédula 34562, serie 31; Miguel A. 
Sánchez, cédula 113081, serie 1; Juan Ramón Acosta, cédu-
la 14852, serie 12; Nellar Norman, cédula 23043, serie 23; 
Cayo Norera García, cédula 4901, serie 1; Arlette Marche-
na de Coceo, cédula 89831, serie 1; Nilo A. Martínez, cé-
dula 64452, serie 1; Milla Mella de Ceballos, cédula 138, 
serie 67; Cecilia Guidicelli P., cédula 2772, serie 1; Liliana 
Cavagliano de Peña, cédula 91966, serie 1; Luis Andrés 
Hernández, cédula 72890, serie 1; Hipólito Metz Santos, cé-
dula 28492, serie 58; Tomás Josué Erikson, cédula 6030, 
serie 40; Francisco A. Padilla, cédula 27820, serie 1; Julio 
César Castillo, cédula 9908, serie 13; Juan Pujols Mercado, 
cédula 1787, serie 67; Persio O. Gómez, cédula 56523, serie 
1; José A. Troncoso, cédula 9301, serie 3; Ramón Antonio 
Rodríguez, cédula 48157, serie 3; Pedro Agustín Carrasco, 
cédula 4096, serie 44; Juan E. Toribio, cédula 6877, serie 
34; Rafael E. Sánchez Medina, cédula 70176, serie 1; Ra-
món A. Blanco, cédula 5106, serie 44; Manuel de Js. Guerre-
ro C., cédula 5603, serie 31; César A. Villanueva, cédula 
56660, serie 31; Ana V. Martínez, cédula 20669, serie 31; 
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Francisco José Escaño F., cédula 10825, serie 56; Manuel 
E. Flores V., cédula 16983, serie 2; Eugenio Santos C., cé-
dula 1361, serie 2; José Duval Lora, cédula 72200, serie 
1; dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes 
en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

ViSto el memorial de casación de fecha 14 de diciem-
bre de 1967, suscrito por el Dr. Lupo Hernández Rueda, a 
nombre de la recurrente. en el cual se invocan los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, de fe-
cha 25 de enero de 1968, suscrito por sus abogados; 

Vistas las ampliaciones de la recurrente y de los recu- 

rridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 1\1 9 

 71 del 2 de diciembre de 1966; 6 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil; Ley 5235, sobre Regalía 
Pascual, de 1958; 37, 92 y siguientes del Código de Trabajo; 
47 y 52, reformado, de la Ley 637, de 1944, sobre Contratos 
de Trabajo; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación laboral intentada por 
los actuales recurridos contra la recurrente, que no pudo 
ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito.  

Naccional, dictó en fecha 21 de agosto de 1967, una sen-
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Se rechazan, en todas sus partes, tanto las conclusiones 
principales como las subsidarias de la empresa demandada 
por improcedentes y mal fundadas, y se acogen las de los 
demandantes, por ser justas y reposar sobre base legal; 
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SEGUNDO: Condena a la empresa Fábrica Dominicana de 
Cemento, C. por A., a pagarles a todos y cada uno de los 
demandantes que figuran en el segundo considerando de la 
presente sentencia, un mes de sueldo, por concepto de la 
Regalía Pascual Obligatoria correspondiente al año 1966, 
de acuerdo a lo estipulado en la cláusula N 9  22 del Pacto 
Colectivo de Condiciones de Trabajo existente entre las 
partes y conforme a los salarios respectivos que se deta-
llan en el segundo considerando de la presente sentencia; 
TERCERO: Condena a la empresa Fábrica Dominicana de 
Cemento, C. por A., al pago de los intereses legales de las 
sumas indicadas, a partir del día de la demanda en justicia; 
CUARTO: Condena a la empresa Fábrica Dominicana de 
Cemento, C. por A., al pago de las costas del procedimiento 
con distracción de las mismas en provecho de los Doctores 
Porfirio L. Balcácer R. y Abel Rodríguez del Orbe, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre 
apelación de la recurrente, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así; "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por la Fábrica Dominicana de Ce-
mento, C. por A., contra sentencia del Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 21 de agosto del 
5235 de 1959, sobre regalía pascual. Falsa aplicación del 
esta sentencia, y dictada en favor de los señores Manuel F. 
Rosario y compartes, según se ha detallado en parte ante-
rior; SEGUNDO: Relativamente al fondo Confirma en to-
das sus partes dicha decisión impugnada; TERCERO: Con-
dena a la parte que sucumbe Fábrica Dominicana de Ce-
mento, C. por A., al pago de las costas del procedimiento, 
de conformidad con los artículos 691 del Código de Traba-
», 5 y 16 de la Ley N9 302, del 18 de junio del 1964, or-
denando su distracción en provecho de los Dres. Porfirio 
L. Barcácer R. y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
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dula 1361, serie 2; José Duval Lora, cédula 72200, serie 
1; dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes 
en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 14 de diciem-
bre de 1967, suscrito por el Dr. Lupo Hernández Rueda, a 
nombre de la recurrente. en el cual se invocan los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, de fe-
cha 25 de enero de 1968, suscrito por sus abogados; 

Vistas las ampliaciones de la recurrente y de los recu- 

rridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley N 9 

 71 del 2 de diciembre de 1966; 6 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil; Ley 5235, sobre Regalía 
Pascual, de 1958; 37, 92 y siguientes del Código de Trabajo: 
47 y 52, reformado, de la Ley 637, de 1944, sobre Contratos 
de Trabajo; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación laboral intentada por 
los actuales recurridos contra la recurrente, que no pudo 
ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 
Naccional, dictó en fecha 21 de agosto de 1967, una sen-
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-

RO: Se rechazan, en todas sus partes, tanto las conclusiones 
principales como las subsidarias de la empresa demandada 
por improcedentes y mal fundadas, y se acogen las de lo 
demandantes, por ser justas y reposar sobre base legal; 
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SEGUNDO: Condena a la empresa Fábrica Dominicana de 
Cemento, C. por A., a pagarles a todos y cada uno de los 
demandantes que figuran en el segundo considerando de la 
rresente sentencia, un mes de sueldo, por concepto de la 
Regalía Pascual Obligatoria correspondiente al año 1966, 
de acuerdo a lo estipulado en la cláusula N 9  22 del Pacto 
Colectivo de Condiciones de Trabajo existente entre las 
partes y conforme a los salarios respectivos que se deta-
llan en el segundo considerando de la presente sentencia; 
TERCERO: Condena a la empresa Fábrica Dominicana de 
Cemento, C. por A., al pago de los intereses legales de las 
sumas indicadas, a partir del día de la demanda en justicia; 
CUARTO: Condena a la empresa Fábrica Dominicana de 
Cemento, C. por A., al pago de las costas del procedimiento 
con distracción de las mismas en provecho de los Doctores 
Porfirio L. Balcácer R. y Abel Rodríguez del Orbe, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre 
apelación de la recurrente, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así; "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por la Fábrica Dominicana de Ce-
mento, C. por A., contra sentencia del Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 21 de agosto del 
5235 de 1959, sobre regalía pascual. Falsa aplicación del 
esta sentencia, y dictada en favor de los señores Manuel F. 
Rosario y compartes, según se ha detallado en parte ante-
rior; SEGUNDO: Relativamente al fondo Confirma en to-
das sus partes dicha decisión impugnada; TERCERO: Con-
dena a la parte que sucumbe Fábrica Dominicana de Ce-
mento, C. por A., al pago de las costas del procedimiento, 
de conformidad con los artículos 691 del Código de Traba-
jo, 5 y 16 de la Ley N9 302, del 18 de junio del 1964, or-
denando su distracción en provecho de los Dres. Porfirio 
L. Barcácer R. y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
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de la Ley 71 del 2 de diciembre de 1966, por desconoci-
miento y falta de apl:cación: Esta Ley es de orden públi-
co y de aplicación inmediata, derogatoria de las conven-
ciones particulares contrarias a la misma. Violación del 
artículo 6 del Código Civil, por falta de aplicación. Frente 
a las disposiciones de orden público no existen derechos 
adquiridos de los particulares. Falta de base legal. Viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. 
Desnaturalización de los hechos. Falsa aplicación de la ley 
5235 de 1959, sobre regalía pascual. Falsa aplicación del 
artículo 37 del Código de Trabajo y de los artículos 92 y 
siguientes de dicho Código. El pacto colectivo no es un con-
trato de orden público ni la cláusula donde se conviene el 
pago de una suma a título de Regalía Pascual por encima 
de la Ley es una cláusula de Orden Público; Segundo Medio: 
Inexistencia del preliminar de la conciliación administra-
tiva. Violación de los artículos 47 y 52, reformado, de la 
Ley 637, sobre Contratos de Trabajo y de los Principios d 

Mandato; 
Considerando en cuanto a lo alegado en el segundo 

medio, el cual, por su carácter procesal se examina en pri-
mer término, alegato relativo a que el preliminar de con-
ciliación es inexistente en vista de que la persona que re-
presentó a los trabajadores demandantes no tenía un poder 
especial para ello, debe desestimarse, en razón de que h al  
biendo representado a los trabajadores, su abogado, con el 
propósito evidente de incoar una demanda en justicia, es 
necesario admitir que el mandato recibido por dicho ab 
gado incluía esa actuación que el mandato recibido po 
dicho abogado incluía esa actuación preliminar, la cual, d 
acuerdo con la ley era imprescindible agotar para el eje 
cicio de la acción; que, además, no se ha probado que est 
haya ocasionado perjuicio alguno a la recurrente; 

Considerando que en el desarrollo del primer aspect ( 
del primer medio de su memorial, lo que reitera en otr 
medios del mismo, la empresa recurrente alega, en sínt 
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sis, que en la sentencia impugnada se ha violado por in-
aplicación, la Ley No. 71, del 2 de diciembre de 1966, vo-
tada por el Congreso Nacional, que fija un máximo de RD 
$200.00 a la regalía pascual que debe pagarse a los emplea-
dos  y trabajadores de las empresas controladas por la cor-
poración de empresas estatales (Corde) como lo es la Fá-
brica de Cemento, sobre el alegato erróneo sostenido en 
dicha sentencia, de que dichos trabajadores y empleados 
tenían en la empresa un pacto colectivo que estipulaba una 
regalía pascual igual a ;os sueldos o salarios mensuales, 
cual que fuera el monto de éstos, y de que, ese pacto co-
lectivo por ser de orden público debía prevalecer sobre las 
disposiciones de la Ley No. 71 ya expresada; 

Considerando que contrariamente a lo que se sostiene 
en la sentencia impugnada, la Ley No. 71, es, por el carác-
ter imperativo de sus términos, una ley de orden público 
en el sentido de que, después de su vigencia, las empresas 
controladas por la Corporación de Empresas Estatales (Cor-
de) no podían estipular regalías pascuales superiores al 
máximo por ella fijado; más aún, es una ley de emergencia 
económica encaminada a preservar el equilibrio financiero 
de dichas empresas, gravemente afectado por una tendencia 
deficitaria al tiempo que se dictó dicha ley, por lo que la mis-
ma era de aplicación inmediata, aún cuando ella significa 
una reducción de las espectativas de los empleados y tra-
bajadores; que esa aplicación inmediata era de lugar aún 
cuando tal efecto hiciera inaplicables, mientras dure la vi-
gencia de la Ley, las estipulaciones del pacto colectivo de los 
recurridos con la empresa recurrente; que, al efecto, basta 
una lectura de la Ley No. 71, de 1966, y de su preámbulo 
ustificativo, para llegar a la conclusión de que el carác-
er y el alcance que debe darse a esa Ley, son precisamen-

los que acaban de exponerse; 
Considerando que en otro orden de ideas ,la Ley No. 71, 

de 1966, por la tendencia deficitaria de las empresas contro-
ladas por la Corde que se proponía enfrentar con propó- 
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de la Ley 71 del 2 de diciembre de 1966, por desconoci-
miento y falta de aplicación: Esta Ley es de orden públi-
co y de aplicación inmediata, derogatoria de las conven-
ciones particulares contrarias a la misma. Violación de 
artículo 6 del Código Civil, por falta de aplicación. Frent 
a las disposiciones de orden público no existen derechos 
adquiridos de los particulares. Falta de base legal. Viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. 
Desnaturalización de los hechos. Falsa aplicación de la ley 
5235 de 1959, sobre regalía pascual. Falsa aplicación del 
artículo 37 del Código de Trabajo y de los artículos 92 y 
siguientes de dicho Código. El pacto colectivo no es un con-
trato de orden público ni la cláusula donde se conviene el 
pago de una suma a título de Regalía Pascual por encima 
de la Ley es una cláusula de Orden Público; Segundo Medio: 
Inexistencia del preliminar de la conciliación administra-
tiva. Violación de los artículos 47 y 52, reformado, de la 
Ley 637, sobre Contratos de Trabajo y de los Principios del 

Mandato; 
Considerando en cuanto a lo alegado en el segundo 

medio, el cual, por su carácter procesal se examina en pri-
mer término, alegato relativo a que el preliminar de con-
ciliación es inexistente en vista de que la persona que r 
presentó a los trabajadores demandantes no tenía un poder 
especial para ello, debe desestimarse, en razón de que h 
biendo representado a los trabajadores, su abogado, con e 
propósito evidente de incoar una demanda en justicia, e 
necesario admitir que el mandato recibido por dicho ab 
gado incluía esa actuación que el mandato recibido po 
dicho abogado incluía esa actuación preliminar, la cual, d 
acuerdo con la ley era imprescindible agotar para el eje 
ciclo de la acción; que, además, no se ha probado que est 
haya ocasionado perjuicio alguno a la recurrente; 

Considerando que en el desarrollo del primer aspect 
del primer medio de su memorial, lo que reitera en otr 
medios del mismo, la empresa recurrente alega, en sínt 

sis, que en la sentencia impugnada se ha violado por in-
aplicación, la Ley No. 71, del 2 de diciembre de 1966, vo-
tada por el Congreso Nacional, que fija un máximo de RD 
s200.0() a la regalía pascual que debe pagarse a los emplea-
dos y trabajadores de las empresas controladas por la cor-
poración de empresas estatales (Corde) como lo es la Fá-
brica de Cemento, sobre el alegato erróneo sostenido en 
dicha sentencia, de que dichos trabajadores y empleados 
tenían en la empresa un pacto colectivo que estipulaba una 
regalía pascual igual a los sueldos o salarios mensuales, 
cual que fuera el monto de éstos, y de que, ese pacto co-
lectivo por ser de orden público debía prevalecer sobre las 
disposiciones de la Ley No. 71 ya expresada; 

Considerando que contrariamente a lo que se sostiene 
en la sentencia impugnada, la Ley No. 71, es, por el carác-
ter imperativo de sus términos, una ley de orden público 
en el sentido de que, después de su vigencia, las empresas 
controladas por la Corporación de Empresas Estatales (Cor-
de) no podían estipular regalías pascuales superiores al 
máximo por ella fijado; más aún, es una ley de emergencia 
económica encaminada a preservar el equilibrio financiero 
de dichas empresas, gravemente afectado por una tendencia 
deficitaria al tiempo que se dictó dicha ley, por lo que la mis-
ma era de aplicación inmediata, aún cuando ella significa 
una reducción de las espectativas de los empleados y tra-
bajadores; que esa aplicación inmediata era de lugar aún 
cuando tal efecto hiciera inaplicables, mientras dure la vi-
gencia de la Ley, las estipulaciones del pacto colectivo de los 
recurridos con la empresa recurrente; que, al efecto, basta 
una lectura de la Ley No. 71, de 1966, y de su preámbulo 
justificativo, para llegar a la conclusión de que el carác-
ter y el alcance que debe darse a esa Ley, son precisamen-
te los que acaban de exponerse; 

Considerando que en otro orden de ideas ,la Ley No. 71, 
de 1966, por la tendencia deficitaria de las empresas contro-
ladas por la Corde que se proponía enfrentar con propó- 
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sitos estabilizadores, está enmarcada obviamente, dentro 
de las facultades del Congreso Nacional, ya que, si bien es 
indiscutible en nuestro régimen jurídico laboral vigente, el 
derecho de estipular pactos colectivos de condicones de tra-
bajo, y que los derechos que emanen de esos pactos para las 
partes estipulantes sean respetados, no es menos cierto 
que todo ello debe ser compatible "con el orden público, el 
bienestar general y los derechos de todos", según resulta 
del preámbulo del artículo 8 de la Constitución, como con-
dición de los derechos individuales y sociales; que, si de esa 
supeditación, en casos excepcionales, pueden derivarse, co-

mo en el caso de la aplicación de la Ley N 9  71, algunas re-
ducciones o supresiones de los provechos o espectativas eco-
nómicas, ello debe reputarse como una carga pública, cuan-
do, como en el caso de la citada Ley, su aplicación no se 
refiere a una persona o empresa determinadas, sino a un 
conjunto de empresas afectadas, aunque en distintos gra-
dos, por una tendencia deficitaria ocasionada precisamente, 
en la generalidad de los casos, por excesiva carga de egre-
sos; que en ocasiones anteriores, el legislador ha hecho uso 
de esas facultades, resultantes de nuestro régimen consti-
tucional, como en el caso de los empleados que abandonaron 
sus trabajos durante la última guerra civil, objeto de la 
Ley N9  16, de 1965; y en el caso de la Ley N 9  59 del mismo 
año, que redujo las acreencias ya exigibles de los propieta 
ríos de casas de alquiler, sin que nadie discutiera la re-
gularidad de esas leyes, no obstante que representaban una 
carga pública de carácter excepcional; 

Considerando que, finalmente, si el cumplimiento de 
los pactos colectivos de trabajo, es indiscutiblemente de in-
terés social, como lo es también la mayor parte del derecho 
laboral, ese interés debe ceder ante un interés más alto 
perentorio, como el que inspiró la citada Ley N 9  71, que 
tiende a la salvaguarda de la economía fiscal, en la cual 
están interesados todos los dominicanos, incluyendo el gru-
po social a que pertenecen los recurridos, pues de haberse 

cerrado, o de cerrarse, las empresas objeto de la Ley N9  
71, por imposibilidad absoluta de atender a egresos exce-
sivos, sus empleados y trabajadores habrían perdido, o per-
derían, el medio de subsistencia que aquellas representa-
ban o representan para sus servidores; que, por todo lo 
expuesto, el medio que se examina debe ser acogido, y la 
sentencia impugnada en la cual se sienta un criterio opues-
to al aquí externado, debe ser casada por haber desconocido 
la mencionada Ley N 9  71, casación que se hace salvo la 
reserva que se empresa a continuación; 

    

Considerando que la aplicación de la Ley N 9  71 a que 
se ha hecho referencia, debe ajustarse, precisamente por 
su carácter excepcional, a los propios límites que de ella 
resultan; que el objetivo de dicha ley no es otro, que el de 
fijar como máximo de la regalía pascual la suma de RD-
S200.00, y no la de excluir de ella a determinadas catego-
rías de empleados por tener sueldos superiores a RD$200.00; 
pues, en cuanto a este punto, nada se opone a que se dé 
efecto al pacto colectivo en que los actuales recurridos apo-
yaron originalmente su demanda, en el entendido, sin em-
bargo, de que los empleados y trabajadores que ganen más 
de doscientos pesos, tendrán derecho también a la regalía 
pascual, pero pór una suma de doscientos pesos, que es el 
límite máximo fijado por la Ley; que esta ventaja de los 
empleados y trabajadores de la empresa estatal recurren-
te sobre los de la mayor parte las empresas particulares, 
debe ser mantenida mientras esté en vigencia el pacto co-
lectivo, por estar dicha ventaja fuera del alcance de la Ley 
N9 71; que, por tanto, la casación de la sentencia impug-
nada, por acogimiento del primer medio del recurso, debe 
entenderse, con la. limitación que resulta en provecho de 
los recurridos, del presente Considerando; 

Considerando finalmente, que por el carácter de la ca-
sación ponunciada, procede la compensación de las costas, 
en vista del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 
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sitos estabilizadores, está enmarcada obviamente, dentro 
de las facultades del Congreso Nacional, ya que, si bien es 
indiscutible en nuestro régimen jurídico laboral vigente, el 
derecho de estipular pactos colectivos de condicones de tra. 
bajo, y que los derechos que emanen de esos pactos para 1 
partes estipulantes sean respetados, no es menos cierto 
que todo ello debe ser compatible "con el orden público, el 
bienestar general y los derechos de todos", según resulta 
del preámbulo del artículo 8 de la Constitución, como con-
dición de los derechos individuales y sociales; que, si de esa 
supeditación, en casos excepcionales, pueden derivarse, co-
mo en el caso de la aplicación de la Ley N 9  71, algunas re-
ducciones o supresiones de los provechos o espectativas ec 
nómicas, ello debe reputarse como una carga pública, cuan 
do, como en el caso de la citada Ley, su aplicación no s 
refiere a una persona o empresa determinadas, sino a un 
conjunto de empresas afectadas, aunque en distintos gra-
dos, por una tendencia deficitaria ocasionada precisamente, 
en la generalidad de los casos, por excesiva carga de egre-
sos; que en ocasiones anteriores, el legislador ha hecho uso 
de esas facultades, resultantes de nuestro régimen consti 
tucional, como en el caso de los empleados que abandonaron 
sus trabajos durante la última guerra civil, objeto de la 
Ley N9  16, de 1965; y en el caso de la Ley N 9  59 del mismo 
año, que redujo las acreencias ya exigibles de los propieta s  

ríos de casas de alquiler, sin que nadie discutiera la 
gularidad de esas leyes, no obstante que representaban una 
carga pública de carácter excepcional; 

Considerando que, finalmente, si el cumplimiento de ' 

los pactos colectivos de trabajo, es indiscutiblemente de in-
terés social, como lo es también la mayor parte del derecho 
laboral, ese interés debe ceder ante un interés más alto y 
perentorio, como el que inspiró la citada Ley N 9  71, que 
tiende a la salvaguarda de la economía fiscal, en la cual 
están interesados todos los dominicanos, incluyendo el gru-
po social a que pertenecen los recurridos, pues de haberse  

cerrado, o de cerrarse, las empresas objeto de la Ley N 9 
 71, por imposibilidad absoluta de atender a egresos exce-

sivos, sus empleados y trabajadores habrían perdido, o per-
derían, el medio de subsistencia que aquellas representa-
ban o representan para sus servidores; que, por todo lo 
expuesto, el medio que se examina debe ser acogido, y la 
sentencia impugnada en la cual se sienta un criterio opues-
to al aquí externado, debe ser casada por haber desconocido 
la mencionada Ley N 9  71, casación que se hace salvo la 
reserva que se empresa a continuación; 

Considerando que la aplicación de la Ley N 9  71 a que 
se ha hecho referencia, debe ajustarse, precisamente por 
su carácter excepcional, a los propios límites que de ella 
resultan; que el objetivo de dicha ley no es otro, que el de 
fijar como máximo de la regalía pascual la suma de RD-
8200.00, y no la de excluir de ella a determinadas catego-
rías de empleados por tener sueldos superiores a RD$200.00; 
pues, en cuanto a este punto, nada se opone a que se dé 
efecto al pacto colectivo en que los actuales recurridos apo-
yaron originalmente su demanda, en el entendido, sin em-
bargo, de que los empleados y trabajadores que ganen más 
de doscientos pesos, tendrán derecho también a la regalía 
pascual, pero pór una suma de doscientos pesos, que es el 
límite máximo fijado por la Ley; que esta ventaja de los 
empleados y trabajadores de la empresa estatal recurren-
te sobre los de la mayor parte las empresas particulares, 
debe ser mantenida mientras esté en vigencia el pacto co-
lectivo, por estar dicha ventaja fuera del alcance de la Ley 
N9 71; que, por tanto, la casación de la sentencia impug-
nada, por acogimiento del primer medio del recurso, debe 
entenderse, con la. limitación que resulta en provecho de 
los recurridos, del presente Considerando; 

Considerando finalmente, que por el carácter de la ca-
sación ponunciada, procede la compensación de las costas, 
en vista del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 
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Por tales motivos, Primero: Casa, con la limitación in-
dicada en los motivos del presente fallo, la sentencia dicta-
da por a Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha 11 de diciembre de 
1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar de este 
mismo fallo; y envía el asunto así delimitado, al Juzgado 
de Primera Instancia de San Cristóbal, en sus atribuciones 
laborales, como tribunal de segundo grado; Segundo: Com-
pensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
ira. Instancia del D.J. de San Cristóbal, de fecha 15 de 
marzo de 1968. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Flota Mercante Dominicana, C. por A. 
Abogado: Dr. M. A. Báez Brito. 

Recurrido: Jaime Theophillis. 

Abogado: Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. 
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 6 del mes de Septiembre de 1968, años 125 9  de la 
Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la socie-
dad comercial de transporte "Flota Mercante Dominicana", 
C. Por A., organizada de acuerdo con las leyes dominicanas, 
con su domicilio en la casa No. 70 de la calle Izabel la Ca-
tólica, contra sentencia pronunciada en fecha 15 de marzo 
del 1968, por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
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Por tales motivos, Primero: Casa, con la limitación in-
dicada en los motivos del presente fallo, la sentencia dicta-
da por a Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha 11 de diciembre de 
1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar de este 
mismo fallo; y envía el asunto así delimitado, al Juzgado 
de Primera Instancia de San Cristóbal, en sus atribuciones 
laborales, como tribunal de segundo grado; Segundo: Com-

pensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas 'Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
ira. Instancia del D.J. de San Cristóbal, de fecha 15 de 
marzo de 1968. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Flota Mercante Dominicana, C. por A. 
Abogado: Dr. M. A. Báez Brito. 

Recurrido: Jaime Theophillis. 

Abogado: Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. 
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 6 del mes de Septiembre de 1968, años 1259 de la 
Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la socie-
dad comercial de transporte "Flota Mercante Dominicana", 
C. Por A., organizada de acuerdo con las leyes dominicanas, 
con su domicilio en la casa No. 70 de la calle Isabel la Ca-
tólica, contra sentencia pronunciada en fecha 15 de marzo 
del 1968, por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
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Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, 
en sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. A. San-

dino González de León, en representación de los Doctores 
Juan Luperón Vásquez, cédula No. 24299, serie 18, y Víc-
tor Manuel Mangual, cédula No. 18900, serie lra., aboga-
dos del recurrido, que lo es Jaime Theophillis, inglés, ma-
yor de edad, casado, marino, cédula No. 7923, serie 23, 
domiliciado en la casa No. 25 de la calle Real, barrio de 
Villa Duarte, de esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General , 

de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 17 de 
abril del 1968, por el Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 
31853, serie 26, abogado de la compañía recurrente, me-
morial en el cual se invocan los medios que más adelante 

se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 26 de , 
julio del 1968 por el Dr. Juan Luperón Vásquez, abogado 
del recurrido; 

Vistos los escritos de ampliación de la compañía re-
currente y del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 78, ordinal 3 9, 81 y 82 del Có-
digo de Trabajo, 1351 del Código Civil y 1, 20 y 65 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo-
tivo de una demanda laboral intentada por James Theo-
phillis, contra la Flota Mercante Dominicana, C. por A., 
y previa tentativa de conciliación, el Juzgado de Paz de 

Trabajo del Distrito Nacional, apoderado del caso, dictó 
en fecha 1 9  de octubre de 1964 una sentencia cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla: Primero: Ratifica el defecto 
pronunciado en la audiencia contra la parte demandada, 
por no comparecer; Segundo: Ordena, la rescisión del con-
trato de trabajo existente entre las partes, por despido in-
justificado de la demandada; Tercero:Condena, a la Flota 
Mercante Dominicana, C. por A., a pagar al trabajador de-
mandante James TheophiWs, 24, 120 y 14 días de salario, 
a razón de RD$4.50 diarios por concepto de preaviso, au-
xilio de cesantía y vacaciones, respectivamente; Cuarto: 
Condena, a la dicha compañía además a la suma a que se 
refiere el artículo 84 inciso 3ro. del Código de Trabajo, 
así como el pago de las costas, ordenado a la vez que le 
sea entregada al trabajador la constancia a que se refiere 
la Ley sobre regalía Pascual en vigor 5225 del 25 de octu-
bre de 1959, en su artículo 8"; b) que contra esa sentencia 
la compañía condenada interpuso recurso de apelación; c) 
que la Cámara de Trabajo fijo la audiencia del 28 de octu-
bre de 1964, para conocer del indicado recurso; d) que a 
esa audiencia sólo compareció la compañía apelante, la cual 
presentó sus conclusiones al fondo; e) que en esa misma 
audiencia el juez pronunció el defecto contra el intimado y 
reservó el fallo para una próxima audiencia; f) que en fe-
cha 10 de noviembre de 1964, la referida Cámara dictó 
la sentencia impugnada en primer término, y cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra James Theophillis, por no ha-
ber comparecido; Segundo: Dispone en el presente recurso 
de apelación la reapertura de los debates, según los moti-
vos expuestos en el cuerpo de esta sentencia; Tercero: Fija 
la audiencia pública del día 17 de noviembre de 1964, a las 
9:00 de la mañana, para los fines señalados en el ordinal 
anterior; Cuarto: Reserva las costas"; g) que en la audien-
cia del 17 de noviembre de 1964, el abogado de la compa-
ñia recurrente presentó ante el juez a-quo, conclusiones ten- 
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Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, 
en sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 
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31853, serie 26, abogado de la compañía recurrente, me-
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tivo de una demanda laboral intentada por James Theo-
phillis, contra la Flota Mercante Dominicana, C. por A., 
y previa tentativa de conciliación, el Juzgado de Paz de 

Trabajo del Distrito Nacional, apoderado del caso, dictó 
en fecha 1 9  de octubre de 1964 una sentencia cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla: Primero: Ratifica el defecto 
pronunciado en la audiencia contra la parte demandada, 
por no comparecer; Segundo: Ordena, la rescisión del con-
trato de trabajo existente entre las partes, por despido in-
justificado de la demandada; Tereero:Condena, a la Flota 
Mercante Dominicana, C. por A., a pagar al trabajador de-
mandante James Theophillis, 24, 120 y 14 días de salario, 
a razón de RD$4.50 diarios por concepto de preaviso, au-
xilio de cesantía y vacaciones, respectivamente; Cuarto: 
Condena, a la dicha compañía además a la suma a que se 
refiere el artículo 84 inciso 3ro. del Código de Trabajo, 
así como el pago de las costas, ordenado a la vez que le 
sea entregada al trabajador la constancia a que se refiere 
la Ley sobre regalía 'pascual en vigor 5225 del 25 de octu-
bre de 1959, en su artículo 8"; b) que contra esa sentencia 
la compañía condenada interpuso recurso de apelación; c) 
que la Cámara de Trabajo fijo la audiencia del 28 de octu-
bre de 1964, para conocer del indicado recurso; d) que a 
esa audiencia sólo compareció la compañía apelante, la cual 
presentó sus conclusiones al fondo; e) que en esa misma 
audiencia el juez pronunció el defecto contra el intimado y 
reservó el fallo para una próxima audiencia; f) que en fe-
cha 10 de noviembre de 1964, la referida Cámara dictó 
la sentencia impugnada en primer término, y cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra James Theophillis, por no ha-
ber comparecido; Segundo: Dispone en el presente recurso 
de apelación la reapertura de los debates, según los moti-
vos expuestos en el cuerpo de esta sentencia; Tercero: Fija 
la audiencia pública del día 17 de noviembre de 1964, a las 
9:00 de la mañana, para los fines señalados en el ordinal 
anterior; Cuarto: Reserva las costas"; g) que en la audien-
cia del 17 de noviembre de 1964, el abogado de la compa-
ñía recurrente presentó ante el juez a-quo, conclusiones ten- 
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dientes a que se declarase la nulidad del procedimiento de 

la reapertura de los debates; que ese mismo día el juez a-quo 
dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 

Primero: Teniendo en cuenta los artículos 56 y 57 de la 
Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo, vigente, rechaza 
el pedimento de nulidad solicitada por la parte intimante; 
Segundo: Ordena la comunicación recíproca de documentos 
por vía de la Secretaría de este Tribunal, en un plazo de 5 
días a partir de hoy para depositar los documentos y ~) 

días a partir del vencimiento del plazo anterior para tom, 
conocimiento de los mismos; Tercero: Fija la audiencia pi,- 

blica del día 30 de noviembre del 1964, a las 9:00 de la 
mañana, para conocer del fondo del asunto; Cuarto: Decla-
ra esta sentencia legalmente conocida por las partes en 
causa, por haber sido dictada en presencia de las mismas; 
Quinto: Reserva las costas"; h) que en ejecución de esa sen-
tencia, la compañía compareció a la indicada audiencia del 
30 de noviembre de 1964, y concluyó al fondo de la siguien-
te manera: "Que os plazca acoger en todas sus partes las 
conclusiones contenidas en sú referido escrito que tiende 
tanto al recibimiento de su recurso de apelación, cuando a 
la revocación total de la sentencia apelada, por el recha-
zamiento de la demanda del intimado por improcedente 
y mal fundada, al comprobarse que su despido fue justi-
ficado, a causa de su mal comportamiento al ejercer vio-
lencias y vías de hecho y su estado de embriaguez, previs-
tos en los artículos 78, acápite 3, 4 y 14; y artículos 41, acá-
pite 1 y 2, del Código de Trabajo, y su correspondiente 
condenación al pago de las costas"; i) que en fecha 7 de 
diciembre de 1964, la Cámara de Trabajo del Distrito Na-
cional dictó la sentencia cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "Falla: Primero: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma el recurso de apelación interpuesto por la' 
Flota Mercante Dominicana, C. por A., contra sentencia 
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de 
fecha primero de octubre de 1964, dictada en favor de 
James Theophillis, cuyo dispositivo ha sido copiado más 

arriba de esta misma sentencia; Segundo: Rechaza en cuan-
to al fondo dicho recurso de alzada y, en consecuencia, con-
firma en todas sus partes la sentencia impugnada; Tercero: 
Condena, a la Flota Mercante Dominicana, C. por A., parte 
sucumbiente al pago de las costas del procedimiento, de 
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 
18 de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo; orde-
nándose su distracción en provecho del Dr. Juan Luperón 
Vásquez, abogado, quien afirma haberla avanzado en su to-
talidad"; j) que con motivo de un recurso de casación in-
terpuesto contra esta última sentencia por la Flota Mercan-
te Dominicana, C. por A., la Suprema Corte de Justicia 
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Por tales 
motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por la Cámara 
de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 7 de diciembre de 
1964, cuyo dispositipo se ha copiado en otro lugar del pre-
sente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal; Segundo: 
Rechaza el recurso de casación que contra la sentencia del 
10 de noviembre de 1964 dictada por la indicada Cámara, 
ha interpuesto la Flota Mercante Dominicana, C. por A.; 
y, Tercero: Compensa las costas"; k) que sobre el envío 
ordenado, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra la parte recurrente, Flota 
Mercante Dominicana C. por A., por no haber compare-
cido, no obstante haber sido legalmente emplazada; Segun-
do: Que debe Acoger y acoge, en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por la Flota Mercante Do-
minicana, C. por A., contra sentencia del Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha primero de oc-
tubre de 1964, dictada en favor del señor Jaime Theophillis 
o Jaime José; y, el dispositivo de la cual ha sido transcrito 
en parte anterior de esta misma sentencia; Tercero: Re-
lativamente al fondo confirma la sentencia impugnada, con 
excepción de la condenación por concepto de vacaciones, 
contenido en el aspecto final del ordinal tercero del dispo- 
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tanto al recibimiento de su recurso de apelación, cuando a 
la revocación total de la sentencia apelada, por el recha-
zamiento de la demanda del intimado por improcedente 
y mal fundada, al comprobarse que su despido fue justi-
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cional dictó la sentencia cuyo dispositivo se copia a conti-
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to a la forma el recurso de apelación interpuesto por la 
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James Theophillis, cuyo dispositivo ha sido copiado mái 
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arriba de esta misma sentencia; Segundo: Rechaza en cuan-
to al fondo dicho recurso de alzada y, en consecuencia, con-
firma en todas sus partes la sentencia impugnada; Tercero: 
Condena, a la Flota Mercante Dominicana, C. por A., parte 
sucumbiente al pago de las costas del procedimiento, de 
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 
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nándose su distracción en provecho del Dr. Juan Luperón 
Vásquez, abogado, quien afirma haberla avanzado en su to-
talidad"; que con motivo de un recurso de casación in-
terpuesto contra esta última sentencia por la Flota Mercan-
te Dominicana, C. por A., la Suprema Corte de Justicia 
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Por tales 
motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por la Cámara 
de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 7 de diciembre de 
1964, cuyo dispositipo se ha copiado en otro lugar del pre-
sente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal; Segundo: 
Rechaza el recurso de casación que contra la sentencia del 
10 de noviembre de 1964 dictada por la indicada Cámara, 
ha interpuesto la Flota Mercante Dominicana, C. por A.; 
y, Tercero: Compensa las costas"; k) que sobre el envío 
ordenado, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra la parte recurrente, Flota 
Mercante Dominicana C. por A., por no haber compare-
cido, no obstante haber sido legalmente emplazada; Segun-
do: Que debe Acoger y acoge, en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por la Flota Mercante Do-
minicana, C. por A., contra sentencia del Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha primero de oc-
tubre de 1964, dictada en favor del señor Jaime Theophillis 
o Jaime José; y, el dispositivo de la cual ha sido transcrito 
en parte anterior de esta misma sentencia; Tercero: Re-
lativamente al fondo confirma la sentencia impugnada, con 
excepción de la condenación por concepto de vacaciones, 
contenido en el aspecto final del ordinal tercero del dispo- 
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sitivo de dicha decisión, punto respecto del cual lo reduce 
a 7 días en vez de 14 como había sido acordado por la sen-
tencia impugnada, por concepto de vacaciones »exclusiva 
mente, confirmándola en todos sus demás aspectos; Cuarto: 
Consecuentemente en cuanto al fondo, rechaza el recurso 
de apelación en cuestión, con la modificación de la senten-
cia impugnada, en el punto indicado en el ordinal segundo 
de esta misma sentencia, por ser dicho recurso improceden-
te e infundado; Quinto: Condena a la parte recurrente que 
sucumbe, Flota Mercante Dominicana, C. por A., al pago 
de las costas, distrayéndolas en provecho del abogado Dr. 11 
Juan Luperón Vásquez, quien afirma haberlas avanzado ' 
en su totalidad"; 

Considerando, que la compañía recurrente invoca en su 
memorial de casación los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación del derecho de defensa y falta de base legal y 
de motivos en un primer aspecto; Segundo Medio: Viola-
ción del artículo 1351 del Código Civil por desconocimiento 
de hechos que tienen autoridad de cosa juzgada para las 
partes y violación de los artículos 81 y 82 del Código de 

Trabajo; Tercer Medio: Falta de base legal y violación en 
un nuevo aspecto del artículo 81 del Código de Trabajo por 
falsa aplicación; Cuarto Medio: Desnaturalización de 1 
hechos y violación del ordinal 3ro. del artículo 78 del C 
digo de Trabajo; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio de casación, la Compañía recurrente, alega, en sín-
tesis, que el Juez a-quo por su sentencia del 23 de octub 
del 1967 dispuso el sobreseimiento del informativo solici 
tado por la compañía recurrente y se diera cumplimient 
a la sentencia que había dictado anteriormente ordenan-
do la comunicación de documentos entre las partes en li-
tis, sentencia por la cual se concedió un plazo de diez días 

a las partes para tales fines y se dijó la audiencia del 13 
de noviembre de 1967 para conocer del fondo del asunto; 
que, no obstante, haberse dictado esa sentencia, la cual, 
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por otra parte, no contiene la hora en que debía tener lu-
gar la audiencia, requisito exigido a pena de nulidad, el 
Juez a-quo, sin antes comprobar si el recurrido había cum-
plido con esa sentencia, falló el fondo, basándose en los 
documentos que dicho recurrido depositó luego, en fecha 
8 de enero del 1968, esto es, fuera del plazo que le fue con-
cedido para hacerlo, con lo cual se violó su derecho de de-
fensa; copnesirdo, e  

rando, que los documentos a que se refiere la 
Compañía recurrente figuran enumerados en la sentencia 
impugada en el siguiente orden: 1.— Certificación No. 2091 
de fecha 21 de septiembre de 1964, expedida por el Encar-
gado del Distrito de Trabajo de Santo Domingo; 2.— Co-
pia certificada del acta de no acuerdo No. 428 de fecha 10 
de julio de 1964, levantada por el Encargado de la Secre-
taría de Estado de Trabajo; 3.— Acto de fecha 4 de sep-
tiembre de 1964, instrumentado por el Ministerial Alfredo 
Gómez, implicativo de la demanda introductiva de instan-
cia; 4.— Acto de fecha 12 de mayo de 1966 del alguacil 
Alfredo Gómez, de notificación de la sentencia de la Supre-
ma Corte de Justicia de fecha 29 de abril de 1966; 5.— Co-
pia Certificada de la sentencia recurrida, dictada en fecha 
lro. de octubre de 1964, dictada por el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional; y 6.— Escrito de amplia-
ción de fecha 8 de enero de 1968, dirigido a éste Tribunal 
por dicho recurrido y suscrito por el Dr. Juan Luperón 
Vásquez; que los tres primeros son copias de los documen-
tos que fueron depositados en la Cámara de Trabajo del 
Juzgado de 1ra. Instancia del D.N., según consta en la 
relación de hechos de la sentencia dictada por dicho Tri-
bunal en fecha 7 de diciembre de 1964, que fue impugna-
da en casación por la actual recurrente, y por tanto se tra-
ta de documentos conocidos por ésta; que igualmente de-
ben reputarse conocidos de la recurrente los marcados con 
los números 4 y 5, ya que ellos consisten en copias de las 
notificaciones de la sentencia ahora impugnada, y de la 
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sitivo de dicha decisión, punto respecto del cual lo reduce 
a 7 días en vez de 14 como había sido acordado por la sen-
tencia impugnada, por concepto de vacaciones ,exclusiva-
mente, confirmándola en todos sus demás aspectos; Cuarto: 
Consecuentemente en cuanto al fondo, rechaza el recurso 
de apelación en cuestión, con la modificación de la senten-
cia impugnada, en el punto indicado en el ordinal segundo 
de esta misma sentencia, por ser dicho recurso improceden-
te e infundado; Quinto: Condena a la parte recurrente que 
sucumbe, Flota Mercante Dominicana, C. por A., al pago 
de las costas, distrayéndolas en provecho del abogado Dr. 
Juan Luperón Vásquez, quien afirma haberlas avanzado:' , 

en su totalidad"; 
Considerando, que la compañía recurrente invoca en sal 

memorial de casación los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación del derecho de defensa y falta de base legal y 
de motivos en un primer aspecto; Segundo Medio: Viola-
ción del artículo 1351 del Código Civil por desconocimiento 
de hechos que tienen autoridad de cosa juzgada para las 
partes y violación de los artículos 81 y 82 del Código de 
Trabajo; Tercer Medio: Falta de base legal y violación en 
un nuevo aspecto del artículo 81 del Código de Trabajo por 
falsa aplicación; Cuarto Medio: Desnaturalización de los 
hechos y violación del ordinal 3ro. del artículo 78 del Có-
digo de Trabajo; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer, 
medio de casación, la Compañía recurrente, alega, en sín-
tesis, que el Juez a-quo por su sentencia del 23 de octubre 
del 1967 dispuso el sobreseimiento del informativo solici-
tado por la compañía recurrente y se diera cumplimiento 
a la sentencia que había dictado anteriormente ordenan-
do la comunicación de documentos entre las partes en 11- 
tis, sentencia por la cual se concedió un plazo de diez días  
a las partes para tales fines y se dijó la audiencia del 13 
de noviembre de 1967 para conocer del fondo del asunto; 
que, no obstante, haberse dictado esa sentencia, la cual, 

por otra parte, no contiene la hora en que debía tener lu- 
gar la audiencia, requisito exigido a pena de nulidad, el 

sin antes comprobar si el recurrido había cum-
plido  sentencia, falló el fondo, basándose en los 

dpjoluiceuzo a-quo,  documentos que dicho recurrido depositó luego, en fecha 
8 de enero del 1968, esto es, fuera del plazo que le fue con-
cedido para hacerlo, con lo cual se violó su derecho de de-
fensa; 

Considerando, que los documentos a que se refiere la 

; pero, 

Compañía recurrente figuran enumerados en la sentencia 
impugada en el siguiente orden: 1.— Certificación No. 2091 
de fecha 21 de septiembre de 1964, expedida por el Encar-
gado del Distrito de Trabajo de Santo Domingo; 2.— Co-
pia certificada del acta de no acuerdo No. 428 de fecha 10 
de julio de 1964, levantada por el Encargado de la Secre-
taría de Estado de Trabajo; 3.— Acto de fecha 4 de sep-
tiembre de 1964, instrumentado por el Ministerial Alfredo 
Gómez, implicativo de la demanda introductiva de instan-
cia; 4.— Acto de fecha 12 de mayo de 1966 del alguacil 
Alfredo Gómez, de notificación de la sentencia de la Supre-
ma Corte de Justicia de fecha 29 de abril de 1966; 5.— Co-
pia Certificada de la sentencia recurrida, dictada en fecha 
1ro. de octubre de 1964, dictada por el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional; y 6.— Escrito de amplia-
ción de fecha 8 de enero de 1968, dirigido a éste Tribunal 
por dicho recurrido y suscrito por el Dr. Juan Luperón 
Vásquez; que los tres primeros son copias de los documen-
tos que fueron depositados en la Cámara de Trabajo del 
Juzgado de 1ra. Instancia del D.N., según consta en la 
relación de hechos de la sentencia dictada por dicho Tri-
bunal en fecha 7 de diciembre de 1964, que fue impugna-
da en casación por la actual recurrente, y por tanto se tra-
ta de documentos conocidos por ésta; que igualmente de-
ben reputarse conocidos de la recurrente los marcados con 
los números 4 y 5, ya que ellos consisten en copias de las 
notificaciones de la sentencia ahora impugnada, y de la 
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sentencia de la Suprema Corte de Justicia del 29 de abril 
de 1966 que dispuso el envío; y en cuanto al documento 
marcado con el No. 6, se trata de un escrito, que aunque 
fue enumerado en la relación de hechos, el examen de la 
sentencia impugnada pone de manifiesto que el Juez dic-
tarla no se fundó en él, por lo cual el hecho de no haber 
sido mencionado en sus motivos no constituye la violación 
del derecho de defensa del actual recurrente; que no es -
exacto, como lo alega el recurrente, que en la sentencia del 
23 de octubre del 1967 que fijó la audiencia del 13 de no-
viembre del mismo año no se indicó la hora en que debía 
celebrarse, pues, en el acta de la audiencia correspondient 
consta lo siguiente: "El Juez sobresee la petición sobre 
informativo solicitado por la parte recurrente y ordena que 
se dé cumplimiento a la sentencia anterior sobre comuni-
cación de documentos entre las partes por Secretaría; se 
concede un plazo de 10 días para tal fin, se fija la audiencia 
pública para el 13 de noviembre de 1967 a las nueve (9) ho 
ras de la mañana"; que por todas estas razones el medio 
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti 
mado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio de su memorial, la Compañía recurrente, alega, en 
resumen, que ni ante el Juzgado de Paz de Trabajo que 
pronunció la sentencia del 1ro. de octubre del 1964 ni por 
ante la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional que co-
noció del recurso de apelación contra dicha sentencia, fue 
objeto de discusión entre las partes la comunicación o no 
del hecho del despido, dentro del plazo previsto por el ar-
tículo 81 del Código de Trabajo, sino que los debates estu-
vieron limitados, pura y simplemente a determinar si el 
trabajador había o no cometido la falta que se invocó co-
mo justificativa del despido; que el Juez a-quo ha descono-
cido ese hecho que tiene la autoridad de la cosa Juzgada en-
tre las partes en causa, en razón de no existir contestación 
sobre ese aspecto, y rechazó el pedimento de informativo  

presentado por la recurrente para probar la justa causa 
del despido basándose en que la recurrente no probó que 
lo había comunicado al Departamento de Trabajo en las 
48 horas que indica la Ley y por tanto estimó que dicho 
despido era injustificado; 

Considerando, que, en efecto, en la sentencia impug-
nada se expresa lo siguiente: que el examen del expediente 
pone de manifiesto que el patrono recurrente, no ha pro-
bado por ante esta jurisdicción, como era obligatorio, que 
el despido del trabajador Theophillis se hizo en las 48 ho-
ras que exige la ley, y, por tanto, la solicitud de informa-
tivo formulada por dicha Empresa en fecha 23 de octubre 
del 1967, "resulta inútil y frustratoria, en virtud del artícu-
lo 82 del Código de Trabajo", que dispone que el despido 
que no haya sido comunicado en el término fijado por el 
artículo 81 debe considerarse que carece de justa causa; 
pero, 

Considerando, que el examen el expediente y de la sen-
tencia impugnada muestra que el trabajador recurrido no 
había discutido en todo el curso de la litis, antes del envío 
dispuesto por la Suprema Corte de Justicia, que su despido 
se operó dentro de las 48 horas, según lo exige el artículo 
81 del Código de Trabajo; que sus alegatos se encaminaron 
en todas las instancias a demostrar que su despido había 
sido irregularmente realizado por cuanto las faltas que le 
fueron atribuidas como justificativas de su despido consta-
ban en un acta redactada por oficiales del buque en que 
prestaba servicios, y, que, por tanto, él consideraba que se 
trataba de un documento fabricado por el patrono y nadie 
puede crearse una prueba a sí mismo; que, además, en el 
acta de no conciliación levantada en el Departamento de 
Trabajo en fecha 10 de julio del 1964, cuya copia se en-
cuentra depositada en el expediente formado con motivo 
del recurso de casación interpuesto contra la sentencia de 
la Cámara de Trabajo antes indicada, consta que Juan A. 
Díaz, quien representó a la Flota Mercante Dominicana, 
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sentencia de la Suprema Corte de Justicia del 29 de abril 
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tarla no se fundó en él, por lo cual el hecho de no haber 
sido mencionado en sus motivos no constituye la violación 
del derecho de defensa del actual recurrente; que no es 
exacto, como lo alega el recurrente, que en la sentencia del 
23 de octubre del 1967 que fijó la audiencia del 13 de no-
viembre del mismo año no se indicó la hora en que debía 
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cido ese hecho que tiene la autoridad de la cosa Juzgada en-
tre las partes en causa, en razón de no existir contestación 
sobre ese aspecto, y rechazó el pedimento de informativo  

presentado por la recurrente para probar la justa causa 
del despido basándose en que la recurrente no probó que 
lo había comunicado al Departamento de Trabajo en las 
48 horas que indica la Ley y por tanto estimó que dicho 
despido era injustificado; 

Considerando, que, en efecto, en la sentencia impug-
nada se expresa lo siguiente: que el examen del expediente 
pone de manifiesto que el patrono recurrente, no ha pro-
bado por ante esta jurisdicción, como era obligatorio, que 
el despido del trabajador Theophillis se hizo en las 48 ho-
ras que exige la ley, y, por tanto, la solicitud de informa-
tivo formulada por dicha Empresa en fecha 23 de octubre 
del 1967, "resulta inútil y frustratoria, en virtud del artícu-
lo 82 del Código de Trabajo", que dispone que el despido 
eue no haya sido comunicado en el término fijado por el 
artículo 81 debe considerarse que carece de justa causa; 
pero, 

Considerando, que el examen el expediente y de la sen-
tencia impugnada muestra que el trabajador recurrido no 
había discutido en todo el curso de la litis, antes del envío 
dispuesto por la Suprema Corte de Justicia, que su despido 
se operó dentro de las 48 horas, según lo exige el artículo 
81 del Código de Trabajo; que sus alegatos se encaminaron 
en todas las instancias a demostrar que su despido había 
sido irregularmente realizado por cuanto las faltas que le 
fueron atribuídas como justificativas de su despido consta-
ban en un acta redactada por oficiales del buque en que 
prestaba servicios, y, que, por tanto, él consideraba que se 
trataba de un documento fabricado por el patrono y nadie 
puede crearse una prueba a sí mismo; que, además, en él 
acta de no conciliación levantada en el Departamento de 
Trabajo en fecha 10 de julio del 1964, cuya copia se en-
cuentra depositada en el expediente formado con motivo 
del recurso de casación interpuesto contra la sentencia de 
la Cámara de Trabajo antes indicada, consta que Juan A. 
Díaz,  quien representó a la Flota Mercante Dominicana, 
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C. por A., declaró en la audiencia lo siguiente: "Ratifica, 
mos los términos de la comunicación que en fecha 25 del 
pasado mes de junio dirigiera a esta Secretaría el señor 
Oscar E. Coén, Capitán del citado vapor, así como también 
nuestra correspondencia No. 2370 de fecha 26 de junio del 
año en curso en la que confirmamos el despido que hiciera 
el Capitán"; que en estas declaraciones se apoyó el traba-
jador recurrido para tratar de demostrar que el Capitán 
del buque, Oscar Coén y la Flota Mercante Dominicana, 
C. por A., eran una misma persona, al afirmar en su me-
morial de defensa presentado en relación con el primer re-
curso de casación, que "quien operó el despido el 25 de ju-
nio del 1964 fue precisamente el Capitán Coén, comunicán-
dolo así a la Flota Mercante Dominicana, C. por A., quien 
confirmó dicho despido mediante comunicación al Depar-
tamento de Trabajo en fecha 26 del mismo mes y año", to-
do lo cual evidencia que el recurrido no discutió que el des-
pido fuera comunicado a dicho Departamento en tiempo 
oportuno, y en ninguna ocasión durante el proceso, (corno 
se afirma en la sentencia impugnada), dicho recurrido pre-
sentó conclusiones ni alegatos tendientes a que se declarara 
injustificado el despido por no haber sido comunicado en 
las 48 horas que indica la Ley; que, por tanto, al recha-
zar el Tribunal a-quo el pedimento de la Compañía recu-
rrente tendiente a que se celebrara un informativo para 
probar la justa causa del despido, basándose en que éste 
había sido comunicado fuera del -plazo que acuerda el 
artículo 81 del Código de Trabajo, violó en la sentencia 
impugnada el artículo 1351 del Código Civil, y el dere-
cho de defensa de la compañía recurrente, y, en consecuen-
cia, dicha sentencia debe ser casada, compensándose las 
costas, y sin que sea necesario examinar los demás medios 
del recurso; 

Por tales motivos. Primero: Casa la sentencia pronun 
ciada en sus atribuciones laborales por la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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Judicial de San Cristóbal, en fecha 15 de marzo de 1968, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa- 
llo, Y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia de San Pedro de Macorís en esas mismas atribucio-
nes;  segtmdo: Compensa las costas. 

Firmados) : Manuel Ramón Ruíz Tejada.-- Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— 
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada pór los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Judicial de San Cristóbal, en fecha 15 de marzo de 1968, 

cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-

llo, Y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia de San Pedro de Macorís en esas mismas atribucio-
nes; segundo: Compensa las costas. 

Firmados) : Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiamai-
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario oGeneral. 

 General.  La 
r 	

sentencia ha sido dada y firmada por los 
señtoareis 

 Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE SEPTIEMBRE DEL 1968, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, d e 

 fecha 25 de abril de 1966. 

Materia: Corcrecional. 

Recurrente: Francisco Suárez y compartes y La Hormigonera In. 

dustrial, C. por A. 	 .40 

Abogado: Dr. Euclídes García Aquino (abogado de Francisco Suá. 
rez y de Ana Luisa Carmona) Dr. Leo Nanita Cuello 
Dr. Rafael Acosta (abogados de La Hormigonera Ind 

trial, C. por A.). 

Interviniente: Estado Dominicano. 
Abogado: Lic. Bernardo Díaz hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus• 
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel 
A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 9 de septiembre de 1968, años 
1 . 254  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fran• 
cisco Suárez, Ana Luisa Carmona, José Antonio Paredes , 

 dominicanos, mayores de edad, domiciliados en la Sección 
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de Fundación, Municipio de Baní, y la Herrera, Distrito 
Nacional, propietarios los primeros y chofer el último, con 
cédulas 1843, 5767 y 45966, series 3 y 1ra., casados y La 
Hormigonera Industrial C. por A., organizada de acuerdo 
con las leyes de la República, domiciliada en una casa sin 
número de la calle No. 38, Villas Agrícolas, de esta ciudad, 
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 25 
de abril de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. E. Euclídes García Aquino, cédula 3893, se-

rie 11, abogado de los recurrentes, Francisco Suárez y Ana 
Luisa Carmona, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Leo Nanita Cuello, cédula 52869, serie lra., 
por sí y por el Dr. Rafael Acosta, cédula 12452, serie 12, 
abogados de la Hormigonera Industrial, C. por A., en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula 271, serie 18, 
abogado del Estado Dominicano, parte interviniente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. E. Euclídes García Aquino, abogado de los 
intervinientes, Toribio Díaz Lora o Toribio Lora Díaz, cé-
dula No. 10354, serie 3, Trinidad Ramírez, cédula 1854, se-
rie 15, Angelina María Pérez, cédula 742, serie 15, y Luz 
María Martínez, tutora legal de los menores Clara Luisa 
Suárez Martínez y Flor Margarita Suárez Martínez, cédula 
29039, serie 1ra., mayores de edad, dominicanos, domici-
liados en esta ciudad, y en Guayabal, Bánica, en la lectura 
de sus conclusiones; 

 

Oído los dictámenes del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 

Nanita Cuello

cecrueetlalioía de la Corte a-qua en fechas 14 y 27 de mar- 
zo Y 13 de junio de 1966, a requerimiento de los Dres. Leo 

an 

  
y E. Euclídes García Aquino, en represen- 
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cédulas 1843, 5767 y 45966, series 3 y lra., casados y La 
Hormigonera Industrial C. por A., organizada de acuerdo 
con las leyes de la República, domiciliada en una casa sin 
número de la calle No. 38, Villas Agrícolas, de esta ciudad, 
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 25 
de abril de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. E. Euclídes García Aquino, cédula 3893, se-

rie 11, abogado de los recurrentes, Francisco Suárez y Ana 
Luisa Carmona, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Leo Nanita Cuello, cédula 52869, serie lra., 
por sí y por el Dr. Rafael Acosta, cédula 12452, serie 12, 
abogados de la Hormigonera Industrial, C. por A., en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula 271, serie 18, 
abogado del Estado Dominicano, parte interviniente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. E. Euclídes García Aquino, abogado de los 
intervinientes, Toribio Díaz Lora o Toribio Lora Díaz, cé-
dula No. 10354, serie 3, Trinidad Ramírez, cédula 1854, se-
rie 15, Angelina María Pérez, cédula 742, serie 15, y Luz 
María Martínez, tutora legal de los menores Clara Luisa 
Suárez Martínez y Flor Margarita Suárez Martínez, cédula 
29039, serie 1ra., mayores de edad, dominicanos, domici-
liados en esta ciudad, y en Guayaba], Bánica, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído los dictámenes del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 
en la Secretaría de la Corte a-qua en fechas 14 y 27 de mar-
zo y 13 de junio de 1966, a requerimiento de los Dres. Leo 
Nanita Cuello y E. Euclídes García Aquino, en represen- 
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tación de José Antonio Paredes, la Hormigonera Industrial, 
C. por A. y Francisco Suárez y Ana Luisa Carmona, en las 11 

 cuales no se invocan ningón medio determinado de casa-
ción; 

Vistos los memoriales de casación suscritos por los abo-
gados de los recurrentes y depositados en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia, en fecha 17 de junio de 1968, 
en los cuales se invocan los medios que más adelante se 
indican; 

Vistos los escritos de los intervinientes firmados por 
sus abogados y depositados en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 17 de junio de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1ro. párrafo I de la Ley No. 
5771 de 1961; 92 párrafo b) de la Ley No 4809; 1315 y 
1384 del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; y 1 y 3 del Código de Procedimiento Criminal; y 1, 20 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
17 de agosto de 1964, la Segunda Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, apoderada 
por el Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en 
el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos inter-
puestos intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Falta: Primero: Se declaran bue-
nos y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de apela-
ción interpuestos por los señores Dr. Leo Nanita Cuello, a 
nombre y en representación del prevenido José Antonio 
Paredes y de la Hormigonera Industrial, C. por A., persona 
civilmente responsable, y Dr. E. Euclides García Aquino, a 
nombre y representación de los señores Toribio Lora Díaz 
c Toribio Díaz Lora, Trinidad Ramírez y Angelina María 
Pérez, Francisco Suárez y Ana Luisa Carmona, y Luz Ma- 
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ría Martínez, en sus respectivas calidades de parte civil 
constituida, por haber sido ejercido en tiempo hábil y de 
conformidad con las leyes de pnocedimiento; Segundo: Se de-
claran buenas y válidas, en cuanto a las forma las cons-
tituciones en parte civil, hechas por los señores Toribio 
Lora Díaz, por sí; Trinidad Ramírez y Angelina María Pé-
rez, en su calidad de padres de la víctima Mariano Ramí-
rez Pérez; Luz María Martínez, en su calidad de madre 
tutora de las menores Clara Luisa y Fior Margarita Suá-
rez Martínez, hijas de la víctima Eraquio o Malaquio Suá-
rez Carmona, contra la Hormigonera Industrial, C. por A., 

y el Estado Dominicano, por conducto de su abogado cons-
tituído Dr. E. Euclídes García Aquino, por haber sido he-
chas de conformidad con la ley; Tercero: Se rechaza, por 
improcedente y mal fundada, la constitución en parte ci-
vil hecha por los señores Francisco Suárez y Ana Luisa 
Carmona, padres de la víctima Eraquio o Malaquio Suárez 
Carmona; Cuarto: Se anula, por omisión no reparada de 
formas prescritas por la ley a pena de nulidad, la sentencia 
de fecha 17 de agosto de 1964, dictada por la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en sus atribuciones correccionales, en relación 
con el delito de violación a las leyes Nos. 5771 y 4809, 
puesta a cargo de los prevenidos José Antonio Paredes y 
Francisco Michel Rodríguez, y actuando por propia auto-
ridad esta Corte avoca el fondo del asunto y falla el caso 
de la siguiente manera: Primero: Declara al nombrado José 
Antonio Paredes, de generales anotadas, prevenido del de-
lito de violación a las leyes Nos. 5771 y 4809, en perjui-
cio de Mariano Ramírez Pérez, Eraquio o Malaquio Suá-
rez Carmona y compartes, culpable del referido delito, y, 
en consecuencia, se le condena en virtud del principio del 
no cúmulo de penas y acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, al pago de una multa de RD$75.00 (Setenti-
cinco Pesos Oro); Segundo: Declara al nombrado Francis-
co Michel Rodríguez, de generales anotadas, prevenido del 
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tación de José Antonio Paredes, la Hormigonera Industrial, 
C. por A. y Francisco Suárez y Ana Luisa Carmona, en las 
cuales no se invocan ningón medio determinado de casa-
ción; 

Vistos los memoriales de casación suscritos por los abo-
gados de los recurrentes y depositados en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia, en fecha 17 de junio de 1968, 
en los cuales se invocan los medios que más adelante se 
indican; 

Vistos los escritos de los intervinientes firmados por 
sus abogados y depositados en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 17 de junio de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1ro. párrafo I de la Ley No. 
5771 de 1961; 92 párrafo b) de la Ley No 4809; 1315 y 
1384 del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; y 1 y 3 del Código de Procedimiento Criminal; y 1, 20 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
17 de agosto de 1964, la Segunda Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, apoderada 
por el Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en 
el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos inter-
puestos intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se declaran bue-
nos y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de apela-
ción interpuestos por los señores Dr. Leo Nanita Cuello, a 
nombre y en representación del prevenido José Antonio 
Paredes y de la Hormigonera Industrial, C. por A., persona 
civilmente responsable, y Dr. E. Euclides García Aquino, a 
nombre y representación de los señores Toribio Lora Díaz 
c, Toribio Díaz Lora, Trinidad Ramírez y Angelina María 
Pérez, Francisco Suárez y Ana Luisa Carmona, y Luz Ma- 

ría Martínez, en sus respectivas calidades de parte civil 
constituida, por haber sido ejercido en tiempo hábil y de 

conformidad con las leyes de procedimiento; Segundo: Se de-

claran buenas y válidas, en cuanto a las forni.a las cons-
tituciones en parte civil, hechas por los señores Toribio 
Lora Díaz, por sí; Trinidad Ramírez y Angelina María Pé-
rez, en su calidad de padres de la víctima Mariano Ramí-
rez Pérez; Luz María Martínez, en su calidad de madre 
tutora de las menores Clara Luisa y Fior Margarita Suá-
rez Martínez, hijas de la víctima Eraquio o Malaquio Suá-
rez Carmona, contra la Hormigonera Industrial, C. por A., 
y el Estado Dominicano, por conducto de su abogado cons-
tituído Dr. E. Euclídes García Aquino, por haber sido he-
chas de conformidad con la ley; Tercero: Se rechaza, por 
improcedente y mal fundada, la constitución en parte ci-
vil hecha por los señores Francisco Suárez y Ana Luisa 
Carmona, padres de la víctima Eraquio o Malaquio Suárez 
Carmona; Cuarto: Se anula, por omisión no reparada de 
formas prescritas por la ley a pena de nulidad, la sentencia 
de fecha 17 de agosto de 1964, dictada por la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en sus atribuciones correccionales, en relación 
con el delito de violación a las leyes Nos. 5771 y 4809, 
puesta a cargo de los prevenidos José Antonio Paredes y 
Francisco Michel Rodríguez, y actuando por propia auto-
ridad esta Corte avoca el fondo del asunto y falla el caso 
de la siguiente manera: Primero: Declara al nombrado José 
Antonio Paredes, de generales anotadas, prevenido del de-
lito de violación a las leyes Nos. 5771 y 4809, en perjui-
cio de Mariano Ramírez Pérez, Eraquio o Malaquio Suá-
rez Carmona y compartes, culpable del referido delito, y, 
en consecuencia, se le condena en virtud del principio del 
no cúmulo de penas y acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, al pago de una multa de RD$75.00 (Setenti-
cinco Pesos Oro); Segundo: Declara al nombrado Francis-
co Michel Rodríguez, de generales anotadas, prevenido del 
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delito de violación a las leyes Nos. 5771 y 4809, en perjui-
cio de Mariano Ramírez Pérez y compartes, no culpable 
del referido delito, y en consecuencia, se le descarga por no 
haber cometido ninguna falta que le sea imputable; Terce-
ro; Condena a la Hormigonera Industrial C. por A., en su 
calidad de persona civilmente responsable en el hecho co-
metido por el nombrado José Antonio Paredes, al pago de 
las siguientes indemnizaciones: la suma de RD$500.00 (Qui-
nientos Pesos Oro) en favor del señor Toribio Díaz Lora 
o Toribio' Lora Díaz; la suma de RD$10,000.00 (Diez Mil 
Pesos Oro); en favor de la señora Luz María Martínez, en 
su calidad de madre y tutota de las menores Clara Luisa 
y Fior Margarita Suárez Martínez; y la suma de RD$8,000.- 
00 (Ocho Mil Pesos Oro) en favor de Trinidad Ramírez y 
Angelina María Pérez, en su calidad de padres de la víc-
tima Mariano Ramírez Pérez, como justa reparación por 
los daños y perjuicios sufridos por dichos señores con mo-
tivo del hecho delictuoso cometido por su empleado José 
Antonio Paredes; Cuarto: Rechaza, por improcedentes y mal 
fundadas, las conclusiones formuladas por la parte civil 
constituida, por conducto de su abogado Dr. E. Euclídes 
García Aquino, en lo que concierne al Estado Dominicano, 
en su calidad de persona civilmente responsable, en el he-
cho puesto a cargo del nombrado Francisco Michel Rodrí-
guez; Quinto: Condena a la Hormigonera Industrial C. por 
A., en su calidad mencionada al pago de las costas civiles, 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. E. Eu-
clides García Aquino, abogado de la parte civil constituida, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Sexto: 
Condena a los señores Toribio Díaz Lora o Toribio Lora 
Díaz; Trinidad Ramírez y Angelina María Pérez; Francisco 
Suárez y Ana Luisa Carmona, y Luz María Martínez, en 
sus respectivas calidades de parte civil constituida, al pago 
de las costas civiles ocasionadas en su demanda contra el 
Estado Dominicano, con distracción de las mismas en favor 
del Lic. Bernardo Díaz hijo, quien afirma haberlas avanza- 
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do en su totalidad; Séptimo: Condena al prevenido José 
Antonio Paredes, al pago de las costas penales; Octavo: De- 
clara las costas civiles de oficio en lo que respecta al Es- 

tado Dominicano " ; 

 on 	que en su memorial de casación la com- 
pañía Hormigonera Industrial, C. por A., recurrente, invo-

ca los siguientes medios: Primer Medio: Falta de base le-
gal por violación de las reglas relativas a la prueba; Segun-

do Medio: Omisión de estatuir sobre conclusiones formales 
presentadas en audiencia; y Francisco Suárez y Ana Luisa 
Carmona, también recurrentes, los siguientes medios: Pri-

mer Medio: Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil.— Falta de base legal.— Falta de motivos, 
asimilable a la insuficiencia e impresión de los motivos.—

Segundo Medio: Violación del artículo 1315 del Código Ci-
vil.— Violación del derecho de la defensa.— Desconocimien-
to de los principios que rigen la administración de las prue-
bas en justicia.— Tercer Medio: Desnaturalización de los 

hechos y circunstancias de la causa; Cuarto Medio: Viola-

ción de los artículos 1 y 3 del Código de Procedimiento Cri-
minal y 1384 del Código Civil. 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da revela que mediante la ponderación de los elementos de 
prueba que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa. la Corte a-qua dió por establecidos los 

siguientes hechos: a) que en fecha 28 de abril de 1963, en 
el kilómetro 71/2 de la autopista Duarte, en horas de la no-
che, mientras el camión de la pollea nacional placa No. 
2026, conducido por el Cabo de la institución Francisco Mi-
chel Rodríguez, transitaba en dirección Sur-Norte ,sufrió 
un impacto con el camión placa No. 28349, marca Mach, 
propiedad de la Hormigonera Industrial C. por A., condu-
cido por el recurrente José Antonio Paredes, que transita- 
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delito de violación a las leyes Nos. 5771 y 4809, en perjui-
cio de Mariano Ramírez Pérez y compartes, no culpable 
del referido delito, y en consecuencia, se le descarga por no 
haber cometido ninguna falta que le sea imputable; Teme, 
ro; Condena a la Hormigonera Industrial C. por A., en su 
calidad de persona civilmente responsable en el hecho co-
metido por el nombrado José Antonio Paredes, al pago de 
las siguientes indemnizaciones: la suma de RD$500.00 (Qui-
nientos Pesos Oro) en favor del señor Toribio Díaz Lora 
o Toribio Lora Díaz; la suma de RD$10,000.00 (Diez Mil 
Pesos Oro); en favor de la señora Luz María Martínez, en 
su calidad de madre y tutota de las menores Clara Luisa 
y Fior Margarita Suárez Martínez; y la suma de RD$8,000 - 
00 (Ocho Mil Pesos Oro) en favor de Trinidad Ramírez y 
Angelina María Pérez, en su calidad de padres de la víc-
tima Mariano Ramírez Pérez, como justa reparación por 
los daños y perjuicios sufridos por dichos señores con mo-
tivo del hecho delictuoso cometido por su empleado José 
Antonio Paredes; Cuarto: Rechaza, por improcedentes y mal 
fundadas, las conclusiones formuladas por la parte civil 
constituida, por conducto de su abogado Dr. E. Euclídes 
García Aquino, en lo que concierne al Estado Dominicano, 
en su calidad de persona civilmente responsable, en el he-
cho puesto a cargo del nombrado Francisco Michel Rodrí-
guez; Quinto: Condena a la Hormigonera Industrial C. por 
A., en su calidad mencionada al pago de las costas civiles, 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. E. Eu-
clides García Aquino, abogado de la parte civil constituida, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Sexto: 
Condena a los señores Toribio Díaz Lora o Toribio Lora 
Díaz; Trinidad Ramírez y Angelina María Pérez; Francisco 
Suárez y Ana Luisa Carmona, y Luz María Martínez, en 
sus respectivas calidades de parte civil constituida, al pago 
de las costas civiles ocasionadas en su demanda contra el 
Estado Dominicano, con distracción de las mismas en favor 
del Lic. Bernardo Díaz hijo, quien afirma haberlas avanza- 
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do en su totalidad; Séptimo: Condena al prevenido José 
Antonio Paredes, al pago de las costas penales; Octavo: De- 
clara las costas civiles de oficio en lo que respecta al Es- 
tado Dominicano"; 

Considerando que en su memorial de casación la com-
pañía Hormigonera Industrial, C. por A., recurrente, invo-
ca los siguientes medios: Primer Medio: Falta de base le-
gal por violación de las reglas relativas a la prueba; Segun-

do Medio: Omisión de estatuir sobre conclusiones formales 
presentadas en audiencia; y Francisco Suárez y Ana Luisa 
Carmona, también recurrentes, los siguientes medios: Pri-

mer Medio: Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil.— Falta de base legal.— Falta de motivos, 
asimilable a la insuficiencia e impresión de los motivos.—
Segundo Medio: Violación del artículo 1315 del Código Ci-
vil.— Violación del derecho de la defensa.— Desconocimien-
to de los principios que rigen la administración de las prue-
bas en justicia.— Tercer Medio: Desnaturalización de los 
hechos y circunstancias de la causa; Cuarto Medio: Viola-
ción de los artículos 1 y 3 del Código de Procedimiento Cri-
minal y 1384 del Código Civil. 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da revela que mediante la ponderación de los elementos de 
prueba que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa. la Corte a-qua dió por establecidos los 
siguientes hechos: a) que en fecha 28 de abril de 1963, en 
el kilómetro 7 1/2 de la autopista Duarte, en horas de la no-
che, mientras el camión de la polica nacional placa No. 
2026, conducido por el Cabo de la institución Francisco Mi-
chel Rodríguez, transitaba en dirección Sur-Norte ,sufrió 
un impacto con el camión placa No. 28349, marca Mach, 
propiedad de la Hormigonera Industrial C. por A., condu-
cido por el recurrente José Antonio Paredes, que transita- 
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ba en la misma dirección; b) que como consecuencia de 
dicho accidente, resultaron muertos inmediatamente los 
rasos de la Policía Nacional Marino Ramírez Pérez, Eracrio 
Suárez Carmona y Cristóbal Rivas Díaz, quienes iban en 
el camión de la Policía Nacional conducido por Francisco 
Michel Rodríguez, hacia el kilómetro 8 de la referida auto-
pista, a la operación de relevo de los policías que prestan 
servicios en el Destacamento localizado en dicho lugar, y 
quienes según certificaciones médicas que reposan en el 
expediente recibieron heridas y golpes mortales por necesi-
dad; c) que además, resultaron con heridas y golpes el cabo 
Amado E. Gil Gómez, los rasos Martínez Antonio Montaño 
Ayala y Toribio Lora Díaz y el cabo chofer Francisco Mi-
chel Rodríguez, curables dichos golpes y heridas, según 
certificados médico legal después de 10 días y antes de 20 
días; d) que el vehículo manejado por el recurrente José 
Antonio Paredes estaba detenido en el cemento de la auto-
pista, no en el paseo aledaño, sin tener luz trasera como obli-
ga la ley 4809, tanto para los vehículos en movimiento, co-
mo para los estacionados, e) que el chofer Feo. Michel Ro-
dríguez, conductor del camión de la Policía Nacional fue 
"encandilado" por la luz alta de un vehículo desconocido 
que iba en dirección contraria; f) que el recurrente José 
Antonio Paredes había ingerido bebidas alcohólicas momen-
tos antes del accidente; g) que Francisco Michel Rodrí-
guez conducía a 35 kilómetros por hora, en una recta, ve-
locidad moderada; h) que los hechos anteriormente cita-
dos, plenamente establecidos por la Corte a-qua, comprue-
ban que José Antonio Paredes cometió dos faltas que fueron 
las causantes exclusivas del accidente; la primera consistió 
en manejar o estacionar su vehículo sin la luz trasera re-
glamentaria; y la segunda, en mal estacionar su vehículo, 
ya que aunque hubiera tenido su luz trasera, cometió una 
imprudencia manifiesta al dejar el vehículo en el pavimen-
to, cuando por ser una autopista de mucho tránsito a todas 
horas del día, fue construída con paseos aledaños para el 
estacionamiento de vehículos; 
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Considerando que los hechos así establecido configu-

ran el delito de homicidio y golpes y heridas involuntarias 
ocasionadas con el manejo de un vehículo de motor, pre-
visto por las leyes Nos. 5771 y 4809 de 1961 y 1957, vigen-

tes en ese tiempo, y sancionado con el párrafo I, artículo 
primero de la primera, con la pena de dos a cinco años de 
prisión correccional y multa de quinientos a dos mil pesos, 
si el hecho hubiera ocasionado la muerte, como en el pre-
sente caso; que en consecuencia al condenar la Corte a-qua 
al prevenido después de declararlo culpable a una multa de 
setenticinco pesos, aplicando el no-cúmulo, y acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a 

la ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos 

la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al 
interés del prevenido vicio alguno que justifique su casa-
ción; 

En cuanto al recurso de la Compañía Hormigonera Indus- 
trial C. por A., puesta en causa corno civilmente responsable 

Considerando que la compañía recurrente en el desarro-
llo de sus medios de casación, que por su relación, se reúnen 
para su examen, alega en síntesis: a) que la sentencia im-
pugnada debe ser casada puesto que, habiendo ella alegado 
que no se había probado la relación de comitente a prepo-
sé, la Corte u-qua la dió por establecido, violando todas las 
reglas de la prueba; robustece su afirmación criticando la 
declaración del chofer Paredes, que es la que sirve de fun-
damento al fallo impugnado para dar por establecida la 
relación de comitente entre éste y la compañía recurrente, 
calificando dicha declaración de contradictoria y sin el al-
cance probatorio que se le ha atribuído; agrega que el fallo 
supra-dicho carece igualmente de base legal, en razón de 
que en materia penal, (que es el caso), la sentencia debe 
a pena de nulidad insertar el texto de ley que se ha, aplicado, 
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ba en la misma dirección; b) que como consecuencia de 
dicho accidente, resultaron muertos inmediatamente los 
rasos de la Policía Nacional Marino Ramírez Pérez, Eracrio 
Suárez Carmona y Cristóbal Rivas Díaz, quienes iban en 
el camión de la Policía Nacional conducido por Francisco 
Michel Rodríguez, hacia el kilómetro 8 de la referida auto-
pista, a la operación de relevo de los policías que prestan 
servicios en el Destacamento localizado en dicho lugar, y 
quienes según certificaciones médicas que reposan en el 
expediente recibieron heridas y golpes mortales por necesi-
dad; c) que además, resultaron con heridas y golpes el cabo 
Amado E. Gil Gómez, los rasos Martínez Antonio Montaño 
Ayala y Toribio Lora Díaz y el cabo chofer Francisco Mi-
chel Rodríguez, curables dichos golpes y heridas, según 
certificados médico legal después de 10 días y antes de 20 
días; d) que el vehículo manejado por el recurrente José 
Antonio Paredes estaba detenido en el cemento de la auto-
pista, no en el paseo aledaño, sin tener luz trasera como obli-
ga la ley 4809, tanto para los vehículos en movimiento, co-
mo para los estacionados, e) que el chofer Fco. Michel Ro-
dríguez, conductor del camión de la Policía Nacional fue 
"encandilado" por la luz alta de un vehículo desconocido 
que iba en dirección contraria; f) que el recurrente José 
Antonio Paredes había ingerido bebidas alcohólicas momen-
tos antes del accidente; g) que Francisco Michel Rodrí-
guez conducía a 35 kilómetros por hora, en una recta, ve-
locidad moderada; h) que los hechos anteriormente cita-
dos, plenamente establecidos por la Corte a-qua, comprue-
ban que José Antonio Paredes cometió dos faltas que fueron 
las causantes exclusivas del accidente; la primera consistió 
en manejar o estacionar su vehículo sin la luz trasera re-
glamentaria; y la segunda, en mal estacionar su vehículo, 
ya que aunque hubiera tenido su luz trasera, cometió una 
imprudencia manifiesta al dejar el vehículo en el pavimen-
to, cuando por ser una autopista de mucho tránsito a todas 
horas del día, fue construída con paseos aledaños para el 
estacionamiento de vehículos; 

Considerando que los hechos así establecido configu-

ran el delito de homicidio y golpes y heridas involuntarias 
ocasionadas con el manejo de un vehículo de motor, pre-
visto por las leyes Nos. 5771 y 4809 de 1961 y 1957, vigen-
tes en ese tiempo, y sancionado con el párrafo I, artículo 
primero de la primera, con la pena de dos a cinco años de 
prisión correccional y multa de quinientos a dos mil pesos, 
si el hecho hubiera ocasionado la muerte, como en el pre-
sente caso; que en consecuencia al condenar la Corte a-qua 
al prevenido después de declararlo culpable a una multa de 
setenticinco pesos, aplicando el no-cúmulo, y acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a 
la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al 
interés del prevenido vicio alguno que justifique su casa-
ción; 

En cuanto al recurso de la Compañía Hormigonera Indus- 
trial C. por A., puesta en causa como civilmente responsable 

Considerando qu' la compañía recurrente en el desarro-
llo de sus medios de casación, que por su relación, se reúnen 
para su examen, alega en síntesis: a) que la sentencia im-
pugnada debe ser casada puesto que, habiendo ella alegado 
que no se había probado la relación de comitente a prepo-
sé, la Corte a-qua la dió por establecido, violando todas las 
reglas de la prueba; robustece su afirmación criticando la 
declaración del chofer Paredes, que es la que sirve de fun-
damento al fallo impugnado para dar por establecida la 
relación de comitente entre éste y la compañía recurrente, 
calificando dicha declaración de contradictoria y sin el al-
cance probatorio que se le ha atribuído; agrega que el fallo 
supra-dicho carece igualmente de base legal, en razón de 
que en materia penal, (que es el caso), la sentencia debe 
a pena de nulidad insertar el texto de ley que se ha aplicado, 
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en el caso el artículo 1384 del Código Civil, lo que no hizo 
la Corte a-qua; b) sostiene la recurrente que en la senten-
cia impugnada si bien se transcriben las conclusiones, co-
mo es lo correcto, no se dán razones para su rechazamiento, 
violándose el artículo 141 del Código de Procesamiento Ci-
vil; pone de ejemplo, que habiendo dicho que el prevenido 
no podía ser juzgado tomando en cuenta la ley 5771, sino 
la ley 4809 y el artículo 320 del Código Penal, se hizo caso ows 
omiso de esto, ya que si se hubiera hecho así, la acción civil 
no podía juntarse a la acción penal, sino que estaban obliga. 
dos a llevarlas separadamente; fundando lo dicho en que 
el prevenido Paredes, en el momento de la colisión no con-
ducía un vehículo de motor, sino que estaba estacionado. 
Que no habiendo la Corte a-qua respondido a las conclusio-
nes presentadas en audiencia, la sentencia impugnada debe 
ser casada; pero, 

Considerando que la Corte a-qua, como cuestión de 
hecho dió por establecido, según los elementos de juicio apor-
tados al debate, que el camión marca Mach, placa No. 
28349, conducido por José Antonio Paredes, causante del 
accidente, era propiedad de la Hormigonera Industrial, C. 
por A.; que Paredes venía trabajando al servicio de dicha 
compañía hasta el momento del accidente por más de 14 
años; que los hechos así comprobados por los jueces del 
fondo son suficientes para que, dentro de su poder de apre-
ciación, dieran por establecido, como lo hicieron, la exis-
tencia de la relación de comitente a empleado, entre la 
compañía Hormigonera Industrial, C. por A., y el chofer 
José Antonio Paredes, y por tanto la responsabilidad de la 
citada compañía en el momento del hecho; por lo que este 
medio de casarión que se invoca carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando que la sentencia impugnada revela que, 
contrariamente a lo alegado por la recurrente, ella contie-
ne en sus consideraciones de hecho y de derecho la moti-
vación necesaria y pertinente, siendo irrelevante que no  

do; 
En cuanto al recurso de la parte civil. 

Considerando que Francisco Suárez y Ana Luisa Car-
mona, padres de la víctima Enraquio o Malaquia Suárez 
Carmona, constituidos entre otros, en parte civil, en el des-
arrollo de su primer medio de casación, se quejan de que, 
sin su contra parte haberse opuesto a la regularidad de su 
constitución en parte civil, y sin dar razones de ninguna 
naturaleza, la Corte a-qua la rechazó sin dar motivos para 
ello; 

Considerando que efectivamente el examen de la sen-
tencia impugnada revela que la Corte a-qua se limitó a no 
acojer la constitución en parte civil de estos recurrente, sin 
dar ninguna razón para justificar dicho rechazamiento, li-
mitándose a decir que la "rechaza por improcedente y mal 
fundada", por consiguiente el medio propuesto debe ser aco-
gido y la sentencia impugnada debe ser casada en cuanto a 
este punto, sin que haya la necesidad de examinar los de-
más medios propuestos; 

Considerando que en cuanto al desistimiento del recur-
so de casación que ha formulado el Dr. E. Euclídes García 
Aquino a nombre de Francisco Suárez y Ana Luisa Carmo- 

haya  señalado por su número el artículo 1384 del Código 
Civil, que es el texto aplicado por lo que este medio care- 
ciendo también de fundamento debe igualmente ser deses- 
timado; 

Considerando que en la sentencia impugnada se en-
cuentran transcritos las conclusiones producidas por las 
partes en audiencia, y es evidente por todo cuanto se ha 
venido exponiendo, que el prevenido fue juzgado, contraria-
mente a como lo pretende la recurrente, en virtud de la 
ley 5771, por lo cual sudaba rechazado por los jueces del 
fondo sus alegatos sobre la aplicación de la ley 4809 y el 
artículo 320 del Código Penal, por lo que este medio, como 
los anteriores, carece de fundamento y debe ser desestima- 
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ducía un vehículo de motor, sino que estaba estacionado. 
Que no habiendo la Corte a-qua respondido a las conclusio-
nes presentadas en audiencia, la sentencia impugnada debe 
ser casada; pero, 

Considerando que la Corte a-qua, como cuestión de 
hecho dió por establecido, según los elementos de juicio apor-
tados al debate, que el camión marca Mach, placa No. 
28349, conducido por José Antonio Paredes, causante del 
accidente, era propiedad de la Hormigonera Industrial, C. 
por A.; que Paredes venía trabajando al servicio de dicha 
compañía hasta el momento del accidente por más de 14 
años; que los hechos así comprobados por los jueces del 
fondo son suficientes para que, dentro de su poder de apre-
ciación, dieran por establecido, como lo hicieron, la exis-
tencia de la relación de comitente a empleado, entre la 
compañía Hormigonera Industrial, C. por A., y el chofer 
José Antonio Paredes, y por tanto la responsabilidad de la 
citada compañía en el momento del hecho; por lo que este 
medio de casarión que se invoca carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando que la sentencia impugnada revela que, 
contrariamente a lo alegado por la recurrente, ella contie-
ne en sus consideraciones de hecho y de derecho la moti-
vación necesaria y pertinente, siendo irrelevante que no 
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haya  señalado por su número el artículo 1384 del Código 
Civil, que es el texto aplicado por lo que este medio care- 
ciendo también de fundamento debe igualmente ser deses- 
timado; 

Considerando que en la sentencia impugnada se en-
cuentran transcritos las conclusiones producidas por las 
partes en audiencia, y es evidente por todo cuanto se ha 
venido exponiendo, que el prevenido fue juzgado, contraria-
mente a como lo pretende la recurrente, en virtud de la 
ley 5771, por lo cual audaba rechazado por los jueces del 
fondo sus alegatos sobre la aplicación de la ley 4809 y el 
artículo 320 del Código Penal, por lo que este medio, como 
los anteriores, carece de fundamento y debe ser desestima-
do; 

En cuanto al recurso de la parte civil. 

Considerando que Francisco Suárez y Ana Luisa Car-
mona, padres de la víctima Enraquio o Malaquia Suárez 
Carmona, constituidos entre otros, en parte civil, en el des-
arrollo de su primer medio de casación, se quejan de que, 
sin su contra parte haberse opuesto a la regularidad de su 
constitución en parte civil, y sin dar razones de ninguna 
naturaleza, la Corte a-qua la rechazó sin dar motivos para 
ello; 

Considerando que efectivamente el examen de la sen-
tencia impugnada revela que la Corte a-qua se limitó a no 
acojer la constitución en parte civil de estos recurrente, sin 
dar ninguna razón para justificar dicho rechazamiento, li-
mitándose a decir que la "rechaza por improcedente y mal 
fundada", por consiguiente el medio propuesto debe ser aco-
gido y la sentencia impugnada debe ser casada en cuanto a 
este punto,  sin que haya la necesidad de examinar los de-
más medios propuestos; 

Considerando que en cuanto al desistimiento del recur-
so de casación que ha formulado el Dr. E. Euclídes García 
Aquino a nombre de Francisco Suárez y Ana Luisa Carmo- 
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na, éste no puede ser admitido en razón de que el abogad o 
 actuante no ha presentado el poder otorgádole 'per los 
 recurrentes para desistir; y en cuanto al fondo de dicho 

recurso de casación debe ser desestimado, en razón de qu o 
 el examen de la sentencia impugnada revela que los jue. 

ces del fondo no comprobaron falta alguna a cargo del pre_ 
venido que conducía el vehículo propiedad del Estado, por 
lo cual no hay responsabilidad alguna imputable a éste; 

Considerando que sobre el pedimento hecho por el Lic. 
Bernardo Díaz hijo, abogado que postula a nombre del Es. 
lado, parte interviniente, procede anular por vía de supre-
sión y sin envío el ordinal octavo de la sentencia impugnada 
según lo solicita éste, por no haber sucumbido el Estado 
frente a ninguna de las partes; 

Por tales motivos. Primero: Admite como intervinien-
tes a Toribio Díaz Lora o Toribio Lora Díaz, Trinidad Ra-
mírez, Angelina María Pérez y Luz María Martínez, como 
madre y tutora legal de los menores Clara Luisa Suárez 
Martínez y Flor Margarita Suárez Martínez y al Estado 
Dominicano; Segundo: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por José Antonio Paredes y la Hormigonera In-
dustrial, C. por A., contra la sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo de fecha 25 de abril de 1966, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; Tercero: Casa 
dicha sentencia en cuanto a su ordinal tercero, que rechaza 
la constitución en parte civil hecha por Francisco Suárez 
y Ana Luisa Carmona, y envía el conocimiento de dicho 
asunto, así delimitado, por ante la Corte de Apelación de 
San Cristóbal; Cuarto: Anula por vía de supresión y sin en-
vío el ordinal octavo de dicha sentencia; Quinto: Condena 
a José Antonio Paredes y la Hormigonera Industrial, C. 
por A., sucumbientes en su recurso, al pago de las costas 
penales el primero, y a la Hormigonera Industrial, C. por 
A., al pago de las costas civiles, distrayéndolas, estas úl-
timas, en favor del Doctor E. Euclídes García Aquino, 

quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: 
Condena a Francisco Suárez y Ana Luisa Carmona, parte 
civil, al pago de las costas, distrayéndolas en favor del Lic. 
Bernardo Díaz hijo, abogado del Estado, parte intervinien-
te, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los MI. Lamarche nenríquez.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, d e 
 fecha 8 de noviembre de 1967. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: Pan American Life Insurance Company. 
Abogado: Dr. Juan Manuel ,Pellerano Gómez. 

Recurrido: Dr. José Gregorio Sobá. 
Abogado: Dr. Juan B. Natera Cordero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel 
A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de septiembre de 
1968, años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Pan 
American Life Insurance Company, constituida de acuerdo 
con las leyes del Estado de Louisiana, Estados Unidos de 
América, domiciliada en la República en la calle del Conde 
15, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones comerciales por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo en fecha 8 de noviembre de 1967, cuyo dispositi-
vo figura más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Juan Ml. Pellerano Gómez, cédula 49307, 
serie 1, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con- 
clusiones; 

Oído al Dr. Juan B. Natera Cordero, cédula 15652, se-
rie 23, abogado del recurrido, en la lectura de sus conclu-
siones; recurrido que es el Dr. José Gregorio Sobá Martí-
nez, dominicano, mayor de edad, médico, domiciliado en 
la ciudad de Nueva York, EUA, cédula 243, serie lra.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 24 de diciem-
bre de 1967, suscrito por el abogado de la recurrente, en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 8 de enero de 
1968, suscrito por el abogado del recurrido; 

Vistas las ampliaciones de ambas partes, de fechas 14 
de mayo de 1968 y 18 de junio de 1968, respectivamente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos de la ley 5835 de 1962; 16 de 
la ley 5924 de 1962; 1235 y siguientes, 1354 y siguiente y 
1921 del Código Civil; 1153, 1178, 1184 y 1382 del mismo 
Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
sobre una demanda del actual recurrido, la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 13 de junio de 1967, en 
sus atribuciones comerciales, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "Falla: Primero: Acoge en su mayor parte las 
conclusiones formuladas en audiencia por el demandante 
Doctor José G. Sobá Martínez, y, en consecuencia, Condena 
a la Pan American Life Insurance Company, parte deman- 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DEL 1068 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, d 
fecha 8 de noviembre de 1967. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: Pan American Life Insurance Company. 
Abogado: Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez. 

Recurrido: Dr. José Gregorio Sobá. 
Abogado: Dr. Juan B. Natera Cordero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel 
A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, fioy día 11 del mes de septiembre de 
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ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
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15, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones comerciales por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo en fecht 8 de noviembre de 1967, cuyo dispositi-
vo figura más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Juan Ml. Pellerano Gómez, cédula 49307, 

serie 1, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con- 

clusiones; 
Oído al Dr. Juan B. Natera Cordero, cédula 15652, se-

rie 23, abogado del recurrido, en la lectura de sus conclu-
siones; recurrido que es el Dr. José Gregorio Sobá Martí-
nez, dominicano, mayor de edad, médico, domiciliado en 
la ciudad de Nueva York, EUA, cédula 243, serie lra.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 24 de diciem-
bre de 1967, suscrito por el abogado de la recurrente, en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 8 de enero de 
1968, suscrito por el abogado del recurrido; 

Vistas las ampliaciones de ambas partes, de fechas 14 
de mayo de 1968 y 18 de junio de 1968, respectivamente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos de la ley 5835 de 1962; 16 de 
la ley 5924 de 1962; 1235 y siguientes, 1354 y siguiente y 
1921 del Código Civil; 1153, 1178, 1184 y 1382 del mismo 
Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
sobre una demanda del actual recurrido, la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 13 de junio de 1967, en 
sus atribuciones comerciales, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "Falla: Primero: Acoge en su mayor parte las 
conclusiones formuladas en audiencia por el demandante 
Doctor José G. Sobá Martínez, y, en consecuencia, Condena 
a la Pan American Life Insurance Company, parte deman- 
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dada, a pagarle al mencionado demandante: a) la suma d 
Ocho Mil Quinientos Sesenta Pesos Oro con Sesentitres Cen. 
tavos (RD$8,560.063), Moneda de Curso Legal, por los con-
cepto precedentemente señalados; b) los Intereses Legales 
de la referida suma, calculados a contar de la fecha de la 
demanda, o sea 23 de Febrero del año 1967; y c) la suma 
de Quince Mil Pesos Oro (RD$15,000.00) Moneda de Curso 
Legal, como justa reparación de los daños y perjuicios, mo-
rales y materiales, por éste sufridos como consecuencia de 
los hechos a los cuales se contrae la presente demanda; Se-
gundo: Ordena la Liquidación de la Póliza de Seguro No, 
664-857, convenida entre el Doctor José G. Sobá Martíne 
parte demandante y la Pan American Life Insurance Com-
pany, parte demandada, con todas sus consecuencias le-
gales; Tercero: Condena a la Pan American Life Insurance 
Company, parte demandada que sucumbe, al pago de las 
costas de la presente instancia, distraídas en provecho del 
abogado Dr. Juan Bienvenido Natera Cordero, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que, sobre ape-
lación de la Pan American Life Insurance Company, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Declara bueno y válido el recurso de 
apelación interpuesto por la Pan American Life Insurance 
Company, contra sentencia de fecha trece (13) del mes de 
junio de mil novecientos sesenta y siete (1967), dictada par 
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, por haber sido hecho conforme las prescripciones le-
gales que rigen la materia; Segundo: Rechaza, por impro-
cedentes y mal fundadas las conclusiones de la parte inti-
mante Pan American Life Insurance Company; Tercero: 
Confirma en todas sus partes la sentencia apelada; y Cuar-
to: Condena a la Pan American Life Insurance Company, 
al pago de las costas, tanto de primera instancia como las 
causadas én el presente recurso de alzada, ordenando su dis-
tracción en provecho del abogado de la parte intimada Dr. 
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Juan Bienvenido Natera, por afirmar haberlas avanzado 

en su totalidad"; 

Considerando, que la Compañía recurrente invoca con-
tra la sentencia que impugnan los medios siguientes: Pri-
mer  Medio: Desnturalización de las conclusiones presenta. 
das ante la Corte a-qua. Segundo Medio: Violación del ar-
ticulo 16 de la Ley 5924 del 26 de mayo de 1962, sobre 
Confiscación General de Bienes, en cuanto a los efectos 
de la condenación por enriquecimiento ilícito que ha sido 
objeto del recurso de impugnación. Tercer Medio: Violación 
de los artículos 1235 y siguientes; 1354 y siguientes y 1921 
del Código Civil. Desnaturalización de los hechos de la 
causa. Cuarto Medio: Violación al principio de la inmuta-
bilidad del proceso. Quinto Medio: Violación de los artícu-
los 1153, 1178 y 1382 del Código Civil. Desnaturalización 
del contrato de seguro y violación del artículo 1184 del 
Código Civil. Contradicción de motivos. Falta de base legal. 

Considerando, que, en el preámbulo y en el tercer me-
dio de su memorial y en otras partes del mismo, la recu-
rrente expone y alega, en síntesis, lo que sigue: a) que en 
fecha 18 de Julio de 1960 intervino entre las partes un 
contrato de seguro de vida amparado por la póliza número 
664-857; b) que el recurrido Sobá Martínez pagó por ade-
lantado la primera prima ascendente a RD$1,896.00; c) 
que posteriormente Sobá Martínez entregó a la Compañía 
recurrente la suma de RD$10,456.63 para los fines del se-
guro; que según la confesión del actual recurrido Sobá 
Martínez en su acto de emplazamiento, la suma pre-indi-
cada se depositó en la Oficina . Principal de la Pan Ameri-
can Life Insurance Company (Palie), en esta ciudad, "con 
el propósito de cubrir, por adelantado, setentidos (72) men-
sualidades de la póliza 664-857", o sea para los fines que 
la recurrente indicó nue se había hecho ese depósito a tra-
vés de todo el litigio; que, en consecuencia, el valor así de-
positado era de la propiedad de la Compañía de Seguros, 
a cambio de su obligación de pagar el valor de la póliza de 
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dada, a pagarle al mencionado demandante: a) la suma d 
Ocho Mil Quinientos Sesenta Pesos Oro con Sesentitres Cen 
tavos (RD$8,560.063), Moneda de Curso Legal, por los con 
cepto precedentemente señalados; b) los Intereses Legales 
de la referida suma, calculados a contar de la fecha de la 
demanda, o sea 23 de Febrero del año 1967; y c) la suma 
de Quince Mil Pesos Oro (RD$15,000.00) Moneda de Curso 
Legal, como justa reparación de los daños y perjuicios, mo-
rales y materiales, por éste sufridos como consecuencia de 
los hechos a los cuales se contrae la presente demanda; Se-
gundo: Ordena la Liquidación de la Póliza de Seguro No. 
664-857, convenida entre el Doctor José G. Sobá Martínez, 
parte demandante y la Pan American Life Insurance Com-
pany, parte demandada, con todas sus consecuencias le-
gales; Tercero: Condena a la Pan American Life Insurance 
Company, parte demandada que sucumbe, al pago de las 
costas de la presente instancia, distraídas en provecho del 
abogado Dr. Juan Bienvenido Natera Cordero, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que, sobre ape-
lación de la Pan American Life Insurance Company, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Declara bueno y válido el recurso de 
apelación interpuesto por la Pan American Life Insurance 
Company, contra sentencia de fecha trece (13) del mes de 
junio de mil novecientos sesenta y siete (1967), dictada por 
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, por haber sido hecho conforme las prescripciones le-
gales que rigen la materia; Segundo: Rechaza, por impro-
cedentes y mal fundadas las conclusiones de la parte inti-
mante Pan American Life Insurance Company; Tercero: 
Confirma en todas sus partes la sentencia apelada; y Cuar-
to: Condena a la Pan American Life Insurance Company, 
al pago de las costas, tanto de primera instancia como las 
causadas en el presente recurso de alzada, ordenando su dis-
tracción en provecho del abogado de la parte intimada Dr. 
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Juan Bienvenido Natera, por afirmar haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando, que la Compañía recurrente invoca con-
tra la sentencia que impugnan los medios siguientes: Pri-
mer  Medio: Desnturalización de las conclusiones presenta-
das ante la Corte a-qua. Segundo Medio: Violación del ar-
ticulo 16 de la Ley 5924 del 26 de mayo de 1962, sobre 
Confiscación General de Bienes, en cuanto a los efectos 
de la condenación por enriquecimiento ilícito que ha sido 
objeto del recurso de impugnación. Tercer Medio: Violación 
de los artículos 1235 y siguientes; 1354 y siguientes y 1921 
del Código Civil. Desnaturalización de los hechos de la 
causa. Cuarto Medio: Violación al principio de la inmuta-
bilidad del proceso. Quinto Medio: Violación de los artícu-
los 1153, 1178 y 1382 del Código Civil. Desnaturalización 
del contrato de seguro y violación del artículo 1184 del 
Código Civil. Contradicción de motivos. Falta de base legal. 

Considerando, que, en el preámbulo y en el tercer me- 
dio de su memorial y en otras partes del mismo, la recu- 
rrente expone y alega, en síntesis, lo que sigue: a) que en 
fecha 18 de Julio de 1960 intervino entre las partes un 
contrato de seguro de vida amparado por la póliza número 
664-857; b) que el recurrido Sobá Martínez pagó por ade- 
lantado la primera prima ascendente a RD$1,896.00; c) 
que posteriormente Sobá Martínez entregó a la Compañía 
recurrente la suma de RD$10,456.63 para los fines del se- 
guro; que según la confesión del actual recurrido Sobá 
Martínez en su acto de emplazamiento, la suma pre-indi- 

, cada se depositó en la Oficina Principal de la Pan Ameri- 
can Life Insurance Company (Palie), en esta ciudad, "con 
el propósito de cubrir, por adelantado, setentidos (72) men- 
sualidades de la póliza 664-857", o sea para los fines que 
la recurrente indicó que se había hecho ese depósito a tra- 
vés de todo el litigio; que, en consecuencia, el valor así de- 
positado era de la propiedad de la Compañía de Seguros, 
a cambio de su obligación de pagar el valor de la póliza de 
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que  ya se ha explicado, no podía alterar la finalidad de ocurrir e] riesgo asegurado, a quien fuera de lugar según 
el efecto que resultara del hecho de haber sido el recu-
rrido confiscado en sus bienes por la Ley 5855 de 1962 y 
de la impugnación que de esa confiscación hizo el recurrido, 
resulado que fue su descargo el 29 de noviembre de 1966; 
que, al fallar como lo ha hecho, la Corte a-qua ha violado 
la estipulación contractual sobre cuya base recibió la Com-
pañía la suma de RD$10,456.63, considerándola erronea-
mente corno un depósito ordinario retirable a voluntad del 
depositante; 

4111  
Considerando, que, según resulta de la sentencia impug-

nada, no fue controvertido en el proceso que la suma de 
RD$10,456.63 fue entregada por el recurrido y recibida por 
la Compañía recurrente "con el propósito de cubrir, por 
adelantado, setentidos mensualidades", a partir del 18 de 
Junio de 1961; que habiéndose estipulado al hacerse ese 
depósito que su propósito era hacer un pago por adelan-
tado, este punto de la estipulación era tan claro en su sen-
tado y alcance, que no requería, para su comprensión, nin-
gún esfuerzo interpretativo; que, en tales condiciones, la 
Corte a-qua al juzgar, confirmando así lo decidido en pri-
mera instancia, que la suma indicada era propiedad del ase-
gurado recurrido con excepción del valor de una prima co-
rrespondiente a la Compañía pagable el 18 de Julio de 1961, 
ha violado por una interpretación improcedente la estipula-
ción contractual a que ya se ha hecho referencia; que, la 
circunstancia de que al hacerse entre las partes la estipu-
lación contractual que se examina se empleara el término 
"depósito" no puede conducir a la interpretación de que se 
trataba, al hacerse esa operación, de un depósito ordinario, 
sino a la de que ese término se empleó en un sentido gené-
rico puramente material, como se emplea frecuentemente 
para toda entrega de dinero o de cosas, sin que se trate de 
un depósito en el sentido jurídico; que, por otra parte, el 
hecho de que los bienes del recurrido fueran declarados 
bajo confiscación general en 1962, después de la operación  

pa go por ndelantatio con que la Compañía recurrente reci- 
- 

(5 la suma de RD$10,456.63, pues el único efecto que ha-

lía tenido la confiscación del recurrido, de haber sido 
mantenida, era el de hacer controvertible a quien se debía 

pagar la póliza en caso de ocurrir el riesgo asegurado, así 

como quién tenía calidad para liquidar la póliza antes del 
riesgo; que, finalmente, como la demanda del actual re-
currido contra la Compañía recurrente se produjo, según 
consta en la sentenotia impugnada, el 23 de 'febrero de 
1967, es evidente que al producirse, el valor entregado 
por el recurrido a la Compañía recurrente había en-
trado al patrimonio de ésta, no ya sólo por el alcance de 
la estipulación contractual que se ha examinado en el pre-
sente Considerando, sino además por el vencimiento de las 
primas pagables por adelantado en 1961, 1962, 1963, 1964, 
1965 y 1966, el 18 de Julio de cada uno de esos años, an-
teriores al de la demanda; que, por todas las razones ex-
puestas, el primer medio del recurrente debe ser acogido 
y la sentencia casada en cuanto confirmó la de primera 
instancia en la parte de la misma que condenó a la recu-
rrente al pagar al recurrido la suma de RD$8,560.63 y los 
intereses legales de esa suma a contar de la fecha de la 
demanda; 

Considerando, que en los medios primero y quinto de 
su memorial, la recurrente alega, en síntesis, que es impro-
cedente la condenación a daños y perjuicios que hace en 
su contra la sentencia impugnada, por RD$15,000.00, así 
C01110 que esa demanda no debió ser declarada recibible por 
los Jueces del fondo, por estar fuera del ámbito dado al 
proceso en su iniciación; que la actitud de la Compañía 
durante el tiempo en que los bienes del recurrido se encon-
traban, en virtud de la Ley No. 5835 de 1962, cuyo efecto 
no cesó sino con el descargo pronunciado el 29 de noviem-
bre de 1966, no podía constituir una falta comprometedo-
ra de su responsabilidad; 

Considerando, que, si, en cuanto al aspecto procedí- 
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ocurrir el riesgo asegurado, a quien fuera de lugar según 
el efecto que resultara del hecho de haber sido el recu-
rrido confiscado en sus bienes por la Ley 5855 de 1962 y 
de la impugnación que de esa confiscación hizo el recurrido, 
resulado que fue su descargo el 29 de noviembre de 1966; 
que, al fallar como lo ha hecho, la Corte a-qua ha violado 
la estipulación contractual sobre cuya base recibió la Com-
pañía la suma de RD$10,456.63, considerándola erronea-
mente como un depósito ordinario retirable a voluntad del 
depositante; 1111 

Considerando, que, según resulta de la sentencia impug-
nada, no fue controvertido en el proceso que la suma de 
RD$10,456.63 fue entregada por el recurrido y recibida por 
la Compañía recurrente "con el propósito de cubrir, por 
adelantado, setentidos mensualidades", a partir del 18 de 
Junio de 1961; que habiéndose estipulado al hacerse ese 
depósito que su propósito era hacer un pago por adelan-
tado, este punto de la estipulación era tan claro en su sen-
tado y alcance, que no requería, para su comprensión, nin-
gún esfuerzo interpretativo; que, en tales condiciones, la 
Corte a-qua al juzgar, confirmando así lo decidido en pri-
mera instancia, que la suma indicada era propiedad del ase-
gurado recurrido con excepción del valor de una prima co-
rrespondiente a la Compañía pagable el 18 de Julio de 1961, 
ha violado por una interpretación improcedente la estipula-
ción contractual a que ya se ha hecho referencia; que, la 
circunstancia de que al hacerse entre las partes la estipu-
lación contractual que se examina se empleara el término 
"depósito" no puede conducir a la interpretación de que se 
trataba, al hacerse esa operación, de un depósito ordinario, 
sino a la de que ese término se empleó en un sentido gené-
rico puramente material, como se emplea frecuentemente„ 
para toda entrega de dinero o de cosas, sin que se trate de 
un depósito en el sentido jurídico; que, por otra parte, el 
hecho de que los bienes del recurrido fueran declarados,,,' 
bajo confiscación general en 1962, después de la operación'  

que ya se ha explicado, no podía alterar la finalidad de 
pago por adelantado con que la Compañía recurrente reci-
bió la suma de RD$10,456.63, pues el único efecto que ha-
bría tenido la confiscación del recurrido, de haber sido 
mantenida, era el de hacer controvertible a quien se debía 

pagar la póliza en caso de ocurrir el riesgo asegurado, así 

como quién tenía calidad para liquidar la póliza antes del 
riesgo; que, finalmente, como la demanda del actual re-
currido contra la Compañía recurrente se produjo, según 
consta en la sentencia impugnada, el 23 de 'febrero de 
1967, es evidente que al producirse, el valor entregado 
poi el recurrido a la Compañía recurrente había en-
trado al patrimonio de ésta, no ya sólo por el alcance de 
la estipulación contractual que se ha examinado en el pre-
sente Considerando, sino además por el vencimiento de las 
primas pagables por adelantado en 1961, 1962, 1963, 1964, 
1965 y 1966, el 18 de Julio de cada uno de esos años, an-
teriores al de la demanda; que, por todas las razones ex-
puestas, el primer medio del recurrente debe ser acogido 
y la sentencia casada en cuanto confirmó la de primera 
instancia en la parte de la misma que condenó a la recu-
rrente al pagar al recurrido la suma de RD$8,560.63 y los 
intereses legales de esa suma a contar de la fecha de la 
demanda; 

Considerando, que en los medios primero y quinto de 
su memorial, la recurrente alega, en síntesis, que es impro-
cedente la condenación a daños y perjuicios que hace en 
su contra la sentencia impugnada, por RD$15,000.00, así 
como que esa demanda no debió ser declarada recibible por 
los Jueces del fondo, por estar fuera del ámbito dado al 
proceso en su iniciación; que la actitud de la Compañía 
durante el tiempo en que los bienes del recurrido se encon-
traban, en virtud de la Ley No. 5835 de 1962, cuyo efecto 
no cesó sino con el descargo pronunciado el 29 de noviem-
bre de 1966, no podía constituir una falta comprometedo-
ra de su responsabilidad; 

Considerando, que, si, en cuanto al aspecto procedí- 
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mental, el medio propuesto no puede ser acogido toda v ez 
 cate la posibilidad de concluir pidiendo daños y perjuicios 

 debe reputarse como implícita en toda demanda, en catn, 
bio, en cuanto al fondo, procede su acogimiento; que, en 

 efecto, la Ley 5835, de 1962, que había confiscado los 
 bienes del actual recurrido Ley que se reputaba conoci• 

da por todo el mundo, obligaba obviamente a todas las pe r. 
sonas y entidades en cuyo poder se encontrasen valores o 

 derechos patrimoniales potenciales del confiscado, a abs. 
tenerse de hacer cualquier entrega de valores al confisca. 
do con cargo o por causa de entregas anteriores hechas 
por el confiscado, y esa actitud constituía para la Compañia 
z ecurrente un deber de orden público cuyo cumplimiento 
no podía configurar de parte de ella una falta por la cual 
pudiera más tarde ser declarada responsable; que, por otra 
parte, si la indemnización fue concedida por la actitud de 
la recurrente frente a la demanda en devolución de los RD 
$8,560.63 que ya se han mencionado en parte anterior de 
esta sentencia, también carece de causa justificativa, en 
vista de que ya se ha decidido, precedentemente, que la de-
manda de tal devolución carecía de fundamento, en vista 
de la estipulación contractual de 1960 ó 1961 entre las 
partes, examinada a propósito del primer medio del recur-
FO; que, por tanto, los medios primero y quinto del memo-
rial deben ser acogidos en cuanto se refiere al fondo y la 
sentencia que se impugna casada, en cuanto pronuncia una 
indemnización de RD$15,000.00 contra la recurrente; 

Considerando, que, en el quinto medio del memorial, 
la recurrente alega que en la sentencia impugnada se han 
violado las estipulaciones del contrato entre ella y el recu-
rrido, al ordenar la liquidación de la póliza sobre el su-
puesto, sostenido en los motivos de la sentencia impugnada, 
de que la Compañía recurrente había incurrido en faltas 
en la ejecución de sus contrato; 

Considerando, que, tal como lo dice la recurrente, 
motivo que se dá en la sentencia impugnada para ac 
la conclusión del recurrido a fines de liquidación de la p6  

liza  fue una falta contractual de la Compañía recurrente 

ge tluinee:,ad  
por tIrr nto el medio que se examina debe ser también 

lo expuesto a propósito de los medios ya exa-

minados, 	 ha existido realmente a cargo de la Compañía; 

cogido; que, por oTra parte, la casación de la sentencia en 
cuanto a este punto no produce ningún efecto lesivo al re-

currido, puesto que, en el caso ocurrente, la liquidación es 
opcional para el asegurado, si lo cree conveniente a sus in-
tereses, o indispenlable para su situación; 

Considerando, que las razones expuestas justifican la 
casación de la sentencia en todas sus partes, sin necesidad 
de ponderar los demás alegatos del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes 
la sentencia dictada en fecha 8 de noviembre de 1967 en 
sus atribuciones comerciales por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto, en las mismas 
atribuciones, a la Corte de Apelación de Santiago; Segundo: 
Condena al recurrido al pago de las costas y ordena su dis-
tracción en provecho del Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, 
abogado de la recurrente, quien afirma estarlas avanzando 
en su mayor parte. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Pere-
116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 
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mental, el medio propuesto no puede ser acogido toda v ez 
 Que la posibilidad de concluir pidiendo daños y perjuicios 

debe reputarse como implícita en toda demanda, en ca ni, 
bio, en cuanto al fondo, procede su acogimiento; que, en 

 efecto, la Ley 5835, de 1962, que había confiscado los 
bienes del actual recurrido Ley que se reputaba conocí, 
da por todo el mundo, obligaba obviamente a todas las per, 
sonas y entidades en cuyo poder se encontrasen valores 
derechos patrimoniales potenciales del confiscado, a abs- 
tenerse de hacer cualquier entrega de valores al confisca. 
do con cargo o por causa de entregas anteriores hechas 
por el confiscado, y esa actitud constituía para la Compañí a 

 ecurrente un deber de orden público cuyo cumplimiento 
no podía configurar de parte de ella una falta por la cual 
pudiera más tarde ser declarada responsable; que, por otra 
parte, si la indemnización fue concedida por la actitud de 
la recurrente frente a la demanda en devolución de los RD 
$8,560.63 que , ya se han mencionado en parte anterior de 
esta sentencia, también carece de causa justificativa, en 
vista de que ya se ha decidido, precedentemente, que la de-
manda de tal devolución carecía de fundamento, en vista 
de la estipulación contractual de 1960 ó 1961 entre las 
partes, examinada a propósito del primer medio del recur-
so; que, por tanto, los medios primero y quinto del memo-
rial deben ser acogidos en cuanto se refiere al fondo y la 
sentencia que se impugna casada, en cuanto pronuncia una 
indemnización de RD$15,000.00 contra la recurrente; 

Considerando, que, en el quinto medio del memorial, 
la recurrente alega que en la sentencia impugnada se han 
violado las estipulaciones del contrato entre ella y el recu-
rrido, al ordenar la liquidación de la póliza sobre el su-
puesto, sostenido en los motivos de la sentencia impugnada, 
de que la Compañía recurrente había incurrido en faltas 
en la ejecución de sus contrato; 

Considerando, que, tal como lo dice la recurrente, 
motivo que se dá en la sentencia impugnada para acoger 
la conclusión del recurrido a fines de liquidación de la pó- 

liza, fue una falta contractual de la Compañía recurrente 

que, según lo expuesto a propósito de los medios ya exa-
minados, no ha existido realmente a cargo de la Compañía; 
que, por tanto el medio que se examina debe ser también 

acogido; que, por otra parte, la casación de la sentencia en 
cuanto a este punto no produce ningún efecto lesivo al re-

currido, puesto que, en el caso ocurrente, la liquidación es 
opcional para el asegurado, si lo cree conveniente a sus in-
tereses, o indispen1able para su situación; 

Considerando, que las razones expuestas justifican la 
casación de la sentencia en todas sus partes, sin necesidad 
de ponderar los demás alegatos del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes 
la sentencia dictada en fecha 8 de noviembre de 1967 en 
sus atribuciones comerciales por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto, en las mismas 
atribuciones, a la Corte de Apelación de Santiago; Segundo: 
Condena al recurrido al pago de las costas y. ordena su dis-
tracción en provecho del Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, 
abogado de la recurrente, quien afirma estarlas avanzando 
en su mayor parte. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. 15.miama.— Joaquín M. Alvarez Pere-
lló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de Ni, 
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 14 de abril 

de 1968. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Nery Evangelista Peña y Angélica Tejada Bretón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus. 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Puente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de Septiembre de 
1968, años 125° de la Independencia y 106 9  de la Restau-
ración, dicta en su audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Nery 
Evangelista Peña, dominicano, mayor de edad, cédula No. 
119054, serie 1ra., domiciliado y residente en la calle Ja-
cinto de la Concha No. 19, de la ciudad de Santo Domingo; 
y por Angélica Tejada Bretón, cédula No. 4959, serie 55, 
residente en la calle Jacinto de la Concha No. 21, de la mis-
ma ciudad, contra la sentencia dictada por la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en atribuciones correccionales y en grado de ape-
lación, de fecha 14 de abril de 1968, cuyo dispositivo se 
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copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular y 
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por la Sra. Angélica Tejada Bretón, contra senten-
cia dictada por el Juzgado de Paz de la 2da. Cincunscrip-
Mil del Distrito Nacional, en fecha 8-3-68, cuyo dispositi-
vo dice así: Primero: Declara culpable al Sr. Nery Evange-
lista Peña, por haber violado la Ley 2402 en perjuicio de 
los menores Nerys Miguel de la Altagracia y Henry Evan-
gelista Peña, procreado con la Sra. Angélica Tejada Bre-
tón. Segundo: Condena a dicho Sr. a pagarle la suma de 
RD$24.00 mensuales como pensión alimenticia a la Sra. An-
gélica Tejada Bretón, para la manutención de los menores 
más arriba mencionados, procreados por ambos, y en caso de 
no cumplimiento se condenó a dos años de prisión; y costas, 
y que esta sentencia sea ejecutoria no obstante cualquier 
recurso'. Segundo: En el fondo modifica la sentencia recu-
rrida en cuanto a la suma acordada y se le fija en la suma 
de RD$50.00 mensuales como pensión alimenticia que de-
berá pasar el prevenido, en favor de los menores Nery 
Miguel de la Altagracia y Henry Evangelista Peña, de 3 
y 1 años de edad respectivamente, procreados por éste y 
la querellante, confirmándose dicha Sentencia recurrida en 
sus demás aspectos. Tercero: Condena además a dicho pre-
venido al pago de las costas penales"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 25 'de abril de 
1968, a requerimiento del Dr. Rubén D. Peña Castillo, a 
nombre y en representación de Nery Evangelista Peña, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casa-
ción; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, el mismo 25 de abril de 
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1968, a requerimiento de Angélica Tejada Bretón, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7 y 8 de la Ley No. 2402 
de 1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, en lo que concierne al recurrente Nery 
Evangelista Peña, que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone, que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
podrán recurrir en casación, sino estuvieren presos, o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando, que el recurrente Nery Evangelista Pe-
ña fue condenado a la pena de dos años de prisión corre-
ccional; que no se ha establecido que dicho recuerrente 
esté en prisión, ni tampoco que haya obtenido su libertad 
provisional bajo fianza, o que haya hecho el compromiso 
necesario para obtener la suspensión de la ejecución de la 
pena, en la forma establecida en los artículos 7 y 8 de la 
Ley No. 2402, de 1950; que, en tales condiciones, el pre-
sente recurso en casación del recurrente no puede ser ad-
mitido; y, en consecuencia, no ha lugar a ponderar el es-
crito sometido por dicho recurrente; 

Considerando, en lo oue concierne a la recurrente An-
gélica Tejada Bretón, que en la especie, el examen del fa-
llo impugnado pone de manifiesto que para fijar en la su-
ma de RD$50.00 mensuales, la pensión que el prevenido 
Nery Evangelista Peña debe suministrar a la madre que-
rellante, Angélica Tejada Bretón, para subvenir a las ne-
cesidades de los dos menores procreados con ella, la Cáma-
ra a-qua ponderó las necesidades de los dos menores, así 
como las posibilidades económicas de los padres; que, en 
consecuencia, al fijar en dicha suma, acogiendo en parte la 
solicitud de aumento de la madre demandante, que pidió 
$70.00, la pensión que el prevenido deberá pagar a la ci- 

ta demandante, dicha Cámara tuvo en cuenta los ele- 
de juicio que señala el artículo 1 9  de la Ley No. 

ele- 

mentos  

0s2eC'nodtenensicid9iae5r0ai:npugnada no contiene, en lo que concierne 
ndo que examinada en sus demás asitctos, 

fl al interés de la recurrente, vicio alguno que amerite su 

po
; 

 tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re- 
curso de casación interpuesto por Nery Evangelista Peña 
contra la sentenció dictada por la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
atribuciones correccionales y en grado de apelación, de fe-
cha 14 de abril de 1968, cuyo dispositivo ha sido transcri-
to en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza 
el recurso de casación interpuesto por Angélica Tejada Bre-
tón contra la misma sentencia; y, Tercero: Condena al recu-
rrente Nery E. Peña al pago de las costas, y declara de 
oficio las costas en lo que concierne a la recurrente An-
gélica Tejada Bretón. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo 
Carbucia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 
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contra la sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
atribuciones correccionales y en grado de apelación, de fe-
cha 14 de abril de 1968, cuyo dispositivo ha sido transcri-
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fech a 
 22 de mayo de 1967. 

Materia: Correccional. 

Beenrrente: José Tomás Tejada. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Tus. 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 11 del mes de septiembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, 
dita en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José To-
más Tejada, dominicano, mayor de edad, soltero, cédulaw 
3602, serie 42, barbero, domiciliado y residente en Esperan-
za, contra la sentencia de fecha 22 de mayo de 1967, dicta-
da en ssu atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 30 de mayo de 1967, 
a requerimiento del recurrente, en la cual no expone ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5869 de 1962, 

y sus modificaciones; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, son constantes los he-
chos siguientes: a) que con motivo de una querella presen-
tada por Ana Dolores Bejarán contra José Tomás Tejada, 
Pablo Consuegra y Andrés Rodríguez, por violación de pro-
piedad, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Valverde, regularmente apoderado, dictó en fecha 
27 de abril de 1966, una sentencia, cuyo dispositivo se copia 
en el de la sentencia impugnada; b) que sobre recurso in-
terpuesto por el prevenido José Tomás Tejada, la Corte de 
Apelación de Santiago dictó en fecha 22 de mayo de 1967, 
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Declara en la forma bueno y vá-
lido el recurso de apelación interpuesto por el prevenido 
José Tomás Tejada contra sentencia dictada por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde 
de fecha 27 de abril de 1966, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Primero: Que debe declarar y declara culpable de viola-
ción de propiedad a los nombrados Tomás Tejada y Pablo 
Consuegra (a) Papito, y en consecuencia se le condena al 
pago de una multa de veinte pesos oro (RD$20.00) a cada 
uno, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y al 
pago de las costas; Segundo: Que debe descargar y descar-
ga de responsabilidad penal al nombrado Andrés Rodríguez 
por insuficiencia de pruebas y se declaran en cuanto a él 
las costas de oficio; Tercero: Considera buena y válida la 
constitución en parte civil hecha por la agraviada y en con-
secuencia le se (sic) condena a los prevenidos Tejada y 5 
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Consuegra al pago de una indemnización simbólica de U n 
 Peso (RD$1.00); Cuarto: Que debe condenar y condena a 

los prevenidos Tejada y Consuegra al pago de las costas 
civiles; Quinto: Se ordena el inmediato desalojo de los per. 
turbadores a la propiedad de la señora Ana Dolores Beja-
rán"; Segundo: Confirma la sentencia apelada en lo que 
respecta a los intereses del prevenido apelante, aspecto de-
vuelto por la apelación de que se trata; Tercero Condena 
al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente aportados en la instrucción 
de la causa, la Corte a-qua dió por establecidos lo siguiente: 
a) Que la querellante posee desde hace más de ocho años, 
en calidad de propietaria, y sin discusión alguna, una por 
ción de terreno en la calle Olgaría de Vargas, de Esperan 
za, la cual adquirió en una permuta; b) que el prevenid 
se introdujo en dicho terreno, sin autorización alguna d 
su propietaria y a sabiendas, y allí inició y realizó una cons 
trucción; c) que si bien presentó como defensa un acto d 
arrendamiento que había suscrito con el Ayuntamiento de 
Esperanza, quedó establecido que el arrendamiento se re-
fiere a un solar de 200 metros cuadrados que está situado 
al frente del predio de la querellante; d) que dicho contrato 
de arrendamiento tiene una fecha posterior a la querella, 
pues fue obtenido y suscrito el 9 de mayo de 1968, y la que-
rella había sido interpuesta el 8 de marzo de ese año; y. 
e) que fueron inútiles las diligencias de la querellante para 
que desalojara, pues el prevenido, no obstante los hechos 1 
anteriores, se negó a hacerlo; 

Considerando que en los hechos así establecidos por los 
jueces del fondo, se encuentran reunidos los elementos 
constitutiva,; del delito de violación de propiedad, previs-
to por el artículo 1 de la Ley No. 5869 de 1962, reforma-
da, el cual está sancionado por dicho texto legal con tres  

meses a dos arios de prisión correccional y con multa de 
diez a quinientos pesos, disponiendo además el párrafo 
único de dicho artículo, que la sentencia que intervenga 
ordenará el desalojo de los ocupantes; que, en consecuencia, 

al condenar la Corte a-qua al prevenido recurrente a veinte 
pesos de multa, después de declararlo culpable, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes, y al ordenar su des-
alojo, confirmando así el fallo de primera instancia, la Cor-

te a-qua aplicó una sanción ajustada a la ley; 
Considerando, que la Corte a-qua, estimó también que 

el hecho cometido por el prevenido, había ocasionado a la 
parte civil constituída, daños y perjuicios morales y mate-
riales, los cuales había solicitado dicha parte civil, fiján-
dose en un peso oro; que, en consecuencia, al acordar di-
cha suma, que fue la pedida, en calidad de reparación civil, 

la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación del artículo 

1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
recurrente, ella no contiene ningún vicio que determine su 
casación; 

Considerando que no procede pronunciar la condena-
ción al pago de las costas civiles del proceso porque la parte 
civil constituida no lo ha solicitado, ya que ni siquiera ha 
comparecido en casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Tomás Tejada contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las costas penales. 

(Firmados): Manuel Ramón nuíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani. —Manuel A. Amiama.— 
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Peso (RD$1.00); Cuarto: Que debe condenar y condena 
los prevenidos Tejada y Consuegra al pago de las costas 
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turbadores a la propiedad de la señora Ana Dolores Bej 
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respecta a los intereses del prevenido apelante, aspecto d 
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al prevenido al pago de las costas"; 
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a) Que la querellante posee desde hace más de ocho añ 
en calidad de propietaria, y sin discusión alguna, una por 
ción de terreno en la calle Olgaría de Vargas, de Esperan./ 
za, la cual adquirió en una permuta; b) que el prevenid 
se introdujo en dicho terreno, sin autorización alguna de 
su propietaria y a sabiendas, y allí inició y realizó una cons-
trucción; c) que si bien presentó como defensa un acto de 
arrendamiento que había suscrito con el Ayuntamiento de 
Esperanza, quedó establecido que el arrendamiento se re-
fiere a un solar de 200 metros cuadrados que está situado 
al frente del predio de la querellante; d) que dicho contrato 
de arrendamiento tiene una fecha posterior a la querella, 
pues fue obtenido y suscrito el 9 de mayo de 1968, y la que-
rella había sido interpuesta el 8 de marzo de ese año; y, 
e) que fueron inútiles las diligencias de la querellante para 
que desalojara, pues el prevenido, no obstante los hechos 
anteriores, se negó a hacerlo; 

Considerando que en los hechos así establecidos por los 
jueces del fondo, se encuentran reunidos los elementos 
constitutivos del delito de violación de propiedad, previs-
to por el artículo 1 de la Ley No. 5869 de 1962, reforma-
da, el cual está sancionado por dicho texto legal con tres  

meses a dos años de prisión correccional y con multa de 
diez a quinientos pesos, disponiendo además el párrafo 
único de dicho artículo, que la sentencia que intervenga 
ordenará el desalojo de los ocupantes; que, en consecuencia, 

al condenar la Corte a-qua al prevenido recurrente a veinte 
pesos de multa, desnués de declararlo culpable, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes, y al ordenar su des-
alojo, confirmando así el fallo de primera instancia, la Cor-

te a-qua aplicó una sanción ajustada a la ley; 
Considerando, que la Corte a-qua, estimó también que 

el hecho cometido por el prevenido, había ocasionado a la 
parte civil constituida, daños y perjuicios morales y mate-
riales, los cuales había solicitado dicha parte civil, fiján-
dose en un peso oro; que, en consecuencia, al acordar di-
cha suma, que fue la pedida, en calidad de reparación civil, 

la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación del artículo 

1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
recurrente, ella no contiene ningún vicio que determine su 
casación; 

Considerando que no procede pronunciar la condena-
ción al pago de las costas civiles del proceso porque la parte 
civil constituida no lo ha solicitado, ya que ni siquiera ha 
comparecido en casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Tomás Tejada contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas penales. 

(Firmados): Manuel Ramón `luíz Tejada.— Fernando 
. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
uez.— Manuel D. Bergés Chupani. —Manuel A. Amiama.— 
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Interviniente: Nelfa Burgos Vda. Cruz. 
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Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló. 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Roj 
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. diencia públféa del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 
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yrENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

sentencia  impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

21 de diciembre de 1967. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la Ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 11 de septiembre de 1968, años 1259 

 de la Independencia y 1069  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Libo-
rio Santana, dominicano, mayor de edad, comerciante, cé-, 
dula 574, serie 72, domiciliado y residente en Río San Juan, 
Provincia Sánchez Ramírez, y la Aguilar S.A., entidad ase-
guradora, organizada de acuerdo con las leyes de la Repú-
blica, con domicilio en la ciudad de Santo Domingo, contra 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
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món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la Ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 11 de septiembre de 1968, años 125° 
de la Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Libo-
rio Santana, dominicano, mayor de edad, comerciante, cé-, 
dula 574, serie 72, domiciliado y residente en Río San Juan, 
Provincia Sánchez Ramírez, y la Aguilar S.A., entidad ase-
guradora, organizada de acuerdo con las leyes de la Repú-
blica, con domicilio en la ciudad de Santo Domingo, contra 
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la sentencia dictada en atribuciones correccionales 
Corte de Apelación de La Vega, en fecha 21 de dicie 
de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Federico Nina hijo, por sí y por el Dr. Luis 

Silvestre Nina Mota, cédulas números 670 y 22398, serie 
23, abogados de los recurrentes, en la lectura de sus con. 
clusiones; 

Oído el Dr. Luis Ramón Cordero G., por sí y por el  
Dr. Jorge Luis Pérez, cédulas 28384 y 6852, series 47 y 1 
respectivamente, abogados de la parte civil Nelfa Burl s 

 viuda Cruz, interveniente, cédula 946796, serie 56, qt 
actúa por sí y como tutora legal de sus hijos menores, 
creados con su esposo Filiberto Cruz, en la lectura de 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos levantados en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, en fecha 22 de diciembre de 1967, 
a nombre de los recurrentes por el Dr. Juan Pablo Ramos, 
cédula 13706, serie 47, en la cual no se invocó ningún me-
dio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación, así como la ampliación 
del mismo, de fechas 22 y 25 de julio de 1968, suscrito por 
los abogados de los recurrentes, en el cual se exponen los 
medios de casación que más adelante se indican; 

Visto el escrito de los intervinientes, firmado por sus 
abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos de la Ley 5771 de 1961; 10 de 
la Ley No. 4117 de 1955; 1315 del Código Civil; 150 del Có 
digo de Procedimiento Civil; y 1, 23 inciso 5 9, 36 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una colisión ocurrida en fecha 16 de noviem-
bre de 1965, en la carretera San Francisco de Macorís-
Rincón, entre la comioneta GMC, placa 59662, manejada 
por Liborio Santana y un carro marca Volkswagen, mane-
jado por Filiberto Cruz, en el cual resultó muerto el último, 

la  Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, después de efectuar 
varias audiencias, dictó en fecha 19 de mayo de 1967, una 
sentencia cuyo dispositivo se copia en el de la decisión im-
pugnada; b) que sobre los recursos interpuestos contra di-
cha sentencia, la Corte de Apelación de La Vega, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 

"Falla: Primero: Declara regularmente y válidos, en la for-
ma, los recursos de apelación interpuestos por el Licdo. 
Juan Pablo Ramos Fernández, a nombre y representación 
de la Cía de Seguros Aguilar, S. A. y el Dr. Francisco Cruz 
Maquín, a nombre y representación del prevenido Liborio 
Santana, contra sentencia de la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, de fecha 19 de mayo de 1967, cuyo dispositivo es el 

siguiente: "Falla: Primero: Se rechaza el pedimento hecho 
por el abogado de los intereses de la Compañía asegura-
dora; Segundo: Se declara buena y válida la constitución 
en parte civil intentada por la señora Nelfa Burgos Vda. 
Cruz a través de sus abogados Lic. Jorge Luis Pérez y el 

Dr. Luis Ramón Cordero G., por ser regular en la forma; 
Tercero: Se pronuncia el defecto contra Liborio Santana, 
por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar 
legalmente citado; Cuarto: Se declara culpable al nombra-
do Liborio Santana, del delito de violación Ley No. 5771, 
en perjuicio de Filiberto Cruz y José Bautista y en conse-
cuencia se le condena a ufrir la pena de 2 años de prisión 
correccional, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Quinto: Se condena a Liborio Santana al pago de una 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
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dio determinado de casación; 
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medios de casación que más adelante se indican; 

Visto el escrito de los intervinientes, firmado por sus 
abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos de la Ley 5771 de 1961; 10 de 
la Ley No. 4117 de 1955; 1315 del Código Civil; 150 del Có- 
digo de Procedimiento Civil; y 1, 23 inciso 5 9, 36 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la decisión impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 

con  motivo de una colisión ocurrida en fecha 16 de noviem-
bre de 1965, en la carretera San Francisco de Macorís-
Rincón, entre la comioneta GMC, placa 59662, manejada 
por Liborio Santana y un carro marca Volkswagen, mane-
jado por Filiberto Cruz, en el cual resultó muerto el último, 
la segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, después de efectuar 
varias audiencias, dictó en fecha 19 de mayo de 1967, una 
sentencia cuyo dispositivo se copia en el de la decisión im-
pugnada; b) que sobre los recursos interpuestos contra di-
cha sentencia, la Corte de Apelación de La Vega, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 

"Falla: Primero: Declara regularmente y válidos, en la for-
ma, los recursos de apelación interpuestos por el Licdo. 
Juan Pablo Ramos Fernández, a nombre y representación 
de la Cía de Seguros Aguilar, S. A. y el Dr. Francisco Cruz 
Maquín, a nombre y representación del prevenido Liborio 
Santana, contra sentencia de la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, de fecha 19 de mayo de 1967, cuyo dispositivo es el 

siguiente: "Falla: Primero: Se rechaza el pedimento hecho 
por el abogado de los intereses de la Compañía asegura-
dora; Segundo: Se declara buena y válida la constitución 
en parte civil intentada por la señora Nelfa Burgos Vda. 
Cruz a través de sus abogados Lic. Jorge Luis Pérez y el 

Dr. Luis Ramón Cordero G., por ser regular en la forma; 
Tercero: Se pronuncia el defecto contra Liborio Santana, 
Por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar 
legalmente citado; Cuarto: Se declara culpable al nombra-
do Liborio Santana, del delito de violación Ley No. 5771, 
en perjuicio de Filiberto Cruz y José Bautista y en conse-
cuencia se le condena a ufrir la pena de 2 años de prisión 
correccional, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Quinto: Se condena a Liborio Santana al pago de una 
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indemnización de RD$5,000.00 como justa reparación de lo s 
 daños morales y materiales causados; Sexto: Se condena 

ademá al pagado de las costas civiles con distracción de las 
mismas en provecho de los doctores Jorge Luis Pérez y 
Luis Ramón Cordero G., quienes afirman haberlas avanza-
do en su totalidad; Séptimo: La presente sentencia es opo. 
nible a la Compañía de Seguros Aguilar ,S.A."; por haber 
llenado los requisitos legales; Segundo: Pronuncia el defec-
to contra el prevenido Liborio Santana, por no haber com-
parecido a la audiencia habiendo sido citado legalmente; 
Tercero: Declara buena y válida, en la forma, la constitu-
ción en parte civil hecha por la Sra. Nelfa Burgos Vda. 
Cruz, por sí, y en nombre de sus hijos menores, al través 
de sus abogadas Dr. Luis Ramón Cordero y Licdo. Jorge 
Luis Pérez, en contra del prevenido Liborio Santana y la 
Cía. de Seguros Aguilar, S.A.; Ouarto: Confirma la senten-
cia apelada, a excepción de la pena que la rebaja a un (1) 
año de prisión correccional, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, así como el monto de la indemnización 
que la reduce a RD$4,000.00 (Cuatro Mil Pesos Oro), con-
denándolo además al pago de las costas penales de esta 
alzada; Quinto: Condena al prevenido Liborio Santana y a 
la Cía de Seguros Muilar, S.A., al pago de las costas ci-
viles procedentes, distrayéndolas en favor del Dr. Luis Ra-
món Cordero y Licdo. Jorge Luis Pérez, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad; Sexto' Declara la. Pre-
sente sentencia común y oponible a la Cía, de Seguros Agui-
lar, S.A."; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguientes 
medios de casación: Primer Medio: Violación del inciso 5to. 
del artículo 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación 
(falta de motivos), falta de base legal, violación del artícu- ': 411 
lo 1315 del Código Civil; Segundo Medio: Violación del ar-
tículo 150 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 10 de la 
Ley No. 4117 de 1955; Tercer Medio: Violación del inciso 58  

del artículo 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 

en  cuanto la sentencia desnaturaliza los hechos; 

En cuanto a los medios de inadmisión y de nulidad. 

Considerando que en su escrito de intervención la par- 
te civil constituida ha propuesto inadmisión del recurso del 
prevenido, e igualmente su nulidad; así como el de la Com-

pañía de Seguros, S.A.; que en lo que respecta al recurso 
del prevenido, dichos medios los fudamenta en que en el 
momento de intentar su recurso, dicho prevenido, quien 
estaba condenado a un año de prisión correccional, no es-
taba en prisión ni en libertad bajo fianza, requisitos indis-
pensables para poder recurrir en casación aquellas personas 
condenadas a más de seis meses de prisión; y además en 
que ni el prevenido ni la Compañía, como era su obligación, 
motivaron sus respectivos recursos, en el aspecto civil, al 
declararlos; ni tampoco han sometido el memorial de la 
expresada formalidad. según lo prescribe la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor de lo prescrito por el artícu-
lo 36 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, los con-
denados a una pena que exceda de seis meses de prisión 
correccional, no podrán recurrir en casación si no estuvie-
ren presos o en libertad provisional bajo fianza; circunstan-
cias éstas que, según el mismo texto legal, deben consignar-
se en constancia expedida por el ministerio público; que di-
chos requistos de cuyo cumplimiento no existe constancia 
en el expediente, deben ser satisfechos, en todo caso, pues-
to que la ley no distingue, ni existe fundamento alguno pa-
ra establecer diferencia cuando las condenaciones civiles 
han sido pronunciadas contra el prevenido, como en el pre-
sente caso, accesoriamente a las de carácter penal; que, 
Por tanto, el recurso del prevenido es inadmisible; 

Considerando, en cuanto a la nulidad del recurso de la 
Compañía aseguradora de la responsabilidad civil, que aun-
que su recurso no fue motivado al ser declarado en la Se- 
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indemnización de RD$5,000.00 como justa reparación de los 
daños morales y materiales causados; Sexto: Se condena 
ademá al pagado de las costas civiles con distracción de las 
mismas en provecho de los doctores Jorge Luis Pérez y 
Luis Ramón Cordero G., quienes afirman haberlas avanza-
do en su totalidad; Séptimo: La presente sentencia es cipo. 
riible a la Compañía de Seguros Aguilar ,S.A."; por haber 
llenado los requisitos legales; Segundo:. Pronuncia el defec-
to contra el prevenido Liborio Santana, por no haber com. 
parecido a la audiencia habiendo sido citado legalmente; 
Tercero: Declara buena y válida, en la forma, la constitu-
ción en parte civil hecha por la Sra. Nelfa Burgos Vda. 
Cruz, por sí, y en nombre de sus hijos menores, al través 
de sus abogados Dr. Luis Ramón Cordero y Licdo. Jorge 
Luis Pérez, en contra del prevenido Liborio Santana y la 
Cía. de Seguros Aguilar, S.A.; Ouarto: Confirma la senten-
cia apelada, a excepción de la pena que la rebaja a un (1) 
año de prisión correccional, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, así como el monto de la indemnización 
que la reduce a RD$4,000.00 (Cuatro Mil Pesos Oro), con-
denándolo además al pago de las costas penales de esta 
alzada; Quinto: Condena al prevenido Liborio Santana y a 
la Cía de Seguros A:?,uilar, S.A., al pago de las costas ci-
viles procedentes, distrayéndolas en favor del Dr. Luis Ra-
món Cordero y Licdo. Jorge Luis Pérez, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad; Sexto' Declara la. Pre-
sente sentencia común y oponible a la Cía, de Seguros Agui-
lar, S.A."; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguientes 
medios de casación: Primer Medio: Violación del inciso 5to. 
del artículo 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación 
(falta de motivos), falta de base legal, violación del artícu-
lo 1315 del Código Civil; Segundo Medio: Violación del ar-
tículo 150 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 10 de la 
Ley No. 4117 de 1955; Tercer Medio: Violación del inciso 58 
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del artículo 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 

en cuanto la sentencia desnaturaliza los hechos; 

En cuanto a los medios de inadmisión y de nulidad. 

Considerando que en su escrito de intervención la par-
te civil constituida ha propuesto inadmisión del recurso del 
prevenido, e igualmente su nulidad; así como el de la Com-
pañía de Seguros, S.A.; que en lo que respecta al recurso 
del prevenido, dichos medios los fudamenta en que en el 
momento de intentar su recurso, dicho prevenido, quien 
estaba condenado a un año de prisión correccional, no es-
taba en prisión ni en libertad bajo fianza, requisitos indis-
pensables para poder recurrir en casación aquellas personas 
condenadas a más de seis meses de prisión; y además en 
que ni el prevenido ni la Compañía, como era su obligación, 
motivaron sus respectivos recursos, en el aspecto civil, al 
declararlos; ni tampoco han sometido el memorial de la 
expresada formalidad, según lo prescribe la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor de lo prescrito por el artícu-
lo 36 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, los con-
denados a una pena que exceda de seis meses de prisión 
correccional, no podrán recurrir en casación si no estuvie-
ren presos o en libertad provisional bajo fianza; circunstan-
cias éstas que, según el mismo texto legal, deben consignar-
se en constancia expedida por el ministerio público; que di-
chos requintos de cuyo cumplimiento no existe constancia 
en el expediente, deben ser satisfechos, en todo caso, pues-
to que la ley no distingue, ni existe fundamento alguno pa-
ra establecer diferencia cuando las condenaciones civiles 
han sido pronunciadas contra el prevenido, como en el pre-
sente caso,  accesoriamente a las de carácter penal; que, 
Por tanto, el recurso del prevenido es inadmisible; 

Considerando, en cuanto a la nulidad del recurso de la 
Compañía aseguradora de la responsabilidad civil, que aun-
que su recurso no fue motivado al ser declarado en la Se- 
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cretaría de la Corte a-qua, no es menos cierto que los n ie, 
dios en que ella lo fundó figuran en el memorial depositad o 

 por ella ante la Suprema Corte de Justicia, el mismo día 
de la audiencia; con lo cual dicha recurrente dió satisfac. 
ción, en este orden, al voto de la ley, por lo cual el medio 
de inadmisión propuesto debe ser desestimado; 

En cuanto al recurso de la Compañía de Seguros Agailar, 
S.A. 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios de su recurso, la recurrente alega, en síntesis, que con-
forme al acta levantada al día siguiente de la colisión & 
los vehículos el Magistrado Procurador Fiscal de La Ve-
ga, se trasladó al lugar de los hechos, habiendo comprl 
hado que el vehículo guiado por el prevenido Liborio 
tana, o sea la camioneta, transitaba a su derecha, se 
lo revelaban las huellas dejadas sobre el pavimento de 
vía, lo que queda reafirmado por la circunstancia de que 
la camioneta estaba detenida del expresado lado de la can 
rretera, de donde no pudo ser removida, pues con el choque 
le fue destruído la parte izquierda del tren delantero, o sea 
la que daba hacia el centro de la carretera; que, no obstan-
te, la Corte a-qua, fundándose esencialmente en la decla-
ración del testigo Antonio Sosa Acevedo, quien no pudo 
encontrarse en el lugar del accidente y mucho menos de 
noche, y desconociendo lo declarado por otro testigo, o se 
Manuel Antonio Marte, sargente de la Policía Nacio 
quien venía en el asiento delantero de la camioneta, 
admitido la versión opuesta de los hechos, sin observ 
por otra parte, las prescripciones legales que obligan a 1 
jueces, cuando el prevenido es juzgado en defecto, a 
acoger las conclusiones de la parte civil o del ministe 
público, sino cuando son justas o reposan en. prueba leg 
que, por otra parte, en la decisión impugnada se ha ded 
rado la oponibilidad de la decisión impugnada a la recu - 

rrente, sin que la Corte a-qua, estableciera que la camio-
neta manejada por el prevenido, era realmente la misma 

con respecto a la cual se hizo el seguro; pero, 
Considerando que para dictar su fallo, la Corte a-qua, 

dió por establecido, mediante la ponderación de los elemen-
tos de prueba que fueron regularmente sometidos al de-
bate, y sin incurrir en desnaturalización alguna, que el he-
cho se debió a que la camioneta GMC, conducida por Libo-

rio Santana obstruyó la derecha del caro Volswagen, que 
marchaba en sentido opuesto, al dar un virage a su izquier-
da, en el momento en que se cruzaban, produciéndose el 
choque; que si dicha Corte atribuyó más verosimilitud a 
la declaración del testigo Antonio Sosa Acevedo que a la 
de Manuel Antonio Marte, hizo con ello uso del poder sobe-
rano de apreciación de los hechos de la causa, que es re-
conocido a los jueces del fondo; que en cuanto al alegato 
relativo a la no comprobación de que el vehículo manejado 
por el prevenido fuese el mismo cubierto por la póliza de 
seguro, en la decisión impugnada se consigna que la Corte 
a-qua se fundó para dejar establecido que se trataba del 
mismo vehículo, en la certificación expedida por la Super-
intendencia General de Seguros; que, además, el medio aho-
ra suscitado en casación, de puro hecho, no fue jamás pro-
puesto a los jueces del fondo, como lo revela el examen de 
las distintas actas de audiencia, tratándose, por lo tanto 
de un medio nuevo, que no puede ser propuesto ante esta 
jurisdicción por primera vez; 

Considerando que todo lo anteriormente expuesto pone 
de manifiesto que la decisión impugnada contiene motivos 
suficientes y pertinentes, así como una exposición de los 
hechos de la causa, que ha permitido a esta Suprema Corte 
de Justicia, comprobar que en la especie se ha hecho una 
correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Nelfa Burgos viuda Cruz, parte civil constituida; Se-
gundo: Declara inadmisible el recurso de casación Wel.- 

a 
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cretaría de la Corte a-qua, no es menos cierto que los m e, 
dios en que ella lo fundó figuran en el memorial depositad o 

 por ella ante la Suprema Corte de Justicia, el mismo (lía 
 de la audiencia; con lo cual dicha recurrente dió satisfae. 

ción, en este orden, al voto de la ley, por lo cual el medio 
de inadmisión propuesto debe ser desestimado; 

En cuanto al recurso de la Compañía de Seguros Aguilar, 
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Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
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forme al acta levantada al día siguiente de la colisión d 
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ga, se trasladó al lugar de los hechos, habiendo compro-
bado que el vehículo guiado por el prevenido Liborio 
tana, o sea la camioneta, transitaba a su derecha, se 
lo revelaban las huellas dejadas sobre el pavimento de 
vía, lo que queda reafirmado por la circunstancia de que 
la camioneta estaba detenida del expresado lado de la car• 
rretera, de donde no pudo ser removida, pues con el choque 
le fue destruido la parte izquierda del tren delantero, o s{ a 
la que daba hacia el centro de la carretera; que, no obstan-
te, la Corte a-qua, fundándose esencialmente en la decl 
ración del testigo Antonio Sosa Acevedo, quien no pudo 
encontrarse en el lugar del accidente y mucho menos de 
noche, y desconociendo lo declarado por otro testigo, o se 
Manuel Antonio Marte, sargente de la Policía Nacio 
quien venía en el asiento delantero de la camioneta, 
admitido la versión opuesta de los hechos, sin observ 
por otra parte, las prescripciones legales que obligan a 
jueces, cuando el prevenido es juzgado en defecto, a 
acoger las conclusiones de la parte civil o del ministe 
público, sino cuando son justas o reposan en• prueba leg 
que, por otra parte, en la decisión impugnada se ha dec 
rado la oponibilidad de la decisión impugnada a la re  

riente, sin que la Corte a-qua, estableciera que la camio-
neta manejada por el prevenido, era realmente la misma 

con respecto a la cual se hizo el seguro; pero, 
Considerando que para dictar su fallo, la Corte a-qua 

dió por establecido, mediante la ponderación de los elemen-
tos de prueba que fueron regularmente sometidos al de-
bate, y sin incurrir en desnaturalización alguna, que el he-
cho se debió a que la camioneta GMC, conducida por Libo-
rio Santana obstruyó la derecha del caro Volswagen, que 
inarchaba en sentido opuesto, al dar un virage a su izquier-
da, en el momento en que se cruzaban, produciéndose el 
choque; que si dicha Corte atribuyó más verosimilitud a 
la declaración del testigo Antonio Sosa Acevedo que a la 
de Manuel Antonio Marte, hizo con ello uso del poder sobe-
rano de apreciación de los hechos de la causa, que es re-
conocido a los jueces del fondo; que en cuanto al alegato 
relativo a la no comprobación de que el vehículo manejado 
por el prevenido fuese el mismo cubierto por la póliza de 
seguro, en la decisión impugnada se consigna que la Corte 
a-qua se fundó para dejar establecido que se trataba del 
mismo vehículo, en la certificación expedida por la Super-
intendencia General de Seguros; que, además, el medio aho-
ra suscitado en casación, de puro hecho, no fue jamás pro-
puesto a los jueces del fondo, como lo revela el examen de 
las distintas actas de audiencia, tratándose, por lo tanto 
de un medio nuevo, que no puede ser propuesto ante esta 
jurisdicción por primera vez; 

Considerando que todo lo anteriormente expuesto pone 
de manifiesto que la decisión impugnada contiene motivos 
suficientes y pertinentes, así como una exposición de los 
hechos de la causa, que ha permitido a esta Suprema Corte 
de Justicia, comprobar que en la especie se ha hecho una 
correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien- 
a Nelfa Burgos viuda Cruz, parte civil constituída; Se- 

o: Declara inadmisible el recurso de casación ider- 
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41»i?  
blate.ria: Correccional (Viol. a la ley 5771). 

Recurrente: Francisco Reynoso. 
Abogado: Dr. José María Moreno M. 

senten
cia, impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 3 de abril de 1968. 
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siaNITENCIA DE FECHA 13 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Intervhdente: Jesús Pérez. 
Abogado: Dr. Enrique Manuel de Moya Grullón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marcche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 13 del mes de Septiembre de 1968, 
años 125° de la Independencia y 106 9  de la Restauración, 

dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 

guiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 

Reynoso, dominicano, mayor de edad, casado, hacendado, 
domiciliado en Nagua, Provincia María Trinidad Sánchez, 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcciona

-

les por la Corte de Apelación de San Francisco de Maco-
rís, Provincia Duarte, en fecha 3 de abril de 1968, cuyo ( -1:5- 

positivo se copia más adelante; 

puesto por Liborio Santana, contra la sentencia dictada en 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de L a 

 Vega, en fecha 21 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo 
 se ha copiado en otro lugar del presente fallo; Tercero: 
 Rechaza el recurso de casación interpuesto por la Compa.. 

ñía de Seguros Aguilar, E.A., contra la misma sentencia, 
y condena a los recurrentes al pago de las costas, distra-
yendo las civiles en favor de los doctores Jorge Luis Pérez 
y Luis Ramón Cordero, abogados de la interviniente, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche Henríquez. 
— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— 
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.-
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia. —Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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 se ha copiado en otro lugar del presente fallo; Tercero:  

Rechaza el recurso de casación interpuesto por la COMpa, 
ñía de Seguros Aguilar, E.A., contra la misma sentencia, 
y condena a los recurrentes al pago de las costas, distra. 
yendo las civiles en favor de los doctores Jorge Luis Pérez 
y Luis Ramón Cordero, abogados de la interviniente, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
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certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

BOLETIN JUDICIAL 	 2041 

sENTENCIA DE FECHA 13 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 3 de abril de 1968. 

111.ate.ria: Correccional (Viol. a la ley 5771). 

Recurrente: Francisco Reynoso. 

Abogado: Dr. José María Moreno M. 

Interviniente: Jesús Pérez. 
Abogado: Dr. Enrique Manuel de Moya Grullón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marcche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 13 del mes de Septiembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, 

dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Reynoso, dominicano, mayor de edad, casado, hacendado, 
domiciliado en Nagua, Provincia María Trinidad Sánchez, 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de San Francisco de Maco-
rís, Provincia Duarte, en fecha 3 de abril de 1968, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

1 



Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. José de Jesús Bergés Ramos, en represen-

tación del Dr. José María Moreno M., abogado del recurren-
te, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Enrique Manuel de Moya Grullón, cédula I\T9 
11444, serie 56, abogado de la parte interviniente, Jesús Pé-
rez, dominicano, mayor de edad, negociante, domiciliado en el 
paraje denominado La Lometa, de la Sección de Las Gor-
das, del Municipio de Nagua, Provincia María Trinidad Sán-
chez, cédula No. 2130, serie 71, en la lectura de sus con- :  

clusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 3 de mayo de 1968, 
a requerimiento del abogado Dr. José María Moreno Mar-
tínez, en representación del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial suscrito por el abogado del recu-
rrente, y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte 
de Justicia, en fecha 9 de agosto de 1968, en el cual se in-
voca el medio de casación que más adelante se indica; 

Visto el escrito de interviniente y su ampliación, fir- 
mados por su abogado y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia, en fecha 9 de agosto de 1968; 

La Suprema Corte de J_usticia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 1ro. letra D - y párrafo 2do. 
de la Ley 5771 de 1961, y 1382, 1383 y 1384 del Código Ci- 
vil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
e de Junio de 1967, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, apoderado por 
el Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correcciio- 
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H

ales, una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en el 

Apelacón de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos inter-

puestos por el Procurador General de la Corte ino 
e de 

el 

	

y 
la parte civil, contra esa sentencia, intrv 

	fallo
i 
 en 

y 
defecto 

por ante la Corte de San Francisco de 
defecto  dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regula- 

válido los recursos de apelación intentados por el Pro- 
General de ésta Corte y por el Dr. Enrique Ma- 

curador nuel de Moya Grullón, a nombre y en representación de la 
parte civil constituída, señor Jesús Pérez, contra sentencia 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judici de 

al 

María Trinidad Sánchez, 
Se 	

de fecha 6 del mes de junio del d 
año 1967; Segundo: Pronuncia el defecto contra la persona 

ivil 	
responsable, señor Francisco Reinoso (A) 

c 	

Pan- 

chito

mente  , por no haber comparecido estando legalmente cita- 
do; Tercero: Revoca la sentencia apelada, y la Corte obran- 
do por contrario imperio y autoridad propia, declara al nom- violación a 
brado José María Glas, culpable del delito de  
la Ley No. 5771 (golpes involuntarios causados con el ma-
nejo de un vehículo de motor, que dejaron lesión perma-
nente), en perjuicio de Jesús Pérez, y en consecuencia lo 
condena al pago de una multa de RD$50., compensable 00 

en caso de insolvencia con prisión de un 
día por cada peso 

dejado de pagar, acogiendo en su favor circunstancias ate-
imantes y apreciando falta de la víctima; Cuarto: Declara 
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Jo- 

sé Pérez contra el señor Francisco Rein la 
oso (a) Panchito, 

en su condición de comitente del prevenido José María Gs; onsable 
Quinto: Condena a la persona civilmente resp, Fran-
cisco Reinoso (a) Panchito, al pago de una indemnización 
de RD$2,000.00, en favor de la parte civil Jesús Pérez, co-
mo justa reparación de los daños morales y materialestr ata 

por 

éste 
sufridos, con motivo del accidente de que se ; o de las 

Sexto: Condena al prevenido José María Glas al pag  
costas penales; Séptimo: Condena a Francisco Reinoso instancias, 

(a) 

Panchito, al pago de las costas civiles de ambas  
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. José de Jesús Bergés Ramos, en represen-

tación del Dr. José María Moreno M., abogado del recurren-
te, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Enrique Manuel de Moya Grullón, cédula N° 
11444, serie 56, abogado de la parte interviniente, Jesús Pé-
rez, dominicano, mayor de edad, negociante, domiciliado en el 
paraje denominado La Lometa, de la Sección de Las Gor-
das, del Municipio de Nagua, Provincia María Trinidad Sán-
chez, cédula No. 2130, serie 71, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 3 de mayo de 1968, 
a requerimiento del abogado Dr. José María Moreno Mar-
tínez, en representación del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial suscrito por el abogado del recu-
rrente, y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte 
de Justicia, en fecha 9 de agosto de 1968, en el cual se in-
voca el medio de casación que más adelante se indica; 

Visto el escrito de interviniente y su ampliación, fir- 
mados por su abogado y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia, en fecha 9 de agosto de 1968; 

La Suprema Corte de J_usticia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 1ro. letra D - y párrafo 2do. 
de la Ley 5771 de 1961, y 1382, 1383 y 1384 del Código Ci- 
vil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
e de Junio de 1967, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, apoderado por 
el Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correccio- 
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o dispositivo aparece inserto en el 

nales, una sentencia cuy  
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junio del 

año 1967; Segundo: 
Pronuncia el defecto contra la pe María 

ivilmente responsable, señor Francisco Reinoso (A) Pan-
cchito, por no haber comparecido estando legalmente cita-

do; Tercero: Revoca la sentencia ape 
ad lada, y la Corte obran- 

do por 
contrario imperio y autorid propia, declara al nom-

brado José María Glas, culpable del delito de violación a 
la Ley No. 5771 (golpes involuntarios causados con el ma-
nejo de un vehículo de motor, que dejaron lesión perma- 

uicio de Jesús Pérez, y en consecuencia lo 
tente), en perjuicio  
condena al pago de una multa de RD$50.00, compensable 
en caso de insolvencia con prisión de un día por cada peso 
dejado de pagar, acogiendo en su favor circunstancias ate-

nuantes y apreciando falta de la víctima; 
Cuarto: Declara 

buena y válida la constitución en parte civil hecha por Jo-

sé Pérez contra el señor Francisco Reinoso (a) Paa Glas; 
nchito, 

en su condición de comitente del prevenido José Marí 

ilk 	Quinto: 
Condena a la persona civilmente responsable, Fran- 

cisco Reinos° (a) Panchito, al pago de una indemnización 
de RD$2,000.00, en favor de la parte civil Jesús Pérez, co-
mo justa reparación de los daños morales y materiales por 
éste sufridos, con motivo del accidente de que se trata; 

Sexto: 
Condena al prevenido José María Glas al pago de las 

costas penales; Séptimo: 
Condena a Francisco Reinoso (a) 

Panchito, al pago de las costas civiles de ambas instancias, 
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ordenando su distracción en favor del Dr. Enrique Manuel 
de Moya Grullón, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; c) que sobre oposición de la parte civil, inter-
vino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el si. 
guiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido el re. 
curso de oposición interpuesto por el señor Francisco Rei-
noso (a) Panchito, contra sentencia de ésta Corte de fecha 
17 del mes de enero del año 1968, cuyo dispositivo dice así :  
"Primero: Declara regulares y válidos los recursos de ape-
lación intentados por el Procurador, General de esta Corte 
y por el Dr. Enrique Manuel de Moya Grullón, a nombre 
y en representación de la parte civil constituída, señor Jesús 
Pérez, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, de fecha 
6 del mes de Junio del año 1967; Segundo: Pronuncia el 
defecto contra la persona civilmente responsable, señor 
Francisco Reinoso (a) Panchito, por no haber compare-
cido estando legalmente citado; Tercero: Revoca la senten-
cia apelada, y la Corte obrando por contrario imperio y 
autoridad propia, declara al nombrado José María Glas, 
culpable del delito de violación a la Ley No. 5771 (golpes 
involuntarios causados con el manejo de un vehículo de mo-
tor, que dejaron lesión permanente), en perjuicio de Jesús 
Pérez, y en consecuencia lo condena al pago de una multa 
de RD$50.00, compensable en caso de insolvencia con pri-
sión de un día por cada peso dejados de pagar, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes y apreciando la falta 
de la víctima; Cuarto: Declara buena y válida la constitu-
ción en parte civil hecha por Jesús Pérez contra el preve-
nido Francisco Reinoso (a) Panchito, en su condición de 
comitente del prevenido José María Glas; Quinto: Condena 
a la persona civilmente responsable, Francisco Reinoso (a) 
Panchito, al pago de una indemnización de RD$2,000.00, 
en favor de la parte civil Jesús Pérez, como justa repara-
ción de los daños morales y materiales por éste sufridos, 
con motivo del accidente de que se trata; Sexto: Condena 

  

al prevenido José María Glas al pago de las costas penales; 
séptimo: Condena a Francisco Reinoso (a) Panchito, al pa-
go de las costas civiles de ambas instancias, ordenando su 
distracción en favor del Dr. Enrique Manuel de Moya Gru-
llón, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

segundo: 
Confirma los ordinales quinto y séptimo de la sen-

tencia recurrida; Tercero: Condena a Francisco Reinoso (a) 
Panchito, al pago de las costas civiles, ordenando su dis-

tracción en favor del Dr. Enrique Manuel
u to de Moya Grullón, 
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Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca el siguiente único medio: "Desnaturaliza-
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Considerando que en el desarrollo de su medio de ca-
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hubiese 

confirmado la sentencia de descargo dictada por éste pues 
en el caso, quien tuvo toda la culpa fue la víctima, quien 
se estrelló contra la camioneta que conducía José María 
Glas; Que éste al dar un ligero viraje hacia la izquierda, lo 
que hizo fue •librar de la muerte, a Pérez la víctima, y la 

Corte a-qua, 
al interpretar lo contrario, desnaturalizó los 

hechos de la causa; pero, 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido, 

que el día 2 de Septiembre de 1967, transitaba a su el ere 
echa 

por la carretera que conduce a Nagua a Cabrer a, 
nido José María Glas manejando la camioneta placa N
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46, propiedad de Francisco Reinoso, que al llegar a las proxi-
midades del puente sobre el río Boba, viajaba en sentido 
contrario y por el lado opuesto de la vía el agraviado traba 

Jesús 

Pérez, montado sobre un caballo; que en ese punto  
jaba una brigada de Obras Públicas, en el mismo lado por 
el que circulaba el agraviado, es decir en lado contrario a 
aquel por el que viajaba el prevenido conduciendo su ve- 
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ordenando su distracción en favor del Dr. Enrique Manuel 
de Moya Grullón, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; e) que sobre oposición de la parte civil, inter-
vino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido el re. 
curso de oposición interpuesto por el señor Francisco Rep. 
noso (a) Panchito, contra sentencia de ésta Corte de fecha 
17 del mes de enero del año 1968, cuyo dispositivo dice así :  
"Primero: Declara regulares y válidos los recursos de ape_ 
lación intentados por el Procurador, General de esta Corte 
y por el Dr. Enrique Manuel de Moya Grullón, a nombre 
y en representación de la parte civil constituída, señor Jesús 
Pérez, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, de fecha 
6 del mes de Junio del año 1967; Segundo: Pronuncia el 
defecto contra la persona civilmente responsable, señor 
Francisco Reinoso (a) Panchito, por no haber compare-
cido estando legalmente citado; Tercero: Revoca la senten-
cia apelada, y la Corte obrando por contrario imperio y 
autoridad propia, declara al nombrado José María Glas, 
culpable del delito de violación a la Ley No. 5771 (golpes 
involuntarios causados con el manejo de un vehículo de mo-
tor, que dejaron lesión permanente), en perjuicio de Jesús 
Pérez, y en consecuencia lo condena al pago de una multa 
de RD$50.00, compensable en caso de insolvencia con pri-
sión de un día por cada peso dejados de pagar, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes y apreciando la falta 
de la víctima; Cuarto: Declara buena y válida la constitu-
ción en parte civil hecha por Jesús Pérez contra el preve-
nido Francisco Reinoso (a) Panchito, en su condición de 
comitente del prevenido José María Glas; Quinto: Condena 
a la persona civilmente responsable, Francisco Reinoso (a) 
Panchito, al pago de una indemnización de RD$2,000.00, 
en favor de la parte civil Jesús Pérez, como justa repara-
ción de los daños morales y materiales por éste sufridos, 
con motivo del accidente de que se trata; Sexto: Condena 
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a
l prevenida José María Glas al pago de las costas penales; 

séptimo: Condena a Francisco Reinoso (a) Panchito, al pa-
go de las costas civiles de ambas instancias, ordenando su 
distracción en favor del Dr. Enrique Manuel de Moya Gru-
fió% quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 
Seg-ando: Confirma los ordinales quinto y séptimo de la sen-
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Considerando que en su memorial de casación el re-
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en el caso, quien tuvo toda la culpa fue la víctima, quien 
se estrelló contra la camioneta que conducía José María 
Glas; Que éste al dar un ligero viraje hacia la izquierda, lo 
que hizo fue librar de la muerte, a Pérez la víctima, y la 

Corte a-qua, 
al interpretar lo contrario, desnaturalizó los 

hechos de la causa; pero, 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido, 

que el día 2 de Septiembre de 1967, transitaba a suel 
derecha 

por la carretera que conduce a Nagua a Cabrera, preve-
nido José María Glas manejando la camioneta placalas 
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46, propiedad de Francisco Reinoso, que al llegar a 
	pro 

midades del puente sobre el río Boba, viajaba en sentido 
contrario y por el lado opuesto de la vía el agraviado Jesús 
Pérez, montado sobre un caballo; que en ese punto traba-
jaba una brigada de Obras Públicas, en el mismo lado por 
el que circulaba el agraviado, es decir en lado contrario a 
aquel por el que viajaba el prevenido conduciendo su ve- 
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hículo; que para rebasar la brigada de peones el agraviado 
giró su montura hacia su izquierda, lo que parece que in-
dujo al conductor del vehículo a pensar que el jinete se dis: 
ponía a cruzar la carretera y entonces en vez de detener 
su vehículo lo giró hacia la izquierda, produciéndose el 
impacto del animal con la parte derecha de la cama de la 
camioneta, cayendo al suelo Jesús Pérez, quien sufrió frac-
tura de la rótula derecha y de la clavícula del mismo lado, 
dejándole lesión permanente; que como resulta de ese re-
lato, el accidente como las lesiones recibidas por Jesús Pé-
rez, tuvieron su causa en la concurrencia de faltas de im-
prudencia y torpeza, tanto de la víctima como del inculpa-
do, estando caracterizado el delito de golpes involuntarios 
causados con el manejo de un vehículo de motor, que deja-
ron lesión permanente; 

Considerando que contrariamente a como lo afirma el 
recurrente la Corte a-qua al dar por establecidos los hechos 
anteriormente transcritos, no incurrió en desnaturalización 
alguna de los mismos, pues, lo que hizo fue ejercer su poder 
soberano de apreciación, para dentro de las circunstancias 
de la causa, ya expuestas, concluir determinando, que en 
el accidente de que se trata hubo falta común de la vícti-
ma y del prevenido, lo que no exoneraba de responsabilidad 
a éste último; que, en consecuencia el único medio que in-
voca el recurrente carece de fundamento y debe ser deses-
timado; 

Por tals motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Jesús Pérez; Segundo: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Francisco Reinoso, contra la sentencia de la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís dictada 
en atribuciones correccionales, el 3 de abril de 1968, cuyo 
dispositivo figura copiado en parte anterior del presente 
fallo; Tercero: Condena al recurrente al pago de las costas, 
distrayéndolas en favor del Dr. Enrique Manuel de Moya 
Grullón, quien afirma haberlas avanzados en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— 
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-

zar 
 Curiel hijo, Secretario General. 

presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

L  
serio—reas Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Fdo) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 5 de diciembre , 

 de 1967. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Planta de Recauchado, C. por A. 
Abogado: Dr. Víctor V. Valenzuela. 

Recurrido: Héctor Manuel Vidal Soto y compartes. 
Abogado: Dr. César A. Estrella Sandalá. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 13 de septiembre de 1968, años 1259 de la 
Independencia y 1069 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Planta 
de Recauchado, C. por A., compañía constituida de acuer-
do con las leyes de la República Dominicana, con su domi-
cilio en el kilómetro 41/2 de la Carretera Sánchez, Distrito 
Nacional, controlada por la Corporación Dominicana de 
Empresas Estatales, contra la sentencia de la Cámara de 
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Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-

cional, de fecha 5 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo se 

copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;la 57749, 
Oído al Dr. A. Sandino González de León, cédu  

serie
1, en representación del Dr. Víctor V. Valenzuela, 

cédula 13238, serie 12, abogado de la recurrente, en la lec 

tura de sus conclusiones; 
Oído al Dr. César A. Estrella Sandalá, cédula N

9  46204, 

serie 31, abogado de los recurridos en la lectura de sus con-
clusiones, recurridos que son Héctor Manuel Vidal Soto, 
cédula No. 68186, serie ira., Olga de Saint-Claire, cédula 
62016, serie ira., Sotero Amparo G., cédula 4019, serie 59, 
Danicela de Hidalgo, cédula 106172, serie 1ra., Eleodoro 
Sorante, cédula 17707, serie 56, Ramón Scharbay, cédula 

32440, 
serie ira., Josk Bienvenido Valerio, cédula N

9  27384, 

serie 31, Ramón Antonio Fernández, cédula 9179, serie 32, 
Ernesto Matos, cédula 51783, serie ira., Juan Franciscci 
Bautista, cédula 79170, serie lra., Eusebio Nolasco, cédula 
37887, serie ira., Juan Rosario, cédula 49564, serie lra., 
Viterbo Cabral, cédula 60657, serie ira., Enrique Toledo, 
cédula 23786, serie ira., Bolívar Fernández, cédula 126666, 
serie ira., Casio Confesor, cédula 45352, serie lra., Elvido 
Toledo, cédula 51560, serie ira., Esteban Espinal, cédula 
28666, serie 54, Ramón Polanco, cédula 7507, serie 36, Jai-
me Brea Alce, cédula 4109, serie 61, Juan Inocencio Pozose- 

, 

cédula 1556, serie 2, Juan Elpidio Rojas, cédula 23727, 
rie 56, Julio de la Cruz, cédula 82132, serie 1ra., domini- 
canos, mayores de edad, domiciliados y residentes en esta 
ciudad, trabajadores de la Planta de Recauchado, C. por 

A.; 
Oído el dictamen del Magistrado 

Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación de fecha 14 de diciem

-

bre de 1967, suscrito por el abogado de la recurrente, en el 
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serie 31, abogado de los recurridos en la lectura de sus con-
clusiones, recurridos que son Héctor Manuel Vidal Soto, 
cédula No. 68186, serie Olga de Saint-Claire, cédula 
62016, serie lra., Sotero Amparo G., cédula 4019, serie 59, 
Danicela de Hidalgo, cédula 106172, serie 1ra., Eleodoro 
Sorante, cédula 17707, serie 56, Ramón Scharbay, cédula 

3
2440, serie lra., Josk Bienvenido Valerio, cédula N

9  27384, 

serie 31, Ramón Antonio Fernández, cédula 9179, serie 32, 
:Ernesto Matos, cédula 51783, serie lra., Juan Franciscci 
Bautista, cédula 79170, serie lra., Eusebio Nolasco, cédula 
"37887, serie ira., Juan Rosario, cédula 49564, serie ira., 
.Viterbo Cabral, cédula 60657, serie lra., Enrique Toledo, 
• cédula 23786, serie 1ra., Bolívar Fernández, cédula 126666, 
serie lra., Casio Confesor, cédula 45352, serie 1ra., Elvido 
Toledo, cédula 51560, serie 1ra., Esteban Espinal, cédula 
38666, serie 54, Ramón Polanco, cédula 7507, serie 36, Jai-
me Brea Alce, cédula 4109, serie 61, Juan Inocencio Pozo, 
cédula 1556, serie 2, Juan Elpidio Rojas, cédula 23727, se-
rie 56, Julio de la Cruz, cédula 82132, serie 1ra., domini-
canos, mayores de edad, domiciliados y residentes en esta 
ciudad, trabajadores de la Planta de Recauchado, C. por 

A.; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación de fecha 14 de diciem-

bre de 1967, suscrito por el abogado de la recurrente, en el 
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cual se invocan, contra la sentencia impugnada, los medi 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos de fe. 
cha 22 de febrero de 1968, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos de la Ley No. 5235, del 31 
de octubre de 1959, y 71 del 2 de diciembre de 1966, sobre 
Regalía Pascual; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
aue con motivo de una reclamación de "Regalía Pascual", 
sobre la cual no hubo acuerdo ante las autoridades de tra-
bajo correspondientes, el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 10 de agosto de 1967, una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Acoge, 
en todas sus partes, las conclusiones de los demandantes, 
por ser justas y reposar sobre base legal y rechaza las d 
la empresa demandada por improcedentes y mal fundadas 
Segundo: Condena a la empresa Planta de Recauchado, 
por A., a pagarles a todos y cada uno de los demandant 
que figuran en cabeza de la presente sentencia, un mes de 
sueldo, por concepto de la Regalía Pascual Obligatoria co-
rrespondiente al año 1966, de acuerdo a lo estipulado en la 
cláusula No. 16 del Pacto Colectivo de Condiciones de Tra 
bajo existente entre las partes y conforme a los salarios 
respectivos que se detallan en cabeza de la presente sen-
tencia; Tercero: Condena a la empresa Planta de Recaucha-
do, C. por A., al pago de los intereses legales de las sumas 
indicadas, a partir del día de la demanda en justicia; Cuar-
to: Condena a la empresa Planta de Recauchado, C. por 
A., al pago de las costas del procedimiento con distracción 
de las mismas en provecho del Dr. César Augusto Estrella 
Sandalá, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 
b) que sobre apelación de la recurrente la Cámara a-qua 
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dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
sioniente: "Falla: Primero: Declara regular y válido en 

cu
anto a la forma el recurso de apelación interpuesto por 

la Planta de Recauchado, C. por A., contra sentencia del 

Juzga
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 

10 de agosto de 1967, dictada en 
tor Manuel Vidal Soto, Olga de 

Saint-Cla
Sarante, Ramón 
ire, 

paro G., Danicela de Hidalgo, Eleodoro  
Scharbay, José Bienvenido Valerio, 

Ramón
utista, 

Ba Antonio 
Eusebio No- 

Fernán- 

¿tez, Ernesto Matos, Juan F 	

Esteban 
Toledo, Bo- rancisco 	
Tole 

lasco, Juan Rosario, Viterbo Cabral, Enrique 
lívar Fernández, Casio onfesor, Elvido

AlceT,Juanoledo, Inocencio 

Espinal, Ramón Polanco

C
, Jaime Brea  

Pozo, Juan Elpidio Rojas, Julio de la Cruz, y cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma n 

 sen- 
- 

tencia; Segundo: Relntivamente al fondo Tercero: Condena 
, confirma e to 

das sus partes dicha decisión impugnada; 
a la Planta de Recauchado, C. por A., al pago de las costas 

del procedimiento, de conformidad con loso.302 

artículos 691 del 

Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley N 
	, del 18 de ju- 

nio del 1964, ordenando su distracción en favor del Dr avan- 
. Cé- 

sar Augusto Estrella Sandalá, quien afirma haberlas 

zado en su mayor parte"; 
Considerando que la recurrente invoca en su memorial 

de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Falta de 
base legal; violación a las leyes 5235 del 21 de octubre de 
1959 y 71 del 2 de diciembre de 1966; Segundo Medio: Fal-
sa apreciación del principio de la retroactividad de la ley 
nueva (violación del estatuto legal: art. 3 de la Ley No. 

Considerando que en el desarrollo del primer medio, 
la recurrente alega que la sentencia carece de base legal y 
ha violado las leyes 5235 y 71, arriba indicadas, porque in- 
dependientemente del derecho común, las mismas son las 
aplicables al caso y las que los regulan, ya que el otorga- 
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cual se invocan, contra la sentencia impugnada, los  medio 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos de fe. 
cha 22 de febrero de 1968, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos de la Ley No. 5235, del 31 
de octubre de 1959, y 71 del 2 de diciembre de 1966, sobre 
Regalía Pascual; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación de "Regalía Pascual", 
sobre la cual no hubo acuerdo ante las autoridades de tra-
bajo correspondientes, el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 10 de agosto de 1967, una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Acoge, 
en todas sus partes, las conclusiones de los demandantes, 
por ser justas y reposar sobre base legal y rechaza las de 
la empresa demandada por improcedentes y mal fundadas; 
Segundo: Condena a la empresa Planta de Recauchado, C. 
por A., a pagarles a todos y cada uno de los demandantes 
que figuran en cabeza de la presente sentencia, un mes de 
sueldo, por concepto de la Regalía Pascual Obligatoria co-
rrespondiente al año 1966, de acuerdo a lo estipulado en la 
cláusula No. 16 del Pacto Colectivo de Condiciones de Tra-
bajo existente entre las partes y conforme a los salarios 
respectivos que se detallan en cabeza de la presente sen-
tencia; Tercero: Condena a la empresa Planta de Recaucha-
do, C. por A., al pago de los intereses legales de las sumas 
indicadas, a partir del día de la demanda en justicia; Cuar-

to: Condena a la empresa Planta de Recauchado, C. por 
A., al pago de las costas del procedimiento con distracción 
de las mismas en provecho del Dr. César Augusto Estrella 
Sandalá, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 
b) que sobre apelación de la recurrente la Cámara a-qua 
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dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 

dic 
siguiente: "Falla: 

Pritrier0: 
Declara regular y válido en 

ación interpuesto por 
cuanto a la forma el recurso de apelr A., contra sentencia del 
la planta de Recauchado, C. Po 

 

Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito de los 
Nacional, de . 

señores
f
Héc- 
echa 

10 de agosto de 1967, d 	
Ramón 
o Am 

Manuel 	

en 	
Soter 

tor Manuel Vidal Soto, Olga de Saint-Claire
,  

paro G., Danicela de Hidalgo, Eleodoro Sarante,  

Scharbay, José Bienvenido Valerio, 
Ramón

uti sta 

B Antonio Fernán-

óez, Ernesto Matos, Juan Francisco 	
, 

lasco, Juan Rosario, Viterbo Cabral, Enrique 
	o Bo- 

lívar Fernández, Casio Confesor, Elvido Toledo, Esteban Inocencio 
Espinal, Ramón Polanco, Jaime Brea Alce, Juan  
Pozo, Juan Elpidio Rojas, Julio de la Cruz, y cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma sen-

tencia; Segundo: 
Rehtivamente al fondo, confirma Condena 

en to- 

das sus partes dicha decisión impugnada; 
TerCer0: 

a la Planta de Recauchado, C. por A., al pago de las costas 

del procedimiento, de conformidad con los artícul 
delos 691 du- e 

Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302, 18 de del 
nio del 1964, ordenando su distracción en favor del Dr avan- 

. Cé- 

sar Augusto Estrella Sandalá, quien afirma haberlas 

zado en su mayor parte"; 
Considerando que la recurrente invoca en su memorial 

de casación, los siguientes medios: 
Primer Medio: Falta de 

base legal; violación a las leyes 5235 del 21 de octubreF de 

1959 y 71 del 2 de diciembre e 1966; 
Segun

iidad de la ley v
do Medio: al-

sa apreciación del principio d 
de la retroact  

nueva (violación del estatuto legal: art. 3 de la Ley No. 

5235). 
Considerando que en el desarrollo del primer medio, 

la recurrente alega que la sentencia carece de base legal Y 
ha violado las leyes 5235 y 71. arriba indicadas, porque in-
dependientemente del derecho común, las mismas son las 
aplicables al caso y las que los regulan, ya que el otorga- 
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carácter y el alcance que debe darse a esa Ley, son preci-

samente los que acaban de exponerse; 
Considerando que en otro orden de ideas, la Ley No. 71 

de 1966, por la tendencia deficitaria de las empresas contro-
ladas por la Corde que se proponía enfrentar con propósi-
tos estabilizadores, está enmarcada obviamente, dentro de 

las facultades del Congreso Nacional, 
yo laboral vigente, 
a que, si bien es 

indiscustible en nuestro régimen 

Nacio
nal, 

 derecho de estipular pact

g
os colectivos de condiciones de 

trabajo, y que los derechos que emanen de esos pactos pa- 

ra las partes estipulantes , 
sean respetados, no es menos cier- 

to que todo ello debe ser compartible "con eltodos", 
orden públi- 

según 
co, el bienestar general y los derechos de  
resulta del preámbulo del artículo 8 de la Constitución, co- 
rno condición de los derechos individuales y sociales; deri 

que, 

si de 
esa supeditación, en casos excepcionales, pueden 

varse, como en el caso de la aplicacaión de la Ley No. 71, 
algunas reducciones o supresiones de los provechos o es-
pectativas económicas, ello debe reputarse como una carga 
pública, cuando, como en el caso de la citada Le rm

y, s
inada, 

u apli-

cación no se refiere a una persona o empresa dete  

sino a un conjunto de empresas afectadas, aunque en distin-
tos grados, por una tendencia deficitaria ocasionada pre-
cisamente, en la generalidad de los casos, por excesiva car-
ga de egresos; que en ocasiones anteriores, el legislador ha 

hecho uso de esas facultades, resultantes de nuestro régi-
men constitucional, como en el caso de los empleados que 
abandonaron sus trabajos durante la última guerra civil, 
objeto de la Ley No. 16, de 1965; y en el caso de la Ley 
No. 59 del mismo año, que redujo las acreencias ya exigi-
bles de los propietarios de casas de alquiler, sin que nadie 
discutiera la regularidad de esas leyes, no obstante que re-
presentaban una carga pública de carácter excepcional; 

Considerando que, finalmente, si el cumplimiento de los 
Pactos colectivos de trabajo, es indiscutiblemente de inte- 
rés social, como lo es también la mayor parte del derecho 

miento de parte del patrono a favor de sus trabajadores, d e 
 la regalía pascual, es en virtud de las leyes citadas; por lo 

cual el estatuto legal de los trabajadores, en cuanto a la 
llamada regalía pascual, está reglamentado por ambas le-
yes y las convenciones particulares no pueden prevalecer o 
hacer ineficaces las disposiciones de dichas leyes; que de 
conformidad con la ley No. 71, la regalía pascual solo de-
ben pagarlas las empresas controladas por la Corporación 
Dominicana de Empresas Estatales en caso de que ellas 
hayan cerrado sus operaciones financieras con beneficios 
en el período del 30 de junio de 1965 al 30 de noviembre 
de 1966, y que éstos sean suficientes para el pago de esa 
regalía etc.; que al reconocer la sentencia impugnada que 
la recurrente cerró sus operaciones con cuantiosas pérdi-
das en el año de 1966, y no obstante eso, ordenar el pago 
de la regalía conforme el pacto colectivo, ha violado las 
leyes citadas y carece de base legal; 

Considerando que contrariamente a lo que se sostiene 
en la sentencia impugnada, la Ley No. 71, es, por el carác-
ter imperativo de sus términos ,una ley de orden público 
en el sentido de que, después de su vigencia, las empresas 
controladas por la Corporación de Empresas Estatales (Car-
de) no podían estipular regalías pascuales superiores al 
máximo 'por ella fijado; más aún, es una ley de emergencia 
económica encaminada a preservar el equilibrio financiero 
de dichas empresas, gravemente afectado por una tenden-
cia deficitaria al tiempo que se dictó dicha ley, por lo que 
la misma era de aplicación inmediata, aún cuando ella sig-
nificara una reducción de las espectativas de los empleados 
y trabajadores; que esa aplicación inmediata era de lugar 
aún cuando tal efecto hiciera inaplicables, mientras dure 
la vigencia de la Ley, las estipulaciones del pacto colectivo 
de los recurridos con la empresa recurrente; que, al efecto, 
basta una lectura de la Ley No. 71, de 1966, y de su pre-
ámbulo justificativo, para llegar a la conclusión de que el 

      

1W' 

    

      

      

      

      

      

      

      

    

t., 1.1 

      

          



2052 	
BOLETIN JUDICIAL 

miento de parte del patrono a favor de sus trabajadores, d e 
 la regalía pascual, es en virtud de las leyes citadas; por lo 
 cual el estatuto legal de los trabajadores, en cuanto a la 

llamada regalía pascual, está reglamentado por ambas le.. 
yes y las convenciones particulares no pueden prevalecer o 
hacer ineficaces las disposiciones de dichas leyes; que de 
conformidad con la ley No. 71, la regalía pascual solo de-
ben pagarlas las empresas controladas por la Corporación 
Dominicana de Empresas Estatales en caso de que ellas 
hayan cerrado sus operaciones financieras con beneficios 
en el período del 30 de junio de 1965 al 30 de noviembre 
de 1966, y que éstos sean suficientes para el pago de esa 
regalía etc.; que al reconocer la sentencia impugnada que 
la recurrente cerró sus operaciones con cuantiosas pérdi- 
das en el año de 1966, y no obstante eso, ordenar el pago 
de la regalía conforme el pacto colectivo, ha violado las 
leyes citadas y carece de base legal; 

Considerando que contrariamente a lo que se sostiene 
en la sentencia impugnada, la Ley No. 71, es, por el carác-
ter imperativo de sus términos ,una ley de orden público 
en el sentido de que, después de su vigencia, las empresas 
controladas por la Corporación de Empresas Estatales (Cor-
de) no podían estipular regalías pascuales superiores al 
máximo por ella fijado; más aún, es una ley de emergencia 
económica encaminada a preservar el equilibrio financiero 
de dichas empresas, gravemente afectado por una tenden-
cia deficitaria al tiempo que se dictó dicha ley, por lo que 
la misma era de aplicación inmediata, aún cuando ella sig-
nificara una reducción de las espectativas de los empleados 
y trabajadores; que esa aplicación inmediata era de lugar 
aún cuando tal efecto hiciera inaplicables, mientras dure 
la vigencia de la Ley, las estipulaciones del pacto colectivo 
de los recurridos con la empresa recurrente; que, al efecto, 
basta una lectura de la Ley No. 71, de 1966, y de su pre-
ámbulo justificativo, para llegar a la conclusión de que el 
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carácter y el alcance que debe darse a esa Ley, son preci-

samente los que acaban de exponerse; 
Considerando que en otro orden de ideas, la Ley No. 71 

de 
 1966, por la tendencia deficitaria de las empresas contro-

ladas por la Corde que se proponía enfrentar con propósi-
tos estabilizadores, está enmarcada obviamente, dentro de 
las facultades del Congreso Nacional, ya que, si bien es 
indiscustible en nuestro régimen jurídico laboral vigente, 
el derecho de estipular pactos colectivos de condiciones de 
trabajo, y que los derechos que emanen de esos pactos pa-
ra las partes estipulantes sean respetados, no es menos cier-
to que todo ello debe ser compartible "con el orden públi-
co, el bienestar general y los derechos de todos", según 
resulta del preámbulo del artículo 8 de la Constitución, co-
mo condición de los derechos individuales y sociales; que, 
si de esa supeditación, en casos excepcionales, pueden deri-
varse, como en el caso de la aplicacaión de la Ley No. 71, 
algunas reducciones o supresiones de los provechos o es-
pectativas económicas, ello debe reputarse como una carga 
pública, cuando, como en el caso de la citada Ley, su apli-
cación no se refiere a una persona o empresa determinada, 
sino a un conjunto de empresas afectadas, aunque en distin-
tos grados, por una tendencia deficitaria ocasionada pre- 
cisamente, en la generalidad de los casos, por excesiva car- 
ga de egresos; que en ocasiones anteriores, el legislador ha 
hecho uso de esas facultades, resultantes de nuestro régi- 
men constitucional, como en el caso de los empleados que 
abandonaron sus trabajos durante la última guerra civil, 
objeto de la Ley No. 16, de 1965; y en el caso de la Ley 
No. 59 del mismo año, que redujo las acreencias ya exigi- 
bles de los propietarios de casas de alquiler, sin que nadie 
discutiera la regularidad de esas leyes, no obstante que re- 
presentaban una carga pública de carácter excepcional; 

Considerando que, finalmente, si el cumplimiento de los 
pactos colectivos de trabajo, es indiscutiblemente de inte- 
rés social, como lo es también la mayor parte del derecho 
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laboral, ese interés debe ceder ante un interés más alto . v 
 perentorio, como el que inspiró la citada Ley No. 71, qu , 

tiende a la salvaguarda de la economía fiscal, en la cual e s_ 
tán interesados todos los dominicanos, incluyendo el grup o 

 social a que pertenecen los recurridos, pues de haberse ce-
rrado, o de cerrarse, las empresas objeto de la Ley No. 71, 
por imposibilidad absoluta de atender a egresos excesivos, 
sus empleados y trabajadores habrían perdido, o perderían, 
el medio de subsistencia que aquellas representaban o re-
presentan para sus servidores; 

Considerando, que la Ley No. 71 de 1966, dispone la li-
mitación de la regalía pascual de los empleados y trabaja-
dores de las empresas controladas por la Corporación de 
Empresas Estatales que no cierren su ejercicio anual en 
condiciones deficitarias, y la supresión de dicha regalía, en 
las mismas empresas, cuando el cierre del ejercicio sea de-
ficitario; que, por tanto, todo lo relativo a la regalía (  pascual 
en dichas empresas está regulado, de un modo especial e 
imperativo, por la referida Ley, aún cuando haya estipu-
laciones en sentido contrario en pactos colectivos de con-
diciones de trabajo; 

Considerando que en la especie, la sentencia impugna-
da dejó de ponderar los estados financieros que aportó la 
empresa ahora recurrente para tratar de demostrar que 
ella estaba en situación deficitaria; que de todo lo expues-
to resulta que dicha sentencia desconoce el alcance de la 
Ley No. 71 y ha incurrido en el vicio de falta de base legal 
al no ponderar los estados financieros aludidos; en conse-
cuencia, procede casar dicha sentencia; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas 
cuando una sentencia fuere casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, dictada como tri- 
bunal de segundo grado, en fecha 5 de diciembre de 1967, 
cuyo dispositivo figura copiado en parte nterior del presen- 

te fallo; y envía el asunto ante el Juzgado de 
las 

 Primera 
 costas. 

 Ins-

tancia de San Cristóbal; Segundo: Compensa  

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen- 

riquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia. 

ma
.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe- 

relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval- 
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene- 

ral. 

1 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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laboral, ese interés debe ceder ante un interés más alto y 
perentorio, como el que inspiró la citada Ley No. 71, qu e 

 tiende a la salvaguarda de la economía fiscal, en la cual es-
tán interesados todos los dominicanos, incluyendo el grupo 
social a que pertenecen los recurridos, pues de haberse ce-
rrado, o de cerrarse, las empresas objeto de la Ley No. 71, 
por imposibilidad absoluta de atender a egresos excesivos, 
sus empleados y trabajadores habrían perdido, o perderían, 
el medio de subsistencia que aquellas representaban o re-
presentan para sus servidores; 

Considerando, que la Ley No. 71 de 1966, dispone la li-
mitación de la regalía pascual de los empleados y trabaja-
dores de las empresas controladas por la Corporación de 
Empresas Estatales que no cierren su ejercicio anual en 
condiciones deficitarias, y la supresión de dicha regalía, en 
las mismas empresas, cuando el cierre del ejercicio sea de-
ficitario; que, por tanto, todo lo relativo a la regalía pascual 
en dichas empresas está regulado, de un modo especial e 
imperativo, por la referida Ley, aún cuando haya estipu-
laciones en sentido contrario en pactos colectivos de con- 

diciones de trabajo; 

Considerando que en la especie, la sentencia impugna-
da dejó de ponderar los estados financieros que aportó la 
empresa ahora recurrente para tratar de demostrar que 
ella estaba en situación deficitaria; que de todo lo expues-
to resulta que dicha sentencia desconoce el alcance de la 
Ley No. 71 y ha incurrido en el vicio de falta de base legal 
al no ponderar los estados financieros aludidos; en conse-
cuencia, procede casar dicha sentencia; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas 
cuando una sentencia fuere casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, dictada como tri- 
bunal de segundo grado, en fecha 5 de diciembre de 1967, 
cuyo dispositivo figura copiado en parte nterior del presen- 
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envía el asunto ante el Juzgado de Primera Ins-
te fallo; y 	 Segundo: 
tancia de San Cristóbal; 	

Compensa las costas. 
;  

Fernando 
(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— 

Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche 

Almánzar.— 
Joaquín 	

Hen- 

rinuez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia. 

nia,— Francisco Elpidio Beras .— 
	

M. Alvarez Pe- 

relló.— Juan Bautista Rojas 	
Santiago Osval- 

do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-

ral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
año 

diencia pública del día, mes y 	
en él expresados, y 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

los 
au-
fue 
que 



SENTENCIASE FECHA 16 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha jg 

de enero de 1968. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Orlindo Fidias Fernández. 

Abogado: Dr. Juan Bautista López. 

Recurrido: Juan Bautista Herrera Lagrange. 

Abogado: Dr. Isaías Herrera Lagrange. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. 
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la Ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes 

de Septiembre de 1968, años 1259  de la Indepndencia y 106° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

1 
1 

2056 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Orlindo 
Fidias Fernández, dominicano, mayor de edad, soltero, ne-
gociante, cédula No. 1197, serie 47, domiciliado en la calle 
Anacaona esquina a 16 de Agosto, de la ciudad de San Juan 
de la Maguana, contra la sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras, de fecha 19 dé enero del 1968, dictada en re- 
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ladón
con el solar No. 1 de la Manzana No. 114 del Dis-

trito Catastral No. 1. del Municipio de San Juan de la Ma-
guana, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones 

lra., 

al Dr. Isaias 

Berrera Lagrange, cédula No. 9607, serie abogado del range, do-
recurrido, que lo es, Juan Bautista Herrera Lag 
minicano, mayor de edad, casado, comerciante, cédula N9 

;amen del Magistrado Procurador General 23330, serie l 
el dictamen 

 

de la República; 
Visto el memorial de casación suscrito en fecha la 

12 

de marzo del 1968, por el Dr. Juan Bautista López, cédu 

No. 3197, serie 43, abogado del recurrenteadelante;
, en el cual se 

invocan los medios oue se indican más  
Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 22 de 

abril del 1968, por el abogado de recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de 
haber de- 

vistos los artículos 84 y 128 y siguiente de la 
liberado y  Ley de Registro de Tierras, 2103 del Código Civil, 141 del 
Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 

documentos 
a que ella se refiere consta: a) que con motivo 

de una solicitud de transferencia dirigida al Tribunal Su- el 
perior de Tierras por Juan Bautista Herrera Lagrange,  
Juez de Jurisdicción Original designado al efecto, dictó en 

lación fecha 14 de agosto de 1967, una sentencia cuyo dispositivo 
se copia más adelante; b) que sobre el recurse de ape  
interpuesto por Orlindo Fidias Fernández, intervino la sen-
tencia ahora impuada, cuyo dispositivo dice así: 

"Falla: 
gn  

Primero: 
Se admite en la forma y se rechaza en cuanta

- al 

fondo, el recurso de apelación interpuesto en fecha 11 ael 
mes de septiembre del 1967, por el señor Orlindo Fidias Fer- 
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SENTENCIA15E FECHA 16 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 19 

de enero de 1968. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Orlindo Fidias Fernández. 
Abogado: Dr. Juan Bautista López. 

Recurrido: Juan Bautista Herrera Lagrange. 
Abogado: Dr. Isaías Herrera Lagrange. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. 
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la Ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes 
de Septiembre de 1968, años 1259  de la Indepndencia y 1069 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Orlindo 
Fidias Fernández, dominicano, mayor de edad, soltero, ne-
gociante, cédula No. 1197, serie 47, domiciliado en la calle 
Anacaona esquina a 16 de Agosto, de la ciudad de San Juan 
de la Maguana, contra la sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras, de fecha 19 de enero del 1968, dictada en re- 
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ón con el solar No. 1 de la Manzana No. 114 del Dis-
trito Catastral No. 1 del Municipio de San Juan de la Ma-
vana, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Isaias 

}Terrera Lagrange, cédula No. 9607, serie lra., abogado del 
recurrido, que lo es, Juan Bautista Herrera Lagrang, 
minicano, mayor de edad, casado, comerciante, cédula N9 

23330, serie 1ra.; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación suscrito en fecha 12 

de marzo del 1968, por el Dr. Juan Bautista López, cédula 
No. 3197, serie 43, abogado del recurrente, en el cual se 
invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 22 de 

abril del 1968, por el abogado de recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 
liberado y vistos los artículos 84 y 128 y siguiente de la 
Ley de Registro de Tierras, 2103 del Código Civil, 141 del 
Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una solicitud de transferencia dirigida al Tribunal Su-
perior de Tierras por Juan Bautista Herrera Lagrange, el 
Juez de Jurisdicción Original designado al efecto, dictó en 
fecha 14 de agosto de 1967, una sentencia cuyo dispositivo 
se copia más adelante; b) que sobre el recurse de apelación 
interpuesto por Orlindo Fidias Fernández, intervino la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: 

"Falla: 

Primero: Se admite en la forma y se rechaza en cuanta al 
fondo, el recurso de apelación interpuesto en fecha 11 ael 
mes de septiembre del 1967, por el señor Orlindo Fidias Fer- 

1 
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nández, contra la decisión No. 1 de fecha 14 de agosto d 
1967, dictada por el Tribunal de Tierras, de Jurisdicción 
Original en relación con el Solar No. 11 de la Manzana No. 
114, del D. C. No. 1 del Municipio de San Juan de la Ma-
guana; Segundo: Se confirma, en todas sus partes, la dee'. 91 
Sión recurrida, cuyo dispositivo dice así: "En el Distrito it 
Catastral número 1 (uno) del Municipio de San Juan de la 
Maguana, Provincia de San Juan, lo siguiente: Solar nú-
mero 1 de la Manzana No. 114.-197.78M2. Primero: Que 
debe ordenar, como al efecto ordena, la transferencia hell 
cha por el señor Orlindo Fidias Fernández en favor del se-
nor Juan Bautista Herrera Lagrange, de conformidad con 
el Acto Auténtico No. 15 de fecha 24 del mes de septiem-
bre del año 1958; Segundo: Que debe ordenar, como al efec-
to ordena, el registro del derecho de propiedad de este So-
lar en su totalidad, con sus mejoras consistentes en una ca-
sa de concreto con techo de zinc, pisos de mosaicos, y ce-
mento, con una segunda planta de madera techada de zinc 
con piso de madera, en favor del señor Juan Bautista Herre-
ra Lagrange, dominicano, de 52 años de edad, casado bajo 
el régimen de la comunidad legal con Olga María Guzmán, 
comerciante, portador de la cédula de identificación perso-
nal No. 23330, serie lra., domiciliado y residente en la ca-
lle "16 de Agosto No. 70 esquina Mariano Rodríguez Ob-
jío, de la ciudad de San Juan de la Maguana"; 

Considerando, que en su memorial de casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del derecho de defensa. Segundo Medio: Violación del 
artículo 2103 del Código Civil y falta de base legal. Tercer 
Medio: Violación de los artículos 128 y siguientes de la Ley 
de Registro de Tierras en lo relativo al nuevo juicio. Cuarto 
Medio: Violación de los artículos 84 de la Ley de Registro 
de Tierras y 141 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
de su memorial, el recurrente alega, en síntesis, que no se 
le dió oportunidad en el Tribunal de Jurisdicción Original 
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para presentar su defensa y depositar documentos; que 

aunque el Juez en su decisión dice que él fue citado, la ci-
tación no llegó a sus manos y en vista de su no compare-
cencia, debió, dicho Juez, fijar una nueva audiencia para 
que el impetrarte fuera citado regularmente; que tampoco 
se le dió oportunidad ante el Tribunal Superior de Tierras 
para defenderse y presentar documentos, sino que, por el 
contrario, se rechazó un pedimento de reenvío que formuló 
para presentar documentos que aun reposan en su poder y 
oue serán depositados ante la Suprema Corte de Justicia 
en su oportunidad; pero, 

Considerando, que, según consta en la sentencia impug-
nada, el Tribunal Superior de Tierras celebró en fecha 24 
de noviembre del 1967, una audiencia para conocer de la 
apelación interpuesta por Orlindo Fidias Fernández, actual 
recurrente en casación, contra la sentencia de Jurisdicción 
Original antes mencionada; que a esa audiencia compare-
ció el Dr. Virgilio Solano en representación de Juan López, 
quien a su vez representaba al apelante, Orlindo Fidias Fer-
nández, que dicho abogado concluyó pidiendo el aplazamien-
to del caso para que se diera oportunidad a su representado 
de hacerse asistir de su abogado, el Dr. Juan López, quien 
conocía a fondo el expediente, y de presentar documentos 
en relación con la litis, y, subsidiariamente, que se le otor-
gara un plazo de 60 días a partir de la transcripción de las 
notas estenográficas de la audiencia, para producir conclu-
siones en relación con el caso; que el Tribunal Superior re-
solvió dar al actual recurrente un plazo de 30 días a partir 
de la fecha de la audiencia para presentar sus alegatos es-
critos y los documentos a que había hecho alusión; que en 
uso del plazo que le fue concedido al reclamante su abogado 
depositó un escrito el 12 de diciembre del 1967, en el cual ̂ 
concluyó pidiendo la admisión del recurso de apelación de 
su representado y que se revocara la decisión de Jurisdic-
ción Original y se ordenara la celebración de un nuevo jui-
cio de carácter general y amplio; 
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nández, contra la decisión No. 1 de fecha 14 de agosto del 
1967, dictada por el Tribunal de Tierras, de Jurisdicción 
Original en relación con el Solar No. 11 de la Manzana No. 
114, del D. C. No. 1 del Municipio de San Juan de la Ma-
guana; Segundo: Se confirma, en todas sus partes, la deci. 
Sión recurrida, cuyo dispositivo dice así: "En el Distrito iJ 
Catastral número 1 (uno) del Municipio de San Juan de la 
Maguana, Provincia de San Juan, lo siguiente: Solar nú-
mero 1 de la Manzana No. 114.-197.78M2. Primero: Que 
debe ordenar, como al efecto ordena, la transferencia he= 11 
cha por el señor Orlindo Fidias Fernández en favor del se-
ñor Juan Bautista Herrera Lagrange, de conformidad con 
el Acto Auténtico No. 15 de fecha 24 del mes de septiem-
bre del año 1958; Segundo: Que debe ordenar, como al efec-
to ordena, el registro del derecho de propiedad de este So-
lar en su totalidad, con sus mejoras consistentes en una ca-
sa de concreto con techo de zinc, pisos de mosaicos, y ce-
mento, con una segunda planta de madera techada de zinc 
con piso de madera, en favor del señor Juan Bautista Herre-
ra Lagrange, dominicano, de 52 años de edad, casado bajo 
el régimen de la comunidad legal con Olga María Guzmán, 
comerciante, portador de la cédula de identificación perso-
nal No. 23330, serie ira., domiciliado y residente en la ca-
lle "16 de Agosto No. 70 esquina Mariano Rodríguez Ob-
jío, de la ciudad de San Juan de la Maguana"; 

Considerando, que en su memorial de casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del derecho de defensa. Segundo Medio: Violación del 
artículo 2103 del Código Civil y falta de base legal. Tercer 
Medio: Violación de los artículos 128 y siguientes de la Ley 
de Registro de Tierras en lo relativo al nuevo juicio. Cuarto 
Medio: Violación de los artículos 84 de la Ley de Registro 
de Tierras y 141 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
de su memorial, el recurrente alega, en síntesis, que no se 
le dió oportunidad en el Tribunal de Jurisdicción Original 
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para presentar su defensa y depositar documentos; que 

aunque el Juez en su decisión dice que él fue citado, la ci-
tación no llegó a sus manos y en vista de su no compare-
cencia, debió, dicho Juez, fijar una nueva audiencia para 
que el impetr ante fuera citado regularmente; que tampoco 
se le dió oportunidad ante el Tribunal Superior de Tierras 
para defenderse y presentar documentos, sino que, por el 
contrario, se rechazó un pedimento de reenvío que formuló 
para presentar documentos que aun reposan en su poder y 
oue serán depositados ante la Suprema Corte de Justicia 
en su oportunidad; pero, 

Considerando, que, según consta en la sentencia impug-
nada, el Tribunal Superior de Tierras celebró en fecha 24 
de noviembre del 1967, una audiencia para conocer de la 
apelación interpuesta por Orlindo Fidias Fernández, actual 
recurrente en casación, contra la sentencia de Jurisdicción 
Original antes mencionada; que a esa audiencia compare-
ció el Dr. Virgilio Solano en representación de Juan López, 
quien a su vez representaba al apelante, Orlindo Fidias Fer-
nández, que dicho abogado concluyó pidiendo el aplazamien-
to del caso para que se diera oportunidad a su representado 
de hacerse asistir de su abogado, el Dr. Juan López, quien 
conocía a fondo el expediente, y de presentar documentos 
en relación con la litis, y, subsidiariamente, que se le otor-
gara un plazo de 60 días a partir de la transcripción de las 
notas estenográficas de la audiencia, para producir conclu-
siones en relación con el caso; que el Tribunal Superior re-
solvió dar al actual recurrente un plazo de 30 días a partir 
de la fecha de la audiencia para presentar sus alegatos es-
critos y los documentos a que había hecho alusión; que en 
uso del plazo que le fue concedido al reclamante su abogado 
depositó un escrito el 12 de diciembre del 1967, en el cual" - 

 concluyó pidiendo la admisión del recurso de apelación de 
su representado y que se revocara la decisión de Jurisdic-
ción Original y se ordenara la celebración de un nuevo jui-
cio de carácter general y amplio; 
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Considerando que por lo antes expuesto es evidente 
que, el recurrente fue citado regularmente a comparece r 

 a la audiencia celebrada para conocer del recurso de apela. 
ción que había interpuesto y tuvo la oportunidad de presea 
tar sus alegatos y los documentos que ofreció depositar ; 

 por todo lo cual el primer medio de su recurso carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desenvolvimiento del segundo 
medio de su memorial, el recurrente alega, en síntesis, que 
la sentencia impugnada violó el artículo 2103 del Código 
Civil que establece un privilegio sobre el inmueble vendido 
en favor del vendedor no pagado, ya que si hubieran sido 
depositados los documentos ofrecidos se hubiera compro-
bado que el comprador le adeudaba la suma de RD$3,000.- 
00; que el Tribunal a-quo estimó que entre los pagarés fir-
mados por Herrera Lagrange por esa suma no existía nin-
guna vinculación con el acto de venta del 24 de junio de 
1958; por el cual él aparece vendiendo el inmueble objeto 
del litigio a Herrera Lagrange; pero, 

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa que el actual recurrente alegó que el acto de venta 
otorgado en favor del recurrido Juan Bautista Herrera La-
grange, instrumentado en fecha 24 de junio del 1958 por 
el Notario Público, Dr. A. Arturo Ramírez Fernández, cons-
tituía una venta simulada mediante la cual Herrera pagó 
la deuda de RD$1,668.15 contraída por el primero en favor 
del Banco Agrícola y le pagaba a Fernández la suma de 
RD$3,381.81 para completar la cantidad de RD$5,000.00 va-
lor de la supuesta venta intervenida entre ellos; que para 
probar la simulación de una venta es necesario presentar un 
contra-escrito; que, además, el Tribunal a-quo expresa que 
cuando, el acto impugnado es auténtico, como ocurre en la 
especie, éste subsista hasta inscripción en falsedad; que por 
lo expuesto es evidente que el actual recurrente tuvo opor-
tunidad de presentar las pruebas ofrecidas ante los Jueces 
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del fondo, y no lo hizo, por todo lo cual el medio que se 
examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desenvolvimiento del tercer 
medio el recurrente alega que la decisión impugnada viola 
las disposiciones de la Ley de Registro de Tierras relativas 
al nuevo juicio, en razón de que, si bien esta medida es or-
denada discrecionalmente por los Jueces del Tribunal Su 
perior de Tierras, ella es imperativa cuando existen defi-
ciencias en la instrucción del proceso, o irregularidades en 
el procedimiento, o cuando surgen en el plenario situaciones 
nuevas; que en la especie estas situaciones se han producido 
al no haber sido citado él (el recurrente) en jurisdicción 
original y por "el surgimiento de nuevas pruebas, como son 
los pagarés que reposan en su poder y cuya ponderación 
hubiera cambiado sustancialmente la decisión recurrida"; 

pero 
Considerando, que el nuevo juicio previsto en los ar-

tículos 128 y siguientes de la Ley de Registro de Tierras, 
es una facultad acordada a los Jueces del Tribunal Supe-
rior de Tierras que pueden usar discrecional mente cuando 
así convenga a la mejor sustanciación de los casos; 

Considerando, que en la especie, los Jueces del fondo 
estimaron que las situaciones alegadas por los actuales re-
currentes orno justificativas de la celebración de un nuevo 
juicio no se habían presentado, ya que el caso fue ventila-
do ampliamente, en las audiencias celebradas para conocer 
la impugnación a la transferencia objeto del litigio; 

Considerando que por lo que acaba de expresarse es 
evidente que el Tribunal a-quo dió razones suficientes y per-
tinentes para rechazar el pedimento de nuevo juicio, por lo 
cual el derecho de defensa no fue lesionado, en vista de que 
el recurrente no aportó los documentos que anunció para 
justificar su pedimento, lo que así reconoce en su memorial; 
que en tales condiciones el tercer medio del recurso debe 
ser desestimado; 
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Considerando que por lo antes expuesto es evidente 
que, el recurrente fue citado regularmente a comparece r 

 a la audiencia celebrada para conocer del recurso de apela.. 
ción que había interpuesto y tuvo la oportunidad de presea 
tar sus alegatos y los documentos que ofreció depositar ; 

 por todo lo cual el primer medio de su recurso carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desenvolvimiento del segundo 
medio de su memorial, el recurrente alega, en síntesis, que 
la sentencia impugnada violó el artículo 2103 del Código 
Civil que establece un privilegio sobre el inmueble vendido 
en favor del vendedor no pagado, ya que si hubieran sido 
depositados los documentos ofrecidos se hubiera compro-
bado que el comprador le adeudaba la suma de RD$3,000.- 
00; que el Tribunal a-quo estimó que entre los pagarés fir-
mados por Herrera Lagrange por esa suma no existía nin-
guna vinculación con el acto de venta del 24 de junio de 
1958; por el cual él aparece vendiendo el inmueble objeto 
del litigio a Herrera Lagrange; pero, 

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa que el actual recurrente alegó que el acto de venta 
otorgado en favor del recurrido Juan Bautista Herrera La-
grange, instrumentado en fecha 24 de junio del 1958 por 
el Notario Público, Dr. A. Arturo Ramírez Fernández, cons-
tituía una venta simulada mediante la cual Herrera pagó 
la deuda de RD$1,668.15 contraída por el primero en favor 
del Banco Agrícola y le pagaba a Fernández la suma de 
RD$3,381.81 para completar la cantidad de RD$5,000.00 va-
lor de la supuesta venta intervenida entre ellos; que para 
probar la simulación de una venta es necesario presentar un 
contra-escrito; que, además, el Tribunal a-quo expresa que 
cuando, el acto impugnado es auténtico, como ocurre en la 
especie, éste subsista hasta inscripción en falsedad; que por 
lo expuesto es evidente que el actual recurrente tuvo opor-
tunidad de presentar las pruebas ofrecidas ante los Jueces  

del fondo, y no lo hizo, por todo lo cual el medio que se 
examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desenvolvimiento del tercer 
medio el recurrente alega que la decisión impugnada viola 
las disposiciones de la Ley de Registro de Tierras relativas 
al nuevo juicio, en razón de que, si bien esta medida es or-
denada discrecionalmente por los Jueces del Tribunal Su 
perior de Tierras, ella es imperativa cuando existen defi-
ciencias en la instrucción del proceso, o irregularidades en 
el procedimiento, o cuando surgen en el plenario situaciones 
nuevas; que en la especie estas situaciones se han producido 
al no haber sido citado él (el recurrente) en jurisdicción 
original y por "el surgimiento de nuevas pruebas, como son 
los pagarés que reposan en su poder y cuya ponderación 
hubiera cambiado sustancialmente la decisión recurrida"; 

pero 
Considerando, que el nuevo juicio previsto en los ar-

tículos 128 y siguientes de la Ley de Registro de Tierras, 
es una facultad acordada a los Jueces del Tribunal Supe-
rior de Tierras que pueden usar discrecional mente cuando 
así convenga a la mejor sustanciación de los casos; 

Considerando, que en la especie, los Jueces del fondo 
estimaron que las situaciones alegadas por los actuales re-
currentes omo justificativas de la celebración de un nuevo 
juicio no se habían presentado, ya que el caso fue ventila-
do ampliamente, en las audiencias celebradas para conocer 
la impugnación a la transferencia objeto del litigio; 

Considerando que por lo que acaba de expresarse es 
evidente que el Tribunal a-quo dió razones suficientes y per-
tinentes para rechazar el pedimento de nuevo juicio, por lo 
cual el derecho de defensa no fue lesionado, en vista de que 
el recurrente no aportó los documentos que anunció para 
justificar su pedimento, lo que así reconoce en su memorial; 
que en tales condiciones el tercer medio del recurso debe 
ser desestimado; 

*1! 
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Considerando, que en el desenvolvimiento del cuarto 
medio y último, de su memorial, el recurrente alega, "que 
la sentencia impugnada viola fundamentalmente los artícu-
los 84 de la Ley de Registro de Tierras y 141 del Código 
de Procedimiento Civil, por contener una exposición insufi-
ciente de los hechos que imposibilitan a esta Honorable Su. 
prema Corte de Justicia decidir si la Ley ha sido bien apli-
cada"; pero, 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada muestra que ella contiene motivos suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo, así como una expo-
sición completa de los hechos y circunstancias de la causa 
que han permitido verificar que el Tribunal a-quo hizo en 
el caso una correcta aplicación de la Ley a los hechos so- , 
beranamente comprobados, sin incurrir en desnaturaliza- 1,1 
ción alguna; por todo lo cual el cuarto y último medio del 
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Orlindo Fidias Fernández, contra la 
sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, 
en fecha 19 de enero del 1968, en relación con el solar No. 
1 de la Manzana No. 114, del Distrito Catastral No. 1 del 
Municipio de San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico, (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 15 de diciembre de 1967. 

Materia: Civil. 

Recurrente: José Enrique Pérez Muñoz. 
Abogado: Dr. Ramón Otilio Suárez Henríquez. 

Recurrido: Zenaida J. Pérez Acosta de Pérez. 

(  a lo: Dr. Francisco J. Abréu Reimen. 

111111/11b°g  
Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes 
de septiembre del año 1968, años 125 9  de la Independencia 

y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José En-
rique Pérez Muñoz, dominicano, mayor de edad, casado, 
domicialiado y residente en la ciudad de Santo Domingo, 
en la casa No. 3 de la calle 11 de Ensanche Ozama, cédula 
No. 32447, serie 47, contra la sentencia de fecha 15 de di-
ciembre de 1967, dictada por la Corte de Apelación de Santo 
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Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes 
de septiembre del año 1968, años 125 9  de la Independencia 

y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José En-
rique Pérez Muñoz, dominicano, mayor de edad, casado, 
domicialiado y residente en la ciudad de Santo Domingo, 
en la casa No. 3 de la calle 11 de Ensanche Ozama, cédula 
No. 32447, serie 47, contra la sentencia de fecha 15 de di-
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BOLETIN JUDICIAL 	 2065 2064 	 BOLETIN JUDICIAL 

Domingo, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón Otilio Suárez Henríquez, cédula 

39881, serie 1ra., abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. Francisco J. Abréu Reimen, cédula 7384, 
serie 48, abogado de la recurrida Zenaida J. Pérez Acosta 
de Pérez, dominicana, mayor de edad, casada, de queha-
ceres domésticos, dominiciliada y residente en la casa nú-
mero 250 de la calle Josefe Brea, del Ensanche Luperón, 
de esta ciudad, cédula 25510, serie 47, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 22 de fe-
brero de 1968, y suscrito por el abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios que se indican más adelan-
te; 

Visto el memorial de defensa de fecha 7 de marzo de 
1968, suscrito por el abogado de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 1 y si-
guientes de la Ley No. 1306-Bis, de Divorcio; 1 de la Ley 
No. 632 de 1932; 8 de la Constitución de la República; 79, 
80 y 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, son constantes los siguien-
tes hechos: a) que con motivo de una demanda en divorcio 
intentada por José Enrique Pérez Munoz contra Zenaida J. 
Pérez Acosta, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Se-
gunda Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 

Distrito Nacional, dictó en fecha 24 de julio de 1967, una 
sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la ahora 
impugnada en casación; b) que sobre recurso de la esposa 

demandada, la Corte a-qua dictó en fecha 24 de octubre de 
1967, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Ordena que, previamente a todo juicio sobre el fon-

do del recurso de apelación de que se trata, la parte inti-
mante, Zenaida Josefina Pérez Acosta de Pérez, comunique 
a la parte intimada, José Enrique Pérez Muñoz, por vía de 
la Secretaría de esta Corte, en el plazo legal, todos y cada 
uno de los documentos que empleará en sus medios de de-
fensa en la presente instancia; y, Segundo: Reserva las cos-
tas"; c) que en fecha 15 de diciembre de 1967, la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación con el siguiente dispositivó: "Falla: 
Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia con-
tra el intimado José Enrique Pérez Muñoz, por falta de con-
cluir; Segundo: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación interpuesto por Ze-
naida Josefina Pérez Acosta de Pérez, contra la sentencia 
de fecha 24 de julio de 1967, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
Ha: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia 
contra la cónyuge demandada Zenaida Josefina Pérez Acos-
ta de Pérez, por no haber comparecido; Segundo: Acoge las 
conclusiones presentadas en audiencia por el cónyuge de-
mandante José Enrique Pérez Muñoz, por ser justas y re-
posar sobre prueba legal y en consecuencia admite el di-
vorcio entre dichos cónyuges por la causa determinada de 
incompatibilidad de caracteres; Tercero: Compensa pura 
y simplemente las costas causadas en la presente instan-
cia"; Tercero: Acoge las conclusiones presentadas por la in-
timante y, obrando por propia autoridad: a) Atribuye la 
guarda y cuidado de los menores Elizabeth Inmaculada Jo-
sefina, José Juan y José Rafael de Jesús, nacidos el 7 de 
diciembre de 1960, 12 de septiembre de 1956 y 8 de marzo 
de 1958, respectivamente, procreados en común durante el 



BOLETIN JUDICIAL 	 2065 2064 	 BOLETIN JUDICIAL 

Domingo, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón Otilio Suárez Henríquez, cédula 

39881, serie 1ra., abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. Francisco J. Abréu Reimen, cédula 7384, 
serie 48, abogado de la recurrida Zenaida J. Pérez Acosta 
de Pérez, dominicana, mayor de edad, casada, de queha-
ceres domésticos, dominiciliada y residente en la casa nú-
mero 250 de la calle Josefe Brea, del Ensanche Luperón, 
de esta ciudad, cédula 25510, serie 47, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 22 de fe-
brero de 1968, y suscrito por el abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios que se indican más adelan-
te; 

Visto el memorial de defensa de fecha 7 de marzo de 
1968, suscrito por el abogado de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 1 y si-
guientes de la Ley No. 1306-Bis, de Divorcio; 1 de la Ley 
No. 632 de 1932; 8 de la Constitución de la República; 79, 
80 y 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, son constantes los siguien-
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Pérez Acosta, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Se-
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1967, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
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fensa en la presente instancia; y, Segundo: Reserva las cos-
tas"; c) que en fecha 15 de diciembre de 1967, la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación con el siguiente dispositivó: "Falla: 
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matrimonio, a Zenaida Josefina Pérez Acosta de Pérez, ma- 
dre de los citados menores; y, b) Condena a José Enrique 
Pérez Muñoz, a una pensión alimenticia de RD$100.00 (cien 
pesos) mensuales, a favor de sus hijos menores de edad Eli- 
zabeth Inmaculada Josefina, José Juan y José Rafael de 
Jesús, procreados en común durante' el matrimonio con la 
señora Zenaida Josefina Pérez Acosta de Pérez; y Cuarto:  
Compensa pura y simplemente las costas causadas entre 
las partes en causa"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación al artículo 8 ordinal 2 inciso J de la Constitución de 
1966 y sus correlativos del Acto Institucional del 1965, 
Constitución del 1963, Constitución del 1962, Constitución 
del 1961; Segundo Medio: Violación del Artículo único de 
la Ley 362 del 16 de septiembre de 1932 apéndice a los ar-
tículos 79 y 80 del Código de Procedimiento Civil; Tercer 
Medio: Violación al artículo 1315 y siguientes del Código 
Civil relativos a la prueba en materia civil; Cuarto Medio: 
Falta de base legal; falta de motivos y desnaturalización de 
los medios de prueba. 

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, el recurrente sostiene en síntesis: que su derecho 
de defensa fue lesionado porque su abogado constituido no 
fue invitado para asistir a la audiencia en la cual se discu-
tió el fondo de la apelación; que eso es contrario a la Cons-
titución y de acuerdo con el artículo 46 de la misma todo 
acto contrario a ella es nulo; que la Ley 632, de 1932, es-
tablece que debe darse acto recordatorio al abogado de la 
contra parte para que comparezca a la audiencia; que la 
Ley de Divorcio establece que las apelaciones en materia 
de divorcio serán conocidas como asunto sumario y las par-
tes tienen que estar representadas por abogados; que, por 
otra parte, la hoy recurrida en casación no estableció las 
pruebas de sus pretensiones violándose con ello la maxima 
latina "Actori incumbit probatio"; que, finalmente, la sen- 

  

tencia impugnada carece de motivos y "no hace una ex-
posición detallada de los hechos decisivos y determinantes" 
de la causa, que permitan establecer que la Ley fue bien 
aplicada; que, por todo ello se ha incurrido a su juicio en 
los vicios y violaciones denunciados en los cuatro medios por 

él propuestos; pero, 

Considerando que ciertamente el procedimiento insti-
tuido por la Ley en materia de divorcio tiene un carácter 
sumario en apelación y las partes deben comparecer por 
medio de abogados; que también es cierto, por aplicación 
de las reglas constitucionales y legales que el recurrente 
invoca, que para que una parte sea juzgada regularmente, 
debe haber sido previamente citada a esos fines; que cuan-
do hay abogado constituido, el procedimiento impone nor-
malmente la citación por acto de abogado a abogado; que 
todo ello tiene por base sin dudas, el propósito perseguido 
por el legislador de asegurar el derecho de defensa de la 
persona citada para el juicio; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo 
impugnado revela, que la apelante citó al apelado para una 
audiencia que celebró la Corte a-qua en fecha 16 de octubre 
de 1967, por acto notificado a la parte misma, y a esa au-
diencia ambas partes comparecieron representadas por sus 
respectivos abogados; que habiéndose ordenado una comu-
nicación recíproca de documentos, medida que solo satis-
fizo la apelante, se fijó una nueva audiencia para conocer 
del fondo del recurso, y para ella (siguiéndose el mismo pro-
cedimiento anterior, o sea acto notificado a la parte direc-
tamente)) la apelante citó al apelado por acto del ministe-
rial Valentín Mella, Alguacil Ordinario de la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha dos de octubre de 
1967, señalándose en ese acto "para que comparezca como 
fuere de derecho", a fin de conocer de la apelación pendien-
te; que si bien ese acto se notificó a la parte, y se omitió 
notificarlo también a su abogado, es obvio que dicha parte 
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matrimonio, a Zenaida Josefina Pérez Acosta de Pérez, ma-
dre de los citados menores; y, b) Condena a José Enriqu e 
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Falta de base legal; falta de motivos y desnaturalización de 
los medios de prueba. 

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, el recurrente sostiene en síntesis: que su derecho 
de defensa fue lesionado porque su abogado constituido no 
fue invitado para asistir a la audiencia en la cual se discu-
tió el fondo de la apelación; que eso es contrario a la Cons-
titución y de acuerdo con el artículo 46 de la misma todo 
acto contrario a ella es nulo; que la Ley 632, de 1932, es-
tablece que debe darse acto recordatorio al abogado de la 
contra parte para que comparezca a la audiencia; que la 
Ley de Divorcio establece que las apelaciones en materia 
de divorcio serán conocidas como asunto sumario y las par-
tes tienen que estar representadas por abogados; que, por 
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tencia impugnada carece de motivos y "no hace una ex-
posición detallada de los hechos decisivos y determinantes" 
de la causa, que permitan establecer que la Ley fue bien 
aplicada; que, por todo ello se ha incurrido a su juicio en 
los vicios y violaciones denunciados en los cuatro medios por 

él propuestos; pero, 

Considerando que ciertamente el procedimiento insti-
tuido por la Ley en materia de divorcio tiene un carácter 
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cedimiento anterior, o sea acto notificado a la parte direc-
tamente)) la apelante citó al apelado por acto del ministe-
rial Valentín Mella, Alguacil Ordinario de la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha dos de octubre de 
1967, señalándose en ese acto "para que comparezca como 
fuere de derecho", a fin de conocer de la apelación pendien-
te; que si bien ese acto se notificó a la parte, y se omitió 
notificarlo también a su abogado, es obvio que dicha parte 
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quedó advertida y enterada a todos los fines de la citada 
audiencia para la cual se le citaba, sin que se haya demos-
trado que ella estuviera impedida de llevar ese acto (como 
el notificado en la misma forma para la primera audiencia) 
al conocimiento de su abogado, o que éste estuviera imp e. 
dido por esa circunstancia de asumir su defensa, es decir, 
que tal hecho le ocasionara algún agravio; que, por tanto, 
por aplicación de la maxima "No hay nulidad sin agravio", 
procede en el presente caso desestimar los medios que se 
examinan por falta de fundamento; 

Considerando que, por otra parte, la sentencia impug-
nada revela que para revocar el fallo apelado en cuanto a 
la guarda de los hijos —que era el único punto objeto del 
recurso— y atribuir dicha guarda a la madre apelante, la 
Corte a-qua ponderó los elementos de juicio que le fueron 
aportados, apreciando soberanamente, en base a ellos, que 
la guarda de los menores debía serle confiada a la madre t 
porque ello ofrecía mayores ventajas para los hijos; que, 1( 
por tanto, en la especie no se ha violado el artículo 1315 
del Código Civil, como alega el recurrente, puesto que la 
apelante hizo a juicio de los jueces del fondo y sin desna-
turalización alguna, la prueba de su alegato; que, finalmen-
te, el examen del fallo impugnado, pone de manifiesto, que 
él contiene motivos suficientes y pertinentes, y una rela-
ción completa de los hechos, que permite apreciar que la 
ley ha sido bien aplicada; que, por todo ello, los medios pro-
puestos carecen de fundamento y deben ser desestimados: 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Enriquez Pérez Muñoz, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones civiles, y en fecha 15 de diciem-
bre de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; y, Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— 

 
 Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia- 

lila
.— Francisco Eipidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-

rdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
Gseennetreanl 	

firmada por los 
c. i a  

ha sido dada y 
hijo  Secretario 

 presente e. cprreetasernio  
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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quedó advertida y enterada a todos los fines de la citada 
audiencia para la cual se le citaba, sin que se haya demos. 
trado que ella estuviera impedida de llevar ese acto (como 
el notificado en la misma forma para la primera audiencia) 
al conocimiento de su abogado, o que éste estuviera impe. 
dido por esa circunstancia de asumir su defensa, es decir, 
que tal hecho le ocasionara algún agravio; que, por tanto, 
por aplicación de la maxima "No hay nulidad sin agravio", 
procede en el presente caso desestimar los medios que se 
examinan por falta de fundamento; 

Considerando que, por otra parte, la sentencia impug- 40 
 nada revela que para revocar el fallo apelado en cuanto a 

la guarda de los hijos —que era el único punto objeto del 
recurso— y atribuir dicha guarda a la madre apelante, la 
Corte a-qua ponderó los elementos de juicio que le fueron 
aportados, apreciando soberanamente, en base a ellos, que 
la guarda de los menores debía serle confiada a la madre 
porque ello ofrecía mayores ventajas para los hijos; que, 
por tanto, en la especie no se ha violado el artículo 1315 
del Código Civil, como alega el recurrente, puesto que la 
apelante hizo a juicio de los jueces del fondo y sin desna-
turalización alguna, la prueba de su alegato; que, finalmen-
te, el examen del fallo impugnado, pone de manifiesto, que 
él contiene motivos suficientes y pertinentes, y una rela- „ 
ción completa de los hechos, que permite apreciar que la 
ley ha sido bien aplicada; que, por todo ello, los medios pro-
puestos carecen de fundamento y deben ser desestimados; I 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Enríquez Pérez Muñoz, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones civiles, y en fecha 15 de diciem-
bre de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; y, Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados); Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia- 

flia
.— Francisco Eipidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-

re
o.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Puerto 

Plata, de fecha 22 de diciembre de 1967. 

Recurrente: Banco Agrícola de la República Dominicana. 

Abogado: Dres. Raúl E. Fontana Olivier, Víctor Garrido hijo y 

Jorge A. Matos F. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, 'regularmente constItuída por los Jueces Manuel Ramón 
Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
1E.bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de Sep-
tiembre de 1968, años 1259  de la Independencia y 1069  de 

la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 

casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, institución autónoma 
del Estado, regida por la Ley No. 6186, del 12 de febrero 
de 1963 y sus modificaciones, representada legalmente por 
su Administrador General Dr. José Sixto Ginebra H., do-
minicano, mayor de edad, casado, cédula No. 12535, serie 
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37, 
-domiciliado y residente en esta ciudad, contra la senten- 

c
ia de fecha 22 de diciembre de 1967, dictada en sus atri- 

r el Juzgado de Primera Instancia de 
buciones laborales po  

puerto 
Plata, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la leCtura del r dula 
ol; 

20608, 
Oído al Dr. Raúl E. Fontana Olivier, cé  

ser
ie 56, por sí y por los Dres. Víctor Garrido hijo, cédula 

31843, serie lra., y Jorge A. Matos F., cédula 3098, serie 
19, abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusio 

nes; Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el Memorial de Casación depositado en la Se- 

cretaría de la Suprema de Justicia en fecha 12 te; 
de marzo de 

1968, y suscrito por los abogados del recurren en el al 

se invocan los
e 

 medios que más adelante se indican; 
 15 de Abril de 

cédula, Visto el Mmorial de Defensa de fecha 
1968, suscrito por el Dr. Féliz R. Castillo Plácido,  
18850, serie 37, abogado de los recurridos Jesús María Var 
gas, dominicano, mayor de edad, casado, oficinista, cédula 

residente en Puerto Pla- 
dominicano, No. 3660, serie 37, domiciliado y 

ta y Julio Ramón Clodomiro de 
Lancer G.,  

mayor de edad, soltero, oficinista, cédula No. 21947, serie 
37, domiciliado y residente en Sante Domingo, Distrito Na- 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- de  
de-

liberado y vistos los artículos 56 y 59 de la Ley 637 de 1944, 
Sobre Contrato de Trabajo; 81 del Código de Trabajo; 1 
y siguientes del Reglamento 6127 del 11 de Octubre d e la 

1960; 

141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de Ley 

Sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, son constantes los siguien
-

tes hechos: a) Que con motivo de una reclamación laborre- 
al 

que no pudo ser conciliada, intentada por ama 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Materia: Trabajo. 

Recurrido: Jesús María Vargas y compartes. 

Abogado: Dr. Félix R. Castillo Plácido. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Puert o 
 Plata, de fecha 22 de diciembre de 1967. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Banco Agrícola de la República Dominicana. 
Abogado: Dres. Raúl E. Fontana Olivier, Víctor Garrido hijo y 

Jorge A. Matos F. 

Recurrido: Jesús María Vargas y compartes. 
Abogado: Dr. Félix R. Castillo Plácido. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, Tegularmente constituida por los Jueces Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de Sep-
tiembre de 1968, años 125 9  de la Independencia y 1069 de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, institución autónoma 
del Estado, regida por la Ley No. 6186, del 12 de febrero 
de 1963 y sus modificaciones, representada legalmente por 
su Administrador General Dr. José Sixto Ginebra H., do-
minicano, mayor de edad, casado, cédula No. 12535, serie 
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37 domiciliado y residente en esta ciudad, contra la senten-
ci;. de fecha 22 de diciembre de 1967, dictada en sus atri-
buciones laborales por el Juzgado de Primera Instancia de 

puerto 
Plata, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Raúl E. Fontana Olivier, cédula 20608, 

serie 56, por sí y por los Dres. Víctor Garrido hijo, cédula 
31843, serie lra., y Jorge A. Matos F., cédula 3098, serie 
19, abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusio- 

nes; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el Memorial de Casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema de Justicia en fecha 12 de marzo de 
1968, y suscrito por los abogados del recurrente; en el cual 
se invocan los medios que más adelante se indican; 

Visto el Memorial de Defensa de fecha 15 de Abril de 
1968, suscrito por el Dr. Feliz R. Castillo Plácido, cédula, 
18850, serie 37, abogado de los recurridos Jesús María Var-
gas, dominicano, mayor de edad, casado, oficinista, cédula 
No. 3660, serie 37, domiciliado y residente en Puerto Pla-
ta y Julio Ramón Clodomiro de Lancer G., dominicano, 
mayor de edad, soltero, oficinista, cédula No. 21947, serie 
37, domiciliado y residente en Sante Domingo, Distrito Na-
cional; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberad» y vistos los artículos 56 y 59 de la Ley 637 de 1944, 
Sobre Contrato de Trabajo; 81 del Código de Trabajo; 1 
y siguientes del Reglamento 6127 del 11 de Octubre de 1960; 
141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, son constantes los siguien-
tes hechos: a) Que con motivo de una reclamación laboral 
que no pudo ser conciliada, intentada por los actuales re- 
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curridos contra el Banco hoy recurrente, el Juzgado de Paz 
de ,Puerto Plata, regularmente apoderado, dictó en fecha 
9 de Noviembre de 1966, en funciones de Tribunal de Tra-
bajo, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime_ 
ro: Pronuncia como en efecto pronuncia el defecto contra 
el Banco Agrícola de la República Dominicana, por no com. 
parecer a la audiencia para la cual fue debidamente citado 
y emplazado; Segundo: Condenar como en efecto condena 
al Banco Agrícola de la República Dominicana al pago de las 
respectivas prestaciones laborales en favor de los señores Je-
sús María Vargas Morrobel y Julio Ramón Clodomiro de 
Lancer; Tercero: Condenar como en efecto condena al Banco 
Agrícola de la República Dominicana al pago de las costas del 
procedimiento, por ser la parte que sucumbe en la presente 
litis; Cuarto: a la ejecución provisional de la sentencia, no 
obstante cualquier vía de recurso; y Quinto: Que debe comi-
sionar y comisiona para la notificación de la presente sen-
tencia, al Alguacil Ordinario del Juzgado de Primera Ins-
tancia de este Distrito Judicial ciudadano Alejandro Silve-
rio"; b) Que sobre recurso del Banco Agrícola de la Re-
pública Dominicana, el Juzgado de Primera Instancia de 
Puerto Plata, en sus funciones de Tribunal de Trabajo de 
Segundo Grado, dictó en fecha 22 de diciembre de 1967, 
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: que debe declarar y de-
clara bueno y válido, en cuanto a su forma, el recurso de 
apelación intentado por el Banco Agrícola de la República 
Dominicana contra sentencia del Juzgado de Paz del Muni-
cipio de Puerto Plata, en funciones de Tribunal de Traba-
jo, de fecha nueve de noviembre del año mil novecientos 
sesenta y seis, rendida en provecho de los señores Jesús 
María Vargas Morrobel y Julio Ramón Clodomiro de Lan-
cer; Segundo: en cuanto al fondo, rechaza dicho recurso 
por improcedente y mal fundado y confirma la sentencia ape-
lada cuyo dispositivo consta copiado en el cuerpo de la pre-
sente sentencia; y Tercero: Que debe condenar y condena 

     

al Banco Agrícola de la República Dominicana, parte inti-
rnante, al pago de las costas, ordenándose la distracción de 
ellas en provecho del ahogado, doctor Félix R. Castillo Plá-
cido, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca, en el Memorial 

depositado, los siguientes medios de casación 
Primer Medio: 

Violación de los artículos 56 y 59 de la Ley sobre Contrato 

de Trabajo; Segundo Medio: Violación al derecho de defen-

sa. Exceso de poder. Tercer Medio: Violación del artículo 

81 del Código de Trabajo por falsa aplicación; 
Cuarto Me-

dio: 
Violación al Reglamento 6127 del 11 de octubre de 

1960. Falta de base legal. Falta de motivos, Artículo 141, 

del Código de Procedimiento Civil. 
Considerando que en el desarrollo de los medios 

so st 
p

ie
-  

 y segundo, propuestos por el recurrente, ést 

ne en definitiva que el Tribunal a-quo no debió desconocer 

el valor probatorio de las copias fotostáticas por él presen- 
tadas para demostrar que había cumplido respecto a los 
trabajadores demandantes con anunciar su despido al De 
partamento de Trabajo, según el artículo 81 del Código de 
Trabajo; que esas copias fueron implicitamente aceptadas 
por dichos trabajadores, pues no las impugnaron, y tení 
el sello del Ministerio de Trabajo, y la fecha y la hora de 
recibo, demostrativas de su seriedad; por lo cual, constituían 
e juicio del recurrente, por lo menos, un principio de prue-
ba, estimando que al desecharlas el Tribunal 

a-quo violó 

las disposiciones de la ley y su derecho de defensa, pues si 

no estaba satisfecho de su valor probatorio debió, en virtud 
de las facultades que le confiere el artículo 59 de la Ley 
637, ordenar el depósito de los originales, sobre todo que 
según el artículo 56 de la misma Ley no se admitirá nin-
guna clase de nulidades de procedimiento, a menos que es-
tas sean de gravedad tal que impidan al Tribunal juzgar loS 
casos sometidos a su consideración; que en base a esos ale-
gatos, estima el recurrente que se violaron las disposiciones 
legales invocadas así como el derecho de defensa; 

       

       

       

       

       

       

     

o 
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curridos contra el Banco hoy recurrente, el Juzgado de Pa z 
 de ,Puerto Plata, regularmente apoderado, dictó en fecha 

9 de Noviembre de 1966, en funciones de Tribunal de Tra-
bajo, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime. 
ro: Pronuncia como en efecto pronuncia el defecto contra 
el Banco Agrícola de la República Dominicana, por no com-
parecer a la audiencia para la cual fue debidamente citado 
y emplazado; Segundo: Condenar como en efecto condena 
al Banco Agrícola de la República Dominicana al pago de las 
respectivas prestaciones laborales en favor de los señores Je-
sús María Vargas Morrobel y Julio Ramón Clodomiro de 
Lancer; Tercero: Condenar como en efecto condena al Banco 
Agrícola de la República Dominicana al pago de las costas del 
procedimiento, por ser la parte que sucumbe en la presente 
litis; Cuarto: a la ejecución provisional de la sentencia, no 
obstante cualquier vía de recurso; y Quinto: Que debe comi-
sionar y comisiona para la notificación de la presente sen-
tencia, al Alguacil Ordinario del Juzgado de Primera Ins-
tancia de este Distrito Judicial ciudadano Alejandro Silve-
rio"; b) Que sobre recurso del Banco Agrícola de la Re-
pública Dominicana, el Juzgado de Primera Instancia de 
Puerto Plata, en sus funciones de Tribunal de Trabajo de 
Segundo Grado, dictó en fecha 22 de diciembre de 1967, 
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: que debe declarar y de-
clara bueno y válido, en cuanto a su forma, el recurso de 
apelación intentado por el Banco Agrícola de la República 
Dominicana contra sentencia del Juzgado de Paz del Muni-
cipio de Puerto Plata, en funciones de Tribunal de Traba-
jo, de fecha nueve de noviembre del año mil novecientos 
sesenta y seis, rendida en provecho de los señores Jesús 
María Vargas Morrobel y Julio Ramón Clodomiro de Lan-
cer; Segundo: en cuanto al fondo, rechaza dicho recurso 
por improcedente y mal fundado y confirma la sentencia ape-
lada cuyo dispositivo consta copiado en el cuerpo de la pre-
sente sentencia; y Tercero: Que debe condenar y condena  

a
l Banco Agrícola de la República Dominicana, parte inti-

n'ante, al pago de las costas, ordenándose la distracción de 
ellas en provecho del abogado, doctor Félix R. Castillo Plá-

c
ido, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca, en el Memorial 

depositado, los siguientes medios de casación Primer 
Contra 

Medi
to 
o: 

Violación de los artículos 56 y 59 de la Ley sobre  

de Trabajo; Segundo Medio: Violación al derecho de defen-

sa. Exceso de poder. Tercer Medio: Violación del artículo 

81 del Código de Trabajo por falsa aplicación; 
Cuarto Me-

dio: 
Violación al Reglamento 6127 del 11 de octubre de 

1960. Falta de base legal. Falta de motivos, Artículo 141, 

del Código de Procedimiento Civil. 
Considerando que en el desarrollo de los medios pri-

mero y segundo, propuestos por el recurrente, éste sostie-

ne en definitiva que el Tribunal a-quo no debió desconocer 

el valor probatorio de las copias fotostáticas por él presen-
tadas para demostrar que había cumplido respecto a los 
trabajadores demandantes con anunciar su despido al De-
partamento de Trabajo, según el artículo 81 del Código dp 
Trabajo; que esas copias fueron implicitamente aceptadas 
por dichos trabajadores, pues no las impugnaron, y tenían 
el sello del Ministerio de Trabajo, y la fecha y la hora de 
recibo, demostrativas de su seriedad; por lo cual, constituían 

juicio del recurrente, por lo menos, un principio de prue-
ba, estimando que al desecharlas el Tribunal a-quo violó 

las disposiciones de la ley y su derecho de defensa, pues si 
no estaba satisfecho de su valor probatorio debió, en virtud 
de las facultades que le confiere el artículo 59 de la Ley 
637, ordenar el depósito de los originales, sobre todo que 
según el artículo 56 de la misma Ley no se admitirá nin-
guna clase de nulidades de procedimiento, a menos que es-
tas sean de gravedad tal que impidan al Tribunal juzgar los 
casos sometidos a su consideración; que en base a esos ale- 
gatos, estima el recurrente que se violaron las disposiciones 
legales invocadas así como el derecho de defensa; 

) 
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Considerando que los Artículos 56 y 59 de la Ley No. 
637 sobre Contratos de Trabajo, dicen así: No se admitirá 
ninguna clase de nulidades de procedimiento, a menos que 
estas sean de una gravedad tal que imposibiliten al Tribu.. 
nal, y a juicio de este, conocer y juzgar los casos some-
tidos a su consideración. En este caso se decidirá por 
la misma sentencia las dichas nulidades y el reenvío para 
conocer del fondo del asunto. Los Tribunales de Trabajo 
podrán dictar sentencia preparatoria y ordenar cuantas 
medidas de instrucción consideren necesarias para el esta-
blecimiento de los litigios sometidos a su fallo. 

Considerando que en la especie, el examen del fallo 
impugnado revela que el Juez a-quo no obstante no haber 
sido impugnada las comunicaciones que en copia fotostáti-
cas le fueron sometidas Por el Banco Agrícola de la Repú-
blica Dominicana para demostrar que había cumplido con 
el Artículo 81 del Código de Trabajo que le obligaba a co-
municar el despido de los trabajadores en causa dentro de 
las cuarenta y ocho horas subsiguientes al mismo, desesti-
mó de oficio dicha prueba, y dando por no comunicado di-
cho despido acogió en todas sus partes la demanda, sin or-
denar ninguna medida de instrucción suplementaria; - 

Considerando que si ciertamente las copias fotostáticas 
en principio no satisfacen las exigencias de la ley; es tam-
bién cierto que en materia laboral son admisibles toda cla-
se de prueba, por lo cual los jueces que tienen un papel 
activo, antes que negarle todo valor probatorio, deben, en 
interés de una buena justicia y haciendo uso de las facul-
tades que la ley pone en sus manos, ordenar el depósito de 
los originales; pues lo contrario conduce a lesionar el de-
recho de defensa en menoscabo de la investigación de la 
verdad; que, en efecto, en esta materia, y aún frente a un 
caso de nulidad que es más grave, el legislador en el artícu-
lo 56 de la Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo ha dis-
puesto que no se admitirá ninguna clase de nulidades de 
procedimiento, a menos que su gravedad impida juzgar los 
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casos sometidos, y agrega en su parte final 'En este caso 
se decidirá por la misma sentencia las dichas nulidades y 

e l reenvío para conocer del fondo del asunto"; que esa dis-
posición debe interpretarse con un espíritu general y am-

plio, relacionándola con el contexto de la ley, dada la mate-
ria de interés social de que se trata, pues, es preciso admitir 
que si el legislador ha supuesto en el caso de un expediente 

con actos irregulares que éste puede ser subsanado o re-
gularizado, a mayor abundamiento puede y debe ser com-
pletado cuando se trata de un expediente cuya prueba no 
le ha dejado satisfecho; que, por tanto, al decidir el Tribu-

nal a-quo el caso en la forma como lo hizo, desconoció por 
inaplicación, las disposiciones legales citadas y lesionó con 

ello el derecho de defensa del actual recurrente, por lo cual 

el fallo impugnado debe ser casado, sin necesidad de exa-
minar los otros medios propuestos por el recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en atribuciones laborales por el Juzgado de Primera Ins-
tancia de Puerto Plata, en fecha 22 de diciembre de 1967, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto por ante la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial y de Trabajo de la Segunda Circunscripción , 

 del Juzgado de Primera Instancia de Santiago, como tri-
bunal laboral de segundo grado; Segundo: Compensa las 

costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama. 
— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló. 
— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que los Artículos 56 y 59 de la Ley No. 
637 sobre Contratos de Trabajo, dicen así: No se admitirá 
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— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

I 
i 

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 1  
de fecha 30 de noviembre de 1967. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Banco Agrícola de la República Dominicana. 
Abogado: Dres. Jorge A. Matos Féliz y Raúl E. Fontana Oli\ 

Recurrido: Rosario Ogando y Montero. 
Abogado: Dr, Francisco Galileo Alcántara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas 
Almánzar., asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de septiembre 
del año 1968, años 125 9  de la Independencia y 106° de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, institución autóno-
ma del Estado, regida por la Ley 6186 de 1963, con su do-
micilio en la Avenida George Washington, de esta ciudad, 
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, en fecha 30 de noviembre de 1967, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco Galileo Alcántara, cédula No. 

5037, serie 14, abogado del recurrido Rosario Ogando y 
Montero, cédula No. 967, serie 75, en la lectura de sus con- 

clusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los Doctores 
Jorge A. Matos Féliz, cédula número 3098, serie 16, y Raúl 
E. Fontana Olivier, cédula No. 20608, serie 56, abogados 
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en fecha 12 de febrero de 1968, y en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del 13 de marzo de 1968, 
suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo artículos 1 y siguientes de la Ley núme-
ro 269 de 1966; y siguientes de la Ley número 5235, de 
1959; y de la Ley número 70 de 1966; y 1, 20 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en 
fecha 16 de mayo de 1967, una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechaza en todas sus 
partes las conclusiones de la parte demandada, por impro-
cedente y mal fundada y acoge en todas sus partes las del 
demandante, por ser justas y reposar en prueba legal; SE-
GUNDO: Declara injustificado el despido y resuelto el con-
trato de trabajo que existió entre las partes, por culpa del 
patrono y con responsabilidad para el mismo; TERCERO: 
Condena al Banco Agrícola e Industrila de la República 
Dominicana a pagarle al señor Rosario Ogando y Montero, 
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las siguientes prestaciones: 24 días de salario por concepto  
de preaviso, 60 días por Auxilio de Cesantía, 19 días por 
vacaciones no disfrutadas ni pagadas, la proporción de Re-
galía Pascual Obligatoria del año 1966, y al pago de los 
tres meses de salario acordados en el inciso 3 9  del artículo 
84 del Código de Trabajo, así como al pago de cualquiera 
otra suma que pueda corresponderle al demandante en vir-
tud de las leyes laborales, todo a base de un salario de RD 
$225.00 mensuales; CUARTO: Ordena al Banco Agrícola e 
Industrial de la República Dominicana, expedir en favor 
del señor Rosario Ogando Montero, el certificado a que se 
refiere el artículo 63 del Código de Trabajo; QUINTO: Con-
dena al Banco Agrícola e Industrial de la República Domi-
nicana al pago de las costas del procedimiento, con distrac-
ción de éstas en provecho del Dr. Francisco Galileo Alcán-
tara, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) 
que sobre el recurso de apelación interpuesto por el Banco 
contra esa sentencia intervino el fallo ahora impugnado, cu-
yo dispositivo es el sieuiente: "FALLA: PRIMERO: Declara, 
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el Banco Agrícola de la República Do-
minicana contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 17 de mayo del 1967, dicta-
da en favor del señor Rosario Ogando Montero, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma 
setencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, confirma en 
todas sus partes dicha decisión impugnada; TERCERO: Con-
den a la parte que sucumbe, Banco Agrícola de la Repúbli-
ca Dominicana, al pago de las costas del procedimiento de 
conformidad con los artículos 691 del Código de Trabajo, 
5 y 16 de la Ley 302, del 18 de junio de 1964, ordenando su 
distracción en provecho del Dr. Francisco Galileo Alcán- 
tara"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción* al artículo 3 del Código de Trabajo; violación a la Ley 

  

2059 del 1949, y falsa aplicación del artículo 2 de la men-

cionada ley; Segundo Medio: Violación de los artículos 1, 

2 y 4 de la Ley 5235 modificada; 
Considerando que en el desenvolvimiento de su primer 

medio de casación, el Banco recurrente alega en síntesis, 
que el recurrido era un empleado público del Banco Agrí-
cola, con sueldo de RD$225.00 mensuales, que desempeña-
ba el cargo de Tasador de la Delegación de San José de 
Ocoa; que, como tal, no era un trabajador sometido a las 
leyes laborales ,sino regido por el estatuto de los funciona-
rios públicos; que en la sentencia impugnada no se ponde-
ró la circunstancia de si dicho recurrido realizaba un tra-
bajo en que predominaba o nó el esfuerzo muscular, por-
que cuando la persona realiza para una empresa autóno-
ma del Estado de carácter comercial como es el Banco 
Agrícola, un trabajo en el cual no predomine el esfuerzo 
muscular, esa persona no queda regida por las leyes la-
borales y no es necesario en ese caso, la presentación de 
la lista a que se refiere el artículo 2 de la Ley 269 de 1966; 

que el Juez a-quo al decidir que el recurrido Ogando estaba 
regido por las leyes laborales en vista de que el Banco no 
estableció que dicho empleado figuraba en lista alguna apro-
bada por el Poder Ejecutivo, incurrió, en la sentencia im-
pugnada en los vicios y violaciones denunciados; pero, 

Considerando que el artículo 3 del Código de Trabajo 
dispone: "Las relaciones de trabajo de los funcionarios y 
empleados públicos con el Estado, el Distrito de Santo Do-
mingo, las comunes o los organismos oficiales autónomos, 
se rigen por leyes especiales"; 

Considerando que el artículo 2 de la Ley 2059 de 1949, 
modificada últiMamente por la Ley 269 de 1966, dispone: 
"Sin embargo, los trabajadores de los establecimientos, em-
presas o servicios del Estado, del Distrito de Santo Domin-
go, los Municipios, Distritos Municipales y de los estable-
cimientos públicos nacionales o municipales que tengan ca- 
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2059 del 1949, y falsa aplicación del artículo 2 de la men-

cionada ley; Segando Medio: Violación de los artículos 1, 

2 y 4 de la Ley 5235 modificada; 
Considerando que en el desenvolvimiento de su primer 

medio de casación, el Banco recurrente alega en síntesis, 
que el recurrido era un empleado público del Banco Agrí-
cola, con sueldo de RD$225.00 mensuales, que desempeña-
ba el cargo de Tasador de la Delegación de San José de 
Ocoa; que, como tal, no era un trabajador sometido a las 
leyes laborales ,sino regido por el estatuto de los funciona-
rios públicos; que en la sentencia impugnada no se ponde-
ró la circunstancia de si dicho recurrido realizaba un tra-
bajo en que predominaba o nó el esfuerzo muscular, por-
que cuando la persona realiza para una empresa autóno-
ma del Estado de carácter comercial como es el Banco 
Agrícola, un trabajo en el cual no predomine el esfuerzo 
muscular, esa persona no queda regida por las leyes la-
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que el Juez a-quo al decidir que el recurrido Ogando estaba 
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empleados públicos con el Estado, el Distrito de Santo Do-
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se rigen por leyes especiales"; 

Considerando que el artículo 2 de la Ley 2059 de 1949, 
modificada últimamente por la Ley 269 de 1966, dispone: 
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rácter industrial, comercial o de transporte, estarán regi-
dos, en cuanto a sus relaciones de trabajo con dichas em-
presas o servicios, por las leyes y reglamentos sobre segu-
ros sociales, accidentes del trabajo y leyes sobre trabajo en 
general; primero, cuando en el trabajo que realicen predo-
mine o se suponga que predomina el esfuerzo muscular; y 
segundo, cuando el trabajo no sea realizado por virtud de 
una disposición legal o de una sentencia judicial; Párrafo 
II.— Para los fines de , la disposición anterior, en cada em-
presa, obra o servicio de los ya indicados, por medio de dis-
posiciones internas aprobadas por el Poder Ejecutivo, se 
señalarán en una lista los funcionarios y empleados que 
deberán reputarse como funcionarios y empleados públicos, 
los cuales estarán sujetos al estatuto de los funcionarios y 
empleados públicos; los que no figuren en dicha lista serán 
trabajadores sujetos al régimen de las leyes indicadas en - 
la primera parte de este artículo"; 

Considerando que de la lectura de esos textos se ad-
vierte que los funcionarios y empleados de los organismos 
anteriormente mencionados que deban reputarse con la ca-
tegoría de funcionarios y empleados públicos, figuirarán en 
una lista aprobada por el Poder Ejecutivo; que aquellos 
funcionarios o empleados que no figuren en esa lista serán 
trabajadores sujetos a las leyes laborales; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que el juez a-quo para decidir que el recurri-
do Ogando como empleado del Banco Agrícola, estaba am-
parado por las leyes laborales, expuso en la sentencia im-
pugnada, lo siguiente: "el Banco es una Institución Autó-
noma del Estado, con personalidad jurídica según su Ley 
orgánica No. 6186 y la mayor parte de las operaciones que 
realiza tienen carácter comercial, lo que hace aplicable la 
ley No. 2059 de 1949 en su artículo 2do. modificado por la 
No. 269 del 1966; que así mismo, existe en el Banco un 
Reglamento No. 10 provisional del 12 de morzo de 196.5, 
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depositado por la recurrente, que concede a los trabajadores 
del Banco que sean separados de sus cargos sin cometer fal-

tas, indemnizaciones cuyo monto se determinará, según ex-

presa dicho Reglamento "aplicando las Reglas de las le yes 

 laborales vigentes para el pago de prestaciones en caso de 
despido injustificado"; que tal reglamento es claro, y ha-
ce aplicable las leyes laborales a los trabajadores del Ban-

co; que por demás, el Banco realiza operaciones, casi todas 
enmarcadas dentro del ámbito comercial, como son el cobro 

de un interés comercial en los préstamos que concede (ley 
No. 6185), los almacenes generales de depósitos y otras 
operaciones, lo que hace, como se ha dicho, aplicable el ar-
ticulo 2 de la Ley No. 2059; que así mismo, dicha ley hace 
aplicable las leyes laborales a las instituciones que tengan 
carácter comercial, cuando en el trabajo realizado predo-
mine o suponga que predomine el esfuerzo muscular, para 
lo cual habrá una lista de los empleados que serán considera-
dos como empleados públicos a defecto de lo cual se consi-
derarán bajo el imperio de las leyes laborales; que en el 
caso de la especie, el Banco no ha probado (ni siquiera lo 
ha alegado) que el intimado figure en lista alguna apro-
bada por el Poder Ejecutivo"; 

Considerando que al decidir de ese modo el juez a-quo 

no ha incurrido en las violaciones señaladas en el medio 
que se examina, el cual carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su segun-
do medio de casación, el recurrente alega en sintA$is, que 
el recurrido Ogando no tenía derecho a la regalía pascual 
en razón dé que ésta solo se concede a los que ganan un 
sueldo máximo de RD$200.00; que como la sentencia com-
probó que Ogando ganaba RD$225.00, es evidente que el 
juez a-quo no podía condenar al Banco a pagar una regalía 
pascual no prevista por la ley; 
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rácter industrial, comercial o de transporte, estarán regh 
dos, en cuanto a sus relaciones de trabajo con dichas em-
presas o servicios, por las leyes y reglamentos sobre segu-
ros sociales, accidentes del trabajo y leyes sobre trabajo eh 
general; primero, cuando en el trabajo que realicen predo-
mine o se suponga que predomina el esfuerzo muscular; y 
segundo, cuando el trabajo no sea realizado por virtud de 
una disposición legal o de una sentencia judicial; Párrafo 
II.— Para los fines de, la disposición anterior, en cada em-
presa, obra o servicio de los ya indicados, por medio de dis-
posiciones internas aprobadas por el Poder Ejecutivo, se 
señalarán en una lista los funcionarios y empleados que 
deberán reputarse como funcionarios y empleados públicos, 
los cuales estarán sujetos al estatuto de los funcionarios y 
empleados públicos; los que no figuren en dicha lista serán 
trabajadores sujetos al régimen de las leyes indicadas en 
la primera parte de este artículo"; 

Considerando que de la lectura de esos textos se ad-
vierte que los funcionarios y empleados de los organismos 
anteriormente mencionados que deban reputarse opn la ca-
tegoría de funcionarios y empleados públicos, figúrarán en 
una lista aprobada por el Poder Ejecutivo; que aquellos 
funcionarios o empleados que no figuren en esa lista serán 
trabajadores sujetos a las leyes laborales; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que el juez a-quo para decidir que el recurri-
do Ogando como empleado del Banco Agrícola, estaba am-
parado por las leyes laborales, expuso en la sentencia im-
pugnada, lo siguiente: "el Banco es una Institución Autó-
noma del Estado, con personalidad jurídica según su Ley 
orgánica No. 6186 y la mayor parte de las operaciones que 
realiza tienen carácter comercial, lo que hace aplicable la 
ley No. 2059 de 1949 en su artículo 2do. modificado por la 
No. 269 del 1966; que así mismo, existe en el Banco un 
Reglamento No. 10 provisional del 12 de morzo de 1965,  

depositado por la recurrente, que concede a los trabajadores 
del Banco que sean separados de sus cargos sin cometer fal-
tas, indemnizaciones cuyo monto se determinará, según ex-

presa dicho Reglamento "aplicando las Reglas de las leyes 
laborales vigentes para el pago de prestaciones en caso de 

despido injustificado"; que tal reglamento es claro, y ha-
ce aplicable las leyes laborales a los trabajadores del Ban-
co; que por demás, el Banco realiza operaciones, casi todas 
enmarcadas dentro del ámbito comercial, como son el cobro 
de un interés comercial en los préstamos que concede (ley 
No. 6185), los almacenes generales de depósitos y otras 
operaciones, lo que hace, como se ha dicho, aplicable el ar-
ticulo 2 de la Ley No. 2059; que así mismo, dicha ley hace 
aplicable las leyes laborales a las instituciones que tengan 
carácter comercial, cuando en el trabajo realizado predo-
mine o suponga que predomine el esfuerzo muscular, para 
lo cual habrá una lista de los empleados que serán considera-
dos como empleados públicos a defecto de lo cual se consi-
derarán bajo el imperio de las leyes laborales; que en el 
caso de la especie, el Banco no ha probado (ni siquiera lo 
ha alegado) que el intimado figure en lista alguna apro-
bada por el Poder Ejecutivo"; 

Considerando que al decidir de ese modo el juez a-quo 

no ha incurrido en las violaciones señaladas en el medio 
que se examina, el cual carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su segun-
do medio de casación, el recurrente alega en síntAsis, que 
el recurrido Ogando no tenía derecho a la regalía pascual 
en razón dé que ésta solo se concede a los que ganan un 
sueldo máximo de RD$200.00; que como la sentencia com-
probó que Ogando ganaba RD$225.00, es evidente que el 
juez a-quo no podía condenar al Banco a pagar una regalía 
pascual no prevista por la ley; 
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Considerando que el artículo único de la Ley No. 70 
del 2 de diciembre de 1966, dispone en forma imperativa, 
lo siguiente: "Durante el mes de diciembre de cada año los 
empleados y trabajadores del Estado y sus instituciones 
autónomas y de los ayuntamientos, incluyendo a los maes-
tros de escuelas y a los miembros de las Fuerzas Armadas y 
de la Policía Nacional, que devenguen sueldo mensual de 
RD$100.00 ó menos, podrán recibir el 50% de sus respec-
tivos sueldos, a título de regalía pascual"; 

Considerando que 'el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el juez a-quo después de es-
tablecer que el recurrido Ogando percibía un sueldo de RD 
$225.00 mensuales, condenó al Banco recurrente a pagar en 
provecho de dicho empleado, la proporción correspondiente 
a la regalía pascual; que al fallar de ese modo el Juez a-quo 
desconoció las disposiciones imperativas de la referida ley 
número 70 de 1966, por lo cual la sentencia impugnada de-
be ser casada en ese punto, sin que sea necesario ponde-
rar los demás alegatos contenidos en el medio que se exa-
mina; 

Por tales motivos, Primero: Casa en lo relativo a la 
regalía pascual, la sentencia dictada por la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional, de fecha 30 de noviembre de 
1967, cuyo dispoflvo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y envía el asunto así delimitado ante el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris-
tóbal; Segundo: Rechaza en sus demás aspectos, el recurso 
¿e casación que contra la misma sentencia interpuso el Ban-
co Agrícola de la República Dominicana; Tercero: Condena 
al Banco recurrente al pago de las tres cuartas partes de 
las costas, ordenándose la distracción de ellas en provecho 
del Dr. Francisco Galileo Alcántara, abogado del recurrido 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y condena 
al recurrido al pago de la otra cuarta parte ordenándose la 
distracción de ellas en provecho de los Dres. Jorge A. Matos 

Fcuériliz
'ente, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 

pmEa.arna

teu(a.eFvlierb. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-

cisco 

y Raúl E. Fontana Olivier, abogados del Banco re-

currente, 

 : Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— 

cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

G

s eerinoerLreaa presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores ' Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que el artículo único de la Ley No. 70 
del 2 de diciembre de 1966, dispone en forma imperativ a , 
lo siguiente: "Durante el mes de diciembre de cada año los 
empleados y trabajadores del Estado y sus instituciones 
autónomas y de los ayuntamientos, incluyendo a los mars. 
tros de escuelas y a los miembros de las Fuerzas Armadas y 
de la Policía Nacional, que devenguen sueldo mensual de 
RD$100.00 ó menos, podrán recibir el 50% de sus respec. 
tivos sueldos, a título de regalía pascual"; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el juez a-quo después de es-
tablecer que el recurrido Ogando percibía un sueldo de RD 
$225.00 mensuales, condenó al Banco recurrente a pagar en 
provecho de dicho empleado, la proporción correspondiente 
a la regalía -pascual; que al fallar de ese modo el Juez a-quo 
desconoció las disposiciones imperativas de la referida ley 
número 70 de 1966, por lo cual la sentencia impugnada de-
be ser casada en ese punto, sin que sea necesario ponde-
rar los demás alegatos contenidos en el medio que se exa-
mina; 

Por tales motivos, Primero: Casa en lo relativo a la 
regalía pascual, la sentencia dictada por la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional, de fecha 30 de noviembre de 
1967, cuyo dispoilvo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y envía el asunto así delimitado ante el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris-
tóbal; Segundo: Rechaza en sus demás aspectos, el recurso 
oe casación que contra la misma sentencia interpuso el Ban-
co 'Agrícola de la República Dominicana; Tercero: Condena 
al Banco recurrente al pago de las tres cuartas partes de 
las costas, ordenándose la distracción de ellas en provecho 
del Dr. Francisco Galileo Alcántara, abogado del recurrido 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y condena 
al recurrido al pago de la otra cuarta parte ordenándose la 
distracción de ellas en provecho de los Dres. Jorge A. Matos 

Féliz  y Raúl E. Fontana Olivier, abogados del Banco re- 
currente, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 

parte. 
(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 

E Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— 
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA. DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, d e 
 fecha 25 de agosto de 1966. 

Materia: Correccional. 

Interviniente: Andrés Valera. 
Abogado: Dr. Rafael Barros González. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Eipidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de sep-
tiembre de 1968, años 1259  de la Indepndencia y 1069 de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Nú-
ñez, dominicano, mayor de edad, casado, empleado de co-
mercio, cédula 158, serie 66, domiciliado en la casa No. 140 
de la calle Eusebio Manzueta de esta ciudad, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, pro-
nunciada en sus artibuciones correccionales, en fecha 25 
de agosto de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectúra del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones al \  Dr. Rafael 

Barros González, abogado del interviniente que lo es An- 

drés Valera, dominicano, mayor de edad, hojalatero, casa-

do
' 

 cédula 6506, serie 26, domiciliado en la casa No. 31 de 
la calle 25, del barrio de Gualey, de esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 23 de noviembre del 
1966, a requerimiento del prevenido Pedro Núñez, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito firmado en fecha 5 de agosto de 1968, 
por el Dr. Rafael Barros González, abogado del intervi-
niente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 5869 del 1962; 
1 de la Ley No. 234 de 1964; 1382 del Código Civil; y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una querella presentada por Andrés Valera 
contra Pedro Núñez por violación de propiedad, la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de febrero de 1966, una 
sentencia cuyo dispositivo se encuentra inserto en el de la 
sentencia ahora impugnada; b) que sobre el recurso de ape-
lación del prevenido, Pedro Núñez, intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-
ro: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el señor Pedro Núñez, 
contra sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fe-
cha 28 de febrero de 1966, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Se declara culpable al nombrado Pedro Núñez 
por violación a la Ley 5869, en perjuicio de Andrés Valera 
Y en consecuencia, se le condena a pagar una multa de RD 
$10.00 y al pago de las costas; Segundo: Se ordena el de- 



Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 18 de sep-
tiembre de 1968, años 1259 de la Indepndencia y 1069 de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Nú-
ñez, dominicano, mayor de edad, casado, empleado de co-
mercio, cédula 158, serie 66, domiciliado en la casa No. 140 al' 
de la calle Eusebio Manzueta de esta ciudad, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, pro-
nunciada en sus artibuciones correccionales, en fecha 25 
de agosto de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectúra del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones al' Dr. Rafael 

Barros González, abogado del interviniente que lo es An- 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DEL 19(;8 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, ( I, 
fecha 25 de agosto de 1966. 

Materia: Correccional. 

Interviniente: Andrés Valera. 
Abogado: Dr. Rafael Barros González. 

BOLETIN JUDICIAL 	 2085 

drés Valera, dominicano, mayor de edad, hojalatero, casa-
do' cédula 6506, serie 26, domiciliado en la casa No. 31 de 
la calle 25, del barrio de Gualey, de esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Corte a..qua, en fecha 23 de noviembre del 
1966, a requerimiento del prevenido Pedro Núñez, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito firmado en fecha 5 de agosto de 1968, 
por el Dr. Rafael Barros González, abogado del intervi-
niente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 5869 del 1962; 
1 de la Ley No. 234 de 1964; 1382 del Código Civil; y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una querella presentada por Andrés Valera 
contra Pedro Núñez por violación de propiedad, la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de febrero de 1966, una 
sentencia cuyo dispositivo se encuentra inserto en el de la 
sentencia ahora impugnada; b) que sobre el recurso de ape-
lación del prevenido, Pedro Núñez, intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-
ro: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el señor Pedro Núñez, 
contra sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fe-
cha 28 de febrero de 1966, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Se declara culpable al nombrado Pedro Núñez 
por violación a la Ley 5869, en perjuicio de Andrés Valera 
Y en consecuencia, se le condena a pagar una multa de RD 
$10.00 y al pago de las costas; Segundo: Se ordena el de- 
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salojo de los ocupantes de la casa No. 140 de la calle L'u. 
sebio Manzueta de esta ciudad, la presente sentencia será 
ejecutoria provisionalmente y sin fianza no obstante cual-
quier recurso; Tercero: Se declara buena y válida la cons-
titución en parte civil en cuanto al fondo y la forma hecha 
por el nombrado Andrés Valera contra el señor Pedro Nú-
ñez; Cuarto: Condena al señor Pedro Núñez a pagar una 
indemnización de RD$1,000.00 (Un mil pesos oro), a favor 
del nombrado Andrés Valera por los daños materiales y 
morales sufridos por éste; Quinto: Se condena al nombrado 
Pedro Núñez al pago de las costas civiles en favor del Dr. 
Rafael Barros González. quien afirma estarlas avanzando 
en su totalidad"; por haberlo hecho en tiempo hábil y de 
acuerdo a las prescripciones legales que rigen la materia;nr' 
Segundo: Revoca el ordinal cuarto de la sentencia recurri-
da, y ordena que el señor Pedro Núñez, pague a la parte 
civil constituida señor Andrés Valera una indemnización 
por los daños morales y materiales sufridos por éste, a jus-
tificar por estado, confirmando la antes dicha sentencia 
en los demás aspectos; Tercero: Condena al prevenido Pe-
dro Núñez, al pago de las costas penales y civiles de la pre-
sente alzada"; , 

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmen-
te administrados en la instrucción de la causa, dió por es-
tablecido que entre el querellante Andrés Valera y el pre-
venido Pedro Núñez intervino un contrato de alquiler de 
la casa No. 140 de la calle Eusebio Manzueta de esta ciu-
dad, propiedad del prevenido; que en dicha casa se insta- 
ló 

 
 con su familia el querellante Valera y tenía allí, además,,± 

su taller de hojalatería; que a raíz de la revolución de abril 
del 1965, mientras el inquilino y su familia se encontraban 
ausentes de la casa (la que estaba cerrada, pero ocupada 
con sus muebles y los utensilios y efectos del taller) el pro-
pietario, Pedro Núñez y su mujer, María Guzmán, la ocu- 

paron violentamente el día 5 de junio de 1965, so pretexto 

de  que no tenían donde vivir, lo que hicieron sin avisarlo 
al inquilino; por lo que dichos jueces estimaron que se tra-
taba de un caso de violación de propiedad; pero, 

Considerando que desde el momento en que se votó 
la Ley No. 59 del 1965 todos lo casos relativos a la ocupa-
ción de viviendas durante la época de la Revolución, en el 
Distrito Nacional, quedaron libres de sanción penal, pa-
sando a ser de la competencia de la jurisdicción civil los con-
flictos originados por tales hechos, que, por tanto, el Tribu-
nal Penal no podía juzgar el caso, por lo cual la sentencia 
impugnada debe ser casada; 

Considerando que la misma Ley 59 citada dispone que 
los Juzgados de Paz conocerán de todas las contenciones 
que surjan como consecuencia de las aplicación de dicha 

Ley; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Andrés Valera, parte civil cnostituída; Se {indo: Casa 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en fecha 25 de agosto de 1966, en atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; Tercero: Se señala el Juzgado de 
Paz correspondiente de la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, como Tribunal competente, para conocer del ca-
so en sus atribuciones civiles; Cuarto: Se declaran de ofi-
cio las costas penales y se compensan las costas civiles. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Fere-
lb& —Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 
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salojo de los ocupantes de la casa No. 140 de la calle Eu-
sebio Manzueta de esta ciudad, la presente sentencia será 
ejecutoria provisionalmente y sin fianza no obstante cual-
quier recurso; Tercero: Se declara buena y válida la cons-
titución en parte civil en cuanto al fondo y la forma hecha 
por el nombrado Andrés Valera contra el señor Pedro Nú-
ñez; Cuarto: Condena al señor Pedro Núñez a pagar una 
indemnización de RD$1,000.00 (Un mil pesos oro), a favor 
del nombrado Andrés Valera por los daños materiales y 
morales sufridos por éste; Quinto: Se condena al nombrado 
Pedro Núñez al pago de las costas civiles en favor del Dr. 
Rafael Barros González. quien afirma estarlas avanzando 
en su totalidad"; por haberlo hecho en tiempo hábil y de 
acuerdo a las prescripciones legales que rigen la materia; 
Segundo: RevOca el ordinal cuarto de la sentencia recurri-
da, y ordena que el señor Pedro Núñez, pague a la parte 
civil constituida señor Andrés Valera una indemnización 
por los daños morales y materiales sufridos por éste, a jus-
tificar por estado, confirmando la antes dicha sentencia 
en los demás aspectos; Tercero: Condena al prevenido Pe-
dro Núñez, al pago de las costas penales y civiles de la pre-
sente alzada"; , 

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmen-
te administrados en la instrucción de la causa, dió por es-
tablecido que entre el querellante Andrés Valera y el pre-
venido Pedro Núñez intervino un contrato de alquiler de 
la casa No. 140 de la calle Eusebio Manzueta de esta ciu-
dad, propiedad del prevenido; que en dicha casa se insta-
ló con su familia el querellante Valera y tenía allí, además, 
su taller de hojalatería; que a raíz de la revolución de abril 
del 1965, mientras el inquilino y su familia se encontraban 
ausentes de la casa (la que estaba cerrada, pero ocupada 
con sus muebles y los utensilios y efectos del taller) el pro-
pietario, Pedro Núñez y su mujer, María Guzmán, la ocu- 

paron violentamente el día 5 de junio de 1965, so pretexto 

de  que no tenían donde vivir, lo que hicieron sin avisarlo 
al inquilino; por lo que dichos jueces estimaron que se tra-
taba de un caso de violación de propiedad; pero, 

Considerando que desde el momento en que se votó 
la Ley No. 59 del 1965 todos lo casos relativos a la ocupa-
ción de viviendas durante la época de la Revolución, en el 
Distrito Nacional, quedaron libres de sanción penal, pa-
sando a ser de la competencia de la jurisdicción civil los con-
flictos originados por tales hechos, que, por tanto, el Tribu-
nal Penal no podía juzgar el caso, por lo cual la sentencia 
impugnada debe ser casada; 

Considerando que la misma Ley 59 citada dispone que 
los Juzgados de Paz conocerán de todas las contenciones 
que surjan como consecuencia de las aplicación de dicha 

Ley; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Andrés Valera, parte civil cnostituída; Sejmdo: Casa 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en fecha 25 de agosto de 1966, en atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; Tercero: Se señala el Juzgado de 
Paz correspondiente de la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, como Tribunal competente, para conocer del ca-
so en sus atribuciones civiles; Cuarto: Se declaran de ofi-
cio las costas penales y se compensan las costas civiles. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
nle.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-
116. —Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por l o 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu e  firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que  certifico. (Fdo.)' Ernesto Curiel hijo. 
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TENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

sentencia  Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 15 de junio de 1967. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Marco B. Cabral Vega y Diógenes Méndez Pérez. 

AbogaÁlo: Dres. José Ma. Acosta Torres y Ernesto Calderón (abo-

gados de Diógenes Méndez Pérez). 

Intervinlente: Santo Domingo Motors, Co. y la Universal Gene-

ral de Seguros. C. por A. 

Abogado: Dres. Néstor Basora Puello y Rafael Astacio Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras y Juan Butista Rojas Almánzar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 18 de septiembre del año 1968, años 125 9  de la 
Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Marco 
B. Cabral Vega, dominicano, mayor de edad, soltero, estu-
diante, domiciliado y residente en la casa No. 97 de la Ave-
nida Independencia, de esta ciudad, cédula No. 117290, se-
rie la; y Diógenes Méndes Pérez, dominicano, mayor de 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu e  certifico. (Fdo.)' Ernesto Curiel hijo.  

,se,NTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

sentencia  impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 15 de junio de 1967. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Marco B. Cabral Vega y Diógenes Méndez Pérez. 

Abogado: Dres. José Ma. Acosta Torres y Ernesto Calderón (abo-

gados de Diógenes Méndez Pérez). 

Interviniente: Santo Domingo Motors, Co. y la Universal Gene-

ral de Seguros. C. por A. 
Abogado: Dres. Néstor Basora Puello y Rafael Astado Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras y Juan Butista Rojas Almánzar, asistidos del 
secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 18 de septiembre del año 1968, años 125 9  de la 
independencia y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Marco 
B. Cabral Vega, dominicano, mayor de edad, soltero, estu-
diante, domiciliado y residente en la casa No. 97 de la Ave-
nida Independencia, de esta ciudad, cédula No. 117290, se-
rie 11 ; y Diógenes Mendes Pérez, dominicano, mayor de 

f 
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edad, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 
3945, serie 20, contra la sentencia de fecha 15 de junio d e  
1967, dictada por la Corte de Apelación de Santo Domir i. 
gó, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. José María Acosta Torres, cédula No. 

32511, serie 31, por sí y por el Dr. Ernesto Calderón, cé-
dula No. 20546, serie 23, abogados del recurrente Dióge. 
nes Méndez, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído a los Doctores Néstor Basora Puello, cédula No. 
44351, serie 31, y Rafael Astacio Hernández, cédula No. 
61243, serie 1ra., abogados de las intervinientes Santo Do-
mingo Motors Co., sociedad comercial por acciones, orga-
nizada de acuerdo con las leyes de la República Dominica-
na, con su domicilio social y principal establecimiento en 
la casa No. 18 de la calle 30 de Marzo, de esta ciudad; y 
la Universal General de Seguros, C. por A., organizada de 
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con su 
domicilio y asiento social en la casa No. 15 de la calle El 
Conde, de esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha 3 de ju-
lio de 1967, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del Dr. Ernesto Calderón, abogado de 
Diógenes Méndez Pérez, parte civil constituida, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha 6 de ju-
lio de 1967, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del Dr. Miguel Angel Brito Mata, cédula 
No. 23397, serie 47, abogado del prevenido Marco Buena-
ventura Cabral Vega, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 
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Vista el acta de desistimiento de su recurso de casa-

ción, levantada en la Secretaría de la Suprema Corte de 
Justicia, a requerimiento del prevenido Marcos B. Cabral 
Vega, la cual concluye así: "me expuso, que venía a desis-
tir, como al efecto desiste, pura y simplemente del recurso 
de casación por él interpuesto, contra la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fe-
cha 15 de junio de 1967. En fé de lo cual se levanta la pre-
sente acta, que leída al compareciente y encontrarla con-
forme, la firma junto conmigo, Secretario General que cer- 

tifica"; 
Visto el escrito firmado por los Doctores José M. Acos-

ta Torres y Ernesto Caldérón Cuello, a nombre de los in-
tervinientes que representan; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 9  de la Ley 5771, de 1961; 
10 de la Ley 4117, de 1955; 544, 1382, 1383 y 1384 del Có-
digo Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, son constantes los siguien-
tes hechos: a) que con motivo de un accidente automovilís-
tico ocurrido en esta ciudad el 10 de agosto de 1966, la 
Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de noviem-
bre de 1966, una sentencia cuyo dispositivo se copia más 
adelante; b) que sobre recursos del prevenido Marco B. 
Cabral Vega y de la Santo Domingo Motors Co., C. por A., 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 
15 de junio de 1967, la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, con el sigui'nte dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos en cuanto a la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos en fecha 5 de diciembre 
de 1966, por el prevenido Marcos Cabral Vega y la Santo 
Domingo Motors Company, C. por A., contra sentencia dic- 



2090 BOLETIN JUDICIAL 

edad, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula N 
3945, serie 20, contra la sentencia de fecha 15 de junio 
1967, dictada por la Corte de Apelación de Santo Dorn 
gb, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. José María Acosta Torres, cédula No. 

32511, serie 31, por sí y por el Dr. Ernesto Calderón, cé- 
dula No. 20546, serie 23, abogados del recurrente Dióge-
nes Méndez, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído a los Doctores Néstor Basora Puello, cédula No. 
44351, serie 31, y Rafael Astacio Hernández, cédula No. 
61243, serie lra., abogados de las intervinientes Santo Do- 
mingo Motors Co., sociedad comercial por acciones, orga- m41 

 nizada de acuerdo con las leyes de la República Dominica- 
na, con su domicilio social y principal establecimiento en 
la casa No. 18 de la calle 30 de Marzo, de esta ciudad; y 
la Universal General de Seguros, C. por A., organizada de 
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con su 
domicilio y asiento social en la casa No. 15 de la calle El 
Conde, de esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha 3 de ju-
lio de 1967, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del Dr. Ernesto Calderón, abogado de 
Diógenes Méndez Pérez, parte civil constituida, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha 6 de ju-
lio de 1967, levantada en la Secretaría de la Corte arqua, 
a requerimiento del Dr. Miguel Angel Brito Mata, cédula 
No. 23397, serie 47, abogado del prevenido Marco Buena- 
ventura Cabral Vega, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 
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Vista el acta de desistimiento de su recurso de casa-
ción, levantada en la Secretaría de la Suprema Corte de 
Justicia, a requerimiento del prevenido Marcos B. Cabral 
Vega, la cual concluye así: "me expuso, que venía a desis-
tir, como al efecto desiste, pura y simplemente del recurso 
de casación por él interpuesto, contra la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fe-
cha 15 de junio de 1967. En fé de lo cual se levanta la pre-
sente acta, que leída al compareciente y encontrarla con-
forme, la firma junto conmigo, Secretario General que cer- 

tifica"; 
Visto el escrito firmado por los Doctores José M. Acos-

ta Torres y Ernesto Calderón Cuello, a nombre de los in-
tervinientes que representan; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 9  de la Ley 5771, de 1961; 
10 de la Ley 4117, de 1955; 544, 1382, 1383 y 1384 del Có-
digo Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, son constantes los siguien-
tes hechos: a) que con motivo de un accidente automovilís-
tico ocurrido en esta ciudad el 10 de agosto de 1966, la 
Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de noviem-
bre de 1966, una sentencia cuyo dispositivo se copia más 
adelante; b) que sobre recursos del prevenido Marco B. 

Cabral Vega y de la Santo Domingo Motors Co., C. por A., 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 
15 de junio de 1967, la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, con el sigui"nte dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos en cuanto a la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos en fecha 5 de diciembre 
de 1966, por el prevenido Marcos Cabral Vega y la Santo 
Domingo Motors Company, C. por A., contra sentencia clic- 
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tada en fecha 28 de noviembre de 1966, por la Tercera Cá. 
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri. 
mero: Se declara buena y válida la constitución en parte 
civil hecha por el señor Diógenes Méndez Pérez, represen_ 
tada por los Dres. José María Acosta Torres y Ernesto Cue-
llo; Segundo: Se declara al prevenido Marcos Buenaventu-
ra Cabral Vega, culpable del delito de violación a las leyes 
5771 y 4809, y en consecuencia se le condena a pagar una 
multa de RD$50.00, y al pago de las costas penales; Ter-
cero: El señor Diógenes Méndez Pérez, queda descargado 
de toda responsabilidad por no haber cometido los hechos 
que se le imputan; Cuarto Se condena además al señor Mar-
cos B. Cabral Vega, conjuntamente con la Santo Domingo 
Motors Co., C. por A., al primero por su hecho personal y 
la segunda en su calidad de comitente del primero, a pa-
garle a Diógenes Méndez Pérez, la suma de Quince Mil Pesos 
Oro (RD$15,000.00), como justa reparación de los daños y 
perjuicios que le causó el primero a éste; Quinto: Se declara 
como al efecto declaramos la presenten sentencia oponible a 
"La Universal Co., General da Seguros, C. por A.; Sexto: 
Se condena al señor Marc .os Buenaventura Cabral Vega, 
Santo Domingo Motors Co., C. por A. y Universal Co. Gene-
ral de Seguros C. por A., al pago de las costas civiles con 
distracción en favor de los Dres. José María Acosta Torres 
y Ernesto Calderón Cuello por haberlas avanzado en su to-
talidad"; por haberlos interpuestos de acuerdo con las pres-
cripciones legales que rigen la materia; SEGUNDO: Anula 
la antes expresada sentencia, por violación de reglas de 
forma, prescrita a pena de nulidad; TERCERO: Avoca el 
fondo de la causa, y obrando por propia autoridad, decla-
ra al prevenido Marcos Cabral Vega culpable de haber co-
metido el delito de ocasionar golpes involuntarios con el 
manejo de un vehículo de motor, curables después de los 
cuarenticinco (45) días, en perjuicio del nombrado Dióge-
nes Méndez Pérez, y en consecuencia lo condena al pago 
de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) y al pago 
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de las costas penales de ambas instancias, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, y declarando que en el 
presente caso, hubo falta de parte de la víctima, Diógenes 

Méndez Pérez; CUARTO: Declara regular y válida en cuan-
to a la forma, la constitución en parte civil operada por el 
señor Diógenes Méndez Pérez, contra el prevenido Marcos 
Cabral Vega y la Santo Domingo Motors Company, C. por 
A., por haber sido hecha de acuerdo con las prescripciones 
legales que rigen la materia; QUINTO: Condena a dicho pre-
venido Marcos Cabral Vega a pagar una indemnización de 
un mil doscientos pesos oro (RD$1,200.00) a favor de la par-
te civil constituida, señor Diógenes Méndez Pérez, como justa 
reparación por los daños morales y materiales sufridos con 
motivo del referido delito; SEXTO: Rechaza la demanda in-
tentada por el señor Diógenes Méndez Pérez, contra la San-
to Domingo Motors Company, C. por A., por no haberse 
establecido la relación de comitente a preposé entre dicha 
entidad comercial y el prevenido Marcos Cabral Vega; SEP-
TIMO: Condena al prevenido, Marcos Cabral Vega, al pago 
de las costas civiles de ambas instancias y ordena su dis-
tracción en provecho de los abogados de la parte civil cons-
tituida Doctores Benito Henríquez y Ernesto Calderón Cue-
llo, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; 
OCTAVO: Condena a la parte civil constituida, señor Dió-
genes Méndez Pérez, al pago de las costas civiles de ambas 
instancias ocasionadas con motivo de la demanda, incoada 
contra la Santo Domingo Motors Cempany, C. por A., y 
ordena su distracción en provecho del Dr. Rafael Astacio 
Hernández, su abogado constituido y del Dr. Néstor Basora 
Puello, abogado de la "Universal, Compañía General de Se-
guros, C. por A., por A., por afirmar haberlas avanzado en 
su mayor parte; NOVENO: Declara la presente sentencia 
no oponible a la Universal Compañía General de Seguros, 
C. por A."; 

Considerando que el prevenido recurrente ha desistido 
de su recurso; y el recurrente Diógenes Méndez Pérez, parte 
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tada en fecha 28 de noviembre de 1966, por la Tercera Cá. 
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Se declara buena y válida la constitución en parte 
civil hecha por el señor Diógenes Méndez Pérez, represen-
tada por los Dres. José María Acosta Torres y Ernesto Cue-
llo; Segundo: Se declara al prevenido Marcos Buenaventu-
ra Cabral Vega, culpable del delito de violación a las leyes 
5771 y 4809, y en consecuencia se le condena a pagar una 
multa de RD$50.00, y al pago de las costas penales; Ter-
cero: El señor Diógenes Méndez Pérez, queda descargado 
de toda responsabilidad por no haber cometido los hechos 
que se le imputan; Cuarto Se condena además al señor Mar-
cos B. Cabral Vega, conjuntamente con la Santo Domingo 
Motors Co., C. por A., al primero por su hecho personal y 
la segunda en su calidad de comitente del primero, a pa-
garle a Diógenes Méndez Pérez, la suma de Quince Mil Pesos 
Oro (RD$15,000.00), como justa reparación de los daños y 
perjuicios que le causó el primero a éste; Quinto: Se declara 
como al efecto declaramos la presenten sentencia oponible a 
"La Universal Co., General da Seguros, C. por A.; Sexto: 
Se condena al señor Marc .os Buenaventura Cabral Vega, 
Santo Domingo Motors Co., C. por A. y Universal Co. Gene-
ral de Seguros C. por A., al pago de las costas civiles con 
distracción en favor de los Dres. José María Acosta Torres 
y Ernesto Calderón Cuello por haberlas avanzado en su to-
talidad"; por haberlos interpuestos de acuerdo con las pres-
cripciones legales que rigen la materia; SEGUNDO: Anula 
la antes expresada sentencia, por violación de reglas de 
forma, prescrita a pena de nulidad; TERCERO: Avoca el 
fondo de la causa, y obrando por propia autoridad, decla-
ra al prevenido Marcos Cabral Vega culpable de haber co-
metido el delito de ocasionar golpes involuntarios con el 
manejo de un vehículo de motor, curables después de los 
cuarenticinco (45) días, en perjuicio del nombrado Dióge-
nes Méndez Pérez, y en consecuencia lo condena al pago 
de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) y al pago  

e las costas penales de ambas instancias, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, y declarando que en el 
presente caso, hubo falta de parte de la víctima, Diógenes 

Méndez Pérez; CUARTO: Declara regular y válida en cuan-
to a la forma, la constitución en parte civil operada por el 
señor Diógenes Méndez Pérez, contra el prevenido Marcos 
Cabral Vega y la Santo Domingo Motors Company, C. por 
A., por haber sido hecha de acuerdo con las prescripciones 
legales que rigen la materia; QUINTO: Condena a dicho pre-
venido Marcos Cabral Vega a pagar una indemnización de 
un mil doscientos pesos oro (RD$1,200.00) a favor de la par-
te civil constituida, señor Diógenes Méndez Pérez, como justa 
reparación por los daños morales y materiales sufridos con 
motivo del referido delito; SEXTO: Rechaza la demanda in-
tentada por el señor Diógenes Méndez Pérez, contra la San-
to Domingo Motors Company, C. por A., por no haberse 
establecido la relación de comitente a preposé entre dicha 
entidad comercial y el prevenido Marcos Cabral Vega; SEP-
TIMO: Condena al prevenido, Marcos Cabral Vega, al pago 
de las costas civiles de ambas instancias y ordena su dis-
tracción en provecho de los abogados de la parte civil cons-
tituida Doctores Benito Henríquez y Ernesto Calderón Cue-
llo, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; 
OCTAVO: Condena a la parte civil constituida, señor Dió-
genes Méndez Pérez, al pago de las costas civiles de ambas 
instancias ocasionadas con motivo de la demanda, incoada 
contra la Santo Domingo Motors Cempany, C. por A., y 
ordena su distracción en provecho del Dr. Rafael Astacio 
Hernández, su abogado constituido y del Dr. Néstor Basora 
Puello, abogado de la "Universal, Compañía General de Se-
guros, C. por A., por A., por afirmar haberlas avanzado en 
su mayor parte; NOVENO: Declara la presente sentencia 
no oponible a la Universal Compañía General de Seguros, 
C. por A. ,, ;  

Considerando que el prevenido recurrente ha desistido 
de su recurso; y el recurrente Diógenes Méndez Pérez, parte 
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civil constituida, invoca en definitiva como fundamento de 
5:11 recurso, los siguientes medios: Primer Medio: Falsa apli-
cación del artículo 1384 del Código Civil; y violación de las 
reglas y principios que rigen la comitencia y la preposición ; 

 y con ello violación del artículo 544 del Código Civil; y Se-
gundo Medio: La sentencia recurrida no tiene Base Legal. 
Esta falta de motivos y desnaturalizó los hechos de la cau-
sa, lo que constituye violación artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que el prevenido Marcos B. Cabral Vega 
ha desistido de su recurso de casación, según consta en el 
acta levantada en la Secretaría de esta Suprema Corte de 
Justicia, la cual se ha transcrito precedentemente; que sien-
do regular dicho desistimiento, nada se opone a que se de 
acta del mismo, como al efecto se hace por medio de la pre-
sente sentencia; 

En cuanto al recurso de la parte civil constituida: 

Considerando que el recurrente Diógenes Méndez Pé-
rez, parte civil constituida, sostiene en síntesis en el des-
arrollo de los medios propuestos, lo siguiente: a) que es 
falso el criterio de que el comitente es un patrono; que lo 
que caracteriza la comitencia "es la facultad que tiene una 
persona de darle instrucciones a otra" aunque no se las dé 
nunca; que la conmitencia puede inferirse del derecho de 
propiedad del vehículo que ocasionó el daño, pues el pro-
pietario "conserva el derecho de disponer y cíe dar instruc-
ciones al usuario", de donde se infiere que éste último está 
subordinando al propietario, aunque no sea un asalariado 
ni sea su empleado; que el prevenido no negó que la Santo 
Domingo Motors Co., C. por A., pudiera darle órdenes o 
instrucciones, lo que a juicio del recurrente es reconocimien-
to implícito, sobre todo que el prevenido admitió que la  

,Impresa citada "podía quitarle el carro"; que el conductor 
de un carro prestado es el "preposé" del dueño del mismo; 
que al no admitirlo así la Corte a-qua violó el artículo 1384 
del Código Civil y las reglas de la comitencia; que en el ex-
pediente hay pruebas de que la Santo Domingo Motors Co., 

C.  por A., es la dueña del vehículo con el cual se produjo 

el daño; que la Corte a-qua no examinó los hechos decisivos, 
los hechos determinantes para ver y extraer las consecuen-
cias jurídicas de lugar, pues la Corte dice que el carro le 
fue prestado al padre del prevenido, y no a éste; que si el 
padre era el preposé de la empresa, y el prevenido de su 
padre, aún así la relación jurídica quedaba establecida; 
que esto es así porque el prevenido al declarar dijo: "el 
carro de nosotros lo estaban arreglando; yo andaba en di-
ligencia propia; yo le echaba gasolina al carro con mi dine-
ro"; que al decir "nosotros", incluyó a la persona que habla, 
es decir, el prevenido se incluyó en esa palabra, lo que in-
dica que el carro realmente le fue prestado a él no a su pa-

dre; que la Corte a-qua no explicó ni analizó esos hechos; 
que, por tanto, no hizo una exposición completa de los mis-
mos que permitan a la Suprema Corte de Justicia determi-
nar si la ley ha sido bien aplicada; y con ello incurrió en 
los demás vicios que el recurrente señala en los medios 
propuestos; pero, 

Considerando que para que exista la responsabilidad 
establecida en el artículo 1384 del Código Civil no es pre-
ciso que el poder de dirección o mando de una persona sobre 
otra sea permanente, puesto que la dependencia no es un 
contrato sino una situación de hecho, lo que significa que 
puede ser ocasional, pero sí es rigurosamente exigible que 
se establezca en hechos, como cuestión esencial, que la per-
sona señalada como comitente tenía la facultad de trans-
mitir órdenes e instrucciones a la persona señalada como 
empleado o encargado; y que éste tenía el deber de actuar 
conforme a esas órdenes e instrucciones; 
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civil constituida, invoca en definitiva como fundamento de 
su recurso, los siguientes medios; Primer Medio: Falsa apli-
cación del artículo 1384 del Código Civil; y violación de las 
reglas y principios que rigen la comitencia y la preposición ; 

 y con ello violación del artículo 544 del Código Civil; y Se-
gundo Medio: La sentencia recurrida no tiene Base Legal. 
Esta falta de motivos y desnaturalizó los hechos de la cau-
sa, lo que constituye violación artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que el prevenido Marcos B. Cabral Vega 
ha desistido de su recurso de casación, según consta en el 
acta levantada en la Secretaría de esta Suprema Corte de 
Justicia, la cual se ha transcrito precedentemente; que sien-
do regular dicho desistimiento, nada se opone a que se de 
acta del mismo, como al efecto se hace por medio de la pre-
sente sentencia; 

En cuanto al recurso de la parte civil constituida: 

Considerando que el recurrente Diógenes Méndez Pé-
rez, parte civil constituida, sostiene en síntesis en el des-
arrollo de los medios propuestos, lo siguiente: a) que es 
falso el criterio de que el comitente es un patrono; que lo 
que caracteriza la comitencia "es la facultad que tiene una 
persona de darle instrucciones a otra" aunque no se las dé 
nunca; que la conmitencia puede inferirse del derecho de 
propiedad del vehículo que ocasionó el daño, pues el pro-
pietario "conserva el derecho de disponer y de dar instruc-
ciones al usuario", de donde se infiere que éste último está 
subordinando al propietario, aunque no sea un asalariado 
ni sea su empleado; nue el prevenido no negó que la Santo 
Domingo Motors Co., C. por A., pudiera darle órdenes o 
instrucciones, lo que a juicio del recurrente es reconocimien-
to implícito, sobre todo que el prevenido admitió que la  

empresa citada "podía quitarle el carro"; que el conductor 
de un carro prestado es el "preposé" del dueño del mismo; 
que al no admitirlo así la Corte a--qua violó el artículo 1384 
del Código Civil y las reglas de la comitencia; que en el ex-
pediente hay pruebas de oue la Santo Domingo Motors Co., 

C. por A., es la dueña del vehículo con el cual se produjo 

el daño; que la Corte a-qua no examinó los hechos decisivos, 
los hechos determinantes para ver y extraer las consecuen-
cias jurídicas de lugar, pues la Corte dice que el carro le 
fue prestado al padre del prevenido, y no a éste; que si el 
padre era el preposé de la empresa, y el prevenido de su 
padre, aún así la relación jurídica quedaba establecida; 
que esto es así porque el prevenido al declarar dijo: "el 
carro de nosotros lo estaban arreglando; yo andaba en di-
ligencia propia; yo le echaba gasolina al carro con mi dine-
ro"; que al decir "nosotros", incluyó a la persona que habla, 
es decir, el prevenido se incluyó en esa palabra, lo que in-
dica que el carro realmente le fue prestado a él no a su pa-
dre; que la Corte a-qua no explicó ni analizó esos hechos; 
que, por tanto, no hizo una exposición completa de los mis-
mos que permitan a la Suprema Corte de Justicia determi-
nar si la ley ha sido bien aplicada; y con ello incurrió en 
los demás vicios que el recurrente señala en los medios 
propuestos; pero, 

Considerando que para que exista la responsabilidad 
establecida en el artículo 1384 del Código Civil no es pre-
ciso que el poder de dirección o mando de una persona sobre 
otra sea permanente, puesto que la dependencia no es un 
Contrato sino una situación de hecho, lo que significa que 
puede ser ocasional, pero sí es rigurosamente exigible que 
se establezca en hechos, como cuestión esencial, que la per-
sona señalada como comitente tenía la facultad de trans-
mitir órdenes e instrucciones a la persona señalada como 
empleado o encargado; y que éste tenía el deber de actuar 
conforme a esas órdenes e instrucciones; 
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Considerando que en la especie la Corte a-qua dió po r 
 establecido lo siguiente: "Considerando que el señor Die,. 

genes Méndez Pérez se ha constituído también en parte ej. 
vil contra la entidad comercial Santo Domingo Motors, Co., 
como comitente del prevenido Cabral Vega, pero en el curso 
del proceso no se ha aportado prueba alguna que evidencie 
que el prevenido Marcos Cabral Vega, fuera en alguna oca-
sión empleado de la Santo Domingo Motors Co., sino por 
el contrario lo que se ha establecido sin dudas en la instruc-
ción de la presente causa es el hecho de que la Santo Do-
mingo Motors Co., en razón de que el padre del prevenido 
era su cliente le pr°stó a éste el vehículo con el cual fue 
originado el accidente, hasta tanto fuera reparado uno de 
su propiedad, y en tal circunstancia no puede en la especie 
el prevenido Marcos Cabral Vega comprometer con la co-
misión de su hecho delictuoso la responsabilidad civil de 
la referida entidad comercial, y en consecuencia, procede 
rechazar las conclusiones formuladas por la parte civil con-
tra la persona puesta en causa como civilmente responsable 
Santo Domingo Motors Co., por improcedentes"; 

Considerando que como se advierte por lo que acaba 
de transcribirse, de los hechos comprobados por los jueces 
del fondo no resulta establecido en modo alguno que el pre-
venido Marcos B. Cabral Vega tuviera el deber de recibir 
y de acatar órdenes e instrucciones de la empresa para con-
ducir el vehículo que le había prestado para su uso mientras 
le reparaba el suyo; que en cambio, de esos hechos se in-
fiere la absoluta libertad de acción del prevenido en el 
manejo y en la conducción del citado vehículo, tal como 
en definitiva lo apreció la Corte a-qua; que, por consiguien-
te, no habiéndose probado el lazo de subordinación perma-
nente ni ocasional, no era posible en tales condiciones -de-
clarar comprometida la responsabilidad civil de la empresa 
antes mencionada; que para los fines del caso era irrele-
vante que el carro fuera prestado al prevenido o a su pa-
dre, pues ni en una ni en otra hipótesis podía, frente a la  

inexistencia del vínculo señalado, fijar la responsabilidad 
de la compañía en el hecho cometido por el prevenido; que 

también 
es irrelevante para la conclusión jurídica a que 

conducen esos razonamientos, que el prevenido al declarar 
lo hiciera en forma plural al emplear la palabra "nosotros"; 
que en ello no se advierte desnaturalización alguna, como 
lo pretende el recurrente. sino el uso soberano que hicieron 
los jueces del fondo de la facultad que tienen de apreciar 
los medios de prueba que se les someten; que, además, por 
todo cuanto acaba de exponerse, es evidente, que la Corte 

a-qua lejos de incurrir en la violación del artículo 1384 del 

Código Civil y de las reglas y principios de la comitencia, 
según lo afirma el recurrente, hizo una correcta aplicación 
de dicho texto legal y de las reglas mencionadas; que, fi-
nalmente, el examen del fallo impugnado revela que él con-
tiene motivos suficientes y pertinentes y una relación com-
pleta de los hechos de la causa que permiten apreciar que 
la ley ha sido bien aplicada, por lo cual, en dicho fallo tam-
poco se ha incurrido en los otros vicios denunciados por el 
recurrente, que, por consiguiente, los medios propuestos 
carecen de fundamento y deben ser desestimados, y recha-
zado el recurso de casación que se examina; 

Considerando que todo cuanto se ha expuestos frente 
a la persona puesta en causa como civilmente responsable, 
aprovecha, por vía de consecuencia, a la Compañía Asegu-
radora, Universal de Seguros, C. por A.; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a la Santo Domingo Motors Co., C. por A., y Universal 
de Seguros, C. por A.; Segundo: Dá acta al prevenido recu-
rrente Marcos B. Cabral Vega del desistimiento que ha he-
cho de su recurso de casación, interpuesto contra la senten-
cia dictada en atribuciones correccionales, en fecha 15 de 
junio de 1967, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Tercero Rechaza el recurso de casación inter-
puesto contra la misma sentencia por Diógenes Méndez Pé- 
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Considerando que en la especie la Corte a-qua dió por 
 establecido lo siguiente: "Considerando que el señor Dió. 

genes Méndez Pérez se ha constituido también en parte ej. 
vil contra la entidad comercial Santo Domingo Motors, Co., 
como comitente del prevenido Cabral Vega, pero en el curso 
del proceso no se ha aportado prueba alguna que evidencie 
que el prevenido Marcos Cabral Vega, fuera en alguna oca-
sión empleado de la Santo Domingo Motors Co., sino por 
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el prevenido Marcos Cabral Vega comprometer con la co-
misión de su hecho delictuoso la responsabilidad civil de 
la referida entidad comercial, y en consecuencia, procede 
rechazar las conclusiones formuladas por la parte civil con-
tra la persona puesta en causa como civilmente responsable 
Santo Domingo Motors Co., por improcedentes"; 

Considerando que como se advierte por lo que acaba 
de transcribirse, de los hechos comprobados por los jueces 
del fondo no resulta establecido en modo alguno que el pre-
venido Marcos B. Cabral Vega tuviera el deber de recibir 
y de acatar órdenes e instrucciones de la empresa para con-
ducir el vehículo que le había prestado para su uso mientras 
le reparaba el suyo; que en cambio, de esos hechos se in-
fiere la absoluta libertad de acción del prevenido en el 
manejo y en la conducción del citado vehículo, tal como 
en definitiva lo apreció la Corte a-qua; que, por consiguien-
te, no habiéndose probado el lazo de subordinación perma-
nente ni ocasional, no era posible en tales condiciones de-
clarar comprometida la responsabilidad civil de la empresa 
antes mencionada; que para los fines del caso era irrele-
vante que el carro fuera prestado al prevenido o a su pa-
dre, pues ni en una ni en otra hipótesis podía, frente a la  

existencia del vínculo señalado, fijar la responsabilidad 
de la compañía en el hecho cometido por el prevenido; que 
*también es irrelevante para la conclusión jurídica a que 
conducen esos razonamientos, que el prevenido al declarar 
lo hiciera en forma plural al emplear la palabra "nosotros"; 
que en ello no se advierte desnaturalización alguna, como 
lo pretende el recurrente, sino el uso soberano que hicieron 
los jueces del fondo de la facultad que tienen de apreciar 
los medios de prueba que se les someten; que, además, por 
todo cuanto acaba de exponerse, es evidente, que la Corte 

a-qua lejos de incurrir en la violación del artículo 1384 del 
Código Civil y de las reglas y principios de la comitencia, 
según lo afirma el recurrente, hizo una correcta aplicación 
de dicho texto legal y de las reglas mencionadas; que, fi-
nalmente, el examen del fallo impugnado revela que él con-
tiene motivos suficientes y pertinentes y una relación com-
pleta de los hechos de la causa que permiten apreciar que 
la ley ha sido bien aplicada, por lo cual, en dicho fallo tam-
poco se ha incurrido en los otros vicios denunciados por el 
recurrente, que, por consiguiente, los medios propuestos 
carecen de fundamento y deben ser desestimados, y recha-
zado el recurso de casación que se examina; 

Considerando que todo cuanto se ha expuestos frente 
a la persona puesta en causa como civilmente responsable, 
aprovecha, por vía de consecuencia, a la Compañía Asegu-
radora, Universal de Seguros, C. por A.; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a la Santo Domingo Motors Co., C. por A., y Universal 
de Seguros, C. por A.; Segundo: Dá acta al prevenido recu-
rrente Marcos B. Cabral Vega del desistimiento que ha he-
cho de su recurso de casación, interpuesto contra la senten-
cia dictada en atribuciones correccionales, en fecha 15 de 
junio de 1967, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Tercero Rechaza el recurso de casación inter-
puesto contra la misma sentencia por Diógenes Méndez Pé- 
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rez, en su calidad de parte civil constituida; y le condena al 
pago de las costas, con distracción en favor de los Dres. 
Rafael Astado Hernández, abogado de la Santo Domingo 
Motors Co., C. por A., y Néstor Basora Puello, abogado de 
"La Universal, Compañía General de Seguros, C. por A." 
quienes afirman haberlas avanzado. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—.. 
Manuel D. Bergés Chupuni.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 10 de enero de 1968. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Andrés Richiez Mejía. 

Ahogado: Dra. Zoila Violeta Martínez de Medina. 

Recurrido: Compañía Embotelladora, C. por A. 

Abogado: Dr. W. J. Ramos Messina. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes 
Septiembre de 1968, años 125 9  de la Indepndencia y 106 9 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés 
Richiez Mejía, dominicano, mayor de edad, domiciliado y 
residente en la casa No. 63, de la calle 12-A del Ensanche 
Los Minas de esta ciudad, cédula No. 12243, serie 28, con-
tra la sentencia de fecha 10 de enero de 1968, dictada por 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 



rez, en su calidad de parte civil constituida; y le condena al 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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tra la sentencia de fecha 10 de enero de 1968, dictada por 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo disposi-
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Luis H. Padilla S., cédula 23940, serie 18 

en representación de la Dra. Zoila Violeta Martínez de Me-
dina, cédula 94300, serie 1ra., abogado del recurrente en l a 

 lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. W. J. Ramos Messina, cédula 39084, serie 
31, abogado de la recurrida Compañía Embotelladora, C . 

 por A., compañía comercial constituida de acuerdo con las 
leyes dominicanas, en la Avenida John F. Kennedy esquina 
Tiradentes, debidamente representada por su Administra. 
dor, Rafael O. Alvarez, dominicano, mayor de edad, casa-
do, comerciante, domiciliado y residente en Santo Domingo, 
cédula 26491, serie 1 ra., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 9 de febre-
ro de 1968, y suscrito por la abogada del recurrente, en 
el cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el Memorial de Defensa de la recurrida, de fecha 
26 de febrero de 1968, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 78, 80 y 392 del Código de 
Trabajo; 1315 del Código Civil; 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, , 
el Juzgado de Paz de Trabajo dictó en fecha 25 de julio dé 
1967, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-
ro: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la parte 
demandante por improcedentes y mal fundadas, y acoge las 
de la parte demandada, por ser justas y reposar en prueba 
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iegai; Segundo: Declara justificado el despido y resuelto el 
contrato de trabajo que ligaba a las partes, por culpa del 
demandante y sin responsabilidad para el patrono; Tercero: 
Rechaza la demanda interpuesta por el señor Andrés Ri-
chiez Mejía contra la Compañía Embotelladora, C. por A., 
por improcedente y mal fundada; Cuarto: Condena al de-
mandante al pago de las costas del procedimiento" b) Que 
sobre recurso del demandante, la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 10 de enero de 1968, la 
setencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo di-

ce así: "Falla: Primero: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma el recurso de apelación interpuesto por An-
drés Richiez Mejía, contra la sentencia del Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 25 de Julio de 
1967, dictada en favor de la Compañía Embotelladora, C. 
por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
de esta misma sentencia; Segundo: Relativamente al fondo, 
Confirma en todas sus partes dicha decisión impugnada; 
Tercero: Condena al señor Andrés Richiez Mejía, parte su-
cumbiente, al pago de las costas del procedimiento, de con-
formidad con los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 
16 de la Ley No. 302 del 18 de Junio de 1964, ordenando 
su distracción en provecho del doctor Wellington Ramos 
Messina, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente alega como fundamen-
to de su recurso de casación, en el memorial presentado, el 
siguiente medio: "Violación del Art. 78 del Código de Tra-
bajo, en su ordinal 11; Violación al Art. 80 del Código de 
Trabajo; Violación Art. 141 del Código de Procedimiento 
Civil; Contradicción de motivos; Violación del Art. 1315 
dbealseCóledgiga,,;ol Civil; Desnaturalización de los hechos; Falta de 

Considerando que en el desarrollo del medio propues-
to, el recurrente alega en síntesis que para que pueda apli-
carse correctamente el artículo 78, ordinal 11, del Código 
de Trabajo "es imprescindible que el trabajador haya inasis- 



4 Oído al Dr. W. J. Ramos Messina, cédula 39084, serie 
31, abogado de la recurrida Compañía Embotelladora, C. 
por A., compañía comercial constituida de acuerdo con las 
leyes dominicanas, en la Avenida John F. Kennedy esquina 
Tiradentes, debidamente representada por su Administra 
dor, Rafael O. Alvarez, dominicano, mayor de edad, casa 
do, comerciante, domiciliado y residente en Santo Domingo, 
cédula 26491, serie 1ra., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación depositado en la Secre-0 
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 9 de febre-
ro de 1968, y suscrito por la abogada del recurrente, en 
el cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el Memorial de Defensa de la recurrida, de fecha 
26 de febrero de 1968, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 78, 80 y 392 del Código de 
Trabajo; 1315 del Código Civil; 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
el Juzgado de Paz de Trabajo dictó en fecha 25 de julio dé 
1967, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-
ro: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la parte 
demandante por improcedentes y mal fundadas, y acoge las 
de la parte demandada, por ser justas y reposar en prueba 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Luis H. Padilla S., cédula 23940, serie 18, 

en representación de la Dra. Zoila Violeta Martínez de Me-
dina, cédula 9430), serie 1ra., abogado del recurrente en la 
lectura de sus conclusiones; 
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legal; segundo: Declara justificado el despido y resuelto el 
contrato de trabajo que ligaba a las partes, por culpa del 
demandante y sin responsabilidad para el patrono; Tercero: 
Rechaza la demanda interpuesta por el señor Andrés Ri-
chiez Mejía contra la Compañía Embotelladora, C. por A., 

por improcedente y mal fundada; Cuarto: Condena al de-
mandante al pago de las costas del procedimiento" b) Que 
sobre recurso del demandante, la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 10 de enero de 1968, la 
setencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo di-

ce así: "Falla,: Primero: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma el recurso de apelación interpuesto por An-
drés Richiez Mejía, contra la sentencia del Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 25 de Julio de 
1967, dictada en favor de la Compañía Embotelladora, C. 
por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
de esta misma sentencia; Segundo: Relativamente al fondo, 
Confirma en todas sus partes dicha decisión impugnada; 
Tercero: Condena al señor Andrés Richiez Mejía, parte su-
cumbiente, al pago de las costas del procedimiento, de con-
formidad con los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 
16 de la Ley No. 302 del 18 de Junio de 1964, ordenando 
su distracción en provecho del doctor Wellington Ramos 
Messina, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente alega como fundamen-
to de su recurso de casación, en el memorial presentado, el 
siguiente medio: "Violación del Art. 78 del Código de Tra-
bajo, en su ordinal 11; Violación al Art. 80 del Código de 
Trabajo; Violación Art. 141 del Código de Procedimiento 
Civil; Contradicción de motivos; Violación del Art. 1315 
del Código Civil; Desnaturalización de los hechos; Falta de 
base legal"; 

Considerando que en el desarrollo del medio propues-
o, el recurrente alega en síntesis que para que pueda apli-

carse correctamente el artículo 78, ordinal 11, del Código 
de Trabajo "es imprescindible que el trabajador haya inasis- 
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tido a su centro de trabajo durante dos días consecutivos"• 
que en la especie el patrono "hizo el despido única y ex-
clusivamente por la inasistencia del día 2 de febrero de 
1967"; que la Cámara a-qua le bastó esa sola afirmación 
del patrono, sin cerciorarse si las otras inasistencias que in-
vocó el patrono fueron realmente comunicadas al Depart a_ 
mento de Trabajo; que el derecho del patrono a despedir 
el trabajador caduca a los quince días, plazo que se cuenta 
a partir de la fecha en que se ha generado el derecho, y 
el Juez debió verificar si las otras faltas que el patrono 
"trató de aunar a la del día dos de febrero de 1967, se en-
contraban ubicadas dentro de ese plazo"; que el Juez a-quo, 
entendió que por el sólo hecho de que "no se señaló la pres-
cripción de la acción" esta no se invocó, cuando debió in-
ferir de las afirmaciones hechas que sí se había invocado 
la caducidad; que como el Juez laboral tiene papel activo 
debió hacer uso de esa facultad en vez de dar por ciertas las 
afirmaciones del patrono e investigar si en el mes de febre-
ro, que sirvió de base para el despido, "la empresa había 
notificado dos faltas en ese mes"; que de las declaraciones 
del informativo no es posible inferir, a juicio del recurrente 
que el ordinal 11 del artículo 78 del Código de Trabajo ten-
ga aplicación; que por las piezas depositadas por la empre-
sa es comprobable que el trabajador en ningún caso faltó 
dos veces consecutivas a su centro de trabajo; que "no se 
puede del hecho de reiteradas faltas, sino que estas 
deben ser consecutivas dentro de un mismo mes y notifi-
cadas al Departamento de Trabajo"; que el Juez no debió 
edificarse en las comunicaciones que depositó el patrono, 
pues a nadie le es dable fabricar sus propias pruebas, y el 
Juez a-quo debió requerir que esas comunicaciones fueran 
certificadas por el Departamento receptor de las mismas; 
que por todo ello, estima el recurrente que se ha incurrido 
en los vicios y violaciones por él denunciados y que la sen-
tencia impuganada debe ser casada; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la Cámara a-qua mediante la ponderación 
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de los elementos de prueba que fueron administradas en la 
instrucción por la causa, dió por establecido que: "se ha 
probado de una manera clara y que no deja lugar a dudas, 
que el señor Andrés Richiez Mejía dejó de asistir a sus la-
bores de ayudante de camión (ayudante vendedor) en rei-
teradas ocasiones, entre las cuales figuran dos días con-
secutivos durante el mes de enero de 1967 y que fueron los 
días 23 y 24, así como tres días durante el mes de Septiem-
bre de 1966 (el intimado no ha invocado caducidad del de-
recho al despido por estas faltas)"; agregando lo siguiente, 
según se lee aI final del quinto Considerando del fallo im-
pugnado: "que de las declaraciones vertidas se evidencia 
de una manera clara que el reclamante faltó a sus labores 
en varias ocasiones, inclusive en las dos semanas anteriores 
al despido en que faltó dos veces, lo cual coincide con las 
faltas comunicadas por la Empresa al Departamento de 
Trabajo y ocurridas los días 23 y 24 de Enero de 1967, pues 
dichas fechas caen dentro del período de dos semanas ante-
riores al despido, que ocurrió el 2 de Febrero de 1967; que 
el trabajador intimante no ha probado por ningún medio 
que sus faltas fueron con excusa justificada, sino que por 
lo contrario, los testigos afirman que no presentó excusa"; 

Considerando que de lo anteriormente transcrito se ad-
vierte que contrariamente a como lo alega el recurrente' la 
Cámara a-qua no basó su fallo en la inasistencia del traba-
jador demandante el día dos de febrero, sino en base al 
conjunto de faltas cometidas con su inasistencia durante va-
rios días, entre las cuales son precisadas, entre otras, tres 
en fechas 5, 17 y 23 de Septiembre de 1967 y tres, en los 
días 24, 25 y 30 de enero de 1967, lo que era suficiente pa-
ra dejar satisfechas las exigencias del artículo 78, ordinal 
11 del Código de Trabajo; que si bien es cierto que el dere-
cho del patrono al despido caduca a los 15 días a partir de 
la fecha en que se produce la falta, la comunicación hecha 
Por el patrono el 2 de febrero de 1967, ponderada en el fa-
llo impugnado, estaba dentro del plazo establecido por la ley, 
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tido a su centro de trabajo durante dos días consecutivos" ; 
 que en la especie el patrono "hizo el despido única y ex-

clusivamente por la inasistencia del día 2 de febrero de 
1967"; que la Cámara a-qua le bastó esa sola afirmación 
del patrono, sin cerciorarse si las otras inasistencias que in-
vocó el patrono fueron realmente comunicadas al Departa-
mento de Trabajo; que el derecho del patrono a despedir 
el trabajador caduca a los quince días, plazo que se cuenta 
a partir de la fecha en que se ha generado el derecho, y 
el Juez debió verificar si las otras faltas que el patrono 
"trató de aunar a la del día dos de febrero de 1967, se en-
contraban ubicadas dentro de ese plazo"; que el Juez a-quo, 
entendió que por el sólo hecho de que "no se señaló la pres-
cripción de la acción" esta no se invocó, cuando debió in-
ferir de las afirmaciones hechas que sí se había invocado 
la caducidad; que como el Juez laboral tiene papel activo 
debió hacer uso de esa facultad en vez de dar por ciertas las 
afirmaciones del patrono e investigar si en el mes de febre-
ro, que sirvió de base para el despido, "la empresa había 
notificado dos faltas en ese mes"; que de las declaraciones 
del informativo no es posible inferir, a juicio del recurrente 
que el ordinal 11 del artículo 78 del Código de Trabajo ten-
ga aplicación; que por las piezas depositadas por la empre-
sa es comprobable que el trabajador en ningún caso faltó 
dos veces consecutivas a su centro de trabajo; que "no se 
puede par éii del hecho de reiteradas faltas, sino que estas 
deben ser consecutivas dentro de un mismo mes y notifi-
cadas al Departamento de Trabajo"; que el Juez no debió 
edificarse en las comunicaciones que depositó el patrono, 
pues a nadie le es dable fabricar sus propias pruebas, y el 
Juez a-quo debió requerir que esas comunicaciones fueran 
certificadas por el Departamento receptor de las mismas; 
que por todo ello, estima el recurrente que se ha incurrido 
en los vicios y violaciones por él denunciados y que la sen-
tencia impuganada debe ser casada; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la Cámara a-qua mediante la ponderación  

de los elementos de prueba que fueron administradas en la 
instrucción por la causa, dió por establecido que: "se ha 
probado de una manera clara y que no deja lugar a dudas, 
que el señor Andrés Richiez Mejía dejó de asistir a sus la-
bores de ayudante de camión (ayudante vendedor) en rei-
teradas ocasiones, entre las cuales figuran dos días con-
secutivos durante el mes de enero de 1967 y que fueron los 
días 23 y 24, así como tres días durante el mes de Septiem-
bre de 1966 (el intimado no ha invocado caducidad del de-
recho al despido por estas faltas)"; agregando lo siguiente, 
según se lee al final del quinto Considerando del fallo im-
pugnado: "que de las declaraciones vertidas se evidencia 
de una manera clara que el reclamante faltó a sus labores 
en varias ocasiones, inclusive en las dos semanas anteriores 
al despido en que faltó dos veces, lo cual coincide con las 
faltas comunicadas por la Empresa al Departamento de 
Trabajo y ocurridas los días 23 y 24 de Enero de 1967, pues 
dichas fechas caen dentro del período de dos semanas ante-
riores al despido, que ocurrió el 2 de Febrero de 1967; que 
el trabajador intimante no ha probado por ningún medio 
que sus faltas fueron con excusa justificada, sino que por 
lo contrario, los testigos afirman que no presentó excusa"; 

Considerando que de lo anteriormente transcrito se ad-
vierte que contrariamente a como lo alega el recurrentekla 
Cámara a-qua no basó su fallo en la inasistencia del traba-
jador demandante el día dos de febrero, sino en base al 
conjunto de faltas cometidas con su inasistencia durante va-
rios días, entre las cuales son precisadas, entre otras, tres 
en fechas 5, 17 y 23 de Septiembre de 1967 y tres, en los 
días 24, 25 y 30 de enero de 1967, lo que era suficiente pa-
ra dejar satisfechas las exigencias del artículo 78, ordinal 
11 del Código de Trabajo; que si bien es cierto que el dere-
cho del patrono al despido caduca a los 15 días a partir de 
la fecha en que se produce la falta, la comunicación hecha 
Por el patrono el 2 de febrero de 1967, ponderada en el fa-
llo impugnado, estaba dentro del plazo establecido por la ley, 
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en relación con las inasistencias durante dos días consecu-
tivos 24 y 25 de enero de 1967, y 30 de ese mismo mes, 
citados precedentemente; que la Cámara a-qua para edi-
ficarse en ese sentido tuvo en cuenta no solo las piezas de-
positadas por el patrono, sino especialmente el resultado del 
informativo, según lo expone en el quinto Considerando 
del fallo impugnado; que estando edificado de ese modo el 
Juez a-quo, no era preciso que haciendo uso de su papel 
activo ordenara ninguna otra medida de instruwión, la cual, 
además, no hay pruebas de que le fuera solicitada; que no 
era preciso que la Cámara a-qua requiriera nuevas certifi-
caciones al Departamento de Trabajo en relación con la 
certeza de las comunicaciones de despido que le enviara el 
patrono, pues en el tercer "Resultando" del fallo impugnado 
consta que fue depositado en la Cámara a-qua "una certifi-
cación del Inspector Supervisor de Trabajo del Distrito, de 
fecha 15 de marzo de 1967, contentiva de la comunicación 
enviada por el señor Horacio Alvarez S., a la Secretaría de 
Estado de Trabajo referente al despido efectuado por él 
contra el señor Andrés Richiez Mejía", lo que era suficien-
te para apreciar la seriedad de la prueba documental pre-
sentada, seriedad que no se ha demostrado que fuera ne-
gada ante los Jueces del fondo; que, por tanto, y habida 
cuenta de los resultados del informativo, no puede alegarse 
con éxito que el patrono se fabricara su propia prueba, pues, 
la Cámara a-qua hizo uso de las comunicaciones que envió' 
el patrono en forma simplemente corroborativa de lo pro-
bado por medio del informativo; que, en tales condiciones 
no ha podido incurrirse en el fallo impugnado en la alegada 
violación del artículo 1515 del Código Civil; que, por último 
el examen de dicho fallo revela que él contiene motivos su-
ficientes y pertinentes que justifican su dispositivo, y una 
relación completa de los hechos de la causa, sin desnatura-
lización alguna, que 'permite apreciar que la ley ha sido bien 
aplicada; que, por tanto, los medios propuestos carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Andrés Richiez Mejía, contra la sen-
tencia de fecha 10 de enero de 1968, dictada por la Cáma-
ra de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas, con distracción 
en favor del Dr. W. J. Ramos Messina, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez. —Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama. 
— Francisco Elpidlo Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló. 
— Juan Bautista Rolas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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en relación con las inasistencias durante dos días consecu-
tivos 24 y 25 de enero de 1967, y 30 de ese mismo mes, 
citados precedentemente; que la Cámara a-qua para edi-
ficarse en ese sentido tuvo en cuenta no solo las piezas d e. 
positadas 'por el patrono, sino especialmente el resultado del 
informativo, según lo expone en el quinto Considerando 
del fallo impugnado; que estando edificado de ese modo el 
Juez a-quo, no era preciso que haciendo uso de su papel 
activo ordenara ninguna otra medida de instrulción, la cual, 
además, no hay pruebas de que le fuera solicitada; que no 
era preciso que la Cámara a-qua requiriera nuevas certifi-
caciones al Departamento de Trabajo en relación con la 
certeza de las comunicaciones de despido que le enviara el 
patrono, pues en el tercer "Resultando" del fallo impugnado 
consta que fue depositado en la Cámara a-qua "una certifi-
cación del Inspector Supervisor de Trabajo del Distrito, de 
fecha 15 de marzo de 1967, contentiva de la comunicación 
enviada por el señor Horacio Alvarez S., a la Secretaría de 
Estado de Trabajo referente al despido efectuado por él 
contra el señor Andrés Richiez Mejía", lo que era suficien-
te para apreciar la seriedad de la prueba documental pre-
sentada, seriedad que no se ha demostrado que fuera ne-
gada ante los Jueces del fondo; que, por tanto, y habida 
cuenta de los resultados del informativo, no puede alegarse 
con éxito que el patrono se fabricara su propia prueba, pues 
la Cámara a-qua hizo uso de las comunicaciones que envió 
el patrono en forma simplemente corroborativa de lo pro-
bado por medio del informativo; que, en tales condiciones 
no ha podido incurrirse en el fallo impugnado en la alegada 
violación del artículo 1515 del Código Civil; que, por último 
el examen de dicho fallo revela que él contiene motivos su-
ficientes y pertinentes que justifican su dispositivo, y una 
relación completa de los hechos de la causa, sin desnatura-
lización alguna, que permite apreciar que la ley ha sido bien 
aplicada; que, por tanto, los medios propuestos carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Andrés Richiez Mejía, contra la sen-
tencia de fecha 10 de enero de 1968, dictada por la Cáma-

ra de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas, con distracción 
en favor del Dr. W. J. Ramos Messina, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez. —Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama. 
— Francisco Elpiclio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló. 
— Juan Bautista Rolas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 1 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, 
fecha 22 de noviembre de 1967. 

Materia: Coniercial. 

Recurrente: Aurelio Gautreau. 
Abogado: Dr. Luis R. del Castillo Morales. 

Recurrido: Freeman Shoe Corporation. 
Abogado: Lic. H. Cruz Ayala. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la. 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes 
Septiembre de 1968, años 125 9  de la Indepndencia y 106 9 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aurelio 
Gautreau, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado en esta ciudad, cédula N 9  7701, serie 56, contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones comerciales por la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha 22 de no-
viembre de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído al Dr. Luis R. del Castillo Morales, cédula No. 

0583, serie 11, abogado del recurrente, en la lectura de sus 

nclusiones; 
Oído al Lic. H. Cruz Ayala, cédula No. 1567, serie la, 

bogado de la recurrida, en la lectura de sus conclusiones; 
recurrida que es la Freeman Shoe Corporation, empresa 
comercial domiciliada en Beloit, Wisconsin, Estados Unidos 

de América; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

e la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
el recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
orte de Justicia en fecha 31 de enero de 1968; 

Visto el memorial de defensa de la recurrida suscrito 
r su abogado; 

Vistos los escritos de ampliación del recurrente y de la 
ecurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1142, 1149 y 2273 del Código 
Civil; 1 y siguientes de la Ley 3284 de 1952; y 1 y siguientes 
de la ley 173 de 1966; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación: 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que por auto 
de fecha 14 de enero de 1958, instrumentado y notificado 
por el ministerial Pedro Antonio Read Tolentino, alguacil 
de Estrados de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, Aurelio Gautreaux 
le notificó a la Freeman Shoes Corporation, en la persona 
del Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional y 
de la American Chamber of Commerce of the Dominican 
Republic, que la cita y emplaza para que el día 20 de fe-
brero de 1958 compareciera 'por ante dicha Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia de este Dis-
trito Nacional, a la audiencia que celebraría en sus atri- 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, d e 
 fecha 22 de noviembre de 1967. 

Materia: Coniercial. 

Recurrente: Aurelio Gautreau. 

Abogado: Dr. Luis R. del Castillo Morales. 

Recurrido: Freeman Shoe Corporation. 
Abogado: Lic. H. Cruz Ayala. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes 
Septiembre de 1968, años 125 9  de la Indepndencia y 106 9 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aurelio 
Gautreau, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado en esta ciudad, cédula N 9  7701, serie 56, contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones comerciales por la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha 22 de no-
viembre de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Luis R. del Castillo Morales, cédula No. 
40583, serie 19-, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Lic. H. Cruz Ayala, cédula No. 1567, serie r, 
abogado de la recurrida, en la lectura de sus conclusiones; 
recurrida que es la Freeman Shoe Corporation, empresa 
comercial domiciliada en Beloit, Wisconsin, Estados Unidos 
de América; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en fecha 31 de enero de 1968; 

Visto el memorial de defensa de la recurrida suscrito 
por su abogado; 

Vistos los escritos de ampliación del recurrente y de la 
recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1142, 1149 y 2273 del Código 
Civil; 1 y siguientes de la Ley 3284 de 1952; y 1 y siguientes 
de la ley 173 de 1966; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que por auto 
de fecha 14 de enero de 1958, instrumentado y notificado 
por el ministerial Pedro Antonio Read Tolentino, alguacil 
de Estrados de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, Aurelio Gautreaux 
le notificó a la Freeman Shoes Corporation, en la persona 
del Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional y 
de la American Chamber of Commerce of the Dominican 
Republic, que la cita y emplaza para que el día 20 de fe-
brero de 1958 compareciera por ante dicha Cámara Civil 
Y Comercial del Juzgado de Primera Instancia de este Dis-
trito Nacional, a la audiencia que celebraría en sus atri- 
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buciones comerciales, a las nueve horas de la mañana, a 
fin de que: Atendido: a que mi recurrente ha venido repre• 
sentando a la Freeman Shoe Corporation desde el año 1947, 
lapso durante el cual ha introducido y abierto mercado a 
los productos de esa entidad en el país con los correspon-
dientes beneficios y ventajas para la Freeman Shoe Corpo. 
ration; Atendido: a que, a consecuencia de valiosos y leales 
servicios prestados por mi requeriente a mi requerida, esta 
última le concedió a mi requeriente la exclusividad en la 
venta de sus productos, primero en la República Dominica-
na y luego, por convenio intervenido entre las partes, en 
Santo Domingo, Distrito Nacional; Atendido: a que en tal 
carácter, es decir, como agente exclusivo en Santo Domingo, 
mi requeriente se dedicó durante nueve o diez años, de ma-
nera intensa e ininterrumpida, a hacer propaganda de los 
productos de mi requerida, por la prensa, radio y televisión, 
y por todos los otros medios, habiendo instalado última-
mente un moderno establecimiento comercial en la casa 
No. 61 de la avenida Mella, con el propósito de expansionar 
la venta de los calzados "Freeman", en cuya instalación se 
vió precisado mi requeriente a invertir una suma de dine-
ro superior a diez mil pesos oro (RD$10,000.00) moneda 
de curso legal; Atendido: a que la exclusividad a que se ha 
hecho referencia, le fue ratificada a mi requeriente por co-
municación dirígidale por mi requerida en fecha quince 
de febrero de mil novecientos cincuenta y cinco, la cual 
encabeza, debidamente traducida, el presente acto; Aten-
dido: a que, además con posterioridad a esa fecha, dicha 
exclusividad ha sido ratificada verbalmente por los repre-
sentantes de la Freeman Shoe Corporation en sus varios 
viajes a este país; Atendido: a que, a partir del quince de 
febrero de mil novecientos cincuenta y cinco, fecha en que 
le fue ratificada la exclusividad a mi requeriente, éste ha 
aumentado la venta de su calzado Freeman, corno resulta-
do de la intensiva propaganda que ha realizado de los pro-
ductos de la Freeman Shoe Corporation, por los medios  

propagandísticos ya enumerados; Atendido: a que, a partir 
de los primeros meses del próximo pasado año (mil nove-
vecientos cincuenta y siete), la tienda Los Muchachos sita 
en la calle El Conde número 91, con su sucursal en la Ave-
nida Duarte número 71, de esta ciudad, se ha dedicado a 
vender zapatos "Freeman", según convenio concertado con 
la Freeman Shoe Corporation, en violación flagrante del 
contrato existente entre esta entidad y mi requeriente, cau-
sándole mi reqúerida a mi requeriente gravísimos perjui-
cios económicos y morales; Atendido: a que, en la legisla-
ción nacional vigente, los contratos tienen fuerza de ley en-
tre las partes, no pueden ser revocados sino por mutuo con-
sentimiento y deben ser ejecutados de buena fe y según la 
ética comercial; Atendido: a que los daños y perjuicios a que 
tiene derecho mi requeriente, de conformidad con las pres-
cripciones del artículo 1149 del Código Civil, consisten en 
"cantidades análogas a las pérdidas que haya sufrido y a 
las ganancias de que haya sido privado" (lucrum cessan y 
damnun emergen); Atendido: a que mi requeriente, a con-
secuencia de la violación del contrato existente entre él y 
la Freeman Shoe Corporation, cometida por esta última 
entidad, ha sufrido cuantiosas pérdidas materiales y mora-
les y ha dejado de percibir ganancias estimables ambas 
moderadamente en la suma de Cien Mil Pesos Oro (RD 
$100,000.00) Moneda de Curso Legal; Atendido: a que todo 
hecho del hombre que causa a otro un daño, obliga aquél 
por cuya culpa sucedió, a repararlo; Atendido: a que toda 
parte que sucumbe debe ser condenada al pago de las cos-
tas, y éstas deben ser distraídas en favor de los abogados 
que afirman haberlas avanzado en su totalidad o en parte; 
Atendido: a que las demás razones que se expondrán opor-
tunamente, si fuere necesario; Oiga mi requerida, la Free-
man Shoe Corporation, a mi requeriente pedir y al Juez 
apoderado fallar: "Primero: Acoger por ser regular en la 
forma y justa en el •fondo, la presente demanda; Segundo: 
Declarar a la Freeman Shoe Corporation culpable de haber 
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buciones comerciales, a las nueve horas de la mañana, a 
fin de que: Atendido: a que mi recurrente ha venido repre. 
sentando a la Freeman Shoe Corporation desde el año 1947, 
lapso durante el cual ha introducido y abierto mercado a 
los productos de esa entidad en el país con los correspon. 
dientes beneficios y ventajas para la Freeman Shoe Corpo. 
ration; Atendido: a que, a consecuencia de valiosos y leales 
servicios prestados por mi requeriente a mi requerida, esta 
última le concedió a mi requeriente la exclusividad en la 
venta de sus productos, primero en la República Dominica-
na y luego, por convenio intervenido entre las partes, en 
Santo Domingo, Distrito Nacional; Atendido: a que en tal 
carácter, es decir, como agente exclusivo en Santo Domingo, 
mi requeriente se dedicó durante nueve o diez años, de ma-
nera intensa e ininterrumpida, a hacer propaganda de los 
productos de mi requerida, por la prensa, radio y televisión, 
y por todos los otros medios, habiendo instalado última-
mente un moderno establecimiento comercial en la casa 
No. 61 de la avenida Mella, con el propósito de expansionar 
la venta de los calzados "Freeman", en cuya instalación se 
vid precisado mi requeriente a invertir una suma de dine-
ro superior a diez mil pesos oro (RD$10,000.00) moneda 
de curso legal; Atendido: a que la exclusividad a que se ha 
hecho referencia, le fue ratificada a mi requeriente por co-
municación dirígidale por mi requerida en fecha quince 
de febrero de mil novecientos cincuenta y cinco, la cual 
encabeza, debidamente traducida, el presente acto; Aten-
dido: a que, además con posterioridad a esa fecha, dicha 
exclusividad ha sido ratificada verbalmente por los repre-
sentantes de la Freeman Shoe Corporation en sus varios 
viajes a este país; Atendido: a que, a partir del quince de 
febrero de mil novecientos cincuenta y cinco, fecha en que 
le fue ratificada la exclusividad a mi requeriente, éste ha , 

 aumentado la venta de su calzado Freeman, como resulta-
do de la intensiva propaganda que ha realizado de los pro-
ductos de la Freeman Shoe Corporation, por los medios 
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propagandísticos ya enumerados; Atendido: a que, a partir 
de los primeros meses del próximo pasado año (mil nove-
vecientos cincuenta y siete), la tienda Los Muchachos sita 
en la calle El Conde número 91, con su sucursal en la Ave-
rada Duarte número 71, de esta ciudad, se ha dedicado a 
vender zapatos "Freeman", según convenio concertado con 
la Freeman Shoe Corporation, en violación flagrante del 
contrato existente entre esta entidad y mi requeriente, cau-
sándole mi reqtterida a mi requeriente gravísimos perjui-
cios económicos y morales; Atendido: a que, en la legisla-
ción nacional vigente, los contratos tienen fuerza de ley en-
tre las partes, no pueden ser revocados sino por mutuo con-
sentimiento y deben ser ejecutados de buena fe y según la 
ética comercial; Atendido: a que los daños y perjuicios a que 
tiene derecho mi requeriente, de conformidad con las pres-
cripciones del artículo 1149 del Código Civil, consisten en 
"cantidades análogas a las pérdidas que haya sufrido y a 
las ganancias de que haya sido privado" (lucrum cessan y 
damnun emergen); Atendido: a que mi requeriente, a con-
secuencia de la violación del contrato existente entre él y 
la Freeman Shoe Corporation, cometida por esta última 
entidad, ha sufrido cuantiosas pérdidas materiales y mora-
les y ha dejado de percibir ganancias estimables ambas 
moderadamente en la suma de Cien Mil Pesos Oro (RD 
$100,000.00) Moneda de Curso Legal; Atendido: a que todo 
hecho del hombre que causa a otro un daño, obliga aquél 
por cuya culpa sucedió, a repararlo; Atendido: a que toda 
parte que sucumbe debe ser condenada al pago de las cos-
Tas, y éstas deben ser distraídas en favor de los abogados 
que afirman haberlas avanzado en su totalidad o en parte; 
Atendido: a que las demás razones que se expondrán opor-
tunamente, si fuere necesario; Olga mi requerida, la Free-
man Shoe Corporation, a mi requeriente pedir y al Juez 
apoderado fallar: "Primero: Acoger por ser regular en la 
forma y justa en el fondo, la presente demanda; Segundo: 
Declarar a la Freeman Shoe Corporation culpable de haber 
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violado el contrato existente entre esa entidad y mi requ e
-riente; Tercero: Condenar, en consecuencia, a la Freeman 

Shoe Corporation, a pagarle a mi requeriente la suma de 
Cien Mil Pesos Oro (RD$100,000.00) Moneda Nacional, en 
calidad de indemnización por la violación del contrato exis. 
tente entre las partes; y Cuarto: Condenar a la Freeman 
Shoe Corporation al pago de las costas, con distracción (le 
las mismas en favor de los doctores Rafael de Moya Grullón 
y Antonio Martínez Ramírez, por haberlas avanzado en su 
mayor parte. Bajo las más amplias reservas de derecho"; 
b) que en fecha 16 del mes de febrero del año 1959, la Cá-
mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, dictó una sentencia en atribuciones 
comerciales, cuyo dispositivo dice así: "Falla Primero: No 
declara inadmisible, ni rechaza, por los motivos preceden-
temente expuestos, la demanda en reparación de daños y 
perjuicios y resolución de contratos, intentada por Aurelio 
Gautreaux contra la Freeman Shoe Corporation, ni aco-
ge, al momento, las conclusiones del demandante en cuanto 
pide que se declare que el demandado ha violado el contra-
to de que se trata; Segundo: Ordena, antes de hacer dere-
cho sobre el fondo, que la parte demandada haga la prueba 
de los hechos que articula en sus conclusiones: Reservando 
la prueba contraria a la otra parte; Tercero: Fija la audien-
cia pública del día Doce del próximo mes de marzo, a las 
nueve (9) horas de la mañana, para que tengan efecto ta-
les medidas; y Cuarto: Reserva las costas"; e) que sobre 
los recursos de apelación interpuestos por la Freeman Shoe 
Corporation y por Aurelio Gautreaux, la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo dictó una sentencia de fecha 21 de 
diciembre de 1959, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Declara regulares y válidos en la forma las ape-
laciones, la una principal y la otra reconvencional, inter-
puestas respectivamente por la Freeman Shoe Corporation 
y el señor Aurelio Gautreaux, ambos de generales anota-
das, contra sentencia de la Cámara Civil y Comercial del 

Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus 
atribuciones comerciales, de fecha 16 de febrero de 1959; 
eg-tuido: Revoca la predicha sentencia apelada del 16 de 

febrero de 1959; Avoca el fondo del asunto en discusión en-
tre las partes; y, actuando por propia autoridad, condena 
a la Freeman Shoe Corporation, compañía manufacturera 
de calzados, domiciliada en Beloit, Estado de Wisconsin, 
Estados Unidos de América, a pagar al señor Aurelio Gau-
treaux, dominicano mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado y residente en Santo Domingo, República Do-
minicana, una indemnización que deberá ser probada por 
estado, de acuerdo con la ley, como justa y equitativa re-
paración de los daños perjuicios materiales y morales su-
fridos por el señor Aurelio Gautreaux por actuaciones de 
la Freeman Shoe Corporation, analizadas en el cuerpo de 
esta sentencia, rechazando consecuentemente las conclu-
siones principales y subsidiarias de la Freeman Shoe Corpo-
ration; Tercero: Condena a la Freeman Shoe Corporation, 
intimante que sucumbe, al pago de las costas, con distrac-
ción en provecho de los abogados doctores Rafael de Moya 
Grullón y Antonio Martínez Ramírez, quienes afirman que 
las avanzaron en su mayor parte"; d) sobre recurso de ca-
sación interpuesto por la Freeman Shoe Corporation, con-
tra el preindicade fallo, la Suprema Corte de Justicia pro-
nunció una sentencia de fecha 16 de noviembre de 1960, 
con el dispositivo que se transcribe a continuación: "Falla: 

Primero: Casa la sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha veintiuno de diciem-
bre de mil novecientos cincuentinueve, cuyo dispositivo se 
copia en otra parte de este fallo, y envía el asunto ante la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; y Seggtmdo: 
Condena al recurrido al pago de las costas"; e) en fecha 28 
de mayo de 1962, la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, como jurisdicción de envío, dictó una sentencia, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regulares y válidos en cuanto a la forma, los recur- 
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violado el contrato existente entre esa entidad y mi reque-
riente; Tercero: Condenar, en consecuencia, a la Freem an 

 Shoe Corporation, a pagarle a mi requeriente la suma de 
 Cien Mil Pesos Oro (RD$100,000.00) Moneda Nacional, en 

calidad de indemnización por la violación del contrato exis-
tente entre las partes; y Cuarto: Condenar a la Freeman 
Shoe Corporation al pago de las costas, con distracción de 
las mismas en favor de los doctores Rafael de Moya Grullón 
y Antonio Martínez Ramírez, por haberlas avanzado en su 
mayor parte. Bajo las más amplias reservas de derecho"; 
b) que en fecha 16 del mes de febrero del año 1959, la Cá-
mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, dictó una sentencia en atribuciones 
comerciales, cuyo dispositivo dice así: "Falla Primero: Nc 
declara inadmisible, ni rechaza, por los motivos preceden-
temente expuestos, la demanda en reparación de daños y 
perjuicios y resolución de contratos, intentada por Aurelio 
Gautreaux contra 'la Freeman Shoe Corporation, ni aco-
ge, al momento, las conclusiones del demandante en cuanto 
pide que se declare que el demandado ha violado el contra-
to de que se trata; Segundo: Ordena, antes de hacer dere-
cho sobre el fondo, que la parte demandada haga la prueba 
de los hechos que articula en sus conclusiones: Reservando 
la prueba contraria a la otra parte; Tercero: Fija la audien-
cia pública del día Doce del próximo mes de marzo, a las 
nueve (9) horas de la mañana, para que tengan efecto ta-
les medidas; y Cuarto: Reserva las costas"; e) que sobre 
los recursos de apelación interpuestos por la Freeman Shoe 
Corporation y por Aurelio Gautreaux, la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo dictó una sentencia de fecha 21 de 
diciembre de 1959, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Declara regulares y válidos en la forma las ape-
laciones, la una principal y la otra reconvencional, inter-
puestas respectivamente por la Freeman Shoe Corporation 
y el señor Aurelio Gautreaux, ambos de generales anota-
das, contra sentencia de la Cámara Civil y Comercial del 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus 
atribuciones comerciales, de fecha 16 de febrero de 1959; 
segundo: Revoca la predicha sentencia apelada del 16 de 
febrero de 1959; Avoca el fondo del asunto en discusión en-
tre las partes; y, actuando por propia autoridad, condena 
a la Freeman Shoe Corporation, compañía manufacturera 
de calzados, domiciliada en Beloit, Estado de Wisconsin, 
Estados Unidos de América, a pagar al señor Aurelio Gau-
treaux, dominicano mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado y residente en Santo Domingo, República Do-
minicana, una indemnización que deberá ser probada por 
estado, de acuerdo con la ley, como justa y equitativa re-
paración de los daños perjuicios materiales y morales su-
fridos por el señor Aurelio Gautreaux por actuacibnes de 
la Freeman Shoe Corporation, analizadas en el cuerpo de 
esta sentencia, rechazando consecuentemente las conclu-
siones principales y subsidiarias de la Freeman Shoe Corpo-
ration; Tercero: Condena a la Freeman Shoe Corporation, 
intimante que sucumbe, al pago de las costas, con distrac-
ción en provecho de los abogados doctores Rafael de Moya 
Grullón y Antonio Martínez Ramírez, quienes afirman que 
las avanzaron en su mayor parte"; d) sobre recurso de ca-
sación interpuestó por la Freeman Shoe Corporation, con-
tra el preindicado fallo, la Suprema Corte de Justicia pro-
nunció una sentencia de fecha 16 de noviembre de 1960, 
con el dispositivo que se transcribe a continuación: "Falla: 

Primero: Casa la sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha veintiuno de diciem-
bre de mil novecientos cincuentinueve, cuyo dispositivo se 
copia en otra parte de este fallo, y envía el asunto ante la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; y Seggundo: 
Condena al recurrido al pago de las costas"; e) en fecha 28 
de mayo de 1962, la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, como jurisdicción de envío, dictó una sentencia, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regulares y válidos en cuanto a la forma, los recur- 
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sos de apelación, el uno principal y el otro incidental, inter-
puestos por la Freeman Shoe Corporation el primero y el 
segundo por el señor Aurelio Gautreaux, en fecha 9 d ei 
mes de marzo del ario 1959 y 16 del mismo mes y año res-
pectivamente, contra sentencia dictada en atribuciones co-
merciales por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 16 del 
mes de febrero del año 1959; SEGUNDO: Rechaza, por in-
fundado el recurso de apelación incidental formulado por el 
señor Aurelio Gautreaux; TERCERO: Revoca en todas sus 
partes la sentencia apelada.; CUARTO: Avoca el fondo del 
asunto y declara inadmisible, por improcedente y mal fun-
dada, la demanda intentada por el señor Aurelio Gautreaux 
contra la Freeman Shoe Corporation intentada mediante 
acto de emplazamiento notificado por el alguacil Pedro An-
tonio Tolentino, de fecha 14 del mes de enero del año 1958; 
QUINTO: Condena al demandante y apelante incidental, 
señor Aurelio Gautreaux, al pago de las costas; f) que so-
bre el recurso de casación interpuesto por Aurelio Gautreaux 
contra esa sentencia, la Suprema Corte de Justicia dictó 
un fallo el 24 de agosto de 1964, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Primero: Casa la sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de San Pedro de Macorís en atribuciones co-
merciales, de fecha 28 de mayo de 1962, cuyo dispositivo 
secopia en parte anterior del presente fallo; y envía el asun-
to a la Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: 
Compensa las costas"; g) que sobre ese envío intervino el 
fallo ahora impugnado cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos 
de apelación intentados por la Freeman Shoe Corporation 
entidad comercial, manufacturera de calzados domiciliada 
en Beloit, Estado de Wisconsin, Estados Unidos de Améri-
ca, de manera principal; y de manera incidental por el se-
ñor Aurelio Gautreaux, contra la sentencia comercial dic-
tada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 16 del mes 

de febrero de 1959, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: No declara inadmisible, ni rechaza, por los motivos 
precedentemente expuestos, la demanda en reparación de 
daños  y perjuicios y resolución de contrato, intentada por 
Aurelio Gautreaux, contra la Freeman Shoe Corporation; 
ni acoge, al momento, las conclusiones del demandante, en 
cuanto pide que se declare que el demandado ha violado el 
contrato de que se trata; Segundo Ordena, antes de hacer 
derecho sobre el fondo, oue la parte demandada haga la 
prueba de los hechos que articula en sus conclusiones; re-
servando la prueba contraria a la otra parte; Tercero: Fija 
la audiencia pública del día doce del próximo mes de mar-
zo, a las nueve (9) horas de la mañana, para que tengan 
efectos tales medidas; y Cuarto: Reserva las costas etc."; 
SEGUNDO: Avoca el fondo del asunto discutido; revoca, 
en todas sus partes la preindicada sentencia cuyd disposi-
tivo se ha copiado anteriormente; y, en consecuencia, la 
Corte obrando por propia autoridad, por los motivos que 
se hacen valer anteriormente, rechaza las pretensiones del 
demandante originario, señor Aurelio Gautreaux, cuyas ge-
nerales constan anteriormente, en el sentido de que se de-
ciare la resolución del contrato establecido entre él y la 
Freeman Shoe Corporation, y que se le otorgue una indem-
nización, como reparación por los daños y perjuicios que 
dice haber experimentado, al ser sustituido, por despido 
injustificado, como representante de la Freeman Shoe Cor-
poration, en Ciudad 1_ ujIllo ahora Santo Domingo, Capital 
de la República DominIcana, de manera exclusivo; por ha-
ber sido intentada su demanda, cuando la acción que debió 
intentar, de acuerdo con los fundamentos de la misma, se 
encontraba prescrita al tenor del artículo 8 de la Ley NQ 
3284; TERCERO: Condena al demandante Aurelio Gau-
treaux al pago de las costas causadas tanto en Primera Ins-
tancia cuanto en apelación y ordena la distracción .de las 
mismas en favor del abogado de la Freeman Shoe Corpo-
ration, Lic. Hernán Cruz Ayala, quien afirmó haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 
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sos de apelación, el uno principal y el otro incidental, inter-
puestos por la Freeman Shoe Corporation el primero y el 
segundo por el señor Aurelio Gautreaux, en fecha 9 del 
mes de marzo del ario 1959 y 16 del mismo mes y año res-
pectivamente, contra sentencia dictada en atribuciones co-
merciales por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 16 del 
mes de febrero del año 1959; SEGUNDO: Rechaza, por in. 
fundado el recurso de apelación incidental formulado por el 
señor Aurelio Gautreaux; TERCERO: Revoca en todas sus 
partes la sentencia apelada; CUARTO: Avoca el fondo del 
asunto y declara inadmisible, por improcedente y mal fun-
dada, la demanda intentada por el señor Aurelio Gautreaux 
contra la Freeman Shoe Corporation intentada mediante 
acto de emplazamiento notificado por el alguacil Pedro An-
tonio Tolentino, de fecha 14 del mes de enero del año 1958; 
QUINTO: Condena al demandante y ápelante incidental, 
señor Aurelio Gautreaux, al pago de las costas; f) que so-
bre el recurso de casación interpuesto por Aurelio Gautreaux 
contra esa sentencia, la Suprema Corte de Justicia dictó 
un fallo el 24 de agosto de 1964, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Primero: Casa la sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de San Pedro de Macorís en atribuciones co-
merciales, de fecha 28 de mayo de 1962, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; y envía el asun-
to a la Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: 
Compensa las costas"; g) que sobre ese envío intervino el 
fallo ahora impugnado cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recurso ,' 
de apelación intentados por la Freeman Shoe Corporation 
entidad comercial, manufacturera de calzados domiciliada 
en Beloit, Estado de Wisconsin, Estados Unidos de Améri-
ca, de manera principal; y de manera incidental por el se-
ñor Aurelio Gautreaux, contra la sentencia comercial dic-
tada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 16 del mes tv 

de febrero de 1959, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: No declara inadmisible, ni rechaza, por los motivos 
precedentemente expuestos, la demanda en reparación de 
daños  y perjuicios y resolución de contrato, intentada por 
Aurelio Gautreaux, contra la Freeman Shoe Corporation; 
ni acoge, al momento, las conclusiones del demandante, en 
cuanto pide que se declare que el demandado ha violado el 
contrato de que se trata; Segundo Ordena, antes de hacer 
derecho sobre el fondo, oue la parte demandada haga la 
prueba de los hechos que articula en sus conclusiones; re-
servando la prueba contraria a la otra parte; Tercero: Fija 
la audiencia pública del día doce del próximo mes de mar-
zo, a las nueve (9) horas de la mañana, para que tengan 
efectos tales medidas; y Cuarto: Reserva las costas etc."; 
SEGUNDO: Avoca el fondo del asunto discutido; revoca, 
en todas sus partes la preindicada sentencia cuyd disposi-
tivo se ha copiado anteriormente; y, en consecuencia, la 
Corte obrando por propia autoridad, por los motivos que 
se hacen valer anteriormente, rechaza las pretensiones del 
demandante originario, señor Aurelio Gautreaux, cuyas ge-
nerales constan anteriormente, en el sentido de que se de-
ciare la resolución del contrato establecido entre él y la 
Freeman Shoe Corporation, y que se le otorgue una indem-
nización, como reparación por los daños y perjuicios que 
dice haber experimentado, al ser sustituido, por despido 
injustificado, como representante de la Freeman Shoe Cor-
poration, en Ciudad 1. ujIllo ahora Santo Domingo, Capital 
de la República Dominicana, de manera exclusivo; por ha-
ber sido intentada su demanda, cuando la acción que debió 
intentar, de acuerdo con los fundamentos de la misma, se 
encontraba prescrita al tenor del artículo 8 de la Ley N 9 

 3284; TERCERO: Condena al demandante Aurelio Gau-
treaux al pago de las costas causadas tanto en Primera Ins-
tancia cuanto en apelación y ordena la distracción »de las 
mismas en favor del abogado de la Freeman Shoe Corpo-
ration, Lic. Hernán Cruz Ayala, quien afirmó haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 
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Considerando que el recurrente invoca en su memo. 
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 47 de la Constitución. Falta de motivos 
y de base legal; Segundo Medio: Violación de la Ley No. 
3284 del 1952 y del párrafo del artículo 2273 del Cód:go 
Civil y falta de base legal. Desnaturalización de los hechos 
de la causa; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri. 
mer medio de casación. e1  recurrente alega en síntesis, que 
él sostuvo ante los i ,.:eces del fondo que la prescripción de 
la acción en reparación de daños y perjuicios que él inten-
tó contra la empresa recurrida no era la especial de 6 me-
ses establecida en la Ley 3284 de 1952, sino la de dos años 
fijada en el artículo 2273 del Código Civil, pues las relacio-
nes contractuales existentes entre las partes se originaron 
cinco años antes de dictarse la ley 3284, por lo cual esa ley 
no podía regir los efectos del contrato de agencia exclusiva 
que los unía; que la ley aplicable a los contratos en curso 
es la que regía al momento en que las partes celebraron el 
contrato; que ese principio está consagrado en el artículo 
47 de la Constitución cuando dispone que en ningún caso 
la ley podrá afectar o alterar la seguridad jurídica derivada 
de situaciones establecidas conforme a una legislación an-
terior; que la Corte a-qua al declarar que el presente litigio 
se regía por la ley 3284 de 1952, y al no dar motivos para 
justificar su decisión en ese sentido, incurrió, sostiene el re-
currente, en los vicios y violaciones denunciados en el me-
dio que se examina; pero, 

Considerando que si bien es cierto que en principio, los 
efectos de los contratos quedan sometidos a las leyes que 
estaban en vigor en el momento en que fueron concluidos, 
también es verdad que el legislador ,inspirándose en motivos 
imperiosos de orden público, puede dictar una ley nueva que 
afecte total o parcialmente las consecuencias jurídicas de 
una situación contractual nacida al amparo de una ley an-
terior;  
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X 
Considerando que el recurrente invoca en su memo-

rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 47 de la Constitución. Falta de motivos 
y de base legal; Segundo Medio: Violación de la Ley No. 
3284 del 1952 y del párrafo del artículo 2273 del Código 
Civil y falta de base legal. Desnaturalización de los hechos 
de la causa; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación. e' recurrente alega en síntesis, que 
él sostuvo ante los i=.:eces del fondo que la prescripción de 
la acción en reparación de daños y perjuicios que él inten-
tó contra la empresa recurrida no era la especial de 6 me-
ses establecida en la Ley 3284 de 1952, sino la de dos años 
fijada en el artículo 2273 del Código Civil, pues las relacio-
nes contractuales existentes entre las partes se originaron 
cinco años antes de dictarse la ley 3284, por lo cual esa ley 
no podía regir los efectos del contrato de agencia exclusiva 
que los unía; que la ley aplicable a los contratos en curso 
es la que regía al momento en que las partes celebraron el 
contrato; que ese principio está consagrado en el artículo 
47 de la Constitución cuando dispone que en ningún caso 
la ley podrá afectar o alterar la seguridad jurídica derivada 
de situaciones establecidas conforme a una legislación an-
terior; que la Corte a-qua al declarar que el presente litigio 
se regía por la ley 3284 de 1952, y al no dar motivos para 
justificar su decisión en ese sentido, incurrió, sostiene el re-
currente, en los vicios y violaciones denunciados en el me-
dio que se examina; pero, 

Considerando que si bien es cierto que en principio, los 
efectos de los contratos quedan sometidos a las leyes que 
estaban en vigor en el momento en que fueron concluidos, 
también es verdad que el legislador ,inspirándose en motivos 
imperiosos de orden público, puede dictar una ley nueva que 
afecte total o parcialmente las consecuencias jurídicas de 
una situación contractual nacida al amparo de una ley an-
terior; 

Considerando que en la especie, según consta en la sen-
tencia impugnada, el recurrente Gautreaux era agente ex-
clusivo para la distribución en la ciudad de Santo Domingo, 
de los zapatos Freeman, según contrato concertado antes 
cae dictarse la ley 3284 de 1952; que estando en vigencia 
dicha ley, que es de orden público según lo dispone su ar-
tículo 11, cesaron los efectos de esa agencia exclusiva; que 
como la referida ley reglamenta la indemnización que debe 
recibir el agente despedido sin justa causa, con las limita-
ciones que se señalarán más adelante, es preciso admitir 
que la Corte a-qua no incurrió en los vicios y violaciones 
denunciados, al declarar que en ese punto era aplicable la 
nueva ley 3284 y decretar, por consiguiente, la prescripción 
de la acción del demandante Gautreaux, salvo lo que se dirá 
más adelante; que, en consecuencia, el medio que se exami-
i la carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio de casación, el recurrente alega en síntesis, que él 
invocó ante los jueces del fondo, lo siguiente: que en el 
supuesto caso de que ellos entendiesen que la acción del re-
currente tendiente a obtener una indemnización por el lu-
cro cesante, estaba prescrita en razón de que en ese punto, 
fuese aplicable la ley 3284, entonces, que se le acuerde (al 
recurrente) una indemnización por el daño emergente, pues 
la ley 3284 únicamente se reffiere a los beneficios dejados 
de percibir y no a los daños y perjuicios sufridos por el agen-
te o representante como consecuencia de haber incurrido 
en gastos y haber realizado actos jurídicos y hechos en los 
cuales no habría incurrido y no habría realizado de no ha-
ber mediado la correspondiente relación contractual y de 
no tener, por consiguiente, la certeza de obtener, mediante 
el riesgo que conlleva la inversión de capitales, así como el 
empleo de los conocimientos, relaciones y actividades del 
agente o representante, a realizar el recurrente cuantiosos 
gastos destinados a la instalación de una tienda, a la pro- 
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moción de ventas, al pago de empleomanía, al pago de per-
sonal técnico y al pago de derechos e impuestos; que esos 
daños y perjuicios no son apuntados ni reparados por la 
mencionada ley 3284; que la Corte a-qua, rechazó esas con-
clusiones basándose en que todas las indemnizaciones que 
pudiesen derivarse de aquél contrato incluyendo la corres-
pondiente al daño emergente, están regidas por la ley 3284 
y no por el Código Civil; que al fallar de ese modo, sostiene 
el recurrente, se ha incurrido en los vicios y violaciones de-
nunciados; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
pone de manifiesto que los jueces del fondo para desestimar 
las conclusiones del recurrente expusieron en esencia, que 
la ley 3284 de 1952 constituye una derogación de los prin-
cipios del derecho común consignados en los artículos 1142 
y siguientes del Código Civil; que la reclamación de daños 
y perjuicios de carácter contractual intentada por el agente 
de los zapatos Freeman en la ciudad de Santo Domingo con-
tra la Freeman Shoe Corporation estaba regida por la ley 
3284; que el artículo 8 de la indicada ley fija un plazo de 
6 meses para que el presunto perjudicado intente su deman- *' 
da; que los hechos que dieron origen a la demanda, ocurrie-
ron en el 1957, y ésta fue incoada el día 14 de enero de 1958, 
esto es, después del plazo de 6 meses ya indicado; que la ley 
3284 abarca en sus disposiciones, todo el contenido del pre-
sente litigio y se aplica a la "reclamación de indemnización 
de cualquier género que sea" en forma "entera" y no to-
mando una parte de esa misma ley y otra parte de lo que 
establece el Código Civil Dominicano, como lo pretende el 
recurrente; pero, 

Considerando que el artículo 1 9  de la ley 3284 de 1952 
dispone lo siguiente: "Toda persona, física o moral, que se 
áedique en el país a la colocación, por venta, gestiones en 
favor de la venta, alquiler o propaganda, de artículos intro-
ducidos por firmas radicadas en el extranjero, ya sea que  

actúe con el nombre de agente, representante, distribuidor, 
comisionista u otro cualquiera, tendrá derecho en caso de 
destitución o sustitución sin causa justificada, a una indem-
nización, que estará a cargo de la firma en cuyo provecho 
o servicio actúe. A la misma indemnización tendrán dere-
cho, en igual caso, los representantes o corresponsales de 
las agencias o empresas extranjeras distribuidoras de noti-
cias"; que el propósito esencial de esa ley, de evidente inte-
rés social, fue evitar que esos agentes o representantes que-
dasen totalmente desamparados cuando dichas empresas, 
sin justa causa, decidieran prescindir de los servicios que le 
prestaban, acordándole a tales agentes, en esa situación 
asimilable a un despido injustificado, una indemnización mí-
nima fijada en los artículos 2 y 3 de dicha ley y que indu-
dablemente solo se refiere a los beneficios que dichos agen-
tes o representantes hayan podido dejar de obtener, esto es, 
al lucro cesante, como consecuencia de su actividad perso-
nal; pues en resumen el contexto de la ley No. 3284, de 
1952, y su espíritu, conducen a admitir que el propósito del 
legislador fue asimilar el caso por ella previsto, al de un des-
pido sin justa causa, pero en modo alguno excluir el derecho 
del agente despedido a ser indemnizado por los otros per-
juicios materiales que hubiese podido experimentar; que 
ese criterio queda reafirmado por la circunstancia de que las 
l€yes 6080 de 1962 y 173 de 1966 que sustituyeron la antigua 
ley 3284 de 1952, han incluido, para fines de la evaluación de 
la indemnización, en el caso de despido injustificado, la 
"reparación equitativa y completa de los daños y perjuicios 
que por tal causa le sean irrogados", cuya cuantía se fijará 
a base de los siguientes factores: pérdidas, inversiones, ad-
quisición de mercaderías, etc., esto es, han tomado en cuen-
ta el daño emergente: que, como consecuencia de todo lo 
anteriormente expuesto, es preciso decidir que la demanda 
de Gautreaux del 14 de enero d 1958, tendiente a obtener 
la reperación del lucro cesante, fue intentada después de 
los 6 meses que establece el artículo 8 de la ley 3284, de 
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moción de ventas, al pago de empleomanía, al pago de per-
sonal técnico y al pago de derechos e impuestos; que esos 
daños y perjuicios no son apuntados ni reparados por la 
mencionada ley 3284; que la Corte a-qua. rechazó esas con-
clusiones basándose en que todas las indemnizaciones que 
pudiesen derivarse de aquél contrato incluyendo la corres-
pondiente al daño emergente, están regidas por la ley 3284 
y no por el Código Civil; que al fallar de ese modo, sostiene 
el recurrente, se ha incurrido en los vicios y violaciones de-
nunciados; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
pone de manifiesto que los jueces del fondo para desestimar 
las conclusiones del recurrente expusieron en esencia, que 
la ley 3284 de 1952 constituye una derogación de los prin-
cipios del derecho común consignados en los artículos 1142 
y siguientes del Código Civil; que la reclamación de daños 
y perjuicios de carácter contractual intentada por el agente 
de los zapatos Freeman en la ciudad de Santo Domingo con-
tra la Freeman Shoe Corporation estaba regida por la ley 
3284; que el artículo 8 de la indicada ley fija un plazo de 
6 meses para que el presunto perjudicado intente su deman-
da; que los hechos que dieron origen a la demanda, ocurrie-
ron en el 1957, y ésta fue incoada el día 14 de enero de 1958, 
esto es, después del plazo de 6 meses ya indicado; que la ley 
3284 abarca en sus disposiciones, todo el contenido del pre-
sente litigio y se aplica a la "reclamación de indemnización 
de cualquier género que sea" en forma "entera" y no to-
mando una parte de esa misma ley y otra parte de lo que 
establece el Código Civil Dominicano, como lo pretende el 
recurrente; pero, 

Considerando que el artículo 1 9  de la ley 3284 de 1952 
dispone lo siguiente: "Toda persona, física o moral, que se 
étedique en el país a la colocación, por venta, gestiones en 
favor de la venta, alquiler o propaganda, de artículos intro-
ducidos por firmas radicadas en el extranjero, ya sea que 

BOLETIN JUDICIAL 
	

2117 

actúe con el nombre de agente, representante, distribuidor, 
comisionista u otro cualquiera, tendrá derecho en caso de 
destitución o sustitución sin causa justificada, a una indem-
nización, que estará a cargo de la firma en cuyo provecho 
o servicio actúe. A la misma indemnización tendrán dere-
cho, en igual caso, los representantes o corresponsales de 
las agencias o empresas extranjeras distribuidoras de noti-
cias"; que el propósito esencial de esa ley, de evidente inte-
rés social, fue evitar que esos agentes o representantes que-
dasen totalmente desamparados cuando dichas empresas, 

1 
sin justa causa, decidieran prescindir de los servicios que le 
prestaban, acordándole a tales agentes, en esa situación 
asimilable a un despido injustificado, una indemnización mí-
nima fijada en los artículos 2 y 3 de dicha ley y que indu-
dablemente solo se refiere a los beneficios que dichos agen-
tes o representantes hayan podido dejar de obtener, esto es, 
al lucro cesante, como consecuencia de su actividad perso-
nal; pues en resumen el contexto de la ley No. 3284, de 
1952, y su espíritu, conducen a admitir que el propósito del 
legislador fue asimilar el caso por ella previsto, al de un des-
pido sin justa causa, pero en modo alguno excluir el derecho 
del agente despedido a ser indemnizado por los otros per-
juicios materiales que hubiese podido experimentar; que 
ese criterio queda reafirmado por la circunstancia de que las 
lEyes 6080 de 1962 y 173 de 1966 que sustituyeron la antigua 
ley 3284 de 1952, han incluido, para fines de la evaluación de 
la indemnización, en el caso de despido injustificado, la 
"reparación equitativa y completa de los daños y perjuicios 
que por tal causa le sean irrogados", cuya cuantía se fijará 
a base de los siguientes factores: pérdidas, inversiones, ad-
quisición de mercaderías, etc., esto es, han tomado en cuen-
ta el daño emergente: que, como consecuencia de todo lo 
anteriormente expuesto, es preciso decidir que la demanda 
de Gautreaux del 14 de enero d 1958, tendiente a obtener 
la reparación del lucro cesante, fue intentada después de 
los 6 meses que establece el artículo 8 de la ley 3284, de 
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1952, que era la que estaba rigiendo en el momento en que 
se operó sin justa causa, la violación unilateral de las re-
laciones contractuales que generó el presente litigio; que la 
Corte a-qua al declarar prescrita dicha acción sobre ese 
fundamento, hizo en ese punto, una correcta aplicación de 
la ley; 

Considerando sin embargo, que como la demanda de 
Gautreaux tendía también a obtener la reparación del daño 
emergente que él sufrió a consecuencia del despido de que 
fue objeto, y como ese daño no estaba incluido en las dis-
posiciones de la ley 3284 de 1952, es preciso decidir que la 
prescripción especial de 6 meses establecida en dicha ley, 
no podía serle aplicada a esa reclamación, sino la prescrip-
ción ordinaria de 2 años de las obligaciones contractuales 
prevista en el artículo 2273 del Código Civil; que la Corte 
a-qua al incluir en la sentencia impugnada, este punto de 
las reclamaciones del recurrente dentro de las disposiciones 
especiales de la ley 3284 de 1952, incurrió en una falsa apli-
cación de esa ley, y en consecuencia en la violación del pá-
rrafo del artículo 2273 del Código Civil, por lo cual, en ese 
punto la referida sentencia debe ser casada; 

Considerando que como en el presente caso las partes 
han sucumbido en algunos puntos, procede compensar las 
costas; 

Por tales motivos, Primero: Casa en cuanto a lo deci-
dido acerca del daño emergente, la sentencia dictada en sus 
atribuciones comerciales, por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, en fecha 22 de noviembre de 1967, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y 
envía el asunto a la Corte de Apelación de San Francisco 
de Macorís; Segundo: Rechaza en los demás aspectos el re-
curso de casación que contra esa sentencia interpuso Aure-
lio Gautreaux; y, Tercero: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— 
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran- 

  

cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
1, señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

1 certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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1952, que era la que estaba rigiendo en el momento en que 
se operó sin justa causa, la violación unilateral de las re-
laciones contractuales que generó el presente litigio; que la 
Corte a-qua al declarar prescrita dicha acción sobre ese 
fundamento, hizo en ese punto, una correcta aplicación de 
la ley; 

Considerando sin embargo, que como la demanda de 
Gautreaux tendía también a obtener la reparación del daño 
emergente que él sufrió a consecuencia del despido de que 
fue objeto, y como ese daño no estaba incluido en las dis-
posiciones de la ley 3284 de 1952, es preciso decidir que la 
prescripción especial de 6 meses establecida en dicha ley, 
no podía serle aplicada a esa reclamación, sino la prescrip-
ción ordinaria de 2 años de las obligaciones contractuales 
prevista en el artículo 2273 del Código Civil; que la Corte 
a-qua al incluir en la sentencia impugnada, este punto de 
las reclamaciones del recurrente dentro de las disposiciones 
Especiales de la ley 3284 de 1952, incurrió en una falsa apli-
cación de esa ley, y en consecuencia en la violación del pá-
rrafo del artículo 2273 del Código Civil, por lo cual, en ese 
punto la referida sentencia debe ser casada; 

Considerando que como en el presente caso las partes 
han sucumbido en algunos puntos, procede compensar las 
costas; 

Por tales motivos, Primero: Casa en cuanto a lo deci-
dido acerca del daño emergente, la sentencia dictada en sus 
atribuciones comerciales, por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, en fecha 22 de noviembre de 1967, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y 
envía el asunto a la Corte de Apelación de San Francisco 
de Macorís; Segundo: Rechaza en los demás aspectos el re-
curso de casación que contra esa sentencia interpuso Aure-
lio Gautreaux; y, Tercero: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— 
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran- 

W1 
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cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 19 

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito Nacio-
nal de fecha 4 de diciembre de 1967. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Merenciano Pérez. 

Abogado: Dr. Tomás Mejía Portes, Dr. Francisco L. Chía Troncoso 
y Dr. Rafael A. Sierra Cabrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes 
Septiembre de 1968, años 125° de la Indepndencia y 106 9 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Merencia-
no Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, negociante, 
cédula No. 54869, serie primera, domiciliado y residente en 
esta ciudad, contra decisión de la Cámara de Calificación del 
Distrito Nacional, de fecha 4 de diciembre de 1967, cuyo 
dispositivo dice así: "Resuelve: Primero: Declarar regular 
y válida la instancia de fecha dos (2) de febrero de 1968, 
elevada por el Procurador General de la República; Segun -  

o: Declara inadmisible por tardío el recurso de apelación 
Interpuesto por Merenciano Pérez, por ante esta Cámara 
de Calificación, en fecha veinte (20) de diciembre de 1967, 
contra la Providencia Calificativa de fecha cuatro (4) de 
diciembre de 1967, dictada por el Juez de Instrucción de 
la Tercera Circunscripción; y Tercero: Confirma la antes 
mencionada Providencia de fecha cuatro (4) de diciembre 
de 1967"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Tomás Mejía Portes, cédula No. 9629, serie 

37, por sí y por los doctores Francisco L. Chia Troncoso y 
Rafael A. Sierra Cabrera, portadores de las cédulas núme-
ros 44919 y 19047, de las series 2 y 31, abogados del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha primero 
de abril de 1968, por los abogados del recurrente, a reque-
rimiento de éste; 

Visto el memorial del recurso suscrito por los abogados 
del recurrente, en el cual se invocan los siguientes medios: 
Primer Medio: Insconstitucionalidad de la sentencia que se 
recurre por violación a la letra (H) del párrafo 2 del ar-
tículo 8 de la Constitución por acoger un recurso del Procu-
rador General de la República por vía de retractación. Falta 
de base legal.— Segundo Medio: Violación por falsa inter-
pretación del artículo 127 parte in-fine del Código de Pro-
cedimiento Criminal Exceso de poder. Contradicción entre 
los motivos y el Dispotivo.— Tercer Medio: Violación por 
desconocimiento del artículo 669 del Código de Trabajo.—
Cuarto Medio: Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil. Falta de base legal. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito Nacio-
nal. de fecha 4 de diciembre de 1967. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Merenciano Pérez. 

Abogado: Dr. Tomás Mejía Portes, Dr. Francisco L. Chia Troncoso 
y Dr. Rafael A. Sierra Cabrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes 
Septiembre de 1968, años 125 9  de la Indepndencia y 106v 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Merencia-
no Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, negociante, 
cédula No. 54869, serie primera, domiciliado y residente en 
esta ciudad, contra decisión de la Cámara de Calificación del 
Distrito Nacional, de fecha 4 de diciembre de 1967, cuyo 
dispositivo dice así: "Resuelve: Primero: Declarar regular 
y válida la instancia de fecha dos (2) de febrero de 1968, 
elevada por el Procurador General de la República; Segun:* 
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do: Declara inadmisible por tardío el recurso de apelación 
interpuesto por Merenciano Pérez, por ante esta Cámara 
de Calificación, en fecha veinte (20) de diciembre de 1967, 
contra la Providencia Calificativa de fecha cuatro (4) de 
diciembre de 1967, dictada por el Juez de Instrucción de 
la  Tercera Circunscripción; y Tercero: Confirma la antes 
mencionada Providencia de fecha cuatro (4) de diciembre 
de 1967"; 

il.1 , 	Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Tomás Mejía Portes, cédula No. 9629, serie 

37, por sí y por los doctores Francisco L. Chia Troncoso y 
Rafael A. Sierra Cabrera, portadores de las cédulas núme-
ros 44919 y 19047, de las series 2 y 31, abogados del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

‘he 	Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha primero 
de abril de 1968, por los abogados del recurrente, a reque- 
rimiento de éste; . 	• 

Visto el memorial del recurso suscrito por los abogados 
del recurrente, en el cual se invocan los siguientes medios: 
Primer Medio: Insconstitucionalidad de la sentencia que se 
recurre por violación a la letra (H) del párrafo 2 del ar-
tículo 8 de la Constitución por acoger un recurso del Procu-
rador General de la República por vía de retractación. Falta 
de base legal.— Segundo Medio: Violación por falsa inter-
pretación del artículo 127 parte in-fine del Código de Pro-
cedimiento Criminal Exceso de poder. Contradicción entre 
los motivos y el Dispotivo.— Tercer Medio: Violación por 
desconocimiento del artículo 669 del Código de Trabajo.—
Cuarto Medio: Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil. Falta de base legal. 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 67, inciso 2 de la Constitución 
127 del Código de Procedimiento Criminal, 1 y 65 de la Ley ; 
sobre Procediciento de Casación; 

Considerando que al tenor de lo prescrito por el artícu-
lo 1ro. de la Ley sobre Procedimiento de Casación, "La Su-
prema Corte de Justicia decide, como corte de casación, si 
la ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos en última 
instancia o en instancia única, pronunciados por los tribu-
nales del orden judicial"; que, por otra parte, y en aplica-
ción de lo anteriormente sentado, el artículo 127 del Código 
de Procedimiento Criminal, in fine, prescribe que "las de-
cisiones de las Cámaras de Calificación no son susceptibles 
de ningún recurso"; que de todo lo anteriormente expues-
to se infiere, forzosamente, que sólo las decisiones de las 
jurisdicciones de juicio están sujetas al recurso extraordina-
rio de la casación, y no las que por su carácter son mera-
mente de acusación, como las dictadas por las Cámaras de 
Calificación; que por. tanto, procede declarar la inadmi-
Sión del presente recurso de casación, por no haber sido 
interpuesto contra una decisión sujeta a dicho recurso; 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Merenciano Pérez, con-
tra la decisión de la Cámara de Calificación del Distrito 
Nacional, de fecha 4 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y. 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
riquez.= Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama. 
— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló. 
— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell 
berado y vistos los artículos 67, inciso 2 de la Constitución' 
127 del Código de Procedimiento Criminal, 1 y 65 de la Ley 
sobre Procediciento de Casación; 

Considerando que al tenor de lo prescrito por el artícu-
lo 1ro. de la Ley sobre Procedimiento de Casación, "La Su-
prema Corte de Justicia decide, como corte de casación, si 
la ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos en última 
instancia o en instancia única, pronunciados por los tribu-
nales del orden judicial"; que, por otra parte, y en aplica-
ción de lo anteriormente sentado, el artículo 127 del Código 
de Procedimiento Criminal, in fine, prescribe que "las de-
cisiones de las Cámaras de Calificación no son susceptibles 
de ningún recurso"; que de todo lo anteriormente expues-
to se infiere, forzosamente, que sólo las decisiones de las 
jurisdicciones de juicio están sujetas al recurso extraordina-
rio de la casación, y no las que por su carácter son mera-
mente de acusación, como las dictadas por las Cámaras de 
Calificación; que por. tanto, procede declarar la inadmi-
sión del presente recurso de casación, por no haber sido 
interpuesto contra una decisión sujeta a dicho recurso; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Merenciano Pérez, con-
tra la decisión de la Cámara de Calificación del Distrito 
Nacional, de fecha 4 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y, 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama. 
— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló. 
— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo , 

 Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
cia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
ada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
ifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE SEPTIEMBRE DEL 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de pri mera 
 Instancia del Distrito Nacional, de fecha 2 de noviera') 

de 1967. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Caribbean Motors Co., C. por A. 
Abogado: Dr. Juan Barjan Mufdi. 

Recurrido: Silvia A. Figueroa Olivier y compartes. 
Abogado: Dr. César A. Estrella S. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez. Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 de sep-
tiembre del año 1968, años 1259 de la Independencia y 106 9 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Carib-
bean Motors Co., C. por A., compañía constituida de acuer-
do con las leyes de la República Dominicana, con su domi-
cilio en la casa No. 107 de la calle 30 de Marzo de esta ciu-
dad, controlada por la Corporación Dominicana de Empre -

sas Estatales, contra la sentencia de la Cámara de Traba- 

BOLETIN JUDICIAL 	 2125 

jo  del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
corno Tribunal de Segundo Grado, de fecha 2 de noviembre 
de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Juan Barjan Mufdi, cédula No. 12504, se-

rie 25, abogado de la recurrente en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído al Dr. César A. Estrella S., cédula No. 46204, se-
rie 31, abogado de los recurridos en la lectura de sus con-
clusiones, recurridos aue son Silvia A. Figueroa Olivier, cé-
dula No. 87033, serie 1ra; Isaura A. Muñoz de Rodríguez, 
cédula No. 61259, serie lra.; Rafaela Antonia Hungría Mon-
tero, cédula No. 112125, serie lra.; Persio Rafael Ferreiras, 
cédula No. 406, serie 93; César Domingo Rodríguez Pegue-
ro, cédula No. 24242, serie 23; Gloria E. Vargas Fuertes, 
cédula No. 13841, serie 48; Cástulo Virgilio Perdomo, cé-
dula No. 60351, serie lra.; José Antonio Herrera, cédula 
No. 6376, serie lra.; Luis A. Contreras Guzmán, cédula 
No. 131647, serie 1ra.; Rafael Enrique Báez Evertz, cédula 
No. 108805, serie ira.; José María López King, cédula No. 
127072, serie 1ra.; Aris Altagracia Rosario, cédula No. 
68729, serie lra.; Lesbio Guaroa Echavarría C., cédula No. 
67048, serie 1ra.; Carlos Ml. A. Cabral, cédula No. 8967, 
serie 34; Isabel E. Aguiló Santana, cédula No. 14229, serie 
48; Fausto Manuel Guzmán G., cédula No. 69545, serie ira.; 
Ramón Isidro Santos V., cédula No. 7520, serie 64; Juana 
Rodríguez de Jiménez, cédula No. 93435, serie 1ra.; Ana 
Altagracia Dondeur, cédula No. 1179, serie 41; Jorge Alonso 
Núñez, cédula No. 275, serie 81; Francisco Antonio Acla-
mes, cédula No. 589, serie 81; Celia López Ricour, cédula 
No. 94939, serie 1ra.; Antonio Luis García, cédula N9 41311, 
serie ira.; Rafael V. Almánzar, cédula No. 62088, serie lra.; 
Héctor Ml. Cordero P., cédula No. 100060, serie lra.; Amau-
ri G. Ventura Linares, cédula No. 254444, serie 56; Rafael 
Noboa Tapia, cédula No. 9813, serie 10; Melanio Abréu 
Frías, cédula No. 27623, serie 2ra.; Juan Nelson A. Fon- 

t
i 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 2 de noviembre 
de 1967. 

Materia: Trabajo. 

Recurrido: Silvia A. Figueroa Olivier y compartes. 
Abogado: Dr. César A. Estrella S. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez. Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 de sep-
tiembre del año 1968, años 1259  de la Independencia y 106 9 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Carib-
bean Motors Co., C. por A., compañía constituída de acuer-
do con las leyes de la República Dominicana, con su domi-
cilio en la casa No. 107 de la calle 30 de Marzo de esta ciu-
dad, controlada por la Corporación Dominicana de Empre -
sas Estatales, contra la sentencia de la Cámara de Traba- 

jo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
como Tribunal de Segundo Grado, de fecha 2 de noviembre 
de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Juan Barjan Mufdi, cédula No. 12504, se-

rie 25, abogado de la recurrente en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído al Dr. César A. Estrella S., cédula No. 46204, se-
ríe 31, abogado de los recurridos en la lectura de sus con-
clusiones, recurridos aue son Silvia A. Figueroa Olivier, cé-
dula No. 87033, serie lra; Isaura A. Muñoz de Rodríguez, 
cédula No. 61259, serie 1ra.; Rafaela Antonia Hungría Mon-
tero, cédula No. 112125, serie 1ra.; Persio Rafael Ferreiras, 
cédula No. 406, serie 93; César Domingo Rodríguez Pegue-
ro, cédula No. 24242, serie 23; Gloria E. Vargas Fuertes, 
cédula No. 13841, serie 48; Cástulo Virgilio Perdomo, cé-
dula No. 60351, serie lra.; José Antonio Herrera, cédula 
No. 6376, serie 1ra.; Luis A. Contreras Guzmán, cédula 
No. 131647, serie 1ra.; Rafael Enrique Báez Evertz, cédula 
No. 108805, serie 1ra.; José María López King, cédula No. 
127072, serie 1ra.; Aris Altagracia Rosario, cédula No. 
68729, serie 1ra.; Lesbio Guaroa Echavarría C., cédula No. 
67048, serie lra.; Carlos Ml. A. Cabral, cédula No. 8967, 
serie 34; Isabel E. Aguiló Santana, cédula No. 14229, serie 
48; Fausto Manuel Guzmán G., cédula No. 69545, serie lra.; 
Ramón Isidro Santos V., cédula No. 7520, serie 64; Juana 
Rodríguez de Jiménez, cédula No. 93435, serie lra.; Ana 
Altagracia Dondeur, cédula No. 1179, serie 41; Jorge Alonso 
Núñez, cédula No. 275, serie 81; Francisco Antonio Acla-
mes, cédula No. 589, serie 81; Celia López Ricour, cédula 
No. 94939, serie lra.; Antonio Luis García, cédula I\19 41311, 
serie 1ra.; Rafael V. Almánzar, cédula No. 62088, serie lra.; 
Héctor Ml. Cordero P., cédula No. 100060, serie 1ra.; Amau-
ri G. Ventura Linares, cédula No. 254444, serie 56; Rafael 
Noboa Tapia, cédula No. 9813, serie 10; Melanio Abréu 
Frías, cédula No. 27623, serie 2ra.; Juan Nelson A. Fon- 

Recurrente: Caribbean Motors Co., C. por A. 
Abogado: Dr. Juan Barjan Mufdi. 
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deur, cédula No. 112234, serie ira.; José Isabel Núñez cé-
dula No. 63645, serie 1ra.; Ignacio Napoleón Soto P.' cédu-
la No. 31728, serie 26; Ramón Darío Cabral E., cédula No. 
10208, serie 55; Juan Peguero, cédula No. 47773, serie lra • 
Feliciano Vicioso, cédula No. 73221, serie lra.; Juan María' 
Lizardo, cédula No. 18910, serie 31; Manuel Enrique Peña 
Soriano, cédula No. 26953, serie 1ra.; Rubén Lemos, cé-
dula No. 61354, serie lra.; Enrique Rodríguez, cédula No. 
9084, serie 19; Lourdes María Oleaga, cédula No. 92652, se-
rie lra.; Federico G. Delgado Marciar, cédula No. 10757, 
serie 50; Altagracia Martínez, cédula No. 33611, serie lra.; 
Domingo Antonio Reyes, cédula No. 61373, serie 1ra.; Luis 
Mendoza, cédula No. 70343, serie lra.; Mónica Martínez de 
Pérez, cédula No. 12509, serie 37; Ismenia Madera de Bau-
tista, cédula No. 48952, serie 31; Eusebio Araujo, cédula N 9 

 83674, serie lra.; Temístocles A. Parra, cédula No. 2240, 
serie 63; Nelson Manuel García, cédula No. 115389, serie 
lra.; Pedro Pablo Ceballo M., cédula No. 37311, serie 54; 
José Duprés Ramos, cédula No. 1460, serie lra.; Enrique 
Abréu Lafontaine, cédula No. 115082, serie 1ra.; Juan Vi-
cente Jiménez V., cédula No. 56817, serie 1ra.; Orlando J. 
Olmos, cédula No. 67652, serie 1ra.; Osvaldo Raúl Montalvo 
N., cédula No. 12180, serie 25; Augusto Saladín T., cédula 
No. 10179, serie ira.; Manuel Duarte, cédula No. 2516, se-
rie 66; Sócrates Rafael Gil, cédula No. 24325, serie 47; Fre-
mio Romero, cédula No. 69053, serie 1ra.; González Paredes, 
cédula No. 4792, serie 58: Demetrio Gómez, cédula No. 6556, 
serie 54; José Ramón Urban Pérez, cédula No. 30633, serie 
lra.; Isaías Payano, cédula No. 20757, serie ira.; Rafael 
Guzmán, cédula No. 8720, serie 24; José Manuel Geraldo, 
cédula No. 11886, serie 18; Jacinto Uribe, cédula No. 1820, 
serie 29; Plácido Peña, cédula No. 2549, serie 17; Máximo 
Hinojosa, cédula No. 294, serie 17; Gaspar Alcántara, cé-
dula No. 2195, serie 17; Miguel Rivera, cédula No. 1639, 
serie 17; José Núñez de Jesús, cédula No. 4688, serie ira.; 
Juan María Madera, cédula No. 2650, serie 33; Andrés Ave- 
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o Ramírez, cédula No. 23375, serie 31; Rosa Delgado, 
cédula No. 41216, serie 1ra.; Gloria Durán de Paulino, cé- 

la No. 11190, serie lra.; Rafael A. del Rosario, cédula N 9  
19, serie 31; Gilberto L. Cordero E., cédula No. 68665, 

serie 1ra.; Alfredo Gatano, cédula No. 63138, serie 1ra.; 
Rafael A. Guerrero, cédula No. 25921, serie 26; Rafael Pé-
rez Vargas, cédula No. 83310, serie lra.; Roberto Peralta, 
cédula No. 5590, serie 65; Efren Armando Taveras; Rafael 
Antonio Jáquez, cédula No. 59474, serie 31; Luis Alberto 
Linares, cédula No. 102547, serie ira.; Manuel Emilio Hi-
chiez Frías, cédula No. 19163, serie 3; Máximmo E. Castro 
Rodríguez, cédula No. 26895, serie 18; Miguel A. de la Ro-
sa, cédula No. 133813, serie ira.; Rafael Labata, cédula 
No. 19399, serie lra.; Ramón Antonio Vargas, cédula No. 
7343, serie lra.; Santana Parra Camacho, cédula No. 10915, 
serie lra.; Federico Lafontaine, cédula No. 10159, serie 1ra.; 
Apolinar Espinal R., cédula No. 10508, serie 46; José Leo-
nidas Lafontaine, cédula No. 58017, serie 1ra; y Roberto 
Rafael Román Beato cédula No. 15110, serie 55; dominica-
nos, mayores de edad, domiciliados y residentes en esta ciu-
dad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 18 de diciem-
bre de 1967, suscrito por el abogado de la recurrente, en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada, los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos de fecha 
30 de enero de 1968, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liebarado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
5235, del 24 de octubre de 1959; 71 del 2 de diciembre de 
1966, sobre Regalía Pascual; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 
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deur, cédula No. 112234, serie 1ra.; José Isabel Núñez' cé-
dula dula No. 63645, serie 1ra.; Ignacio Napoleón Soto P., 
la No. 31728, serie 26; Ramón Darío Cabral E., cédula la NO 
10208, serie 55; Juan Peguero, cédula No. 47773, serie lra 
Feliciano Vicioso, cédula No. 73221, serie lra.; Juan Mari' a 
Lizardo, cédula No. 18910, serie 31; Manuel Enrique Peña 
Soriano, cédula No. 26953, serie 1ra.; Rubén Lemos, cé-
dula No. 61354, serie lra.; Enrique Rodríguez, cédula No. 
9084, serie 19; Lourdes María Oleaga, cédula No. 92652, se-
rie 1ra.; Federico G. Delgado Marciar, cédula No. 10757, 
serie 50; Altagracia Martínez, cédula No. 33611, serie 1ra.; 
Domingo Antonio Reyes, cédula No. 61373, serie 1ra.; Luis 
Mendoza, cédula No. 70343, serie lra.; Mónica Martínez de 
Pérez, cédula No. 12509, serie 37; Ismenia Madera de Bau-
tista, cédula No. 48952, serie 31; Eusebio Araujo, cédula N 9 

 83674, serie ira.; Temístocles A. Parra, cédula No. 2240, 
serie 63; Nelson Manuel García, cédula No. 115389, serie 
1ra.; Pedro Pablo Ceballo M., cédula No. 37311, serie 54; 
José Duprés Ramos, cédula No. 1460, serie 1ra.; Enrique 
Abréu Lafontaine, cédula No. 115082, serie lra.; Juan Vi-
cente Jiménez V., cédula No. 56817, serie 1ra.; Orlando J. 
Olmos, cédula No. 67652, serie lra.; Osvaldo Raúl Montalvo 
N., cédula No. 12180, serie 25; Augusto Saladín T., cédula 
No. 10179, serie lra.; Manuel Duarte, cédula No. 2516, se-
rie 66; Sócrates Rafael Gil, cédula No. 24325, serie 47; Fre-
mio Romero, cédula No. 69053, serie 1ra.; González Paredes, 
cédula No. 4792, serie 58: Demetrio Gómez, cédula No. 6556, 
serie 54; José Ramón Urban Pérez, cédula No. 30633, serie 
1ra.; Isaías Payano, cédula No. 20757, serie 1ra.; Rafael 
Guzmán, cédula No. 8720, serie 24; José Manuel Geraldo, 
cédula No. 11886, serie 18; Jacinto Uribe, cédula No. 1820, 
serie 29; Plácido Peña, cédula No. 2549, serie 17; Máximo 
Hinojosa, cédula No. 294, serie 17; Gaspar Alcántara, cé- • 
dula No. 2195, serie 17; Miguel Rivera, cédula No. 1639, 
serie 17; José Núñez de Jesús, cédula No. 4688, serie 1ra.; 
Juan María Madera, cédula No. 2650, serie 33; Andrés Ave- 

lino Ramírez, cédula No. 23375, serie 31; Rosa Delgado, 
cédula No. 41216, serie Ira.; Gloria Durán de Paulino, cé-
dula No. 11190, serie 1ra.; Rafael A. del Rosario, cédula NQ 
22819, serie 31; Gilberto L. Cordero E., cédula No. 68665, 
serie ira.; Alfredo Gatano, cédula No. 63138, serie lra.; 
Rafael A. Guerrero, cédula No. 25921, serie 26; Rafael Pé-
rez Vargas, cédula No. 83310, serie lra.; Roberto Peralta, 
cédula No. 5590, serie 65; Efren Armando Taveras; Rafael 
Antonio Jáquez, cédula No. 59474, serie 31; Luis Alberto 
Linares, cédula No. 102547, serie lra.; Manuel Emilio Hi-
chiez Frías, cédula No. 19163, serie 3; Máximmo E. Castro 
Rodríguez, cédula No. 26895, serie 18; Miguel A. de la Ro-
Ea, cédula No. 133813, serie lra.; Rafael Labata, cédula 
No. 19399, serie lra.; Ramón Antonio Vargas, cédula No. 
7343, serie ira.; Santana Parra Camacho, cédula No. 10915, 
serie lra.; Federico Lafontaine, cédula No. 10159, serie lra.; 
Apolinar Espinal R., cédula No. 10508, serie 46; José Leo-
nidas Lafontaine, cédula No. 58017, serie lra; y Roberto 
Rafael Román Beato cédula No. 15110, serie 55; dominica-
nos, mayores de edad, domiciliados y residentes en esta ciu-
dad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 18 de diciem-
bre de 1967, suscrito por el abogado de la recurrente, en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada, los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos de fecha 
30 de enero de 1968, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liebarado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
5235, del 24 de octubre de 1959; 71 del 2 de diciembre de 
1966, sobre Regalía Pascual; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación de regalía pascual "sobre 
la cual hubo acuerdo ante las autoridades de trabajo e o.. 
rrespondientes", el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 8 de agosto de 1967, una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Acoge, en 
todas sus partes las conclusiones de los demandantes, por 
ser justas y reposar sobre base legal y rechaza las de la 
empresa demandada por improcedentes y mal fundadas; 
SEGUNDO: Condena a la Caribbean Motors Co., C. por A., 
a pagarles a todo y cada uno de los demandantes que figu-
ran en cabeza de la nresente sentencia, un mes de sueldo, 
por concepto de la Regalía Pascual correspondiente al año 
1966, de acuerdo a lo estipulado en la Clausula No. 10 del 
Pacto Colectivo de condiciones de Trabajo existente entre 
las partes y conforme a los salarios respectivos que se de-
tallan en la cabeza de la presente sentencia; TERCERO: 
Condena a la Caribbean Motors Co., C. por A., al pago de 
los intereses legales de las sumas indicadas, a partir del 
día de la demanda en justicia; CUARTO: Condena a la Ca-
ribbean Motors Co., C. por A., al pago de las costas del pro-
cedimiento con distracción de las mismas en provecho del 
Dr. César A. Estrella Sandalá quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; b) que sobre apelación de la recu-
rrente, la Cámara a-qua, dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por la Caribbean Motors Co., C. por 

A., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, de felha 8 de agosto del 1967, dictada en 
favor de Silvia A. Figueroa Olivier y Compartes, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en partes anterior de esta misma 
sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, Confirma 
en todas sus partes dicha sentencia impugnada; TERCERO: 
Condena a la Caribbean Motors Co., C. por A., parte sucum - 

 

biente, al pago de las costas del procedimiento, de confor-
midad con los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 
de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964, ordenando su dis-
tracción en provecho del Dr. César Augusto Estrella Sanda-
iá quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Falsa apli-
cación de la Cláusula No. 10 del Pacto Colectivo de Trabajo 
intervenido entre la Caribbean Motors Co., C. por A., y sus 
trabajadores; Segundo Medio: Violación de la Ley No. 71 del 
2 de diciembre de 1966; 

Considerando que en el desarrollo de los dos medios de 
casación, que en realidad constituyen uno solo, la recurren-
te alega en síntesis, que frente a la ley 71 de 1966, que es de 
crden público y de ejecución inmediata, no podía prevalecer 
el pacto colectivo de trabajo, que tiene un carácter priva-
do, y al disponer lo contrario la sentencia impugnada, violó 
dicha ley, y además hizo una falsa aplicación de la clásula 
No. 10 del pacto colectivo de trabajo intervenido entre la 
Caribbean Motors Co., C. por A. y sus trabajadores; 

Considerando que contrariamente a lo que se sostiene 
en la sentencia impugnada, la Ley No. 71, es, por el carác-
ter imperativo de sus términos, una ley de orden público 
en el sentido de que, después de su vigencia, las empresas 
controladas por la Corporación de Empresas Estatales (Cor-
de) no podían estipular regalías pascuales superiores al 
máximo por ella fijado; más aún, es una ley de emergencia 
económica encaminada a preservar el equilibrio financiero 
de dichas empresas, gravemente afectado por una tenden-
cia deficitaria al tiempo que se dictó dicha ley, por lo que 
la misma era de aplicación inmediata, aún cuando ella sig-
nificara una reducción de las espectativas de los empleados 
Y trabajadores; que esa aplicación inmediata era de lugar 
aún cuando tal efecto hiciera inaplicables, mientras dure la 
vigencia de la Ley, las estipulaciones del pacto colectivo de 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en 1 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) r 

q  con motivo de una reclamación de regalía pascual "sobre 
la cual hubo acuerdo ante las autoridades de trabajo co-
rrespondientes", el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 8 de agosto de 1967, una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRDIERO: Acoge, en 
todas sus partes las conclusiones de los demandantes, por 
ser justas y reposar sobre base legal y rechaza las de la 
empresa demandada por improcedentes y mal fundadas; 
SEGUNDO: Condena a la Caribbean Motors Co., C. por A., 
a pagarles a todo y cada uno de los demandantes que figu-
ran en cabeza de la nresente sentencia, un mes de sueldo, 
por concepto de la Regalía Pascual correspondiente al año 
1966, de acuerdo a lo estipulado en la Clausula No. 10 del 
Pacto Colectivo de condiciones de Trabajo existente entre 
las partes y conforme a los salarios respectivos que se de-
tallan en la cabeza de la presente sentencia; TERCERO: 
Condena a la Caribbean Motors Co., C. por A., al pago de 
los intereses legales de las sumas indicadas, a partir del 
día de la demanda en justicia; CUARTO: Condena a la Ca-
ribbean Motors Co., C. por A., al pago de las costas del pro-
cedimiento con distracción de las mismas en provecho del 
Dr. César A. Estrella Sandalá quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; b) que sobre apelación de la recu-
rrente, la Cámara a-qua, dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por la Caribbean Motors Co., C. por 
A., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, de fe-ha 8 de agosto del 1967, dictada en 
favor de Silvia A. Figueroa Olivier y Compartes, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en partes anterior de esta misma 
sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, Confirma 
en todas sus partes dicha sentencia impugnada; TERCERO: 
Condena a la Caribbean Motors Co., C. por A., parte sucum- 
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biente, al pago de las costas del procedimiento, de confor-
midad con los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 
de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964, ordenando su dis-
tracción en provecho del Dr. César Augusto Estrella Sanda-
iá quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Falsa apli-
cación de la Cláusula No. 10 del Pacto Colectivo de Trabajo 
intervenido entre la Caribbean Motors Co., C. por A., y sus 
trabajadores; Segundo Medio: Violación de la Ley No. 71 del 
2 de diciembre de 1966; 

Considerando que en el desarrollo de los dos medios de 
casación, que en realidad constituyen uno solo, la recurren-
te alega en síntesis, que frente a la ley 71 de 1966, que es de 
crden público y de ejecución inmediata, no podía prevalecer 
el pacto colectivo de trabajo, que tiene un carácter priva-
do, y al disponer lo contrario la sentencia impugnada, violó 
dicha ley, y además hizo una falsa aplicación de la clásula 
No. 10 del pacto colectivo de trabajo intervenido entre la 
Caribbean Motors Co., C. por A. y sus trabajadores; 

Considerando que contrariamente a lo que se sostiene 
en la sentencia impugnada, la Ley No. 71, es, por el carác- 

t ter imperativo de sus términos, una ley de orden público 
en el sentido de que, después de su vigencia, las empresas 
controladas por la Corporación de Empresas Estatales (Cor-
de) no podían estipular regalías pascuales superiores al 
máximo por ella fijado; más aún, es una ley de emergencia 
económica encaminada a preservar el equilibrio financiero 
de dichas empresas, gravemente afectado por una tenden-
cia deficitaria al tiempo que se dictó dicha ley, por lo que 
la misma era de aplicación inmediata, aún cuando ella sig-
nificara una reducción de las espectativas de los empleados 
Y trabajadores; que esa aplicación inmediata era de lugar 
aún cuando tal efecto hiciera inaplicables, mientras dure la 
vigencia de la Ley, las estipulaciones del pacto colectivo de 



2114 	BOLETIN JUDICIAL 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 47 de la Constitución. Falta de motivos 
y de base legal; Segundo Medio: Violación de la Ley N, 

 3284 del 1952 y del párrafo del artículo 2273 del Códip 
Civil y falta de base legal. Desnaturalización de los hechos 
de la causa; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación. e' recurrente alega en síntesis, que 
él sostuvo ante lo.5 jueces del fondo que la prescripción de 
la acción en reparación de daños y perjuicios que él inten-
tó contra la empresa recurrida no era la especial de 6 me-
ses establecida en la Ley 3284 de 1952, sino la de dos años 
fijada en el artículo 2273 del Código Civil, pues las relacio-
nes contractuales existentes entre las partes se originaron 
cinco años antes de dictarse la ley 3284, por lo cual esa ley 

no podía regir los efectos del contrato de agencia exclusiva 
que los unía; que la ley aplicable a los contratos en curso 
es la que regía al momento en que las partes celebraron el 
contrato; que ese principio está consagrado en el artículo 
47 de la Constitución cuando dispone que en ningún caso 
la ley podrá afectar o alterar la seguridad jurídica derivada 
de situaciones establecidas conforme a una legislación an-
terior; que la Corte a-qua al declarar que el presente litigio 
se regía por la ley 3284 de 1952, y al no dar motivos para 
justificar su decisión en ese sentido, incurrió, sostiene el re-
currente, en los vicios y violaciones denunciados en el me-
dio que se examina; pero, 

Considerando que si bien es cierto que en principio, los 
efectos de los contratos quedan sometidos a las leyes que 
estaban en vigor en el momento en que fueron concluidos, 

 también es verdad que el legislador ,inspirándose en motivos 
imperiosos de orden público, puede dictar una ley nueva que 

 afecte total o parcialmente las consecuencias jurídicas de 
una situación contractual nacida al amparo de una ley an-

terior; 
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los recurridos con la empresa recurrente; que, al efecto, 
hasta una lectura de la Ley No. 71, de 1966, y de su preám-
bulo justificativo, para llegar a la conclusión de que el ca-
rácter y el alcance que debe darse a esa Ley, son precisa-
mente los que acaban de exponerse; 

Considerando que en otro orden de ideas, la Ley No. 
71 de 1966, por la tendencia deficitaria de las empresas con-
troladas por la Corde que se proponía enfrentar con pro-
pósitos estabilizadores, está enmarcada obviamente, dentro 
de las facultades del Congreso Nacional, ya que, si bien 
es indiscutible en nuestro régimen jurídico laboral vigente, 
el derecho de estipular pactos colectivos de condiciones de 
trabajo, y que los derechos que emanen de esos pactos para 
las partes estipulantes sean respetados, no es menos cierto 
que todo ello debe ser compatible "con el orden público, el 
bienestar general y los derechos de todos", según resulta 
del preámbulo del artículo 8 de la Constitución, como con-
dición de los derechos individuales y sociales; que, si de esa 
supeditación, en casos excepcionales, pueden derivarse, co-
mo en el caso de la aplicación de la Ley No. 71, algunas re-
ducciones o supresiones de los provechos o espectativas eco-
nómicas, ello debe reputarse como una carga pública, cuan-
do, como en el caso de la citada Ley, su aplicación no se 
refiere a una persona o empresa determinada, sino a un 
conjunto de empresas afectadas, aunque en distintos grados, 
por una tendencia deficitaria ocasionada precisamente, en 
la generalidad de los casos, por excesiva carga de egresos; 
que en ocasiones anteriores, el legislador ha hecho uso de 
esas facultades, resultantes de nuestro régimen constitucio-
nal, como en el caso de los empleados que abandonaron sus 
trabajos durante la última guerra civil, objeto de la Ley 
No. 16, de 1965; y en el caso de la Ley No. 59 del mismo año, 
que redujo las acreencias ya exigibles de los propietarios 
de casas de alquiler, sin que nadie discutiera la regularidad 
de esas leyes, no obstante que representaban una carga pú-
blica de carácter excepcional; 

Considerando que, finalmente, si el cumplimiento de los 
pactos colectivos de trabajo, es indiscutiblemente de inte-
rés social, como lo es también la mayor parte del derecho 
laboral, ese interés debe ceder ante un interés más alto y 
perentorio, como el que inspiró la citada Ley No. 71, que 
tiende a la salvaguarda de la economía fiscal, en la cual 
están interesados todos los dominicanos, incluyendo el gru-
po social a que pertenecen los recurridos, pues de haberse 
cerrado, o de cerrarse, las empresas objeto de la Ley No. 
71, por imposibilidad absoluta de atender a egresos excesi-
vos, sus empleados y trabajadores habrían perdido, o per-
derían, el medio de subsistencia que aquellas representa-
ban o representan para sus servidores; 

Considerando, que la Ley No. 71 de 1966, dispone la 
limitación de la regalía pascual de los empleados y traba-
jadores de las empresas controladas por la Corporación de 
Empresas Estatales que no cierren su ejercicio anual en 
condiciones deficitarias, y la supresión de dicha regalía, en 
las misma empresas, cuando el cierre del ejercicio sea de-
ficitario; que, por tanto, todo lo relativo a la regalía pas- 
cual en dichas empresas está regulado, de un modo especial 

, e imperativo, por la referida Ley, aún cuando haya estipu-
I  !aciones en sentido contrario en pactos colectivos de con-

diciones de trabajo; 
Considerando que en la especie, la sentencia impugna-

' da dejó de ponderar el estado financiero que aportó la em-
presa ahora recurrente para tratar de demostrar que ella 
estaba en situación deficitaria; que de todo lo expuesto re-
sulta que dicha sentencia desconoce el alcance de la Ley 
No. 71 y se ha incurrido en el vicio de falta de base legal 
al no ponderar el estado financiero aludido; en consecuen-
eia, procede casar dicha sentencia; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas 
cuando una sentencia fuere casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la Cá- 
mara de Trabajo del Distrito Nacional, dictada como Tribu- 
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nal de Segundo Grado, en fecha 2 de noviembre de 1967, 
cuyo dispositivo figura en parte anterior del presente fallo; 
y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia de 
San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— 
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 8 de febrero de 1968. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A. 
Abogado: Dr. Manuel Valentín Ramos M., Lic., H. Cruz Ayala y 

Juan A. Morel. 

Recurrido: Leonardo del Monte G. 
Abogado: Dr. Pedro Guillermo del Monte U. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Mánuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chunani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. 
Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago 
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 de sep-
tiembre del año 1968, años 125 9  de la Independencia y 1069 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., domiciliada en 
el Edificio 12-14 de la calle 30 de Marzo de esta ciudad, 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones civiles, por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 8 de fe-
brero de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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nal de Segundo Grado, en fecha 2 de noviembre de 1967, 
cuyo dispositivo figura en parte anterior del presente fallo; 
y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia de 
San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— 
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 8 de febrero de 1968. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A. 
Abogado: Dr. Manuel Valentín Ramos M., Lic., H. Cruz Ayala y 

Juan A. Morel. 

Recurrido: Leonardo del Monte G. 
Abogado: Dr. Pedro Guillermo del Monte U. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Mánuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chunani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. 
Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago 
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 de sep-
tiembre del año 1968, años 125 9  de la Independencia y 1069 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., domiciliada en 
el Edificio 12-14 de la calle 30 de Marzo de esta ciudad, 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones civiles, por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 8 de fe-
brero de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Manuel Valentín Ramos M., cédula 102985, 

serie 1, por sí y por los Licenciados H. Cruz Ayala, cédula 
1567, serie 1, y Juan A. Morel, cédula 58, serie 31, aboga. 
dos de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Pedro Guillermo del Monte U., cédula 58472, 
serie 1, abogado del recurrido Leonardo del Monte G., eé. 
dula 1314 serie 1, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados 
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 20 de marzo de 1968; 

Visto el memorial de defensa del recurrido suscrito por 
su abogado; 

Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y del 
recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien-
to Civil y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una demanda en daños y perjuicios intentada por Leo-
nardo del Monte G., contra la Compañía Dominicana de Te-
léfonos, C. por A., la Cámara Civil y Comercial del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una 
sentencia de fecha 23 de septiembre de 1960, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: Falla: Primero: Ordena, antes de hacer 
derecho sobre el fondo de la demanda en reparación de da-
ños y perjuicios de que se trata, intentada por Leonardo E. 
del Monte G., contra la Compañía Dominicana de Teléfo-
nos, C. por A., la Comparecencia Personal de dichas par-
tes en causa, y, al efecto, fija la audiencia pública del día 
martes once (11) del mes de octubre del año en curso, 1960,  

a las 9 a.m., que celebrará este Tribunal, en atribuciones ci-
viles , para la verificación de la medida ordenada; y, Segun-
do: Reserva las costas"; c) que después de realizada esa 
medida, la Cámara Civil y Comercial, dictó una sentencia 
en fecha 8 del mes de mayo de 1961, cuyo dispositivo se 
transcribe más adelante; d) que sobre el recurso de apela-
ción interpuesto por la Compañía Dominicana de Teléfonos, 
C. por A., la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó 
la sentencia de fecha 28 de noviembre de 1962, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Se declara bueno y válido 
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto 
por la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., con-
tra la sentencia de fecha ocho del mes de mayor del año mil 
novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Da acta a la Compañía Dominicana de Teléfonos, 
C. por A., parte demandada, de su reserva formulada en 
ocasión de la comparecencia personal ordenada; Segundo: 
Ordena antes de hacer derecho sobre el fondo de la deman-
da de que se trata, un informativo a cargo de Leonardo E. 
del Monte G., parte demandante, a fin de probar por testi-
gos lo siguiente: a) que el teléfono No. 9-55-67 al servicio 
del demandante se encontraba sin corriente por haber sido 
suspendido por la parte demandada; b) que tal suspensión tu-
vo efecto luego de haber pagado la mensualidad correspon-
diente; y c) los daños y perjuicios causados por tal suspen-
sión; Tercero: Reserva en cuanto sea de lugar la prueba 
contraria a la parte demandada; Cuarto: Nombra Juez-Co-
misario para proceder a oir los testigos correspondientes a 
dicho informativo o posible contra-informativo, el Juez-
Presidente de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional; y Quinto: 
Reserva las costas"; Segundo: Modifica en parte dicha sen-
tencia, y obrando por propia autoridad, ordena que antes de 
hacer derecho sobre el fondo de la demanda, se celebre un 
informativo a cargo de la parte recurrida Leonardo E. del 
Monte G., a fin de probar, a) que la suspensión del Teléfo- 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Manuel Valentín Ramos M., cédula 10294, 

serie 1, por sí y por los Licenciados H. Cruz Ayala, cédul a 
 1567, serie 1, y Juan A. Morel, cédula 58, serie 31, aboga-

dos de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído al Dr. Pedro Guillermo del Monte U., cédula 58472, 

serie 1, abogado del recurrido Leonardo del Monte G., cé-
dula 1314 serie 1, en la lectura de sus conclusiones; - 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados 
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 20 de marzo de 1968; 

Visto el memorial de defensa del recurrido suscrito por 
su abogado; ,, 

Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y del 
recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien-
to Civil y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una demanda en daños y perjuicios intentada por Leo-
nardo del Monte G., contra la Compañía Dominicana de Te-
léfonos, C. por A., la Cámara Civil y Comercial del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una 
sentencia de fecha 23 de septiembre de 1960, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: Falla: Primero: Ordena, antes de hacer 
derecho sobre el fondo de la demanda en reparación de da-
ños y perjuicios de que se trata, intentada por Leonardo E. 
del Monte G., contra la Compañía Dominicana de Teléfo-
nos, C. por A., la Comparecencia Personal de dichas par-
tes en causa, y, al efecto, fija la audiencia pública del día 
martes once (11) del mes de octubre del año en curso, 1960,  

a las 9 a.m., que celebrará este Tribunal, en atribuciones ci-
viles, para la verificación de la medida ordenada; y, Segun-
do: Reserva las costas"; e) que después de realizada esa 
medida, la Cámara Civil y Comercial, dictó una sentencia 
en fecha 8 del mes de mayo de 1961, cuyo dispositivo se 
transcribe más adelante; d) que sobre el recurso de apela-
ción interpuesto por la Compañía Dominicana de Teléfonos, 
C, por A., la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó 
la sentencia de fecha 28 de noviembre de 1962, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Se declara bueno y válido 
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto 
por la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., con-
tra la sentencia de fecha ocho del mes de mayor del año mil 
novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Da acta a la Compañía Dominicana de Teléfonos, 
C. por A., parte demandada, de su reserva formulada en 
ocasión de la comparecencia personal ordenada; Segundo: 
Ordena antes de hacer derecho sobre el fondo de la deman-
da de que se trata, un informativo a cargo de Leonardo E. 
del Monte G., parte demandante, a fin de probar por testi-
gos lo siguiente: a) que el teléfono No. 9-55-67 al servicio 
del demandante se encontraba sin corriente por haber sido 
suspendido por la parte demandada; b) que tal suspensión tu-
vo efecto luego de haber pagado la mensualidad correspon-
diente; y c) los daños y perjuicios causados por tal suspen-
sión; Tercero: Reserva en cuanto sea de lugar la prueba 
contraria a la parte demandada; Cuarto: Nombra Juez-Co-
misario para proceder a oir los testigos correspondientes a 
dicho informativo o posible contra-informativo, el Juez-
Presidente de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional; y Quinto: 
Reserva las costas"; Segundo: Modifica en parte dicha sen-
tencia, y obrando por propia autoridad, ordena que antes de 
hacer derecho sobre el fondo de la demanda, se celebre un 
informativo a cargo de la parte recurrida Leonardo E. del 
Monte G., a fin de probar, a) que la suspensión del Teléfo- 
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no No. 9-5567 al servicio del demandante original, fue rea. 
Izada por la recurrente Compañía Dominicana de Teléfonos, 
C. por A., después de haber pagado la mensualidad corres-
pondiente; b) los daños y perjuicios sufridos por Leonardo 
E. del Monte G., a consecuencia de tal suspensión; Tercero: 
Reserva a la parte recurrente y demandada original, el de-
recho a realizar la contraprueba; Cuarto: Compensa las 
costas"; e) que sobre el recurso de casación que contra esa 
sentencia interpuso la Compañía, la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó en fecha 17 de enero de 1964, un fallo, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Por tales motivos, Primero: Re-
chaza el recurso de casación interpuesto por la Compañía 
Dominicana de Teléfonos, C. por A., contra sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atri-
buciones civiles, de fecha 28 de noviembre de 1962, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas, 
distrayéndolas en provecho del Dr. Pedro Guillermo del 
Monte U., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 
f) que después de realizadas las medidas de instrucción or-
denadas, la Cámara Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, dictó en fecha 16 de ma-
yo de 1967, una sentencia cuyo dispositivo se transcribe más 
adelante; g) que sobre el recurso interpuesto contra esa 
sentencia, intervino el fallo ahora impugnado, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara bueno y váli-
do en la forma, por haber sido hecho de acuerdo con las 
prescripciones legales que rigen la materia, el recurso de 
apelación interpuesto por la Compañía Dominicana de Te-
léfonos, C. por A., contra sentencia dictada en fecha 16 de 
de mayo de 1967, por la Cámara de lo Civil y Comercial de 
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, en favor del señor Leonardo E. 
del Monte G., cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Rechaza, por los motivos expuestos, las tachas propuestas 
por la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., parte 

demandada, contra la disposición de los testigos Dres. Ra-
fael Francisco Bonnelly Batlle, Virgilio Arturo Troncoso y 
porfirio Néstor Basora Puello, por improcedente e infun-
dadas; Segundo: Acoge las tachas propuestas por Leonar-
do E. del Monte G., parte demandante, contra la declara-
ción de las testigos María Nieves Cuesta y Gladys Margari-
ta de Marchena Ripley Vda. Martínez Scardini, por ser de-
pendentes de la demandada, Compañía Dominicana de Te-
léfonos, C. por A., y, en consecuencia, excluye dichas decla-
raciones de las pruebas aportadas al debate; Tercero: Aco-
ge las conclusiones de Leonardo E. del Monte G., parte de-
mandante, y en consecuencia Condena a la Compañía Do-
minicana de Teléfonos, C. por A., parte demandada, a pa-
garle la suma de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) Mo-
neda de Curso Legal, como justa reparación de los daños y 
perjuicios, morales y materiales, sufridos por éste corno 
consecuencia de la indebida suspensión de su servicio tele-
fónico; Cuarto: Condena a la Compañía Dominicana de Te-
léfonos, C. por A., parte demandada que sucumbe, al pago 
de las costas, con distracción de las mismas en provecho del 
abogado Dr. Pedro Guillermo del Monte U., quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; SEGUNDO: Modifica 
el ordinal Tercero de la sentencia recurrida, en el sentido 
de rebajar la indemnización que le fue impuesta a la Com-
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., en favor del se-
ñor Leonardo E. del Monte G., de Tres Mil Pesos Oro (RD 
$3,000.00) a Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) Moneda de 
Curso Legal; y, TERCERO: Condena a la Compañía Domi-
nicana de Teléfonos, C. por A., al pago de las costas de su 
alzada, ordenando su distracción en provecho del Dr. Gui-
llermo del Monte U., -  quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Au-
sencia de prueba (Violación del artículo 1315 del Código 
Civil. Desnaturalización de los hechos de la causa. (Viola- 
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no No. 9-5567 al servicio del demandante original, fue rea-
lizada por la recurrente Compañía Dominicana de Teléfonos, 
C. por A., después de haber pagado la mensualidad corres-
pondiente; b) los daños y perjuicios sufridos por Leonardo 
E. del Monte G., a consecuencia de tal suspensión; Tercero : 

 Reserva a la parte recurrente y demandada original, el de-
recho a realizar la contraprueba; Cuarto: Compensa las 
costas"; e) que sobre el recurso de casación que contra esa 
sentencia interpuso la Compañía, la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó en fecha 17 de enero de 1964, un fallo, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Por tales motivos, Primero: Re-
chaza el recurso de casación interpuesto por la Compañía 
Dominicana de Teléfonos, C. por A., contra sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atri-
buciones civiles, de fecha 28 de noviembre de 1962, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas, 
distrayéndolas en provecho del Dr. Pedro Guillermo del 
Monte U., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 
f) que después de realizadas las medidas de instrucción or-
denadas, la Cámara Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, dictó en fecha 16 de ma-
yo de 1967, una sentencia cuyo dispositivo se transcribe más 
adelante; g) que sobre el recurso interpuesto contra esa 
sentencia, intervino el fallo ahora impugnado, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara bueno y váli-
do en la forma, por haber sido hecho de acuerdo con las 
prescripciones legales que rigen la materia, el recurso de 
apelación interpuesto por la Compañía Dominicana de Te-
léfonos, C. por A., contra sentencia dictada en fecha 16 de 
de mayo de 1967, por la Cámara de lo Civil y Comercial de 
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, en favor del señor Leonardo E. 
del Monte G., cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Rechaza, por los motivos expuestos, las tachas propuestas 
por la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., parte 

demandada, contra la disposición de los testigos Dres. Ra-
fael Francisco Bonnelly Batlle, Virgilio Arturo Troncoso y 
Porfirio Néstor Basora Puello, por improcedente e infun-

dadas;  Acoge las tachas propuestas por Leonar-do 
E. del Monte G., parte demandante, contra la declara-

ción de las testigos María Nieves Cuesta y Gladys Margari-
ta de Marchena Ripley Vda. Martínez Scardini, por ser de-
pendentes de la demandada, Compañía Dominicana de Te-
léfonos, C. por A., y, en consecuencia, excluye dichas decla-
raciones de las pruebas aportadas al debate; Tercero: Aco-
ge las conclusiones de Leonardo E. del Monte G., parte de-
mandante, y en consecuencia Condena a la Compañía Do-
minicana de Teléfonos, C. por A., parte demandada, a pa-
garle la suma de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) Mo-
neda de Curso Legal, corno justa reparación de los daños y 
perjuicios, morales y materiales, sufridos por éste corno 
consecuencia de la indebida suspensión de su servicio tele-
fónico; Cuarto: Condena a la Compañía Dominicana de Te-
léfonos, C. por A., parte demandada que sucumbe, al pago 
de las costas, con distracción de las mismas en provecho del 
abogado Dr. Pedro Guillermo del Monte U., quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; SEGUNDO: Modifica 
el ordinal Tercero de la sentencia recurrida, en el sentido 
de rebajar la indemnización que le fue impuesta a la Com-
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., en favor del se-
ñor Leonardo E. del Monte G., de Tres Mil Pesos Oro (RD 
$3,000.00) a Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) Moneda de 
Curso Legal; y, TERCERO: Condena a la Compañía Domi-
nicana de Teléfonos, C. por A., al pago de las costas de su 
alzada, ordenando su distracción en provecho del Dr. Gui-
llermo del Monte U., -  quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su mema 
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Au-
sencia de prueba (Violación del artículo 1315 del Código 
Civil. Desnaturalización de los hechos de la causa. (Viola- 
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ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil) y 
ponderación de los testimonios tachados, en violación de las 
reglas de la prueba Violación del artículo 291 del Código 
de Procedimiento Civil. Segundo Medio: Violación del artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil: Omisión de puntos 
de hecho y de derecho. Tercer Medio: Violación del artículo 
1149 del Código Civil: Falta de relación de causalidad entre 
la suspensión del servicio telefónico y el perjuicio; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios segundo y tercero de casación, reunidos, la recurrente 
alega en síntesis, que ella sostuvo ante los Jueces del fondo 
que la suspensión del servicio telefónico al recurrido tuvo 
como única causa tanto el error cometido por el mensajero 
de dicho recurrido, al indicar que el teléfono que fue a pa-
gar era el de Manuel Delmonte y no el de Leonardo Del 
Monte, como la negligencia en que incurrió este último "al 
no cerciorarse cuando el mensajero le entregó el recibo, de 
que ese no era el suyo, precaución que tampoco tomó cuan-
do 23 días después, lo invocaba todavía como prueba del pa-
go de la mensualidad"; que, aún en la hipótesis de que por 
un error de la empresa se aplicó a la deuda de Manuel Del 
Monte el pago hecho por el recurrido Leonardo Del Monte, 
es forzoso reconocer que ese errar por sí sólo no había bas-
tado para ocasionar la suspensión del servicio del teléfono 
del recurrido, si éste lo hubiese señalado a tiempo a la aten-
ción de la Compañía; que ese descuido y esa inacción del 
abonado fue la causa verdaderamente determinante de la 
suspensión, cuya influencia absorbe el error en que haya 
podido incurrir la Compañía, circunstancia que la exonera 
de responsabilidad en el perjuicio que tal suspensión haya 
podido causar al recurrido; que sin embargo, la Corte a-
qua decidió en definitiva, que la referida suspensión se de-
bió exclusivamente al error en la contabilidad y tramita-
ción de los cobros, cometido por la Compañía; que al fallar 
de ese modo la indicada Corte no dió motivos acerca de los 
puntos de hechos y de derecho antes señalados, todo lo cual 
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yevela a juicio de la recurrente, que la sentencia impugnada 
adolece de los vicios y violaciones denunciados; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la Corte a-qua para acordar mil pesos 
de indemnización al recurrido por la suspensión del servi-
cio de teléfono durante algunas horas, expuso lo siguiente: 
"que por error en la contabilidad y tramitación de los co-
bros en las oficinas de la intimante, ésta, contraviniendo las 
obligaciones que le imponía el contrato celebrado con su 
cliente... procedió a suspenderle el servicio telefónico"; 
"que por esa sola situación la Corte estima que el hecho de 
la intimante causó daños y perjuicios, morales y materiales, 
al intimado por cuanto privó del servicio telefónico que ha-
bía pagado regularmente y al mismo tiempo le causó el da-
ño moral de aparecer como incumplidor de las obligaciones 
contractuales por él contraídas con la intimante"; 

Considerando que por lo antes expuesto se advierte que 
los jueces del fondo al decidir que la causa de la suspensión 
del servicio de teléfono del recurrido, fue el error cometi-
do por los empleados de la Compañía, rechazaron implícita-
mente los alegatos de la recurrente que se ha hecho refe-
rencia, sin dar, como era su deber, los motivos justificativos 
de su decisión, especialmente si se tiene en cuenta que la de-
bida ponderación de esos alegatos pudo tener alguna inci-
dencia sobre la exoneración total o parcial de la responsa-
bilidad de la recurrente, circunstancia que hubiera podido 
conducir, eventualmente, a darle a la litis una solución dis-
tinta; que en esas condiciones, la sentencia impugnada debe 
ser casada sin que sea necesario ponderar los demás medios 
y alegatos de la recurrente; 

Considerando que cuando la sentencia es casada por 
faltademotivos y de base legal las costas podrán ser com-
pensadas; 

 tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, en fecha 8 de febrero de 1968, cuyo dis- 
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ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil) y 
ponderación de los testimonios tachados, en violación de las 
reglas de la prueba Violación del artículo 291 del Código 
de Procedimiento Civil. Segundo Medio: Violación del artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil: Omisión de puntos 
de hecho y de derecho. Tercer Medio: Violación del artículo 
1149 del Código Civil: Falta de relación de causalidad entre 
la suspensión del servicio telefónico y el perjuicio; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios segundo y tercero de casación, reunidos, la recurrente 
alega en síntesis, que ella sostuvo ante los Jueces del fondo 
que la suspensión del servicio telefónico al recurrido tuvo 
como única causa tanto el error cometido por el mensajero 
de dicho recurrido, al indicar que el teléfono que fue a pa-
gar era el de Manuel Delmonte y no el de Leonardo Del 
Monte, como la negligencia en que incurrió este último "al 
no cerciorarse cuando el mensajero le entregó el recibo, de 
que ese no era el suyo, precaución que tampoco tomó cuan-
do 23 días después, lo invocaba todavía como prueba del pa-
go de la mensualidad"; que, aún en la hipótesis de que por 
un error de la empresa se aplicó a la deuda de Manuel Del 
Monte el pago hecho por el recurrido Leonardo Del Monte, 
es forzoso reconocer que ese error por sí sólo no había bas-
tado para ocasionar la suspensión del servicio del teléfono 
del recurrido, si éste lo hubiese señalado a tiempo a la aten-
ción de la Compañía; que ese descuido y esa inacción del 
abonado fue la causa verdaderamente determinante de la 
suspensión, cuya influencia absorbe el error en que haya 
podido incurrir la Compañía, circunstancia que la exonera 
de responsabilidad en el perjuicio que tal suspensión haya 
podido causar al recurrido; que sin embargo, la Corte a-
gua decidió en definitiva, que la referida suspensión se de-
bió exclusivamente al error en la contabilidad y tramita-
ción de los cobros, cometido por la Compañía; que al fallar 
de ese modo la indicada Corte no dió motivos acerca de los 
puntos de hechos y de derecho antes señalados, todo lo cual 
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vela a juicio de la recurrente, que la sentencia impugnada 

adolece de los vicios y violaciones denunciados; 
Considerando que el examen del fallo impugnado pone 

de manifiesto que la Corte a-qua para acordar mil pesos 
de indemnización al recurrido por la suspensión del servi-
cio de teléfono durante algunas horas, expuso lo siguiente: 
"que por error en la contabilidad y tramitación de los co-
bros en las oficinas de la intimante, ésta, contraviniendo las 
obligaciones que le imponía el contrato celebrado con su 
cliente... procedió a suspenderle el servicio telefónico"; 
"que por esa sola situación la Corte estima que el hecho de 
la intimante causó daños y perjuicios, morales y materiales, 
al intimado por cuanto privó del servicio telefónico que ha-
bía pagado regularmente y al mismo tiempo le causó el da-
ño moral de aparecer como incumplidor de las obligaciones 
contractuales por él contraídas con la intimante"; 

Considerando que por lo antes expuesto se advierte que 
los jueces del fondo al decidir que la causa de la suspensión 
del servicio de teléfono del recurrido, fue el error cometi-
do por los empleados de la Compañía, rechazaron implícita-
mente los alegatos de la recurrente que se ha hecho refe-
rencia, sin dar, como era su deber, los motivos justificativos 
de su decisión, especialmente si se tiene en cuenta que la de-
bida ponderación de esos alegatos pudo tener alguna inci-
dencia sobre la exoneración total o parcial de la responsa-
bilidad de la recurrente, circunstancia que hubiera podido 
conducir, eventualmente, a darle a la litis una solución dis-
tinta; que en esas condiciones, la sentencia impugnada debe 
ser casada sin que sea necesario ponderar los demás medios 
y alegatos de la recurrente; 

Considerando que cuando la sentencia es casada por 
falta de motivos y de base legal las costas podrán ser com-
Pensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, en fecha 8 de febrero de 1968, cuyo dis- 



positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, 
y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís; y, Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí. 
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama, 
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

ENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

entencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de 

fecha 15 de abril de 1968. 

materia: Trabajo. 

Recurrente: Tienda Internacional, C. por A. 

Abogado: Dr. M. A. Báez Brito. 

Recurrido: Miguel Ramírez. 
Abogado: Lic. José Miguel Pereira Goico. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 27 de septiembre del año 1968, 
años 1259  de la Independencia y 1069  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tienda 
Internacional, C. por A., sociedad de comercio, organizada 
y existente de acuerdo con las leyes dominicanas, con su 
domicilio en el Centro de los Héroes, Zona Franca, Santo 
Domingo, representada por su Presidente señor Harold Vi-
nick, norteamericano, casado, comerciante, de este domi- 
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positivo se ha copiado en parte anterior del presente falla 	 SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 
y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San Pedr o  
de Macorís; y, Segundo: Compensa las costas. 	 Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 	 fecha 15 de abril de 1968. 

E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí- 
quez.— 	Trabajo. 

Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán- 
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel 	Recurrente: Tienda Internacional, C. por A. 

hijo, Secretario General. 	 Abogado: Dr. M. A. Báez Brito. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- Recurrido: Miguel Ramírez. 

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue Abogado: Lic. José Miguel Pereira Goico. 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 	 Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món -  Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 27 de septiembre del año 1968, 
años 1259  de, la Independencia y 1069  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tienda 
Internacional, C. por A., sociedad de comercio, organizada 

existente de acuerdo con las leyes dominicanas, con su 
domicilio en el Centro de los Héroes, Zona Franca, Santo 
Domingo, representada por su Presidente señor Harold Vi-
nick, norteamericano, casado, comerciante, de este domi- fr 
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cilio y residencia, cédula No. 77692, serie 1ra., contra la 
sentencia de fecha 15 de abril de 1968, dictada por la Cá-
mara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. José Miguel Pereira Goico, cédula No. 3958, 

serie 31, abogado del recurrido Miguel Ramírez, dominica-
no, mayor de edad, empleado de comercio, casado, domici-
liado y residente en la casa No. 26 de la calle "Esperilla" de 
esta ciudad, cédula No. 112772, serie 1ra., en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 29 de abril de 
1968, y suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 
31853, serie 26, en el cual se invocan los medios que más 
adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha 21 de mayo de 
1968, suscrito por el abogado del recurrido; 

Visto el memorial de ampliación, suscrito por el abo-
gado de la recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 77, 78 y 81 del Código de Tra-
bajo; 1315 del Código Civil; Ley 637 de 1944 sobre Con-
tratos de Trabajo; 141 del Código de Procedimiento Civil; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, son constantes los siguien-
tes hechos: a) que con motivo de una reclamación laboral 
que no pudo ser conciliada, intentada por Miguel Ramírez 
contra la hoy recurrente en casación, el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 17 de enero 
de 1968, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:  

pRDIERO: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de 
la parte demandada por improcedentes y mal fundadas, y 
acoge las del demandante, por ser justas y reposar sobre 
prueba legal; SEGUNDO: Declara injustificado el despido 
y resuelto el contrato de trabajo que ligaba a las partes, 
por culpa del patrono y con responsabilidad para el mismo; 
TERCERO: Rechaza el pedimento del demandante en re-
lación con los intereses legales, por cuanto el Código de Tra-
bajo no acuerda intereses moratorios; CUARTO: Condena 
al patrono Tienda Internacional, C. por A., (Zona Franca), 
a pagarle al señor Miguel Ramírez, los valores siguientes: 24 
días de salarios por concepto de preaviso; 75 días de sala-
rio por concepto de auxilio de cesantía; la proporción vaca-
cional correspondiente a 1967, así como al pago de los tres 
meses de salario acordados en el inciso 3ro. del artículo 84 
del Código de Trabajo, todo a base de RD$205.00 mensua-
les; QUINTO: Condena al patrono Tienda Internacional, C. 
por A., (Zona Franca), al pago de las costas del procedi-
miento, con distracción de éstas en favor del Licenciado 
José Miguel Pereira Goico, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad"; b) que sobre la apelación de la Tienda In-
ternacional, C. por A., la Cámara de Trabajo del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 15 de abril de 1968, la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en 
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por la 
Tienda Internacional, C. por A., contra la sentencia dicta-
da por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional 
en fecha 17 de enero de 1968, dictada en favor de Miguel 
Ramírez, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte ante-
rior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al 
fondo, Confirma en todas sus partes dicha sentencia im-
pugnada; TERCERO: Condena a la parte sucumbiente Tien-
da Internacional, C. por A., al pago de las costas del pro-
cedimiento, de conformidad con los artículos 691 del Có-
digo de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio 
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cilio y residencia, cédula No. 77692, serie 1ra., contra la 
sentencia de fecha 15 de abril de 1968, dictada por la Cá. 
mara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. José Miguel Pereira Goico, cédula No. 3958, 

serie 31, abogado del recurrido Miguel Ramírez, dominica-
no, mayor de edad, empleado de comercio, casado, domici-
liado y residente en la casa No. 26 de la calle "Esperilla" de 
esta ciudad, cédula No. 112772, serie 1ra., en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 29 de abril de 
1968, y suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 
31853, serie 26, en el cual se invocan los medios que más 
adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha 21 de mayo de 
1968, suscrito por el abogado del recurrido; 

• Visto el memorial de ampliación, suscrito por el abo-
gado de la recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 77, 78 y 81 del Código de Tra-
bajo; 1315 del Código Civil; Ley 637 de 1944 sobre Con-
tratos de Trabajo; 141 del Código de Procedimiento Civil; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, son constantes los siguien-
tes hechos: a) que con motivo de una reclamación laboral 
que no pudo ser conciliada, intentada por Miguel Ramírez 
contra la hoy recurrente en casación, el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 17 de enero 
de 1968, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:  

~MERO: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de 
la  parte demandada por improcedentes y mal fundadas, y 
acoge las del demandante, por ser justas y reposar sobre 
prueba legal; SEGUNDO: Declara injustificado el despido 

y resuelto el contrato de trabajo que ligaba a las partes, 
por culpa del patrono y con responsabilidad para el mismo; 
TERCERO: Rechaza el pedimento del demandante en re-
lación con los intereses legales, por cuanto el Código de Tra-
bajo no acuerda intereses moratorios; CUARTO: Condena 
al patrono Tienda Internacional, C. por A., (Zona Franca), 
a pagarle al señor Miguel Ramírez, los valores siguientes: 24 
días de salarios por concepto de preaviso; 75 días de sala-
rio por concepto de auxilio de cesantía; la proporción vaca-
cional correspondiente a 1967, así como al pago de los tres 
meses de salario acordados en el inciso 3ro. del artículo 84 
del Código de Trabajo, todo a base de RD$205.00 mensua-
les; QUINTO: Condena al patrono Tienda Internacional, C. 
por A., (Zona Franca), al pago de las costas del procedi-
miento, con distracción de éstas en favor del Licenciado 
José Miguel Pereira Goico, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad"; b) que sobre la apelación de la Tienda In-
ternacional, C. por A., la Cámara de Trabajo del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 15 de abril de 1968, la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en 
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por la 
Tienda Internacional, C. por A., contra la sentencia dicta-
da por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional 
en fecha 17 de enero de 1968, dictada en favor de Miguel 
Ramírez, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte ante-
rior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al 
fondo, Confirma en todas sus partes dicha sentencia im-
pugnada; TERCERO: Condena a la parte sucumbiente Tien-
da Internacional, C. por A.,  al pago de las costas del pro-
cedimiento, de conformidad con los artículos 691 del Có-
digo de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio 
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de 1964, ordenando su distracción en provecho del Licencia-
do José Miguel Pereyra Goico, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial 

Ilug 
 de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio- 

lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil 
por omisión de estatuir y falta de motivos; Segundo Medio: 
Violación del artículo 77 del Código de Trabajo y artículo 
1315 del Código Civil y falta de base legal; Tercer Medio: 
Violación del Ordinal onceno (11no.) del Artículo 78 del 
Código de Trabajo y desnaturalización de los hechos; 

Considerando que en el desarrollo del primero y se-
gundo medios sostiene en síntesis la recurrente que ella por 
medio de conclusiones le pidió a la Cámara a-qua decidir 
que el demandante ni probó, ni mucho menos ofreció pro-
bar que fuera despedido el 2 de noviembre de 1967; que el 
punto debatido lo fue la determinación de la fecha del des-
pido que ocurrió según el demandante el día arriba indicado, 
situación retenida por la Cámara a-qua al considerar que 
la empresa no había cumplido con lo dispuesto en el artícu-
lo 81 del Código de Trabajo, cuando precisamente la em-
presa alegó que frente a la ausencia de prueba del despido 
en ese día, ella no tenía que probar que en esa fecha ella ha-
bía comunicado dicho despido; que la Cámara a-qua omitió 
pronunciarse sobre el pedimento por ella hecho sobre ese 
punto, incurriendo en la violación del artículo 141 por omi-
sión de estatuir y falta de motivos; que el recurrido alegó 
también que lo habían despedido de su trábajo el 2 de no-
viembre de 1967 y la empresa negó siempre (repite) haber-
lo despedido ese día; que en esas condiciones no puede con-
siderarse que el litigio está concretado a lo justo o injusto -011 
del despido, como lo dice la sentencia impugnada, pues si la 
empresa negó que tal hecho ocurrió ese día, tocaba al tra-
bajador hacer la prueba del mismo, por lo cual a su juicio 
la Cámara a-qua invirtió el orden de la prueba, pues "sosla-
yado el planteamiento de la empresa derivado de su nega- 

tiva de que el despido ocurriera en fecha 2 de noviembre de 
1 967, ' es el juez ha podido producir el fallo impugnado; 
que el juez no ha precisado la fecha de la terminación del 
contrato de trabajo; por todo lo cual estima que se ha in-
currido en los vicios y violaciones por ella señalados; 

Considerando que ciertamente fue planteado ante la 
Cámara a-qua como punto esencial a decidir, la fecha del 

ale- 

gó el 
despido, 

trabajador, la empresa no lo comunicó a tiempo y el oraba 
, pues si ocurrió el 2 de noviembre de 1967, como ale-

trabajador quedaba liberado de hacer prueba alguna; y en 
cambio, sí ocurrió el día 6, como lo sostuvo la empresa, en 
base a la inasistencia del trabajador sin excusas durante 
los días 2, 3, 4, etc. de noviembre de 1967, es obvio que en tal 
hipótesis sólo quedaba el hacer la prueba de su justa causa 
lo que correspondía a la empresa; que no habiéndose pre-
cisado esa fecha (la del despido) en ninguna parte del fa-
llo impugnado, según resulta de su examen, procede su ca-
sación por falta de base legal, sin necesidad de examinar los 
otros medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 15 
de abril de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; y envía el asunto al Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en 
sus atribuciones laborales como tribunal de segundo grado; 
Y, Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupeni.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car 
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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de 1964, ordenando su distracción en provecho del Licencia-
do José Miguel Pereyra Goico, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil 
por omisión de estatuir y falta de motivos; Segundo Medio: 
Violación del artículo 77 del Código de Trabajo y artículo 
1315 del Código Civil y falta de base legal; Tercer Medio: 
Violación del Ordinal onceno (11no.) del Artículo 78 del 
Código de Trabajo y desnaturalización de los hechos; 

Considerando que en el desarrollo del primero y se-
gundo medios sostiene en síntesis la recurrente que ella por 
medio de conclusiones le pidió a la Cámara a-qua decidir 
que el demandante ni probó, ni mucho menos ofreció pro-
bar que fuera despedido el 2 de noviembre de 1967; que el .5v15- 
punto debatido lo fue la determinación de la fecha del des-
pido que ocurrió según el demandante el día arriba indicado, 
situación retenida por la Cámara a-qua al considerar que 
la empresa no había cumplido con lo dispuesto en el artícu-
lo 81 del Código de Trabajo, cuando precisamente la em-
presa alegó que frente a la ausencia de prueba del despido 
en ese día, ella no tenía que probar que en esa fecha ella ha-
bía comunicado dicho despido; que la Cámara a-qua omitió 
pronunciarse sobre el pedimento por ella hecho sobre ese 
punto, incurriendo en la violación del artículo 141 por omi-
sión de estatuir y falta de motivos; que el recurrido alegó 
también que lo habían despedido de su trabajo el 2 de no-
viembre de 1967 y la empresa negó siempre (repite) haber-
lo despedido ese día; que en esas condiciones no puede con-
siderarse que el litigio está concretado a lo justo o injusto 
del despido, como lo dice la sentencia impugnada, pues si la 
empresa negó que tal hecho ocurrió ese día, tocaba al tra-
bajador hacer la prueba del mismo, por lo cual a su juicio 
la Cámara a-qua invirtió el orden de la prueba, pues "sosla-
yado el planteamiento de la empresa derivado de su nega- 

tiva de que el despido ocurriera en fecha 2 de noviembre de 

1967" es el juez ha podido producir el fallo impugnado; 
que el juez no ha precisado la fecha de la terminación del 
contrato de trabajo; por todo lo cual estima que se ha in-
currido en los vicios y violaciones por ella señalados; 

Considerando que ciertamente fue planteado ante la 
Cámara a-qua como punto esencial a decidir, la fecha del 
despido, pues si ocurrió el 2 de noviembre de 1967, como ale-
gó el trabajador, la empresa no lo comunicó a tiempo y el 
trabajador quedaba liberado de hacer prueba alguna; y en 
cambio, sí ocurrió el día 6, como lo sostuvo la empresa, en 
base a la inasistencia del trabajador sin excusas durante 
los días 2, 3, 4, etc. de noviembre de 1967, es obvio que en tal 
hipótesis sólo quedaba el hacer la prueba de su justa causa 
lo que correspondía a la empresa; que no habiéndose pre-
cisado esa fecha (la del despido) en ninguna parte del fa-
llo impugnado, según resulta de su examen, procede su ca-
sación por falta de base legal, sin necesidad de examinar los 
otros medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 15 
de abril de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; y envía el asunto al Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en 
sus atribuciones laborales como tribunal de segundo grado; 
Y, Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupeni.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car 
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 25 
de marzo de 1968. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Victoria Jerez y compartes. 
Abogado: Dres. Manuel Emilio Ibert y Ramón Tejada Castillo. 

Recurrido: Dolores Rubio. 
Abogado: Dr. Arcadio de Jesús Núñez Camacho. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En NombPe de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias. 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de septiembre del año 1968, años 125 9  de la 
Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Victoria 
Jerez, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, cédula No. 774, serie 41, domiciliada y residen -
te en la ciudad de Montecristi, Margarita Jerez, dominica -
na, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, cé -
dula No. 562, serie 41, domiciliada y residente en el Batey 
Sábalo del municipio de Montecristi, Emelania Jerez, do-
minicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos ,  

cédula No. 2007, serie 73, domiciliada y residente en la Sec-

ción Santiago de la Cruz del Municipio de Dajabón y Her-
rninia Jerez, dominicana, mayor de edad, soltera, de que-
haceres domésticos, cédula No. 477, serie 44, domiciliada y 
residente en la Sección Santiago de la Cruz del Municipio de 
Dajabón, contra la sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras, dictada en fecha 25 de marzo del 1968, en relación 
con el solar No. 26 de la manzana No. 859 del Distrito Ca-
tastral No. 1 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Manuel 

hiaprnfilio Ibert, cédula No. 9744, serie 12, por sí y en repre 

1111rsentación del Dr. Ramón Tejada Castillo, cédula No. 5825, 
serie 28, abogado de las recurrentes; 

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Arcadio 
de Jesús Núñez Camacho, cédula No. 6388, serie 31, abo-
gado de la recurrida, que lo es Dolores Rubio, dominicana, 
mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, domici-
liada en el Callejón Abréu, casa No. 21, de esta ciudad, cé-
dula No. 18445, serie lra.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 17 de 
mayo del 1968, por los abogados de las recurrentes, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la recurrida en fecha 3 de mayo del 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 967 y 970 del Código Civil, 
193 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una litis sobre terreno registrado incoada 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 19 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 
de marzo de 1968. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Victoria Jerez y compartes. 
Abogado: Dres. Manuel Emilio Ibert y Ramón Tejada Castillo. 

Recurrido: Dolores Rubio. 
Abogado: Dr. Arcadio de Jesús Núñez Camacho. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En NombPe de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de septiembre del año 1968, años 125 9  de la 
Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Victoria 
Jerez, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, cédula No. 774, serie 41, domiciliada y residen-
te en la ciudad de Montecristi, Margarita Jerez, dominica -
na, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, cé -
dula No. 562, serie 41, domiciliada y residente en el Batey 
Sábalo del municipio de Montecristi, Emelania Jerez, do-
minicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos ,  

ula No. 2007, serie 73, domiciliada y residente en la Sec-

ción Santiago de la Cruz del Municipio de Dajabón y Her-
minia Jerez, dominicana, mayor de edad, soltera, de que-
haceres domésticos, cédula No. 477, serie 44, domiciliada y 
residente en la Sección Santiago de la Cruz del Municipio de 
Dajabón, contra la sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras, dictada en fecha 25 de marzo del 1968, en relación 
con el solar No. 26 de la manzana No. 859 del Distrito Ca-
tastral No. 1 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Manuel 

Emilio Ibert, cédula No. 9744, serie 12, por sí y en repre-
sentación del Dr. Ramón Tejada Castillo, cédula No. 5825, 
serie 28, abogado de las recurrentes; 

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Arcadio 
de Jesús Núñez Camacho, cédula No. 6388, serie 31, abo-
gado de la recurrida, que lo es Dolores Rubio, dominicana, 
mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, domici-
liada en el Callejón Abréu, casa No. 21, de esta ciudad, cé-
dula No. 18445, serie 1ra.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 17 de 
mayo del 1968, por los abogados de las recurrentes, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la recurrida en fecha 3 de mayo del 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 967 y 970 del Código Civil, 
193 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una litis sobre terreno registrado incoada 
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por las recurrentes, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original, dictó en fecha 14 de abril del 1967, una sentenci a 

 cuyo dispositivo aparece inserto en el de la sentencia int.: 
pugnada; b) que sobre las apelaciones de las actuales recu-
rrentes intervino la sentencia ahora impugnada cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Se Admite, en la forrn a 

 y Se Rechaza, en cuanto al fondo, el recurso de apelación 
interpuesto en fecha 24 de abril del 1967, por los Dres. Ra- 
món Tejada Castillo y Manuel Emilio Ibert, a nombre y en 
representación de las señoras Victoria, Margarita, Emela-
nia y Herminia Jerez, contra la Decisión No. 1 de fecha 14 
de abril del 1967, dictada por el Tribunal de Tierras de Ju-
ridicción Original en relación con el Solar No. 26 de la Man . 
zana No. 859 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Na-
cional; Segundo: Se Confirma, la Decisión recurrida, cuyo 
dispoistivo dice así: 'Rechaza la instancia de fecha 7 de Ju-
lio del 1966, dirigida al Tribunal Superior de Tierras por los 
Doctores Manuel Emilio Ibert y Ramón Tejada Castillo, en 
representación de las señoras Victoria Jerez, Margarita Je-
rez, Emelania Jerez y Herminia Jerez, en relación con la 
falsedad de un testamento referente al Solar No. 26 de la 
Manzana 859 del D. C. No. 1 del Distrito Nacional y sus 
mejoras"; 

Considerando que las recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Vilación del Artículo 970 del Código Civil; Segundo Medio: 
Violación del Artículo 967 del mencionado Código Civil; 
Tercer Medio: Insuficiencia de motivos; y Cuarto Medio: 
Contradicción entre los motivos y el dispositivo. 

Considerando que las recurrentes alegan, en síntesis, 
en los desarrollos de los dos primeros medios de casación, 
reunidos, que en la sentencia impugnada se afirma que las 
únicas diferencias que existen en el testamento otorgado 
por Maximina Rubio "están en las letras mayúsculas M. Y 
R. correspondientes al nombre y apellido de la citada difun-
ta"; que existe una manifiesta contradicción entre esa ase- 

veración de los Jueces 37 la conclusión a que llegan, ya que 

ya  que estas letras son absolutamente distintas de las que 
acostumbraba usar la presunta testadora; que los testamen-

tos están sujetos a formas sacramentales "y la voluntad 
del testador no puede dejar lugar a dudas, ello así por el 
carácter gratuito del legado y por la circunstancia de que 
su ejecución sólo es posible cuando la parte que dispone de 
sus bienes ha fallecido"; pero 

Considerando, que conforme al artículo 970 del Código 
Civil: "El testamento ológrafo no será válido, si no está es-
crito por entero, fechado y firmado de mano del testador; 
no está sujeto a ninguna otra formalidad"; que, por tanto 
el testamento debe estar escrito enteramente de la mano 
del testador, y no basta para otorgarlo, por consiguiente, sa-
ber firmar, sino que se necesita saber escribir; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se expre-
sa lo siguiente: Que para determinar la falsedad del testa-
mento ológrafo otorgado por Máximina Rubio en favor de 
Dolodes Rubio, del inmueble objeto de la litis, las intiman-
tes sometieron como único medio de prueba el acto de ad-
quisición de Máximina Rubio del solar No. 26 y sus mejo-
ras, el cual es de fecha 14 de septiembre del 1959, y está 
depositado en la Oficina del Registrador de Títulos del Dis-
trito Nacional, documento que sometieron con el propósito 
de que el Tribunal confrontara la firma del mismo con la 
que aparece al pie del testamento ológrafo cuya nulidad se 
alega; que, se expresa, asimismo, en la sentencia impugna-
da que "examinados los rasgos caligráficos de ambas fir-
mas, se ha verificado, que las únicas diferencias existentes, 
están en las letras mayúsculas "M" y "R", correspondientes 
al nombre y apellido de la citada difunta; Que las demás le-
tras, tienen un parecido que no amerita discusión; Que esa 
diferencia, a juicio de este Tribunal, es justificable, si se 
tiene en cuenta que en el año 1959, la señora Máximina 
Rubio se encontraba en plena salud, circunstancia esta que 
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por las recurrentes, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original, dictó en fecha 14 de abril del 1967, una sentenci a  
cuyo dispositivo aparece inserto en el de la sentencia im- 
pugnada; b) que sobre las apelaciones de las actuales recu- 
rrentes intervino la sentencia ahora impugnada cuyo dis- 
positivo dice así: "Falla: Primero: Se Admite, en la form a 

 y Se Rechaza, en cuanto al fondo, el recurso de apelación 
interpuesto en fecha 24 de abril del 1967, por los Dres. Ra-
món Tejada Castillo y Manuel Emilio Ibert, a nombre y en 
representación de las señoras Victoria, Margarita, Emela-
nia y Herminia Jerez, contra la Decisión No. 1 de fecha 14 
de abril del 1967, dictada por el Tribunal de Tierras de Ju-
ridicción Original en relación con el Solar No. 26 de la Man 
zana No. 859 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito a-
cional; Segundo: Se Confirma, la Decisión recurrida, cuyo 
dispoistivo dice así: 'Rechaza la instancia de fecha 7 de Ju-
lio del 1966, dirigida al Tribunal Superior de Tierras por los 
Doctores Manuel Emilio Ibert y Ramón Tejada Castillo, en 
representación de las señoras Victoria Jerez, Margarita Je-
rez, Emelania Jerez y Herminia Jerez, en relación con la 
falsedad de un testamento referente al Solar No. 26 de la 
Manzana 859 del D. C. No. 1 del Distrito Nacional y sus 
mejoras"; 

Considerando que las recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Vilación del Artículo 970 del Código Civil; Segundo Medio: 
Violación del Artículo 967 del mencionado Código Civil; 
Tercer Medio: Insuficiencia de motivos; y Cuarto Medio: 
Contradicción entre los motivos y el dispositivo. 

Considerando que las recurrentes alegan, en síntesis, 
en los desarrollos de los dos primeros medios de casación, 
reunidos, que en la sentencia impugnada se afirma que las 
únicas diferencias que existen en el testamento otorgado 
por Maximina Rubio "están en las letras mayúsculas M. Y 
R. correspondientes al nombre y apellido de la citada difun-
ta"; que existe una manifiesta contradicción entre esa ase- 

veración de los Jueces y la conclusión a que llegan, ya que 

ya  que estas letras son absolutamente distintas de las que 
acostumbraba usar la presunta testadora; que los testamen-

tos 
están sujetos a formas sacramentales "y la voluntad 

del testador no puede dejar lugar a dudas, ello así por el 
carácter gratuito del legado y por la circunstancia de que 
su ejecución sólo es posible cuando la parte que dispone de 
sus bienes ha fallecido"; pero 

Considerando, que conforme al artículo 970 del Código 
Civil: "El testamento ológrafo no será válido, si no está es-
crito por entero, fechado y firmado de mano del testador; 
no está sujeto a ninguna otra formalidad"; que, por tanto 
el testamento debe estar escrito enteramente de la mano 
del testador, y no basta para otorgarlo, por consiguiente, sa-
ber firmar, sino que se necesita saber escribir; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se expre-
sa lo siguiente: Que para determinar la falsedad del testa-
mento ológrafo otorgado por Máximina Rubio en favor de 
Dolodes Rubio, del inmueble objeto de la litis, las intiman-
tes sometieron como único medio de prueba el acto de ad-
quisición de Máximina Rubio del solar No. 26 y sus mejo-
ras, el cual es de fecha 14 de septiembre del 1959, y está 
depositado en la Oficina del Registrador de Títulos del Dis-
trito Nacional, documento que sometieron con el propósito 
de que el Tribunal confrontara la firma del mismo con la 
que aparece al pie del testamento ológrafo cuya nulidad se 
alega; que, se expresa, asimismo, en la sentencia impugna-
da que "examinados los rasgos caligráficos de ambas fir-
mas, se ha verificado, que las únicas diferencias existentes, 
están en las letras mayúsculas "M" y "R", correspondientes 
al nombre y apellido de la citada difunta; Que las demás le-
tras, tienen un parecido que no amerita discusión; Que esa 
diferencia, a juicio de este Tribunal, es justificable, si se 
tiene en cuenta que en el año 1959, la señora Máximina 
Rubio se encontraba en plena salud, circunstancia ésta que 
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hacía que la caligrafía de su firma tuviera una configura. 
ción más definida, clara y más o menos uniforme, en tanto 
que la firma estampada en el testamento ológrafo fue he-
cha en la postrimería de su vida, cuando los años o las con-
secuencias inevitables de una enfermedad se reflejan en la 
inestabilidad del pulso; Que de tal confrontación se ha per- 

persona, en este caso, la señora Máximina Rubio"; que se 
agrega en la sentencia impugnada "Que en el caso ocurren- 
persona, 

establecer, que las firmas que aparecen en los docu- 
mentos señalados, es la misma, y proveniente de la misma 

te, las intimantes no han presentado al Tribunal ningún 
otro elemento de prueba en este sentido, y solamente se 
ha limitado a señalar que la testadora no sabía leer ni es-
cribir, robusteciendo esta afirmación, con la declaración 
del señor Miguel Rubio, quien en razón de ser hijo de una 
de las intimante, su exposición no ofrece ningún valor po-
sitivo en beneficio de sus pretensiones; Que, es por esas 
razones por lo que, en el caso ocurrente, el testamento oló-
grafo de fecha 28 de Septiembre del 1962, y protocolizado 
en el archivo del extinto Notario Lic. Francisco Antonio 
Hernández Jiménez, debe ser estimado como hecho de pu-
ño y letra por la finada Máximina Rubio, ya que su inte-
gridad y eficacia jurídica no han podido ser destruídos, mo-
tivo por el cual procede rechazar el presente recurso de 
alzada, y confirmar en cuanto al fondo la Decisión interve-
nida, dictada por el Juez del primer grado"; 

Considerando, que lo anteriormente expuesto pone de 
manifiesto que los jueces del fondo apreciaron, que el tes-
tamento ológrafo otorgado por Máximina. Rubio en favor 
de Dolores Rubio reunía las condiciones de validez exigidas 
por el artículo 970 del Código Civil; por lo cual los medios 
que se examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados; 

Considerando, que los recurrentes alegan, en síntesis, 
en el desenvolvimiento de los medios 3ro. y 4to. de su me-
morial, que la sentencia impugnada adolece del vicio de in- 

suficiencia de motivos porque ella no se pronuncia acerca 
de lo que debe ser un testamento ni da motivos que funda-
menten su decisión de aceptar el documento que sirvió de 

base para dictar la sentencia impugnada, como si se trata-
ra de un testamento conforme las disposiciones del Código 
Civil; que existe una contradicción entre los motivos y el 
dispositivo de dicha sentencia, porque mientras que en ella 
se admite que las letras mayúsculas iniciales de la firma de 
la supuesta testadora no corresponden a las que usó en el 
acto que sirvió de cotejo, se acepta como válido el testamen- 

to; pero 
Considerando, que en la especie los jueces del fondo no 

estaban obligados a dar en su sentencia la definición de lo 
que constituye un testamento ológrafo, sino que les basta-
ba, como así lo hicieron, comprobar si el testamento some-
tídole reunía las condiciones de validez requeridas por la 
ley; que, además, lo expuesto precedentemente y el exa-

men de la sentencia impugnada muestran que en ella no se 
ha incurrido en la alegada contradicción entre los motivos 
y el dispositivo; por todo lo cual los medios que se examinan 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Victoria, Margarita, Emelania y Her-
minia Jerez, contra la sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras de fecha 25 de Marzo del 1968, dictada en relación 
con el Solar No. 26 de la Manzana 859 del Distrito Catas-
tral No. 1, del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a las 
recurrentes al pago de las costas, con distracción en pro-
vecho 

 
de la recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su to- 

 t alidadd Dr. Arcadio de Jesús Núñez Camacho, abogado . el 

 (Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.„- ManUel A. Amiama.— 
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 

SI 
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r. 



2150 	 BOLETIN JUDICIAL 	 BOLETIN JUDICIAL 	 2151 

hacía que la caligrafía de su firma tuviera una configura.. 
ción más definida, clara y más o menos uniforme, en tanto 
que la firma estampada en el testamento ológrafo fue he-
cha en la postrimería de su vida, cuando los años o las con-
secuencias inevitables de una enfermedad se reflejan en la 
inestabilidad del pulso; Que de tal confrontación se ha per. , 
mitido establecer, que las firmas que aparecen en los docu-
mentos señalados, es la misma, y proveniente de la misma 
persona, en este caso, la señora Máximina Rubio"; que se 
agrega en la sentencia impugnada "Que en el caso ocurren-
te, las intimantes no han presentado al Tribunal ningún 
otro elemento de prueba en este sentido, y solamente se 
ha limitado a señalar que la testadora no sabía leer ni es-
cribir, robusteciendo esta afirmación, con la declaración 
del señor Miguel Rubio, quien en razón de ser hijo de una 
de las intimante, su exposición no ofrece ningún valor po-
sitivo en beneficio de sus pretensiones; Que, es por esas 
razones por lo que, en el caso ocurrente, el testamento oló-
grafo de fecha 28 de Septiembre del 1962, y protocolizado 
en el archivo del extinto Notario Lic. Francisco Antonio 
Hernández Jiménez, debe ser estimado como hecho de pu-
ño y letra por la finada Máximina Rubio, ya que su inte-
gridad y eficacia jurídica no han podido ser destruídos, mo-
tivo por el cual procede rechazar el presente recurso de 
alzada, y confirmar en cuanto al fondo la Decisión interve-
nida, dictada por el Juez del primer grado"; 

Considerando, que lo anteriormente expuesto pone de 
manifiesto que los jueces del fondo apreciaron, que el tes-
tamento ológrafo otorgado por Máximina Rubio en favor 
de Dolores Rubio reunía las condiciones de validez exigidas 
por el artículo 970 del Código Civil; por lo cual los medios 
que se examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados; 

Considerando, que los recurrentes alegan, en síntesis, 
en el desenvolvimiento de los medios 3ro. y 4to. de su me-
morial, que la sentencia impugnada adolece del vicio de in- 

suficiencia de motivos porque ella no se pronuncia acerca 
de lo que debe ser un testamento ni da motivos que funda-
menten su decisión de aceptar el documento que sirvió de 

base para dictar la sentencia impugnada, como si se trata-
ra de un testamento conforme las disposiciones del Código 
Civil; que existe una contradicción entre los motivos y el 
dispositivo de dicha sentencia, porque mientras que en ella 
se admite que las letras mayúsculas iniciales de la firma de 
la supuesta testadora no corresponden a las que usó en el 
acto que sirvió de cotejo, se acepta como válido el testamen- 

to; pero 
Considerando, que en la especie los jueces del fondo no 

estaban obligados a dar en su sentencia la definición de lo 
que constituye un testamento ológrafo, sino que les basta-
ba, como así lo hicieron, comprobar si el testamento some-
tídole reunía las condiciones de validez requeridas por la 
ley; que, además, lo expuesto precedentemente y el exa-
men de la sentencia impugnada muestran que en ella no se 
ha incurrido en la alegada contradicción entre los motivos 
y el dispositivo; por todo lo cual los medios que se examinan 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Victoria, Margarita, Emelania y Her-
minia Jerez, contra la sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras de fecha 25 de Marzo del 1968, dictada en relación 
con el Solar No. 26 de la Manzana 859 del Distrito Catas-
tral No. 1, del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a las 
recurrentes al pago de las costas, con distracción en pro-
vecho del Dr. Arcadio de Jesús Núñez Camacho, abogado 
de la recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez,- Mariuel A. Amiama.— 
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 
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Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

siENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

tencia  Impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 19 

de diciembre de 1966. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Lilliam de Lemos de Díaz y Elvira Sarnelli de Mon-

clus. 
Abogado: Lic. Amiro Pérez. 

Recurrido: Ramón Antonio Marte y Francisco Marte de Marte. 
Abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda y Lic. Félix Tomás del 

Monte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
&dente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. 
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de septiembre del año 1968, años 125 9  de la 
Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
Pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Lilliam 
de Lemos de Díaz, dominicana, mayor de edad, casada, de 
quehaceres domésticos, cédula 18401, serie lra., domicilia-
da en la ciudad de New York, Estados Unidos de América, 
V Elvira Sarnelli de Monclús, dominicana, mayor de edad, 
casada, cédula 18810, serie 1ra., domiciliada en la ciudad de 
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Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Roj o 
 Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 19 

de diciembre de 1966. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Lilliam de Lemos de Díaz y Elvira Sarnelli de Mon-

clus. 
Abogado: Lic. Amiro Pérez. 

Recurrido: Ramón Antonio Marte y Francisco Marte de Marte. 
Abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda y Lic. Félix Tomás del 

Monte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. 
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de septiembre del año 1968, años 125° de la 
Independencia y 106° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Lilliam 
de Lemos de Díaz, dominicana, mayor de edad, casada, de 
quehaceres domésticos, cédula 18401, serie ira., domicilia-
da en la ciudad de New York, Estados Unidos de América, 
Y Elvira Sarnelli de Monclús, dominicana, mayor de edad, 
Casada, cédula 18810, serie 1ra., domiciliada en la ciudad de 
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Santiago de los Caballeros, contra los acápites g) del N 9  1 
c) y e) del No. 3, y como consecuencia, el acápite d ei 
No. 2, todos el ordinal tercero del dispositivo de la Decisión 
No. 13 dictada en fecha 19 de diciembre de 1966, por el 
Tribunal Superior de Tierras en relación con la Parcela 
No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Puer-
to Plata, cuyo dispositivo se copiará más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Carlos Manuel Finke, cédula 15269, serie 

37, a nombre del Lic. Amiro Pérez, cédula 85, serie 37, abo-
gado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Lic. Salvador Espinal Miranda, cédula 8632, 
serie lra., por sí y por el Lic. Félix Tomás Del Monte, cé-
dula 988, serie 1ra., abogados de los recurridos Ramón 
Antonio Marte y Francisca Marte de Marte, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Vista la Resolueic:i dictada por esta Suprema Corte 
de Justicia en fecha 10 de enero de 1968, por medio de la 
cual se melará el defecto de los recurridos Angélica Mar-
te Vda. Hédeman y Zenaida Hédeman Marte; 

Visto el memorial de casación de las recurrentes, sus-
crito por su abogado, y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia en fecha 17 de febrero de 1967, 
y en el cual se invocan los medios de casación que más ade-
lante se indicarán; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por sus abogados, y notificado en fecha 27 de noviem-
bre de 1967; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 193 y siguientes de la Ley' 
de Registro de Tierras, 46, 740, 742, 743, 756, 757, 758, 759. 
766, 1134, 1135, 1156, 1320 y 1341 del Código Civil, Ley' 
985 del 1945, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 25 de junio del 1962, el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original dictó una sentencia, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Que debe declarar como al efec-
to declara, que el acta de partición original levantada por 
el Notario G. Ernesto Jiménez en fecha 27 de junio de 1928, 
no adolece de ninguna irregularidad, por lo cual debe pro-
ducir los efectos jurídicos pertinentes; Segundo: Que debe 
rechazar, como al efecto Rechaza, la reclamación de los su-
cesores de Candelaria Marte, sustentada por los señores 
Pedro Marte, representante de Francisco Marte y Daniel 
Pérez representante de los demás miembros de la sucesión, 
todos domiciliados y residentes en la Sección de Sabaneta 
de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, Provincia de 
Puerto Plata, representados por el Lic. Salvador Espinal 
M.; Tercero: Que debe rechazar, como al efecto Rechaza, la 
reclamación de los sucesores de Andrés Marte Capellán, sus-
tentada por los señores Juan, Freddy, Rafael, Pedro, Glo-
ria Mercedes, Hugo Andrés Marte y Nereyda Marte, miem-
bros de dicha sucesión y Concepción Capellán Vda. Marte 
esposa superviviente, representada por el Licenciado Félix 
Tomás del Monte, su abogado, éste con bufete en la calle 
Sánchez No. 52 de Santo Domingo, D.N., y los demás do-
miciliados y residentes en la sección de Sabaneta de Can-
grejos, Distrito Municipal de Sosúa, Provincia de Puerto 
Plata; Cuarto: Que debe Acoger, como al efecto Acoge, por 
ser justa y reposar en prueba legal, la instancia de fecha 
21 de agosto de 1954 dirigida al Tribunal Superior de Tie-
rras el Licenciado Amiro Pérez a nombre de las señoras 
Lillian de Lemos de Díaz y Elvira Sarnelly de Monclús; 
Quinto: Que debe Declarar, como al efecto Declara, que la 
sucesión de la finada María Engracia Marte la constituyen 
sus hijos naturales Dionisio, Juan María, Marcos, Cecilio, 
María Antonia e Israel Marte, todos ya fallecidos; Sexto: 
Que debe Ordenar, como al efecto Ordena, la transferen- 
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Santiago de los Caballeros, contra los acápites g) del No 
c) y e) del No. 3, y como consecuencia, el acápite b) 
No. 2, todos el ordinal tercero del dispositivo de la Decisi 
No. 13 dictada en fecha 19 de diciembre de 1966, por 
Tribunal Superior de Tierras en relación con la Paree 
No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Pue 
to Plata, cuyo dispositivo se copiará más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Carlos Manuel Finke, cédula 15269, se 

37, a nombre del Lic. Amiro Pérez, cédula 85, serie 37, a 
gado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusion 

Oído al Lic. Salvador Espinal Miranda, cédula 8 
serie ira., por sí y por el Lic. Félix Tomás Del Monte, 
dula 988, serie ira., abogados de los recurridos Ramó 
Antonio Marte y Francisca Marte de Marte, en la lectu 
de sus conclusiones; 

Vista la Resoltwicli dictada por esta Suprema Co 
de Justicia en fecha 10 de enero de 1968, por medio de 
cual se melará" el defecto de los recurridos Angélica M 
te Vda. Hédeman y Zenaida Hédeman Marte; 

Visto el memorial de casación de las recurrentes, sus-
crito por su abogado, y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia en fecha 17 de febrero de 1967 
y en el cual se invocan los medios de casación que más ad 
lante se indicarán; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, s 
crito por sus abogados, y notificado en fecha 27 de noviem-
bre de 1967; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 193 y siguientes de la Ley 
de Registro de Tierras, 46, 740, 742, 743, 756, 757, 758, 759, 
766, 1134, 1135, 1156, 1320 y 1341 del Código Civil, Ley 
985 del 1945, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 

n fecha 25 de junio del 1962, el Tribunal de Tierras de Ju-
dicción Original dictó una sentencia, cuyo dispositivo 

e así: "Falla: Primero: Que debe declarar como al efec-
declara, que el acta de partición original levantada por 

1 Notarlo G. Ernesto Jiménez en fecha 27 de junio de 1928, 
no adolece de ninguna irregularidad, por lo cual debe pro-

cir los efectos jurídicos pertinentes; Segundo: Que debe 
rechazar, como al efecto Rechaza, la reclamación de los su-
cesores de Candelaria Marte, sustentada por los señores 

edro Marte, representante de Francisco Marte y Daniel 
érez representante de los demás miembros de la sucesión, 

os domiciliados y residentes en la Sección de Sabaneta 
e Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, Provincia de 

Puerto Plata, representados por el Lic. Salvador Espinal 
M.; Tercero: Que debe rechazar, como al efecto Rechaza, la 
reclamación de los sucesores de Andrés Marte Capellán, sus-

ntada por los señores Juan, Freddy, Rafael, Pedro, Glo-
ia Mercedes, Hugo Andrés Marte y Nereyda Marte, miem-

bros de dicha sucesión y Concepción Capellán Vda. Marte 
esposa superviviente, representada por el Licenciado Félix 
Tomás del Monte, su abogado, éste con bufete en la calle 
Sánchez No. 52 de Santo Domingo, D.N., y los demás do-
miciliados y residentes en la sección de Sabaneta de Can-
grejos, Distrito Municipal de Sosúa, Provincia de Puerto 
Plata; Cuarto: Que debe Acoger, como al efecto Acoge, por 
ser justa y reposar en prueba legal, la instancia de fecha 
21 de agosto de 1954 dirigida al Tribunal Superior de Tie-
rras el Licenciado Amiro Pérez a nombre de las señoras 
Lillian de Lemos de Díaz y Elvira Sarnelly de Monclús; 
Quinto: Que debe Declarar, como al efecto Declara, que la 
sucesión de la finada María Engracia Marte la constituyen 
sus hijos naturales Dionisio, Juan María, Marcos, Cecilio, 
María Antonia e Israel Marte, todos ya fallecidos; Sexto: 
Que debe Ordenar, como al efecto Ordena, la transferen- 
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cia de una porción de 119 hectáreas, 80 áreas, 44 centiáreas, 
38 decímetros cuadrados, con todas sus mejoras, dentro de 
la parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del Munici-
pio de Puerto Plata, sitio de Guainamoca de los García, 
Provincia de Puerto Plata, en favor de las señoras Elvira 
Sarnelly de Monclús y Lillian de Lemos de Díaz en la pro-
porción de 72 hectáreas, 49 áreas, 66 centiáreas, 30 decí-
metros cuadrados, en favor de la primera y 47 hectáreas, 
30 áreas, 78 centiáreas, 08 decímetros cuadrados, para la 
otra; Séptimo: Que debe Ordenar, como al efecto Ordena, 
al Registrador de Títulos del Departamento de Santiago, la 
cancelación del Certificado de Título No. 176 del Libro No. 
1 de Puerto Plata, de fecha 5 de febrero de 1947, que am-
para la parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del 
Municipio de Puerto Plata, sito de Guainamoca de los Gar-
cía, Provincia de Puerto Plata, y la expedioión de un nuevo 
Certificado de Título que ampara dicha parcela en la si-
guiente forma y proporción: a) 72 hectáreas, 49 áreas, 66 
centiáreas, 30 decímetros cuadrados, con todas sus mejoras 
y en el lugar de su posesión, en favor de la señora Elvira 
Sarnelly de Monclús, dominicana, mayor de edad, de ofi-
cios domésticos, casada con Bienvenido Monclús, cédula N 9 

 18810, serie 1ra., domiciliada y residente en la sección de 
Sabaneta de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, Pro-
vincia de Puerto Plata; b) 47 hectáreas, 30 áreas, 78 cen-
tiáreas, 08 decímetros cuadrados, con todas sus mejoras y 
en el lugar de su posesión, en favor de la señora Lillian de 
Lemos de Díaz, dominicana, mayor de edad, casada con 
Aníbal Díaz Lora, de oficios domésticos, cédula No. 8401, 
serie 1ra., domiciliada y residente en la sección de Saba-
neta de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, Provincia 
de Puerto Plata; c) 01 hectáreas, 02 centiáreas, 08 decíme-
tros cuadrados, con todas sus mejoras y en el lugar de su 
posesión, en favor de la señora Albertina Marte Capellán 
Vda. Pérez, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en la sección de Sabane- 
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ta de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, cédula No. 
3250, serie 37; y d) O hectáreas, 88 áreas, 74 centiáreas, 54 
decímetros cuadrados, con todas sus mejoras y en el lugar 

de en favor de los Sucesores de Cecilio Marte, de stl 
domiciliados syn residentes en la sección de Sabaneta de Can-
grejos, Distritos Municipal de Sosúa, Provincia de Puerto 
Plata"; b) que sobre ]os recursos de apelación interpuestos 
contra la indicada decisión, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, y cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se 
Acogen las apelaciones interpuestas en fecha 4 de julio de 
1962 por el Lic. Salvador Espinal Miranda a nombre de los 
Sucesores de Candelaria Marte; en fecha 4 de julio de 1962 
por el señor Freddy Marte Capellán, por sí y a nombre de 
los Sucesores de Candelaria Marte, Sucesores de Andrés 
Marte Capellán y Sucesores de María Engracia Marte, con-
tra la Decisión No. 9 dictada por el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original en fecha 25 de junio de 1962, en rela-
ción con la parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del 
Municipio de Puerto Plata; Segundo: Se Modifica la Deci-
sión No. 9 arriba indicada, para que en lo adelante su dispo-
sitivo rija así: 'Primero: que debe Declarar, como al efecto 
Declara, que los únicos herederos de la finada María En-
gracia Marte son sus nietos y biznietos mencionados a con-
tinuación: Porfirio Marte Rodríguez y Gertrudis Marte Ro-
dríguez, Sucesores de Santiago Marte Rodríguez, Suceso-
res de Abraham Marte Rodríguez y Sucesores de Altagra-
cia Marte Rodríguez. en representación de Dionisio Marte, 
quien a su vez era hijo de María Engracia Marte; Ana Rita 
Marte Capellán, Pedro Marte Capellán, Sucesores de Ca-
siano Marte Capellán, Sucesores de Andrés Marte Capellán 
y Sucesores de Hermeneg,ilda Marte Capellán, en represen-
tación de Juan María Marte, quien a su vez era hijo de Ma-
ria Engracia Marte; Marcos Marte Torres, en representación 
de Marcos Marte, quien a su vez era hijo de María Engra-
cia Marte; Gertrudis o Ramona Marte Rodrígúez, Felipe 

arte Rodríguez, Antonia Marte Rodríguez y Sucesores de 
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cia de una porción de 119 hectáreas, 80 áreas, 44 centiáreas, 
38 decímetros cuadrados, con todas sus mejoras, dentro de 
la parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del Munici-
pio de Puerto Plata, sitio de Guainamoca de los García, 
Provincia de Puerto Plata, en favor de las señoras Elvira 
Sarnelly de Monclús y Lillian de Lemos de Díaz en la pro-
porción de 72 hectáreas, 49 áreas, 66 centiáreas, 30 decí-
metros cuadrados, en favor de la primera y 47 hectáreas, 
30 áreas, 78 centiáreas, 08 decímetros cuadrados, para la 
otra; Séptimo: Que debe Ordenar, como al efecto Ordena, 
al Registrador de Títulos del Departamento de Santiago, la 
cancelación del Certificado de Título No. 176 del Libro No. 
1 de Puerto Plata, de fecha 5 de febrero de 1947, que am-
para la parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del 
Municipio de Puerto Plata, sito de Guainamoca de los Gar-
cía, Provincia de Puerto Plata, y la expedición de un nuevo 
Certificado de Título que ampara dicha parcela en la si-
guiente forma y proporción: a) 72 hectáreas, 49 áreas, 66 
centiáreas, 30 decímetros cuadrados, con todas sus mejoras 
y en el lugar de su posesión, en favor de la señora Elvira 
Sarnelly de Monclús, dominicana, mayor de edad, de ofi-
cios domésticos, casada con Bienvenido Monclús, cédula N 9 

 18810, serie lra., domiciliada y residente en la sección de 
Sabaneta de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, Pro-
vincia de Puerto Plata; b) 47 hectáreas, 30 áreas, 78 cen-
tiáreas, 08 decímetros cuadrados, con todas sus mejoras y 
en el lugar de su posesión, en favor de la señora Lillian de 
Lemos de Díaz, dominicana, mayor de edad, casada con 
Aníbal Díaz Lora, de oficios domésticos, cédula No. 8401, 
serie 1ra., domiciliada y residente en la sección de Saba-
neta de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, Provincia 
de Puerto Plata; c) 01 hectáreas, 02 centiáreas, 08 decíme-
tros cuadrados, con todas sus mejoras y en el lugar de su 
posesión, en favor de la señora Albertina Marte Capellán 
Vda. Pérez, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en la sección de Sabane- 

ta de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, cédula No. 
3250, serie 37; y d) O hectáreas, 88 áreas, 74 centiáreas, 54 

decímetros cuadrados, con todas sus mejoras y en el lugar 
de su  posesión, en favor de los Sucesores de Cecilio Marte, 
domiciliados y residentes en la sección de Sabaneta de Can-
grejos, Distritos Municipal de Sosúa, Provincia de Puerto 
Plata"; b) que sobre ]os recursos de apelación interpuestos 
contra la indicada decisión, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, y cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se 
Acogen las apelaciones interpuestas en fecha 4 de julio de 
1962 por el Lic. Salvador Espinal Miranda a nombre de los 
Sucesores de Candelaria Marte; en fecha 4 de julio de 1962 
por el señor Freddy Marte Capellán, por sí y a nombre de 
los Sucesores de Candelaria Marte, Sucesores de Andrés 
Marte Capellán y Sucesores de María Engracia Marte, con-
tra la Decisión No. 9 dictada por el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original en fecha 25 de junio de 1962, en rela-
ción con la parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del 
Municipio de Puerto Plata; Segundo: Se Modifica la Deci-
sión No. 9 arriba indicada, para que en lo adelante su dispo-
sitivo rija así: 'Primero: que debe Declarar, como al efecto 
Declara, que los únicos herederos de la finada María En-
gracia Marte son sus nietos y biznietos mencionados a con-
tinuación: Porfirio Marte Rodríguez y Gertrudis Marte Ro-
dríguez, Sucesores de Santiago Marte Rodríguez, Suceso-
res de Abraham Marte Rodríguez y Sucesores de Altagra-
cia Marte Rodríguez, en representación de Dionisio Marte, 
quien a su vez era hijo de María Engracia Marte; Ana Rita 
Marte Capellán, Pedro Marte Capellán, Sucesores de Ca-
siano Marte Capellán, Sucesores de Andrés Marte Capellán 
y Sucesores de Hermenegilda Marte Capellán, en represen-
tación de Juan María Marte, quien a su vez era hijo de Ma-
ría Engracia Marte; Marcos Marte Torres, en representación 
de Marcos Marte, quien a su vez era hijo de María Engra-
cia Marte; Gertrudis o Ramona Marte Rodríguez, Felipe 

arte Rodríguez, Antonia Marte Rodríguez y Sucesores de 
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Francisco Marte Rodríguez, en representación de Cecilio 
Marte, quien a su vez era hijo de María Engracia Marte, Su-
cesores de Luis Felipe Hedeman Marte y de Luisa Hedeman 
Marte, en representación de María Antonia Marte, quien a 
su vez era hija de María Engracia Marte; José Soler Marte 
y Mariana Soler Marte de De la Rosa, en representación de 
Isabel Marte de Soler, quien a su vez era hija de María En.. 
gracia Marte; Tercero: Que debe Declarar, como al efecto 
Declara, que los únicos herederos de la finada Candelaria 
Marte, quien era hija de María Engracia Marte, son su hija 
Francisca Marte de Marte y sus nietos Ramón Marte en 
representación de Máximo Marte y Angélica Marte de He-
deman en representación de Cristino Marte; Cuarto: Que 
debe Ordenar, como al efecto Ordena las siguientes trans-
ferencias dentro de la Parcela No. 242 del Distrito Catas-
tral No. 3 del Municipio de Puerto Plata; a) 72 Ha., 49 As., 
66. Cas., en favor de la señora Elvira Sarnelly de Monclús; 
bl 6 Has., 94 As., 81.4 Cas., en favor de la señora Lillian 
de Lemos de Díaz; Quinto: Que debe Ordenar, como al efecto 
Ordena al Registrador de Títulos del Departamento de San-
tiago la cancelación del Certificado de Título No. 176, que 
ampara la parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del 
Municipio de Puerto Plata, arriba indicada, para que en 
su lugar expida otro que ampare dicha parcela es la siguien-
te forma y proporción: a) 72 Has., 49 As., 66.3 Cas., en fa-
vor de la señora Elvira Sarnelli de Monclús, dominicana, 
mayor de edad, de oficios domésticos, casada con Bienvenido 
Monclús, cédula No. 18810, serie lra., domiciliada y resi-
dente en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Distrito Mu-
nicipal de Sosúa, Provincia de Puerto Plata; b) 6 Has., 94 
As., 81.4 Cas., en favor de la señora Lillian de Lemos de 
Díaz, dominicana, mayor de edad, casada, con Aníbal Díaz 
Lora, de oficios domésticos, cédula No. 8401, serie 1ra., do-
miciliada y residente en la Sección de Sabaneta de Cangre-
jos, Distrito Municipal de Sosúa, Provincia de Puerto Plata: 
c) 5 Has., 79 As., 58.1 Cas., en favor de cada uno de los se- 

ñores Francisca Marte de Marte, Ramona Marte y Angé-
lica Marte de Hedemán, dominicanos, mayores de edad, do-
miciliados y residentes en la Sección de Sabaneta de Can-
grejos, Sosúa, Puerto Plata; d) 1Has., 56 As., 72.4 Cas., en 
favor de Albertina Marte Capellán Viuda Pérez, dominica-
na, mayor de edad, de oficios domésticos, domiciliada y re-
sidente en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Distrito Mu-
nicipal de Sosúa, cédula No. 3250, serie 37; e) 1 Has., 56 
As., 72.4 Cas., en favor de los Sucesores de Andrés Marte 
Capellán, domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta 
de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; f) 12 Has., 53 As., 79.22 
Cas., en favor de Marcos Marte Torres, dominicano, mayor 
de edad, domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta 
de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; g) 00 Has., 12 As., 57.7 
Cas., en favor de Abelardo Marte Rodríguez, dominicano, 
mayor de edad, domiciliado y residente en la Sección de Sa-
baneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; i) 01 Has., 79 
As., 11.31 Cas., en favor de Gertrudis o Ramona Marte Ro-
dríguez, dominicana, mayor de edad, domiciliada y residente 
en la Sección de Sabaneta de Cangreos, Sosúa, Puerto Pla-
ta; j) 01 Has., 79 As., 11.31 Cas., en favor de Felipe Marte 
Rodríguez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puer-
to Plata; k) 01 Has., 79 As., 11.31 Cas., en favor de Anto-
nia Marte Rodríguez, dominicana, mayor de edad, domi-
ciliada y residenteen la Sección de Sabaneta de Cangrejos, 
Sosúa, Puerto Plata; 1) 01 Has., 79 As., 11.31 Cas., en fa-
vor de Enrique Marte Rodríguez, dominicano, mayor de 
edad, domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta de 
Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; y m) 01 Has., 79 As., 11.31 
Cas., en favos de los Sucesores de Francisco Marte Rodrí-
guez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente 
en Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata"; n) que 
recurrida en casación dicha decisión, por los actuales recu-
rrentes, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 23 de 
febrero de 1966, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
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Francisco Marte Rodríguez, en representación de Cecilio 
Marte, quien a su vez era hijo de María Engracia Marte, Su.. 
cesores de Luis Felipe Hedeman Marte y de Luisa Hedeman 
Marte, en representación de María Antonia Marte, quien a 
su vez era hija de María Engracia Marte; José Soler Marte 
y Mariana Soler Marte de De la Rosa, en representación de 
Isabel Marte de Soler, quien a su vez era hija de María En-
gracia Marte; Tercero: Que debe Declarar, como al efecto 
Declara, que los únicos herederos de la finada Candelaria 
Marte, quien era hija de María Engracia Marte, son su hija 
Francisca Marte de Marte y sus nietos Ramón Marte en 
representación de Máximo Marte y Angélica Marte de He-
deman en representación de Cristino Marte; Cuarto: Que 
debe Ordenar, como al efecto Ordena las siguientes trans-
ferencias dentro de la Parcela No. 242 del Distrito Catas-
tral No. 3 del Municipio de Puerto Plata; a) 72 Ha., 49 As., 
66. Cas., en favor de la señora Elvira Sarnelly de Monclús; 
bl 6 Has., 94 As., 81.4 Cas., en favor de la señora Lillian 
de Lemos de Díaz; Quinto: Que debe Ordenar, como al efecto 
Ordena al Registrador de Títulos del Departamento de San-
tiago la cancelación del Certificado de Título No. 176, que 
ampara la parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del 
Municipio de Puerto Plata, arriba indicada, para que en 
su lugar expida otro aue ampare dicha parcela es la siguien-
te forma y proporción: a) 72 Has., 49 As., 66.3 Cas., en fa-
vor de la señora Elvira Sarnelli de Monclús, dominicana, 
mayor de edad, de oficios domésticos, casada con Bienvenido 
Monclús, cédula No. 18810, serie ira., domiciliada y resi-
dente en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Distrito Mu-
nicipal de Sosúa, Provincia de Puerto Plata; b) 6 Has., 94 
As., 81.4 Cas., en favor de la señora Lillian de Lemos de 
Díaz, dominicana, mayor de edad, casada, con Aníbal Díaz 
Lora, de oficios domésticos, cédula No. 8401, serie 1ra., do-
miciliada y residente en la Sección de Sabaneta de Cangre-
jos, Distrito Municipal de Sosúa, Provincia de Puerto Plata; 
c) 5 Has., 79 As., 58.1 Cas., en favor de cada uno de los se- 

re Francisca Marte de Marte, Ramona Marte y Angé-
l
ñores 
icoalslarte de Hedemán, dominicanos, mayores de edad, do-
miciliados y residentes en la Sección de Sabaneta de Can-
grejos, Sosúa, Puerto Plata; d) 1Has., 56 As., 72.4 Cas., en 
favor de Albertina Marte Capellán Viuda Pérez, dominica-
na, mayor de edad, de oficios domésticos, domiciliada y re-
sidente en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Distrito Mu-
nicipal de Sosúa, cédula No. 3250, serie 37; e) 1 Has., 56 
As., 72.4 Cas., en favor de los Sucesores de Andrés Marte 
Capellán, domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta 
de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; f) 12 Has., 53 As., 79.22 
Cas., en favor de Marcos Marte Torres, dominicano, mayor 
de edad, domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta 
de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; g) 00 Has., 12 As., 57.7 
Cas., en favor de Abelardo Marte Rodríguez, dominicano, 
mayor de edad, domiciliado y residente en la Sección de Sa-
baneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; i) 01 Has., 79 
As., 11.31 Cas., en favor de Gertrudis o Ramona Marte Ro-
dríguez, dominicana, mayor de edad, domiciliada y residente 
en la Sección de Sabaneta de Cangreos, Sosúa, Puerto Pla-
ta; j) 01 Has., 79 As., 11.31 Cas., en favor de Felipe Marte 
Rodríguez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puer-
to Plata; k) 01 Has., 79 As., 11.31 Cas., en favor de Anto-
nia Marte Rodríguez, dominicana, mayor de edad, domi-
ciliada y residenteen la Sección de Sabaneta de Cangrejos, 
Sosúa, Puerto Plata; 1) 01 Has., 79 As., 11.31 Cas., en fa-
vor de Enrique Marte Rodríguez, dominicano, mayor de 
edad, domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta de 
Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; y m) 01 Has., 79 As., 11.31 
Cas., en favos de los Sucesores de Francisco Marte Rodrí-
guez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente 
en Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata"; n) que 
recurrida en casación dicha decisión, por los actuales recu- 
rrentes, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 23 de '4 

 febrero de 1966, una sentencia con el siguiente dispositivo: 



BOLETIN JUDICIAL 	 2161 2160 	 BOLETIN JUDICIAL 

"Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada po r 
 el Tribunal Superior de Tierras en fecha 30 de abril de 1963 

en relación con :a Parcela No. 242 del Distrito Catastral NQ 
3 del Municipio de Puerto Plata, sitio de Guainamoca de los 
García", cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante el mismo Tribunal 
Superior de Tierras; Segundo: Compensa las costas"; y f i ) 
que el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 19 de 
diciembre de 1966, la decisión ahora impugnada, de la cual 
es el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se Acoge, la 
apelación interpuesta en fecha 4 de Julio de 1962 por el Lic. 
Salvador Espinal Miranda, a nombre de los Sucs. de Cande-
laria Marte, contra la Decisión No. 9 dictada por el Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 25 de Ju-
nio de 1962, en relación con la Parcéla No. 242 del Distrito 
Catastral No. 3 del Municipio de Puerto Plata. Segundo: 
Se Acoge, en cuanto a la forma, y Se Rechaza en cuanto al 
fondo, los recursos de apelación interpuesto en fecha 4 de 
Julio de 1962, por el Lic. Félix Tomás Del Monte, a nombre 
de los Sucs. de Andrés Marte, y 11 de Julio de 1962, por el 
señor Freddy Marte Capellán, en su nombre y en el de los 
Sucs. de Andrés Marte Capellán y Sucs. de María Engracia 
Marte, contra la Decisión No. 9 dictada por el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 25 de Junio de 
1962, en relación con la referida Parcela No. 242. Tercero: 
Se Modifica la Decisión No. 9 dictada en fecha 25 de Junio 
de 1962, por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
en relación con la Parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 
3 del Municipio de Puerto Plata, para que en lo adelante su 
dispositivo rija así: 1ro.— Se Declara que las únicas perso-
nas capacitadas pura recoger los bienes relictos por la fi -
nada María Engracia Marte, o para transigir sobre los mis -
mos, son sus siete hijos naturales reconocidos: a) Dionisio 
Marte, fallecido, representado por sus hijos legítimos: San-
tiago, Altagracia, Porfirio, Abraham y Gertrudis Marte Ro -

dríguez; b) Juan María Marte, fallecido, representado Por, 

sus ocho hijos legítimos: Casiano, Andrés, Hemenegilda (a) 
Zenona, Albértina, Ana Rita, Pedro, Cristino, y Porfirio 
Marte Capellán; e) Marcos Marte, fallecido, representado 
por sus hijos legítimos: Marcos y Aquilino Marte Torres; 
d) Cecilio Marte, fallecido, representado por sus hijos le-
gítimos: Félix, Ramona, Antonia, Francisco, Abelardo, Enri-
que y María Rodríguez; e) María Antonia Marte, fallecida, 
representada por su ,-; hijos legítimos: Luis Felipe y Luisa 
Hedesma Marte; f) Isabel Marte de Soler, fallecida, repre-
sentada por sus dos hijos legítimos José y Mariana Soler 
Marte; y g) Candelaria Marte, fallecida, representada por 
sus seis hermanos mencionados precedentemente, y sus tres 
hijos naturales reconocidos: Francisca Marte, Máximo Mar-
te, finado, representado a su vez por su hijo Ramón, y Cris-
tina Marte, finada, representada por su hija Angélica Marte 
de Hedeman, en la proporción de un 50% para los hermanos 
y el otro 50% pura los hijos naturales reconocidos. 20 . 
Se Ordena las siguientes transferencias dentro de la Par-
cela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio 
ce P5erto Plata: a) 72 Has., 49. 66.3 Cas. en favor de 
la senora Elvira Sarnelli de Monclús; b) 38 Has., 19 As. 
60.7 Cas. en favor de la señora Lillian de Lemos de Díaz; 
3o. Se Ordena, al Registrador de Títulos del Departa-
mento de Santiago, la cancelación del Certificado de Tí-
tulo No. 176, aue ampara la Parcela No. 242 del Distrito 
Catastral No. 3 del Municipio Puerto Plata, y la expedición 
de un nuevo, que ampare la misma parcela, en la siguiente 
forma y proporción; a) 72 Has. 49 As. 66.3 Cas., y sus mejo-
ras, en el lugar de posesión, en favor de la señora Elvira 
Sarnelly de Monclús, dominicana, mayor de edad, de oficios 
domésticos, casada con Bienvenido Monclús, cédula No. 
18810, serie 1, domiciliada y residente en la Sección de Sa-
baneta de Cangrejos, Sosúa, Provincia de Puerto Plata. b) 
38 Has. 19 As. 60-7 Cas., y sus mejoras, en el lugar de su 
Posesión, en favor de .la señora Lillian de Lemos de Díaz, 
dominicana, mayor de edad, casada son Aníbal Díaz Lora, 
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"Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada po r 
 el Tribunal Superior de Tierras en fecha 30 de abril de 1963 

en relación con :a Parcela No. 242 del Distrito Catastral N9 
3 del Municipio de Puerto Plata, sitio de Guainamoca de los 
García", cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante el mismo Tribunal 
Superior de Tierras; Segundo: Compensa las costas"; y ñ) 
que el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 19 de 
diciembre de 1966, la decisión ahora impugnada, de la cual 
es el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se Acoge, la 
apelación interpuesta en fecha 4 de Julio de 1962 por el Lic. 
Salvador Espinal Miranda, a nombre de los Sucs. de Cande- 
laria Marte, contra la Decisión No. 9 dictada por el Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 25 de Ju-
nio de 1962, en relación con la Parcéla No. 242 del Distrito 
Catastral No. 3 del Municipio de Puerto Plata. Segundo: 
Se Acoge, en cuanto a la forma, y Se Rechaza en cuanto al 
fondo, los recursos de apelación interpuesto en fecha 4 de 
Julio de 1962, por el Lic. Félix Tomás Del Monte, a nombre 
de los Sucs. de Andrés Marte, y 11 de Julio de 1962, por el 
señor Freddy Marte Capellán, en su nombre y en el de los 
Sucs. de Andrés Marte Capellán y Sucs. de María Engracia 
Marte, contra la Decisión No. 9 dictada por el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 25 de Junio de 
1962, en relación con la referida Parcela No. 242. Tercero: 
Se Modifica la Decisión No. 9 dictada en fecha 25 de Junio 
de 1962, por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
en relación con la Parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 
3 del Municipio de Puerto Plata, para que en lo adelante su 
dispositivo rija así: 1ro.— Se Declara que las únicas perso-
nas capacitadas para recoger los bienes relictos por la fi-
nada María Engraeia Marte, o para transigir sobre los mis-
mos, son sus siete hijos naturales reconocidos: a) Dionisio 
Marte, fallecido, representado por sus hijos legítimos: San-
tiago, Altagracia, Porfirio, Abraham y Gertrudis Marte Ro-
dríguez; b) Juan María Marte, fallecido, representado por 

sus ocho hijos legítimos: Casiano, Andrés, Hemenegilda (a) 
Zenona, Albértina, Ana Rita, Pedro, Cristino, y Porfirio 
Marte Capellán; e) Marcos Marte, fallecido, representado 
por sus hijos legítimos: Marcos y Aquilino Marte Torres; 
d) Cecilio Marte, fallecido, representado por sus hijos le-
gítimos: Félix, Ramona, Antonia, Francisco, Abelardo, Enri-
que y María Rodríguez; e) María Antonia Marte, fallecida, 
representada por sus hijos legítimos: Luis Felipe y Luisa 
Hedesma Marte; f) Isabel Marte de Soler, fallecida, repre-
sentada por sus dos hijos legítimos José y Mariana Soler 
Marte; y g) Candelaria Marte, fallecida, representada por 
sus seis hermanos mencionados precedentemente, y sus tres 
hijos naturales reconocidos: Francisca Marte, Máximo Mar-
te, finado, representado a su vez por su hijo Ramón, y Cris-
tina Marte, finada, representada por su hija Angélica Marte 
de Hedeman, en la proporción de un 50% para los hermanos 
y el otro 50% para los hijos naturales reconocidos. 2o. 
Se Ordena las siguientes transferencias dentro de la Par-
cela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio 
ae Puerto Plata: a) 72 Has., 49. fi6 .3 Cas. en favor de 
la senora Elvira Sarnelli de Monclús; b) 38 Has., 19 As . 
60.7 Cas. en favor de la señora Lillian de Lemos de Díaz; 
3o. Se Ordena, al Registrador de Títulos del Departa-
mento de Santiago, la cancelación del Certificado de Tí-
tulo No. 176, que ampara la Parcela No. 242 del Distrito 
Catastral No. 3 del Municipio Puerto Plata, y la expedición 
de un nuevo, que ampare la misma parcela, en la siguiente 
forma y proporción; a) 72 Has. 49 As. 66.3 Cas., y sus mejo-
ras, en el lugar de posesión, en favor de la señora Elvira 
Sarnelly de Monclús, dominicana, mayor de edad, de oficios 
domésticos, casada con Bienvenido Monclús, cédula No. 
18810, serie 1, domiciliada y residente en la Sección de Sa-
baneta de Cangrejos, Sosúa, Provincia de Puerto Plata. b) 
38 Has. 19 As. 60-7 Cas., y sus mejoras, en el lugar de su 
Posesión, en favor de la señora Lillian de Lemos de Díaz, 
dominicana, mayor de edad, casada son Aníbal-Díaz Lora, 



BOLETIN JUDICIAL 	 2163 2162 	 BOLETIN JUDICIAL 

de oficios domésticos, cédula No. 8401, serie 1, domiciliada ' 
y residente en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, 
Provincia de Puerto Plata. c) 1 Has. 44As. 52.7 Cas. y sus 
mejoras, en el lugar de su posesión, en favor de la señora 
Albertina Marte Capellán Vda. Pérez, dominicana, mayor 
de edad, soltera, de oficios domésticos, cédula No. 3250, se-
rie 37, domiciliada y residente en la Sección de Sabaneta de 
Cangrejos, Sosúa, Provincia de Puerto Plata. d) O Has. 88 
As. 04.1 Cas., equivalente a 14 tareas, en favor de los Sucs. 
de Cecilio Marte: Félix, Ramona, Antonia, Francisco, Abe-
lardo, Enrique y María Marte Rodríguez, domiciliada y re-
sidentes en la Sección de Sabaneta de los Cangrejos, Sosúa, 
Puerto Plata. e) 8 Has.. 69 As. 37.2 Cas., en favor de los 
señores Francisca Marte de Marte, Ramón Marte y Angé-
lica Marte de Hedem"n"; 

Considerando que en su memorial, las recurrentes in-
vocan los siguientes medios: Primero: Mala aplicación, con 
efecto retroactivo en el caso de la llamada sucesión de Can-
delaria Marte, de la Ley No. 985 del 31 de agosto de 1945 
y violación de los artículos 740 y 742 del Código Civil; Se-
gundo: Contradicción de dos sentencias dictadas por el mis-
mo Tribunal Superior de Tierras: Violación de la cosa juz-
gada y del artículo 743 del Código Civil; y Tercero: Desna-
turalización de un documento notarial de partición, some-
tido al debate; motivos erróneos, contradictorios y ausencia 
de motivos; error en cálculos y error de aplicación del anti-
guo artículo 766 del Código Civil, vigente en el momento y 
hasta muchos años después, de abrirse y liquidada la lla-
mada sucesión de Candelaria Marte. 

Considerando, que 1 's recurrentes alegan, en síntesis, 411, 
 en el desenvolvimiento de sus medios de casación, reunidos, 

que Candelaria Marte murió en el año 1905 sin reconocer 
sus hijos, cómo se comprueba por las actas del estado civil 
sometidas oportunamente, ni dichos hijos reconocieron a los » 
suyos; que, por tanto, Candelaria Marte no dejó descendien - 
tes hábiles para sucederle; que, contrariamente a lo afirma - 

do en la sentencia impugnada, en el caso sí tiene aplicación 
la última parte del artículo 766 del Código Civil; que el Tri-
bunal Superior de Tierras ha aplicado al caso las disposicio-

nes de la Ley 985 del 1945 a pesar de que la Sucesión de 
Candelaria Marte se abrió a su muerte, acaecida en el año 
1905, "y que se cerró inmediatamente por carecer ella de 
descendientes hábiles para sucederle, y, por consiguiente, los 
derechos que ella pudo haber heredado pasaron a manos 
de sus seis hermanos"; pero, 

Considerando, que los jueces del fondo para declarar 
a Máximo, Francisca y Cristina Marte, como únicos herede-
ros de Candelaria Marte no hicieron aplicación de la Ley 
985 del 1945, sobre filiación de los hijos naturales, sino que 
al realizar el procedimiento instituído en los artículos 193 
y siguientes de la Ley de Registro de Tierras para la de-
terminación de herederos, dicho Tribunal en el segundo 
Considerando admitió la prueba de la filiación de los siete 
hijos de María Engracia Marte, y de los herederos de Can-
delaria (que era uno de los siete) en base a los testimonios 
aportados y al acto de notoriedad presentado; y de la lectu-
ra de ése Considerando se infiere necesariamente que el 
Tribunal procedió a admitir esos medios de pruebas por no 
existir los registros correspondientes; que como por dicha 
sentencia quedó establecida la filiación natural de dichos 
herederos, respecto de su madre Candelaria Marte, es claro 
que Dor el efecto retroactivo que se produce por la declara-
toria de filiación, ellos tienen derecho a los bienes dejados 
por su madre a su muerte, ocurrida en el año 1905, bienes 
que ésta había adquirido a su vez, junto con sus otros seis 
hermanos, María Antonia, Marcos, Isabel, Cecilia, Juan María 
Y Dionisio, por herencia de su madre, María Engracia Marte, 
quien había fallecido en el año 1901, y por lo que las parti-
ciones de ambas sucesiones quedaron regidas por las dispo-
siciones del Código Civil, vigentes en esa época; que, por 



2162 	 BOLETIN JUDICIAL 

de oficios domésticos, cédula No. 8401, serie 1, domiciliada 
y residente en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, 
Provincia de Puerto Plata. c) 1 Has. 44As. 52.7 Cas. y sus 
mejoras, en el lugar de su posesión, en favor de la señora 
Albertina Marte Capellán Vda. Pérez, dominicana, mayor 
de edad, soltera, de oficios domésticos, cédula No. 3250, se-
rie 37, domiciliada y residente en la Sección de Sabaneta de '- 
Cangrejos, Sosúa, Provincia de Puerto Plata. d) O Has. 88 
As. 04.1 Cas., equivalente a 14 tareas, en favor de los Sucs. 
de Cecilio Marte: Félix, Ramona, Antonia, Francisco, Abe-
lardo, Enrique y María Marte Rodríguez, domiciliada y re-
sidentes en la Sección de Sabaneta de los Cangrejos, Sosúa, 
Puerto Plata. e) 8 Has.. 69 As. 37.2 Cas., en favor de los 
señores Francisca Marte de Marte, Ramón Marte y Angé-
lica Marte de Hedemar"; 

Considerando que en su memorial, las recurrentes in-
vocan los siguientes medios: Primero: Mala aplicación, con 
efecto retroactivo en el caso de la llamada sucesión de Can-
delaria Marte, de la Ley No. 985 del 31 de agosto de 1945 
y violación de los artículos 740 y 742 del Código Civil; Se- 
gundo: Contradicción de dos sentencias dictadas por el mis- " I ' 
mo Tribunal Superior de Tierras: Violación de la cosa juz-
gada y del artículo 743 del Código Civil; y Tercero: Desna-
turalización de un documento notarial de partición, some-
tido al debate; motivos erróneos, contradictorios y ausencia 
de motivos; error en cálculos y error de aplicación del anti-
guo artículo 766 del Código Civil, vigente en el momento y 
hasta muchos años después, de abrirse y liquidada la lla-
mada sucesión de Candelaria Marte. 

Considerando, que Iris recurrentes alegan, en síntesis, 
en el desenvolvimiento de sus medios de casación, reunidos, 
que Candelaria Marte murió en el año 1905 sin reconocer 
sus hijos, cómo se comprueba por las actas del estado civil 
sometidas oportunamente, ni dichos hijos reconocieron a los 
suyos; que, por tanto, Candelaria Marte no dejó descendien -
tes hábiles para sucederle; que, contrariamente a lo afirma - 
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do en la sentencia impugnada, en el caso sí tiene aplicación 
la última parte del artículo 766 del Código Civil; que el Tri-
bunal Superior de Tierras ha aplicado al caso las disposicio-
nes de la Ley 985 del 1945 a pesar de que la Sucesión de 
Candelaria Marte se abrió a su muerte, acaecida en el año 
1905, "y que se cerró inmediatamente por carecer ella de 
descendientes hábiles para sucederle, y, por consiguiente, los 
derechos que ella pudo haber heredado pasaron a manos 
de sus seis hermanos"; pero, 

Considerando, que los jueces del fondo para declarar 
a Máximo, Francisca y Cristina Marte, como únicos herede-
ros tle Candelaria Marte no hicieron aplicación de la Ley 
985 del 1945, sobre filiación de los hijos naturales, sino que 
al realizar el procedimiento instituido en los artículos 193 
y siguientes de la Ley de Registro de Tierras para la de-
terminación de herederos, dicho Tribunal en el segundo 
Considerando admitió la prueba de la filiación de los siete 
hijos de María Engracia Marte, y de los herederos de Can-
delaria (que era uno de los siete) en base a los testimonios 
aportados y al acto de notoriedad presentado; y de la lectu-
ra de ese Considerando se infiere necesariamente que el 
Tribunal procedió a admitir esos medios de pruebas por no 
existir los registros correspondientes; que como por dicha 
sentencia quedó establecida la filiación natural de dichos 
herederos, respecto de su madre Candelaria Marte, es claro 
que Dor el efecto retroactivo que se produce por la declara-
toria de filiación, ellos tienen derecho a los bienes dejados 
por su madre a su muerte, ocurrida en el año 1905, bienes 
que ésta había adquirido a su vez, junto con sus otros seis 
hermanos, María Antonia, Marcos, Isabel, Cecilia, Juan María 

Dionisio, por herencia de su madre, María Engracia Marte, 
quien había fallecido en el año 1901, y por lo que las parti-
ciones de ambas sucesiones quedaron regidas por las dispo-
siciones del Código Civil, vigentes en esa época; que, por 
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consiguiente, las ventas otorgadas en favor de las recurren. 
tes por algunos de esos herederos y. también por adquiriera. 
tes de éstos, debían ser reducidas, como en efecto lo fueron 
por la sentencia impugnada, a los derechos que efectiva. 
mente correspondían a sus vendedores, ya que esas ventas 
se hicieron teniendo en cuenta el acto de partición celebra. 
do por dichos herederos en el año 1928, en el cual fue ex-
cluída Candelaria Marte y al otorgar esas ventas ellos in-
cluyeron los derechos de la sucesión de ésta; . 

Considerando que en cuanto a lo alegado en el segundo 
medio de que el Tribunal a-quo desconoció lo que había re-
suelto en su deciseión del 31 de Octubre de 1957 que ordenó 
un nuevo juicio, debe desestimase, pues las sentencias que 
ordenan un nuevo juicio no son definitivas, a menos que el 
nuevo juicio haya sido limitado a un punto determinado de 
la litis, lo que no ocurrió en la especie, que, en cuanto a la 
crítica que se hace al fallo impugnado sobre los cálculos por 
la distribución del terreno, debe desestimarse porque esa 
crítica está formulada en base a que son seis herederos, 
cuando según resulta de lo antes expuesto son siete; 

Considerando que por todo lo expuesto, los medios pro-
puestos carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Lillian de Lemos de Díaz y Elvira 
Sarnelli de Monclús, contra sentencia dictada en fecha 19 
de diciembre del 1966, nor el Tribunal Superior de Tierras, 
en relación con la Parcela No. 242 del Distrito Catastral 
No 3 del Municipio de Puerto Plata, cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a 
las recurrentes al pago de las costas, con distracción en pro-
vecho de los Licenciados Salvador Espinal Miranda y Fé-
lix Tomás Del Monte ahogados de los recurridos, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani. 
— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel -hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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ordenan un nuevo juicio no son definitivas, a menos que el 
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crítica que se hace al fallo impugnado sobre los cálculos por 
la distribución del terreno, debe desestimarse porque esa 
crítica está formulada en base a que son seis herederos, 
cuando según resulta de lo antes expuesto son siete; 

Considerando que por todo lo expuesto, los medios pro-
puestos carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Lillian de Lemos de Díaz y Elvira 
Sarnelli de Monclús, contra sentencia dictada en fecha 19 
de diciembre del 1966, nor el Tribunal Superior de Tierras, 
en relación con la Parcela No. 242 del Distrito Catastral 
No 3 del Municipio de Puerto Plata, cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a 
las recurrentes al pago de las costas, con distracción en pro-
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 19G8 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de 1ra. 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 4 de diciembre de 
1967. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Luis Eduardo Pérez. 
Abogado: Dr. Fausto A. Martínez Hernández. 

Recurrido: Eufemia Fortunato Soriano. 
Abogado: Dr. Ivo Oscar Gpilliano Nolasco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de septiembre del año 1968, años 125 9  de la 
Inaépendencia y 1069 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis 
Eduardo Pérez, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 
No. 24463, serie 18, domiciliado y residente en la casa No. 
148 de la calle 18, de esta ciudad, contra la sentencia dic-
tada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 4 de diciembre de 
1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al Lic. Rafael Ortega Peguero, cédula No. 3111, 
serie lra., en representación del Dr. Fausto A. Martínez 
Hernández, cédula No. 64419, serie 1ra., abogado del recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Ivo Oscar Guilliano Nolasco, cédula No. 
24958, serie 18, abogado de la recurrida Eufemia Fortunato 
Soriano, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en la calle "A" No. 149, 
del Ensanche Espaillat, de esta ciudad, cédula No. 106758, 
serie 1ra., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 14 de febrero de 
1968, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual in-
voca contra la sentencia impugnada los medios que se in-
dican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, de fecha 4 de marzo de 
1968, suscrito por el Dr. Ivo Oscar Guilliani Nolasco, abo-
gado de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 77, 81 y 211 del Código de Tra- 
bajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
una demanda laboral de la actual recurrida Eufemia Fortu- 
nato, contra el recurrente, Luis Eduardo Pérez, su patrono, 
de fecha 2 de julio de 1967, el Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional dictó en fecha 22 de septiembre de 
1967, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Pri- 
mero: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la 
parte demandante Eufemia Fortunato Soriano, por impro- 
cedente y mal fundadas y acoge las del demandante, Luis 
Eduardo Pérez, por ser justas y reposar sobre base legal; 
Segundo: Condena a Eufemia Fortunato Soriano, al pago 
de las costas del procedimiento, con distracción de las mis- 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada:  Cámara de Trabajo del Juzgado de 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 4 de diciembre 
1967. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Luis Eduardo Pérez. 
Abogado: Dr. Fausto A. Martínez Hernández. 

Recurrido: Eufemia Fortunato Soriano. 
Abogado: Dr. Ivo Oscar Guilliano Nolasco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
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món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
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en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de septiembre del año 1968, años 125 9  de la 
IndéPendencia y 106 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis 
Eduardo Pérez, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 
No. 24463, serie 18, domiciliado y residente en la casa No. 
148 de la calle 18, de esta ciudad, contra la sentencia dic -
tada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins -
tancia del Distrito Nacional, en fecha 4 de diciembre de 
1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Lic. Rafael Ortega Peguero, cédula No. 3111, 
serie lra., en representación del Dr. Fausto A. Martínez 
Hernández, cédula No. 64419, serie lra., abogado del recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Ivo Oscar Guilliano Nolasco, cédula No. 
24958, serie 18, abogado de la recurrida Eufemia Fortunato 
Soriano, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en la calle "A" No. 149, 
del Ensanche Espaillat, de esta ciudad, cédula No. 106758, 
serie 1ra., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 14 de febrero de 
1968, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual in-
voca contra la sentencia impugnada los medios que se in-
dican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, de fecha 4 de marzo de 
1968, suscrito por el Dr. Ivo Oscar Guilliani Nolasco, abo-
gado de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 77, 81 y 211 del Código de Tra- 
bajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
una demanda laboral de la actual recurrida Eufemia Fortu- 
nato, contra el recurrente, Luis Eduardo Pérez, su patrono, 
de fecha 2 de julio de 1967, el Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional dictó en fecha 22 de septiembre de 
1967, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Pri- 
mero: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la 
parte demandante Eufemia Fortunato Soriano, por impro- 
cedente y mal fundadas y acoge las del demandante, Luis 
Eduardo Pérez, por ser justas y reposar sobre base legal; 
Segundo: Condena a Eufemia Fortunato Soriano, al pago 
de las costas del procedimiento, con distracción de las mis- 

it 
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mas en favor del Dr. F. A. Martínez Hernández, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre la ape. 
lación de la actual recurrida, Eufemia Fortunato Soriano, 
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 4 de diciembre de 1967, la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
dice así: "Palla: Primero: Declara, regular y válido tanto 
en la forma como en el fondo el recurso de Apelación in-
terpuesto por Eufemia Fortunato Soriano contra sentencia 
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dicta-
da en fecha 22 de septiembre de 1967, dictada en favor de 
Luis Eduardo Pérez, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior de esta misma sentencia, y en consecuencia 
Revoca en todas sus partes dicha decisión impugnada; SE-
GUNDO: Relativamente al fando, declara la terminación 
del Contrato existente entre las partes por la voluntad uni-
lateral del patrono Luis Eduardo Pérez y con responsabili-
dad para éste; TERCERO: Acoge en todas sus partes la de-
manda original incoada por Eufemia Fortunato Soriano 
contra Luis Eduardo Pérez, y en consecuencia condena a di-
cho patrono a pagarle a la trabajadora Eufemia Fortunato 
Soriano, los valores siguientes: veinticuatro (24) días de 
salarios por concepto de preaviso; sesenta (60) días por con-
cepto de auxilio de cesantía; catorce (14) días por concepto 
de vacaciones no disfrutadas; la proporción de regalía pas-
cual correspondiente al año 1966; a cuatro (4) meses de 
salario por concepto de las indemnizaciones previstas en el 
artículo 211 del Código de Trabajo, así como a la indem-
nización prevista en el ordinal 3ro. del artículo 84 del Códi-
go de Trabajo sin que los salarios por este concepto excedan 
a los correspondientes a tres meses, todo calculado a base de 
un salario de dos pesos con diez y nueve (RD$2.19) centa-
vos diario; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe Luis 
Eduardo Pérez, al pago de las costas del procedimiento de 
conformidad con los artículos 691 del Código de Trabajo, 
5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964, ordenando  

su distracción en provecho del Doctor Ivo Oscar Guilliani 
N. por haberlas avanzado en todas sus partes"; 

Considerando que el recurrente invoca contra la sen-
tencia impugnada, los siguientes medios de casación: Primer 
yiedio: Desnaturalización de los hechos; Segundo Medio: 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-

vil; Tercer Medio: Falsa aplicación del artículo 211 del Có-
digo de Trabajo; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus tres 
medios de casación reunidos, el recurrente alega en sínte-
sis, lo siguiente: a) que el estado de embarazo de la traba-
jadora no fue la causa del despido que se le hizo el día 6 
de mayo de 1966, pues a esa fecha el patrono desconocía ese 
estado el cual fue revelado el día 25 de ese mes, según cons-
ta en certificación médica del Dr. Ramón Santana Sabino; 
que dicho despido se operó porque ella no asistió al traba-
jo durante dos días consecutivos sin permiso y sin notificar 
al patrono la causa de esa inasistencia; b) que fue el 25 de 
mayo de 1966 cuando el patrono supo que la trabajadora 
estaba embarazada; que es a partir de esa fecha cuando le 
sería aplicable al patrono la prohibición de despedirla; pero 
como para esa fecha ya ella había sido despedida por una 
justa causa, es claro, sostiene el recurrente, que no hay res-
ponsabilidad contra él en el caso; que la Cámara a-qua al 
no admitirlo así, incurrió en la sentencia impugnada en los 
vicios y violaciones denunciados; 

Considerando que el examen del fallo impugnado reve-
la que la Cámara a-qua admitió en el cuarto Considerando 
del mismo que el patrono había declarado en el acta de no 
acuerdo que despidió a la trabajadora Fortunato "el día 6 
de mayo por inasistencia", pero que no obstante "estaba en 
disposición de reintegrarla con los mismos derechos y tiem-
Po que ella tiene en la empresa"; que de esas expresiones 
no se infiere necesariamente que el patrono haya admitido 
que la despidió por su estado de embarazo, por lo cual cuan- 
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mas en favor del Dr. F. A. Martínez Hernández, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre la ape. 
lación de la actual recurrida, Eufemia Fortunato Soriano, 
la Cámara de Trabaje del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 4 de diciembre de 1967, la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
dice así: "Palla: Primero: Declara, regular y válido tanto 
en la forma como en el fondo el recurso de Apelación in-
terpuesto por Eufemia Fortunato Soriano contra sentencia 
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dicta-
da en fecha 22 de septiembre de 1967, dictada en favor de 19' 
Luis Eduardo Pérez, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior de esta misma sentencia, y en consecuencia 
Revoca en todas sus partes dicha decisión impugnada; SE-
GUNDO: Relativamente al fando, declara la terminación 
del Contrato existente entre las partes par la voluntad uni-
lateral del patrono Luis Eduardo Pérez y con responsabili-
dad para éste; TERCERO: Acoge en todas sus partes la de-
manda original incoada por Eufemia Fortunato Soriano 
contra Luis Eduardo Pérez, y en consecuencia condena a di-
cho patrono a pagarle a la trabajadora Eufemia Fortunato • 
Soriano, los valores siguientes: veinticuatro (24) días de 
salarios por concepto de preaviso; sesenta (60) días por con-
cepto de auxilio de cesantía; catorce (14) días por concepto 
de vacaciones no disfrutadas; la proporción de regalía pas-
cual correspondiente al año 1966; a cuatro (4) meses de 
salario por concepto de las indemnizaciones previstas en el 
artículo 211 del Código de Trabajo, así como a la indem-
nización prevista en el ordinal 3ro. del artículo 84 del Códi-
go de Trabajo sin que los salarios por este concepto excedan 
a los correspondientes a tres meses, todo calculado a base de 
un salario de dos pesos con diez y nueve (RD$2.19) centa-
vos diario; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe Luis 
Eduardo Pérez, al pago de las costas del procedimiento de 
conformidad con los artículos 691 del Código de Trabajo, 
5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964, ordenando  

su  distracción en provecho del Doctor Ivo Oscar Guilliani 
N. por haberlas avanzado en todas sus partes"; 

Considerando que el recurrente invoca contra la sen-
tencia impugnada, los siguientes medios de casación: Primer 
Medio: Desnaturalización de los hechos; Segundo Medio: 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; Tercer Medio: Falsa aplicación del artículo 211 del Có-
digo de Trabajo; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus tres 
medios de casación reunidos, el recurrente alega en sínte-
sis, lo siguiente: a) que el estado de embarazo de la traba-
jadora no fue la causa del despido que se le hizo el día 6 
de mayo de 1966, pues a esa fecha el patrono desconocía ese 
estado el cual fue revelado el día 25 de ese mes, según cons-
ta en certificación médica del Dr. Ramón Santana Sabino; 
que dicho despido se operó porque ella no asistió al traba-
jo durante dos días consecutivos sin permiso y sin notificar 
al patrono la causa de esa inasistencia; b) que fue el 25 de 
mayo de 1966 cuando el patrono supo que la trabajadora 
estaba embarazada; que es a partir de esa fecha cuando le 
sería aplicable al patrono la prohibición de despedirla; pero 
como para esa fecha ya ella había sido despedida por una 
justa causa, es claro, sostiene el recurrente, que no hay res-
ponsabilidad contra él en el caso; que la Cámara a-qua al 
no admitirlo así, incurrió en la sentencia impugnada en los 
vicios y violaciones denunciados; 

Considerando que el examen del fallo impugnado reve-
la que la Cámara a-qua admitió en el cuarto Considerando 
del mismo que el patrono había declarado en el acta de no 
acuerdo que despidió a la trabajadora Fortunato "el día 6 
de mayo por inasistencia", pero que no obstante "estaba en 
disposición de reintegrarla con los mismos derechos y tiem-
po que ella tiene en la empresa"; que de esas expresiones 
no se infiere necesariamente que el patrono haya admitido 
que la despidió por su estado de embarazo, por lo cual cuan- 
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do el juez a-quo concluye que de esas expresiones del patro, 
no se infiere que él admitió el salario, el tiempo de trabajo 
"y el despido, en las condiciones alegadas por la trabajado.' 
ra", y cuando en base a ello le acuerda todas las reclama.. 
ciones formuladas inclusive los cuatro meses de salario por 
motivo de su embarazo, es evidente que el juez a-quo le dió 

las declaraciones del patrono hechas en el acta de no-
acuerdo, un sentido y un alcance distinto al de las expre-
siones por él usadas; y al no precisar tampoco si el despido 
tuvo por causa el estado de embarazo o la inasistencia de 
la trabajadora lo que era necesario para fijar a cuáles y 
cuantas prestaciones tenía derecho la demandante en caso 
de darse por admitido lo injustificado del despido, es obvio 
que, tales condiciones, en el fallo impugnado se ha incurri-
do en el vicio de falta de base legal, por lo cual procede la 
casación del mismo por los motivos expuestos, sin necesidad 
de examinar los otros medios y alegatos del recurrente; 

Considerando que cuando una sentencia es casada por 
falta de base legal las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 
4 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y envía el asunto ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baní, 
en sus atribuciones laborales, como tribunal de segundo 
grado; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) : Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, en fecha 22 

de diciembre de 1967. 

materia: Correccional. 

Recurrente: Juan Bautista de León Peña. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A. 
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de 
septiembre del año 1968, años 125 9  de la Independencia 
y 1069 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Bau-
tista de León Peña, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante y conductor, domiciliado en la calle Máximo Gó-
mez No. 23, de la villa de Bonao, Municipio de Monseñor 
Nouel, cédula No. 20738, serie 48, contra la sentencia correc-
cional de fecha 22 de diciembre de 1967, dictada por la Corté 
de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

República; 
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do el juez a-quo concluye que de esas expresiones del patro-
no se infiere que él admitió el salario, el tiempo de trabajo 
"y el despido, en las condiciones alegadas por la trabajado.. 
ra", y cuando en base a ello le acuerda todas las reclama-
ciones formuladas inclusive los cuatro meses de salario por 
motivo de su embarazo, es evidente que el juez a-quo le dió 
á las declaraciones del patrono hechas en el acta de no«. 
acuerdo, un sentido y un alcance distinto al de las expre-
siones por él usadas; y al no precisar tampoco si el despido 
tuvo por causa el estado de embarazo o la inasistencia de 
la trabajadora lo que era necesario para fijar a cuáles y 
cuantas prestaciones tenía derecho la demandante en caso 
de darse por admitido lo injustificado del despido, es obvio 
que, tales condiciones, en el fallo impugnado se ha incurri-
do en el vicio de falta de base legal, por lo cual procede la 
casación del mismo por los motivos expuestos, sin necesidad 
de examinar los otros medios y alegatos del recurrente; 

Considerando que cuando una sentencia es casada por 
falta de base legal las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 
4 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y envía el asunto ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baní, 
en sus atribuciones laborales, como tribunal de segundo 
grado; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) : Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

ENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, en fecha 22 

de diciembre de 1967. 

Materia: Correccional. 

urente: Juan Bautista de León Peña. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A. 
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de 
septiembre del año 1968, años 125 9  de la Independencia 
y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública, corno 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Bau-
tista de León Peña, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante y conductor, domiciliado en la calle Máximo Gó-
mez No. 23, de la villa de Bonao, Municipio de Monseñor 
Nouel, cédula No. 20738, serie 48, contra la sentencia correc-
cional de fecha 22 de diciembre de 1967, dictada por la Corté 
de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en 1 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Gro 
gorio de Jesús Batista Gil, cédula No. 29612, serie 47, atoo. 
gado, en representación del prevenido, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 26 de septiembre del co-
rriente año 1968, por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magistra-
do Joaquín M. Alvarez Perelló, Juez de este Tribunal, para 
integrar la SupremaaCorte de Justicia, en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad 
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

Ea Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
5771, de 1961; 92, 99, 101 y 105 de la Ley N9 4809, de 1957; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 11 de agosto de 1967, la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, apoderado regularmente por el Ministerio Público, 
dictó una sentencia correccional, cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la sentencia impugnada; b) que sobre los re-
cursos interpuestos, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos, en la forma, los recursos de 
apelación interpuestos por el Ayudante del Procurador Fis-
cal de este Distrito Judicial, Dr. Máximo Reinoso y del Dr. 
J. Crispiniano Vargas Suárez, en representación de la Par-
te Civil Constituída Sr. Gumersindo Muñoz, contra la sen-
tencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia de La Vega, de fecha 11 de agosto de 1967, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se descarga al 
nombrado Juan Bautista de León Peña, del delito de viola- 

en perjuicio de José Gumercindo Muñoz, 

epoibin. haberse debido 5771  ebido el accidente a causa exclusiva de la víc-
tima;  segundo: Se declaran las costas de oficio; Tercero: Se 
rechaza la constitución en parte civil hecha por el agravia-
do José Gumercindo Muñoz, por conducto de los Dres. Pe-
dro E. Romero Confesor y J. Crispiniano Vargas Suárez, 
contra los señores Máximo de León y Juan Bautista de León 

eña, por improcedente y mal fundada; Tercero: Se conde-
a a la parte civil constituida al pago de las costas civiles 

distrayendo las mismas en provecho del Dr. Gregorio de Js. 
Batista Gil, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad'; por haber sido hechos conforme a la Ley SEGUNDO: 
Revoca la sentencia recurrida, en todas sus partes y obran-
do por propia autoridad y contrario imperio, declara culpa-
ble a Juan Bautista de León Peña, de violar las leyes Nos. 
5771 y 4809, en perjuicio de Gumercindo Muñoz y en conse 
cuencia lo condena al pago de una multa de RD25.00 (Vein-
ticinco Pesos Oro), acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes y además falta mínima de la víctima, condenán-
dola también al pago de las costas penales de esta alza-
da; TERCERO: Pronuncia el defecto contra la persona ci- 

Imente responsable Máximo de León y la Cía. de Seguros 
Pepín S. A., por no haber comparecido aa la audiencia no 
obstante haber sido citados legalmente, acogiendo así, los 
Ordinales Segundo y Tercero de las conclusiones de la par- 

civil constituída Gumercindo Muñoz; CUARTO: Declara 
egular y válido en la forma, la constitución en parte civil, 
echa por Gumercindo Muñoz, al través de su abogado Dr. 

J. Crispiniano Vargas Suárez, contra el prevenido Juan Bau-
tista de León Peña, la persona civilmente responsable Má-
ximo de León y la CYa de Seguros Pepín S. A., y en cuanto 
al fondo condena solidariamente a Juan Bautista de León 
Peña, Máximo de León y la Cía. de Seguros Pepín S. A., al 
Pago de una indemnización en favor de Gurmencindo Mu-
ñoz de RD$800.00 (Ochocientos Pesos Oro); QUINTO: Con-
dena al pago solidario de los costos civiles procedentes al 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Gr e. 
gorio de Jesús Batista Gil, cédula No. 29612, serie 47, abo-
gado, en representación del prevenido, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 26 de septiembre del co-
rriente año 1968, por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magistra-
do Joaquín M. Alvarez Perelló, Juez de este Tribunal, para 
integrar la Suprema.Corte de Justicia, en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad 
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
5771, de 1961; 92, 99, 101 y 105 de la Ley N9 4809, de 1957; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 11 de agosto de 1967, la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, apoderado regularmente por el Ministerio Público, 
dictó una sentencia correccional, cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la sentencia impugnada; b) que sobre los re-
cursos interpuestos, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos, en la forma, los recursos de 
apelación interpuestos por el Ayudante del Procurador Fis-
cal de este Distrito Judicial, Dr. Máximo Reinoso y del Dr. 
J. Crispiniano Vargas Suárez, en representación de la Par-
te Civil Constituída Sr. Gumersindo Muñoz, contra la sen-
tencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia de La Vega, de fecha 11 de agosto de 1967, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se descarga al 
nombrado Juan Bautista de León Peña, del delito de viola- 

en perjuicio de José Gumercindo Muñoz, 

por haablae rse debido 
 5771, 
ebido el accidente a causa exclusiva de la víc-

tima;  segundo: Se declaran las costas de oficio; Tercero: Se 
rechaza la constitución en parte civil hecha por el agravia-
do José Gumercindo Muñoz, por conducto de los Dres. Pe-
dro E. Romero Confesor y J. Crispiniano Vargas Suárez, 
contra los señores Máximo de León y Juan Bautista de León 
peña, por improcedente y mal fundada; Tercero: Se conde-
na a la parte civil constituida al pago de las costas civiles 
distrayendo las mismas en provecho del Dr. Gregorio de Js. 
Batista Gil, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad'; por haber sido hechos conforme a la Ley SEGUNDO: 
Revoca la sentencia recurrida, en todas sus partes y obran-
do por propia autoridad y contrario imperio, declara culpa-
ble a Juan Bautista de León Peña, de violar las leyes Nos. 
5771 y 4809, en perjuicio de Gumercindo Muñoz y en conse 
cuencia lo condena al pago de una multa de RD25.00 (Vein-
ticinco Pesos Oro), acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes y además falta mínima de la víctima, condenán-
dola también al pago de las costas penales de esta alza-
da; TERCERO: Pronuncia el defecto contra la persona ci-
vilmente responsable Máximo de León y la Cía. de Seguros 
Pepín S. A., por no haber comparecido aa la audiencia no 
obstante haber sido citados legalmente, acogiendo así, los 
Ordinales Segundo y Tercero de las conclusiones de la par-
te civil constituída Gumercindo Muñoz; CUARTO: Declara 
regular y válido en la forma, la constitución en parte civil, 
hecha por Gumercindo Muñoz, al través de su abogado Dr. 
J. Crispiniano Vargas Suárez, contra el prevenido Juan Bau-
tista de León Peña, la persona civilmente responsable Má-
ximo de León y la Oda de Seguros Pepín S. A., y en cuanto 
al fondo condenó solidariamente a Juan Bautista de León 
Peña, Máximo de León y la Cía. de Seguros Pepín S. A., al 
pago de una indemnización en favor de Gurmencindo Mu-
ñoz de RD$800.00 (Ochocientos Pesos Oro) ; QUINTO: Con-
dena al pago solidario de los costos civiles procedentes al 
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prevenido Juan Bautista de León Peña, a la persona civil-
mente responsable Máximo Peña y a la Cía. de Seguros pe. 
pín S. A., distrayéndolas en favor de los Dres. J. Crispinla. 
no Vargas Suárez y Pedro Eusebio Romero Confesor, qui e. 
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: 
Declara la presente sentencia común y oponible a la Cía. de 
Seguros Pepín S. A., como aseguradora del vehículo que ori-
ginó el accidente conforme a certificación que obra en el 
expediente del Superintendente de Seguros de fecha 27 de 
noviembre de 1967"; 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido 
los siguientes hechos: a) que en una fecha determinada ocu-
rrió un accidente automovilístico en el cruce de las carre-
teras antigua Duarte con la denominada de El Casabito, o 
sea en el sitio conocido con el nombre de El Abanico Viejo, 
tramo Bonao-Rincón; b) que dicho accidente sucedió al en-
trar el ciclista José Gumercindo Muñoz en la carretera, an-
tigua Duarte, desde la lateral denominada de El Casabito 
en el momento en que se acercaba, transitando por la pri-
mera desde Bonao a Rincón, el carro conducido por el pre-
venido Juan Bautista de León Peña; c) que al penetrar, do-
bló hacia la izquierda para tomar la dirección hacia Rincón, 
es decir, para transitar en el mismo sentido que el carro; d) 
que según fue comprobado en descenso al lugar 'del hecho 
realizado por el Juzgado arquo, el accidente aconteció a una 
distancia de catorce metros del cruce de dichas carreteras y 
que tuvo lugar justamente cuando el ciclista transitaba por 
su derecha y e) que éste, por causa del accidente, fue a caer 
en la cuneta de la derecha de dicha carretera, tomando co-
mo base, la dirección en que transitaban los mencionados ve-
hículos, es decir, de Bonao hacia Rincón; 

Considerando que los hechos así establecidos por la Cor-
te a-qua, constituyen a cargo de Juan Bautista de León Pe-
ña, el delito de golpes y heridas por imprudencias causadas 
con el manejo de un vehículo de motor, que causaron lesio- 

nes al agraviado (Gumercindo Muñoz) que le imposibilita-

ron para dedicarse a su trabajo, por más de diez días y me-
nos de veinte; delito previsto y castigado por el artículo 1 9 

 de la citada Ley No. 5771, con la pena de tres meses a un 
año de prisión y multa de cincuenta a trescientos pesos; que, 

en consecuencia, al condenar al prevenido, después de decla-
rarlo culpable, al pago de una multa de RD$25.00, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes y acogiendo tam-
bién, falta de la persona agraviada, le impuso una pena ajus-

tada a la Ley; 
Considerando que en lo que concierne a las condenacio-

nes civiles, los jueces del fondo dieron por establecido que 
la parte agraviada sufrió daños morales y materiales cuyo 
monta apreciaron soberanamente en la suma de RD$800.00; 
que por consiguiente, al condenar al recurrente al pago de 
esa suma a título de indemnización, hicieron una correcta 
aplicación del artículo 1383 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente al in-
terés del recurrente, vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Bautista de León Peña, contra 
la sentencia correccional dictada por la Corte de Apelación 
de La Vega, en fecha 22 de diciembre de 1967, cuyo disposi-
tivo figura copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel A. 
Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perellét.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el mes 
de septiembre de 1968. 
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Recursos de casación civiles fallados 	 20 
Recursos de casación penales conocidos 	 22 
Recursos de casación penales fallados 	 13 
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza conocidos 	  
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza fallados  	4 
Autos sobre libertad provisional bajo fianza dic- 

tados  	1 
Suspensiones de ejecución de sentencias  	1 
Defectos  	1 
Declinatorias 	3 
Desistimientos  	1 
Resoluciones ordenando la libertad provisional 

por haberse prestado la fianza  	5 
Juramentación de abogados 	  1 
Nombramientos de Notarios 	  6 
Resoluciones administrativas 	  11 
Autos autorizando emplazamientos 	  22 
Autos pasando expediente para dictamen 	 68 
Autos fijando causas 	  37 
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Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Santo Domingo, D. N., 
30 de septiembre de 1968. 
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